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Este trabajo académico es producto del esfuerzo de un grupo de estudiantes de pregrado, quienes 
motivados en las actividades de la investigación socio-jurídica pretenden ingresar en el estudio de 
temas de interés y alcance superior al de su conocimiento adquirido en el nivel académico en el 
que se encuentran, contando para ello, con la orientación de un estudiante de Maestría, para la 
búsqueda, alcance, comprensión y sistematización de la información que sirvió de insumo para la 
elaboración del proyecto de investigación. 
 
Bajo esta aspiración asumieron abordar el tema del recurso extraordinario de casación de manera 
descriptiva, que como es conocido, requiere de un conocimiento especializado y elaborado criterio 
jurídico, propios de ser forjados por la experiencia, el estudio del derecho y la lógica formal. 
 
A pesar de las dificultades que genera la coexistencia en la vigencia de dos ordenamientos 
procesales –Ley 906 de 2004 y 600 de 2000-, las constantes reformas legislativas que afectan los 
institutos instrumentales sometidos a escrutinio académico, la complejidad de la universalidad de 
temáticas que se abordan cuando se acude a la casación que abre un abanico a todas las figuras 
jurídicas, en este trabajo se logra dar un manejo adecuado a esa simultaneidad de ingredientes, que 
se logran superar, a pesar de su novel trayectoria, gracias a que la investigación realizada se dirigió 
por los senderos pedagógicos que permanentemente traza la jurisprudencia de la Sala de Casación 
Penal de la Corte Suprema de Justicia, al igual que por la consulta de variados estudiosos del 
derecho que se han ocupado del tema, esfuerzo con el que a pesar de sus básicos  conocimientos 
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Recurso extraordinario de casación penal: Noción, principios, fines y características de 
la demanda de casación 
 
1 Noción de casación 
 
En primera medida, para abordar éste tema es pertinente delimitar el origen de la palabra 
“casación”, ésta última proviene del vocablo francés “casser” cuyo significado es anular, romper 
o quebrantar (López Morales, 2006, p. 904).        
Ahora bien, ahondando en el significado de tal concepto, (Fernández Vega, 1997) afirma que la 
misma se origina en las ideas de la revolución francesa y anota: 
“La institución se deriva de los Derechos del Hombre, y se ilumina con su aspiración de defender 
al ciudadano de la arbitrariedad del juez (que se escuda en la ley para disimular su capricho) o de 
la ley para realizar un derecho que no conduce a la justicia”.  
Debe dejarse claro, que la casación no es un recurso que el legislador creó como una opción para 
acceder a la justicia, contrario sensu se concibe como un mecanismo de control constitucional para 
proteger los Derechos Humanos  de conformidad al corpus iuris. El recurso, que además es de tipo 
constitucional, es reconocido a nivel internacional, en sentido amplio, en diferentes instrumentos 
que hacen parte del bloque de constitucionalidad, entre ellos los siguientes:  
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I. La Convención Americana Sobre Derechos Humanos cuyo artículo 8 literal h, establece 
que toda persona tiene el “derecho de recurrir el fallo ante el juez o tribunal superior.”  
II. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos articulo 14 numeral 5 el cual dispone 
que “Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo 
condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal superior. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2007. radicación No. 28638). 
En la jurisdicción interna,  está dispuesto que será la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia la encargada de resolver el recurso, quien además, tendrá la potestad de anular la 
decisión proferida en segunda instancia cuando considere que con ésta, ha sido quebrantado el 
ordenamiento jurídico, o que existe una grave violación al debido proceso.  
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia afirma que la casación se concibe como 
el eslabón final de la cadena procesal y que se caracteriza por tener como valor supremo la igualdad 
entendida como el equilibrio entre los intervinientes en el proceso (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Penal, 2009, radicación No. 28638). Así mismo, definió la casación como un juicio 
lógico que estudia la legalidad de la decisión judicial. Por ello, el recurso debe ser invocado cuando 
se esté frente a un yerro, y el recurrente deberá encausar sus peticiones dentro de las cuatro causales 
preestablecidas en la Ley 906 de 2004. 
Teniendo clara la naturaleza del recurso, compete aludir a su carácter extraordinario, en tanto, no 
puede ser entendida la casación como la impugnación caprichosa de la sentencia, si no que por el 
contrario, deberá interponerse cuando se esté frente a la vulneración de derechos sustanciales o 
procesales; tal argumentación deberá reflejar  lógica, coherencia, precisión y claridad (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, radicación No. 31127).  
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Concluyendo, el carácter  extraordinario del recurso permite afirmar que éste tiene lugar una vez 
se terminen las actuaciones procesales, las cuales culminan con sentencia de segunda instancia. 
Erróneamente ha querido entenderse que este recurso constituye una tercera instancia; sin embargo, 
debe recordarse que en casación la Corte se limita a revisar los asuntos discutidos en  primera y 
segunda instancia, sin convertirlo en un escenario de nuevos debates procesales y probatorios. 
De otro lado, es pertinente mencionar las características del recurso de casación penal, de 
conformidad a lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005: 
“Es un mecanismo de control: por cuanto a través de él se asegura la sujeción de los fallos 
judiciales a la ley que los gobierna.   
Es un mecanismo extraordinario: por cuanto se surte por fuera de las instancias en tanto 
no plantea una nueva consideración de lo que fue objeto de debate en ellas, sino un juicio de 
valor contra la sentencia que puso fin al proceso por haberse proferido con violación de la 
ley.   
Es un mecanismo interno: por cuanto se surte al interior de cada jurisdicción, siendo el 
competente para tramitarlo y resolverlo el Tribunal de Casación.   
Implica un juicio de valor: que exige la confrontación de la sentencia con la ley”. 
 
1.1 La casación en la doctrina nacional e internacional.  
Son variados los tratadistas que se ha ocupado de definir el concepto de casación. Para (Ortuzar 
Latapiat, Waldo, 1958)  
“el recurso de casación, en su base jurídica y política, tiene por objeto velar por la recta y 
genuina aplicación e interpretación de la ley, corrigiendo la infracción de la misma, y 
logrando en su misión, al ser ejercida por un mismo y solo tribunal, la uniformidad de la 
11 
 
jurisprudencia. Esta finalidad de interés público, el respeto a la ley, sobrepasa en importancia 
a aquella otra de orden privado, cual es la reparación de los agravios que se pueden inferir a 
las partes con las resoluciones violatorias de la ley.” (Pág. 7). 
Para  (Ossorio, Manuel, 1981) es la: 
“acción de casar o anular. Este concepto tiene extraordinaria importancia en materia procesal, 
porque hace referencia a la facultad que en algunas legislaciones está atribuida a los más altos 
tribunales de esos países (Tribunal Supremo, Corte Suprema de Justicia, Corte de Casación) 
para entender que los recursos que se interponen contra las sentencias definitivas de los 
tribunales inferiores, revocándolas o anulándolas; es decir, casándolas o confirmándolas...” 
(Pág. 165). 
También (Torres Romero, Jorge Enrique, 1989) definió que “el recurso de casación es una acción 
extraordinaria y específica de impugnación, mediante la cual se pretende anular total o 
parcialmente una sentencia de 2ª instancia proferida por un tribunal superior, cuando contiene 
errores in judicando o in procedendo; acción impugnativa que es conocida por la Corte Suprema 
de Justicia y que solo procede por motivos taxativamente señalados en la ley procedimental”. (pág. 
11). 
A su turno (Rendón Arango, Gabriel, 1977) precisó que: 
“Para llegar a formarse un concepto jurídico de la casación en general, es preciso considerar 
dos aspectos: a) uno de carácter institucional, que es el que, dentro de la organización 
jurisdiccional, integra la existencia de una entidad suprema, soberana, a la cual la propia 
Constitución Política del Estado, como expresión específica de soberanía, faculta para 
invalidar los fallos provenientes de los tribunales ordinarios; y b) otro de carácter procesal, 
privativo de los códigos en esta materia, que establecen el recurso extraordinario como medio 
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de enmendar los errores de derecho cometidos por los jueces y tribunales comunes, con la 
doble finalidad de obtener una interpretación lógica de las leyes y, a la vez, en cada caso en 
que el recurso prospere, al enmendar el error de los juzgadores, restablecer el equilibrio de 
la justicia quebrantado o torcido por una incorrecta aplicación de la ley. 
Por su origen, la palabra casación significa ‘anular’, ‘romper’ o ‘quebrar’ lo que en el fondo 
permite dar a entender que toda corte o tribunal de casación deja sin sus originales efectos 
las decisiones o sentencias de mérito de los tribunales porque invalida o anula, total o 
parcialmente, la decisión jurisdiccional ordinaria”. (Pág. 3). 
Igualmente (Calderón Botero, Fabio, 1985) afirmó que: “la casación penal es un medio 
extraordinario de impugnación, de efectos suspensivos, contra sentencias definitivas que acusan 
errores de juicio o de actividad, expresamente señalados en la ley, para que un tribunal supremo 
y especializado las anule, a fin de unificar la jurisprudencia, proveer a la realización del derecho 
objetivo, denunciar el injusto y reparar el agravio inferido”. (Pág. 2). 
(López Morales, 2005)  define la casación como la última oportunidad que tienen los intervinientes 
en un proceso, para que la decisión judicial sea modificada en todo o en parte siempre que subsista 
un yerro que afecte los derechos de alguna de las partes. 
Por la misma línea se pronuncia  (Martínez Rave, 1992) quien adiciona que la casación deberá 
versar sobre los hechos juzgados en las anteriores instancias, y que no podrá ser objeto de nuevos 
debates entre las partes.  
(Pabón Gómez, 2011) sostiene que en virtud de las prerrogativas del estado social de derecho el 
sistema penal deberá orientarse hacia la integralidad, de lo cual subyace la idea de proveer a los 




Por su parte, (Calamandrei, 1994) asevera que éste recurso extraordinario es un “remedio judicial, 
para aquellas sentencias que contienen errores de derecho apremiantes en la resolución de 
mérito”. Es así como éste instituto, busca mantener uniformidad en la interpretación, examinando 
en cuanto a la decisión en concreto, cuestiones de derecho de las sentencias emitidas por jueces 
inferiores cuando éstas son impugnadas por los interesados.  
(Calamandrei, Piero. 1945) también concibe el concepto de casación: 
“despojado de todos sus caracteres accesorios, que puede también faltar o encontrarse 
también en otros institutos, se puede, pues, en mi opinión, resumir en estos términos, 
necesarios y suficientes: la Casación es un instituto judicial consistente en un órgano único 
en el Estado (Corte de Casación) que, a fin de mantener la exactitud y la uniformidad de la 
interpretación judicial dada por los Tribunales a derecho objetivo, examina, sólo en cuanto a 
la decisión de las cuestiones de derecho, las sentencias de los jueces inferiores cuando las 
mismas son impugnadas por los interesados mediante un remedio judicial (recurso de 
casación) utilizable solamente contra las sentencias que contengan un error de derecho en la 
resolución del mérito.” (Págs. 375 y 376). 
Para el tratadista chileno (Ortúzar, 1958) el fin de la casación es velar por la recta y genuina 
aplicación e interpretación de la ley, por medio de la corrección de los errores in judicando o in 
procedendo. 
 
2 Principios que rigen la casación 
Precisada la noción de casación en su estructura gramatical y contenido jurídico es menester hacer 




a) Principio de autonomía o no contradicción, b) Principio de prioridad, c) Principio de razón 
suficiente, d) Principio de limitación, e) Principio de claridad y precisión, f) Principio de 
trascendencia. 
A continuación se hará una explicación sucinta de cada uno de ellos. 
 
2.1 Principio de autonomía o no contradicción. 
El principio de autonomía, per se, incluye la exigencia que recae sobre el casacionista, para que redacte de 
forma independiente cada uno de los cargos en la demanda respetando la identidad de cada una de las 
causales, respetando su finalidad, diferencia, particular forma de formulación, demostración y específico 
alcance; para evitar confusiones o mezclas de tipo argumentativo y conceptual, especialmente  cuando en 
un mismo escrito se requiera formular varios cargos por causales diferentes. (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, 2007, radicación No.  26587) 
Siguiendo la misma línea, en palabras de la Corte el principio de autonomía constituye una “imposición en 
la formulación separada de las irregularidades advertidas, sujetándolas al orden determinado por sus 
efectos o consecuencias invalidantes frente a la actuación cumplida” (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2006, radicación No. 25779), para así analizarlas una a una  de manera independiente, a fin 
de fundamentar y demostrar en forma clara, además de concreta, el error de procedimiento o de juicio en el 
que se incurrió,  resaltando la trascendencia del yerro. 
El mismo Tribunal al estudiar una demanda, consideró que este principio se desconoce (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal,  2015, radicación No. 43578) cuando el recurrente intenta, en un cargo, 
invocar una sola causal lidiando con aspectos fácticos y probatorios propios de diferentes causales, situación 
que sin lugar a dudas contravía la lógica argumentativa del recurso mismo, pues termina entremezclando 




Ahora bien, teniendo en cuenta las líneas anteriores es importante preguntarse ¿Cuándo se quebranta el 
principio de autonomía? Específicamente, esto sucede cuando en una demanda se confunden varios motivos 
de la casación, por vía de ejemplo, el de violación directa de la ley sustancial al que se le agregan otros por 
vicios invalidantes o por controversias probatoria. 
No se puede perder de vista que es permitido al interior de la demanda formular cargos fundados en 
diferentes causales, incluso, los que sean excluyentes entre sí, siempre y cuando se formulen de manera 
separada, autorización argumentativa que tiene aplicación práctica desde la expedición de la ley 600 de 
2000, que así lo establece: 
“Artículo 212. Requisitos formales de la demanda. La demanda de casación deberá contener: 
1. La identificación de los sujetos procesales y de la sentencia demandada. 
2. Una síntesis de los hechos materia de juzgamiento y de la actuación procesal. 
3. La enunciación de la causal y la formulación del cargo, indicando en forma clara y precisa sus 
fundamentos y las normas que el demandante estime infringidas. 
4. Si fueren varios los cargos, se sustentarán en capítulos separados. 
Es permitido formular cargos excluyentes de manera subsidiaria.” (Destacado fuera de texto). 
También se concibe este principio como “una estructura lógica, coherente y simétrica de la proposición 
judicial”, en donde el libelista deberá formular cada causal atendiendo a unos parámetros únicos que 
distinguen cada causal de las demás. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2008, radicación 
No. 24582). 
En síntesis, éste principio le impone al libelista la exigencia de separar y diferenciar las causales que invoque 
en su escrito de demanda, para evitar incongruencias dentro del mismo y facilitar su análisis e interpretación. 
Por último,  es importante indicar que la Corte ha dispuesto (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 2007, radicación No. 26587) que el principio de no contradicción constituye, las más elemental, pero 
también la más insoslayable de las exigencias lógicas del recurso extraordinario de casación penal, al punto 
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que su inobservancia por parte del libelista en la formulación de los cargos, hace que la demanda se convierta 
en un alegato insustancial  sin las proyecciones y alcances de una correcta petición de justicia. 
 
2.2 Principio de prioridad. 
El principio de prioridad se refiere a la situación en la cual el recurrente propone varios reparos 
contra el fallo, los cuales deben ser presentados de acuerdo con su incidencia procesal, en aras de 
que el estudio no se haga inoficioso en relación a cargos secundarios, los cuales no se estudiarían 
en caso tal que prosperará un argumento de mayor fuerza, dado que al prosperar la censura de 
mayor alcance y lograr quebrar el fallo, no habría, por sustracción de materia, entrar a realizar 
estudios de fondo de otros reparos de igual o menor cobertura. 
Lo anterior, tiene asidero en el fin último de la justicia, el cual es proveer solución pronta y en 
derecho, por ello se deberá indicar primigeniamente el argumento  con mayor relevancia y de 
manera residual los demás reparos. 
Ejemplo: 
“Si existe un error de garantía en la etapa de investigación. ¿Para qué abordar entonces en primer 
lugar el error conceptual, que solo se presenta después de formulada la acusación? Contrario 
sensu, sí el error que afectó la actuación es de garantía y se produjo en el juicio oral y público se 
debe abordar prioritariamente el error conceptual, porque en caso de prosperar se invalidaría la 
actuación desde la acusación misma, que tiene mayor cobertura.” (Rodríguez Chocontá, 2008, p. 
81). 
Ha dicho la Corte de forma reiterada que: 
“Las censuras deben proponerse de acuerdo con su cobertura y alcance procesal. Significa lo 
anterior que si la eventual prosperidad de un cargo entraña la nulidad de la actuación procesal 
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o de la sentencia, dicha pretensión ha de ser formulada prevalentemente respecto de la que 
contrae el proferimiento de un fallo de reemplazo, efecto consecuente para los casos de 
violación directa o indirecta de la ley sustancial, contempladas en los numerales uno y tres, 
respectivamente, del artículo 180 de la Ley 906 de 2004.”  (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Penal, 2009, radicación No.  31756) 
En este sentido, la nulidad de las actuaciones procesales o de la sentencia debe ser invocada de 
manera preferente, ya que si alguna llegara a prosperar, sería innecesario revisar otros reparos 
propuestos, bien fueran por la violación directa o indirecta de la ley sustancial, en la medida en que 
invalidad la actuación, no habría otra acción válida, que retrotraer la actuación para rehacer el 
trámite y subsanar la irregularidad advertida. 
Ahora bien, es preciso aclarar que si se formulan varios cargos por nulidad, deben plantearse 
también en razón a su incidencia procesal, teniendo en su orden la condición de principal el de 
mayor cobertura, es decir, el que al prosperar el ataque, acredite que el vicio se presentó desde la 
etapa más incipiente del proceso.  
Por ello, se repite, es imprescindible que el casacionista valore al menos dos factores: i) la 
naturaleza y, ii) el alcance de la causal, porque si se formulan dos o más cargos contra la sentencia, 
debe hacerse de acuerdo a su incidencia dentro del proceso.  
Resumiendo, sin olvidar lo dicho respecto de las nulidades, las censuras que tengan relación con la 
violación de la ley sustancial bien sea  directa o indirecta,  se deben presentar en un orden 
prevalente, situación que aterriza en el requerimiento metodológico de formular cargos primarios 
o principales y a continuación cargos subsidiarios, en aras de compilar un orden jerarquizado. 




2.3 Principio de razón suficiente. 
El principio de razón suficiente, consiste en proporcionar argumentos con la entidad necesaria para 
fundamentar la causal que se debate, dicha argumentación debe contener la estructura y motivación 
idónea, capaz de derribar el fallo que se revisa. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
2009, radicación No. 32388). 
Por lo tanto, la demanda debe contener argumentativamente la fuerza suficiente para bastarse a sí 
misma en demostrar que el yerro alegado ocurrió, se muestra en el proceso y tiene la trascendencia 
suficiente para quebrar la sentencia. 
Si bien la razón suficiente consiste en exponer las razones del inconformismo, es necesario que 
éste se exponga de forma lógica y ordenada, pero de manera completa para acreditar el yerro que 
se plantea, tanto en los aspectos fácticos, jurídicos y procesales, según la causal que se haya 
invocado, teniendo en cuenta los principios de autonomía y prioridad. 
Ejemplo: “Se deja a un lado el principio de razón suficiente cuando  el recurrente alega la falta de 
aplicación de las normas rectoras y legales, nacionales e internacionales que conforman el bloque 
de constitucionalidad, sin precisar de cuáles se trata, ni su alcance de cara al caso concreto”. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, radicación No. 31148), con ello, el libelo de 
impugnación carece de todo el insumo jurídico que lo sustente, insustancialidad que impide que la 
Corte pueda ingresar a su estudio de fondo, pues asumirlo, sería tanto, como que la misma 
Corporación que decide el recurso termine elaborando la proposición del cargo al cual luego le 
debe dar respuesta, convirtiéndose de esta forma en juez y parte, llevando a desconocer el carácter 
rogado del recurso extraordinario y rompiendo el equilibrio de la relación jurídica sustancia que se 
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decide y a su turno, los principios de imparcialidad y limitación, último respecto del cual se hablará 
más adelante. 
El desconocimiento del principio de razón suficiente también ocurre cuando alegada la violación 
indirecta de la ley sustancial por errores de hecho en la valoración probatoria, seleccionando falsos 
juicios de identidad o de existencia por omisión y el recurrente se sustrae de presentar el contenido 
literal de los medios de conocimiento sobre los que finca el ataque, es decir, deja la presentación 
del cargo sin su sustentó fáctico, circunstancia que le impide a la demanda bastarse a sí misma. 
Este principio responde al axioma: “principium rationis sufficientis”,  proposición atinente a la 
importancia de establecer la condición o razón de la verdad de una premisa o proposición; es así, 
como el mencionado cimiento se  encuentra referido al fundamento de juicio “acerca del cual se 
pretende predicar su veracidad, concerniente de manera directa al soporte del objeto de 
conocimiento, o al cimiento de los enunciados que se predican del objeto del conocimiento”  
diferenciándose así de los principios universales de la lógica de la identidad, principios que solo 
establecen reglas de razonamiento, aplicables por necesidad sin importar el contenido, objeto y 
fondo mismo de las proposiciones, contrario sensu  lo que acaece  con el principio de la razón 
suficiente que “recalca en el problema de  conclusión correcta”. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Penal, 13 de junio de 2012, radicación No. 35422). 
Es indispensable recalcar que la razón de un juicio o de un enunciado es «suficiente» “Cuando se 
basta por sí para servir de apoyo a aquél  es decir, cuando no hace falta nada más que el juicio sea 
plenamente verdadero; en cambio es «insuficiente» cuando por sí solo no alcanza para que se tenga 





2.4 Principio de limitación. 
 El principio de limitación hace alusión a que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia debe circunscribir su análisis e interpretación tanto a los cargos formulados en la 
demanda y a su contenido, sin que le esté autorizado adicionarlos o modificarlos. 
 Es por ello que el Alto Tribunal se encuentra impedido para corregir, añadir o completar la 
proposición y fallar conforme a estos presupuestos, a menos que deba hacerlo en procura de la 
defensa de las garantías fundamentales. 
 Cuando se trata del desconocimiento de derechos fundamentales, esta limitación irrogada por 
tal principio no aplica, dado que debemos recordar, que al definir el recurso extraordinario de 
casación partimos de la acepción legal que lo concibe, precisamente como un control constitucional 
y legal de la sentencia, que per se, autoriza la revisión de oficio con tales alcances, es decir, que no 
se advierta que se han vulnerado las garantías fundamentales. 
Es así, que en cumplimiento de éste axioma, la Corte no podrá suplir las omisiones argumentativas 
del escrito de demanda, ni tampoco corregir errores de técnica. Lo anterior en razón a que éste es 
un recurso técnico en donde no puede, quien lo decide, corregirlo, pues ello le daría la dual calidad 
de juez y parte. (Ramírez Poveda, 2002, p. 293). 
Por otra parte es pertinente recordar, que el ordenamiento jurídico colombiano consagraba la 
aplicación de éste principio de forma absoluta, esto es, que la Corte de ninguna manera podía tener 
en cuenta causales que no fueran invocadas en forma expresa por el demandante.   
No obstante lo anterior, el inciso 3º del artículo 184 de la Ley 906 de 2004, el cual consagra el 
principio de limitación, estipula que éste cuerpo colegiado, no podrá tener en cuenta causales 
diferentes a las alegadas por el demandante; sin embargo, a renglón seguido y con el propósito de 
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que prevalezca el derecho material, le asigna el deber de superar las deficiencias de la demanda 
para decidir de fondo, lo anterior  en consideración a los mentados fines de la casación.  
Por lo antepuesto, es importante recordar que la demanda, debe ceñirse a los parámetros de la 
técnica casacional; aunque si bien hoy se cuenta  con un sistema de casación que permitiría alejarse 
de algunas formalidades, solo es posible obviarlas cuando existan violaciones de derechos y 
garantías fundamentales, más no cuando la demanda contenga inconsistencias de tipo lógico 
argumentativo. 
Sin embargo, la ley contempló dos excepciones al principio de limitación, las cuales son: (i) 
facultad oficiosa para decretar nulidades, y (ii) la facultad oficiosa para casar la sentencia ante el 
evento de violación de garantías fundamentales; con ellas, se garantiza la prevalencia del derecho 
sustancial regulado en el artículo 228 de nuestra Carta Política y en el artículo 105 de la Ley 906 
de 2004. 
Por vía de ejemplo la Corte Suprema de Justicia, ha inadmitido la demanda de casación, pero ha 
advertido la probable violación de alguna garantía o derecho fundamental. En estos casos, ha 
dispuesto que una vez surtido el trámite de la comunicación de la inadmisión y resuelto el 
mecanismo de insistencia, el proceso será estudiado solo en punto de la posible vulneración, 
utilizado la postestad oficiosa que le asiste en aras de la primacía del derecho sustancial. Véase, 
entre otras, (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2015, Radicación No.46172) en la 
que casó parcial y oficiosamente por violación al principio de legalidad de la pena, por cuanto el 
juzgador impuso una pena accesoria superior a la prevista en el ordenamiento jurídico. Igualmente, 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2015, Radicación No.42388) mediante la cual 
casó de oficio y de forma parcial la sentencia por violación al principio de congruencia, que 




2.5 Principio de claridad y precisión. 
La Corte Suprema de Justicia afirma que el principio de claridad y precisión impone al casacionista 
el deber  de señalar de forma inteligible y concreta el problema jurídico. (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, 13 de mayo de 2009, radicación No. 31148). 
En sede de casación, si la demanda no es de fácil comprensión, corre el riesgo de ser inadmitida. 
Al no existir claridad sobre el motivo invocado, surge evidente el desconocimiento del presupuesto 
contenido en el reseñado artículo 183 de la Ley 906, conforme al cual el recurso extraordinario 
de casación se interpondrá mediante demanda que de manera precisa y concisa señale las causales 
invocadas…”(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, radicación No. 31811). 
Lo anterior a razón de que se comprende que la casación penal es un juicio lógico, jurídico, 
sustancial, concluyente, suficiente y trascendente, en donde los argumentos deben plantearse de 
manera puntual y concreta  guardando coherencia en sus fundamentos. Sobre este punto, debe el 
casacionista elaborar la demanda, con el fin de que la tesis planteada sea aceptada en sede de 
casación. 
 






2.6  Principio de trascendencia. 
El casacionista debe presentar no sólo la ocurrencia de un error ya sea in procedendo o bien in 
iudicando, sino que debe también probar la ocurrencia del yerro y su efecto real y cierto sobre las 
garantías de las partes o intervinientes o sobre las bases fundamentales del proceso penal, esto es, 
que afecta de manera ilegítima los intereses de quien lo alega. 
La anterior afirmación se traduce en que el error en sí mismo no es motivo de casación, entendido 
este, como el argumento suficiente para romper o quebrar el fallo, sino en cuanto produce un efecto 
sobre la sentencia.  De manera que el error in procedendo o in iudicando, que tiene vocación para 
que prospere un recurso extraordinario de casación, no es cualquiera porque en la actividad judicial, 
por ser una actividad humana se cometen errores. (Rodríguez Choconta, 2008, p. 83). 
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Por ello, al casacionista debe formular los cargos de tal manera que le permitan desvirtuar la doble 
presunción de acierto y legalidad (en los casos en que ella exista), de la cual vienen revestidos los 
fallos de primer grado y segundo grado. 
Por último tratándose de los argumentos de trascendencia normativa se debe guiar a la Corte en el 
sendero normativo, procesal y además sustancialmente aplicable, a fin de la corrección de los 
errores, como aspiración a una declaratoria o a la disposición de un fallo de reemplazo. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2008, radicación No. 28547). 
 
3 La finalidad del recurso extraordinario de casación 
Desde antaño ha dicho la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia que la casación 
penal tiene por finalidad: 
“la efectividad del derecho material, las garantías debidas a las personas que intervienen en 
la actuación penal, la reparación de los agravios inferidos a las partes con el fallo y la 
unificación de la jurisprudencia nacional” (…) “En dicha medida, como lo ha dicho la Corte 
repetidamente, no es una vía para reabrir el debate sobre los mismos hechos y circunstancias 
que fueron objeto de la controversia procesal” (…) “Lo anterior quiere decir entonces, que 
la casación ancla su discusión en el proceso mismo, en su regularidad, en el cumplimiento 
de las garantías debidas a las partes, en los supuestos de hecho de la sentencia y en sus 
consecuencias jurídicas. Su referente o su marco, en consecuencia, son las circunstancias que 
se verificaron en el propio trámite procesal…” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 27 de marzo de 2000). 
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En éste sentido, el artículo 180 del Código de Procedimiento Penal de la Ley 906 de 2004, dispone 
















Por lo anterior, es ineludible que para que la Corte Suprema de Justicia, conozca sobre una demanda 
de casación, en ella, se debe indicar la necesidad, es decir, el por qué es imprescindible que la Corte 
conozca de fondo determinada actuación. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
2009, radicación No. 32.206). Por ello, no se puede perder de vista los cuatro aspectos 
mencionados, de los cuales se procederá a profundizar.   
 
RESPETO 







De los agravios 










3.1 Los fines de la casación. 
Para llevar a cabo una explicación clara y sucinta para el lector, sobre éste acápite, se estudiará el  
fundamento normativo de cada uno de los fines. 
 
3.1.1 Efectividad del derecho material. 
El artículo 228 de la Constitución Política ha consagrado el amparo disponiendo en su tenor literal: 
“La administración de justicia es función pública.  Sus decisiones son independientes.  Las 
actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial.” 
A la luz de dicha disposición, se desprende en primera instancia, la prevalencia del derecho 
sustancial en toda clase de procesos, y de ahí, la efectividad del derecho material, pues dentro de 
un Estado Social de Derecho, se propende por garantizar la seguridad jurídica para sus asociados 
y, en éste sentido, aquello que permite la confiabilidad de estos últimos en un amplio sistema de 
normas jurídicas es la debida aplicación de la ley, ya que es el mínimo margen que se espera de los 
operadores de justicia.  
Así pues, en sede  de Casación, es deber de la Sala de Casación Penal, garantizar no solamente, el 
efectivo cumplimiento de la disposición jurídica, logrando su cabal correspondencia con los 
hechos, sino además la aplicación debida del derecho material, propendiendo por “la  
reconstrucción del orden jurídico alterado por violaciones de normas sustanciales” (Fernández 
Vega, 2002,  p. 33). 
En éste sentido, se realiza un control especial a los jueces, en aras de indagar si la norma aplicada 
al hecho declarado en la sentencia, fue engranada correctamente al caso en concreto, cumpliendo 
además con las normas procesales y sustanciales pertinentes.  
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Ahora bien, teniendo en cuenta que la efectividad del derecho material en suma, conlleva  la 
garantía de un orden justo equitativo, cabe preguntarse ¿En qué casos concretos puede verse 
vulnerado este principio? 
Pues bien, supóngase que a P. P. lo investigan por el delito de homicidio simple y en audiencia de 
formulación de imputación se allana a los cargos formulados por el Fiscal de caso. El juez de 
conocimiento, competente para proferir la respectiva sentencia, lo condena por homicidio 
agravado, sin tener en cuenta la rebaja de pena al que tenía derecho por allanarse a los cargos y, 
además, deduce una causal de agravación no imputada por el fiscal. Sobre éste ejemplo, se puede 
afirmar que dicha decisión fue  proferida con violación al principio de:  
 Legalidad del delito o de la pena (necesaria, proporcional y razonable): En 
consecuencia del supuesto anteriormente relacionado, la pena impuesta por el juez no es 
proporcional ni mucho menos razonable, pues desborda la establecida para  el delito de homicidio 
simple. 
 Estricta tipicidad: Partiendo de los hechos probados que determinaban la ocurrencia de un 
delito de homicidio simple se condena por otro en el que no se encuentra adecuación típica.  
 Favor rei: Aun cuando el procesado se acogió a allanamiento a cargos, no se aplicó la 
norma que le reconoce una condición más beneficiosa en la pena, por tanto no recibió tales 
beneficios y contrario sensu, se desmejoró su situación penal, al ser condenado a una pena mayor. 
Ahora bien, la situación anteriormente planteada, no es la única forma en la que se puede llegar 
a ver afectada la efectividad del derecho material, la Corte Suprema de Justicia ha dispuesto en su 
reiterada jurisprudencia, entre otras, las siguientes circunstancias: 
 Por violación del principio de prohibición de analogía in malam partem. 
 Por desconocimiento del principio de cosa juzgada y del non bis in idem. 
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 Por indebida aplicación sustancial referida a la adecuación del injusto típico, formas de 
participación o de las expresiones de culpabilidad atribuidas. 
 Por menoscabo del principio antijuridicidad material, o del principio de culpabilidad 
subjetiva en la que se evidencie una ausencia de responsabilidad penal dada la presencia de alguna 
de las causales que la excluyen y se hubiese condenado con criterios de responsabilidad objetiva. 
 Por desconocimiento del principio de in dubio pro reo. 
 
3.1.2 Respeto a las garantías de los intervinientes. 
En el curso de cualquier clase de proceso, existen partes e intervinientes dentro del mismo, a 
quienes, en virtud del principio de igualdad de armas, el cual, en palabras de la Corte 
Constitucional, “busca mantener el equilibrio de la contienda y garantizar la vigencia del plano 
de igualdades en el debate” (Sentencia C-536 de 2008), deben  respetárseles una serie de garantías 
fundamentales, tales como los derechos amparados por la constitución, el bloque de 
constitucionalidad  y la ley procesal como lo son: 
- El derecho al debido proceso. 
- El libre acceso a la administración de justicia. 
- La prohibición de la reformatio in pejus.  
Sobre este aspecto la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia se ha pronunciado en diversas 
ocasiones, por vía de ejemplo, en providencia del 24 de noviembre de 2005, radicación No. 24323, 
indicó que el recurso de casación surge como el eslabón final de la cadena procesal, para enmendar 
el yerro, en caso de que en primera y/o segunda instancia no se hubiera garantizado el debido 
respeto a las partes e intervinientes.  
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La Corte Constitucional ha señalado que el respeto a las garantías de las partes e intervinientes 
como  finalidad del recurso de casación en el  sistema penal acusatorio es una protección de las 
garantías fundamentales:  
 “(...) la afectación de derechos o garantías fundamentales se convierte en la razón de ser del 
juicio de constitucionalidad y legalidad que, a la manera de recurso extraordinario, se formula 
contra la sentencia. O lo que es lo mismo, lo que legitima la interposición de una demanda 
de casación es la emisión de una sentencia penal de segunda instancia en la que se han 
vulnerado derechos o garantías fundamentales. Precisamente por ello se ha presentado 
también una reformulación de las causales de casación, pues éstas, en la nueva normatividad, 
sólo constituyen supuestos específicos de afectación de tales garantías o derechos…”. (Corte 
Constitucional. Sent. C-590 de 2005). 
 
3.1.3 Reparación de los agravios inferidos a los intervinientes. 
Cuando un juez al momento de proferir sentencia incurre en errores, por ejemplo, porque condena 
a una persona inocente o, bien porque la pena impuesta es equivocada, las garantías de las partes e 
intervinientes resultan afectadas por violación al debido proceso, situación que no fue corregida en 
las instancias, surge la intervención de la Corte (una vez admitida la demanda), que podrá invalidar 
la decisión que se encuentre viciada o, dictar decisión de reemplazo.  En este sentido, se emitirá un 
pronunciamiento jurídico nuevo que constituirá un “acto reparador”, con el cual se dará paso, en 
palabras de la Corte, al “imperio pleno de la ley”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 




3.1.4 Unificación de la jurisprudencia. 
Uno de los fines de un Estado Social de Derecho es la igualdad de sus asociados ante la ley, así 
como la garantía de la seguridad jurídica respecto de las diferentes controversias que se susciten y 
de las que tenga que conocer la administración de justicia. Por ello, es indispensable que existan 
en las decisiones judiciales una misma línea de pronunciamiento para casos similares. En este 
sentido, la casación sirve como puente para la unificación de la jurisprudencia, con el objetivo de 
salvaguardar la unidad interpretativa del derecho.  Ahora bien, es importante aclarar que al 
casacionista le corresponde argumentar los siguientes aspectos 
 Por qué el tema propuesto está desprovisto de desarrollo jurídico? 
 Cuáles son las posturas enfrentadas? 
 Cuál es el estado de la jurisprudencia? 
 Sobre qué aspecto en concreto existen enfoques discrepantes? 
 Cuáles son los vacíos que requieren superarse? (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2007, radicación No. 27751). 
 
4 Procedencia del recurso extraordinario de la casación 
En el artículo 181 del C.P.P, el legislador dispuso que el  recurso como control constitucional y 
legal procede contra las sentencias proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por 
delitos, cuando afectan derechos o garantías fundamentales.  
Es importante mencionar que en legislaciones anteriores la procedencia del recurso de casación se 
condicionaba según el quantum de la pena o por la autoridad judicial que hubiera proferido la 
providencia con alguna clase de error, ya sea el Tribunal Penal Militar o los Tribunales Superiores.  
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La Ley 906 de 2004, no exige un mínimo de pena para acceder a la casación; sin embargo, para 
llegar a éste cambio sustancial, fue necesario pasar por avances medulares en las distintas 
legislaciones que regían éste tema. Para tal efecto obsérvese el siguiente cuadro comparativo: 
AÑO LEY ARTÍCULO PROCEDENCIA 
1971 Estatuto de 
procedimiento 
penal 
Art. 569 Se requería para acceder al recurso 
extraordinario una cantidad de pena igual o 
superior a cinco años de prisión. 
(1991) Creó el instituto de la casación 
excepcional que procede, sin necesidad de tener 
en cuenta el quantum punitivo, cuando se 
requiera proteger los derechos fundamentales o 
la unificación o desarrollo de la jurisprudencia.  
1987 Art. 218 
1991 Art. 218 
1993 Ley 81 Art. 35 el 
cual, 
modifica el 
Art. 218 del 
C. de P. P. 
Elevó a 6 años la pena mínima exigida para 
acceder al recurso extraordinario y se mantuvo 
la casación excepcional. 
2000 Ley 553 (que 
modifica decreto 
2700 de 1991) 
Art. 1  que 
modificó el 
Art. 218 del 
C. de P. P. 
La casación procedía en los procesos que se 
hubieren adelantado por los delitos que tengan 
pena privativa de la libertad cuyo máximo 
exceda de ocho años. 
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2000 Ley 600 Art. 205. La casación procedía en los procesos que se 
hubieren adelantado por los delitos que tengan 
pena privativa de la libertad cuyo máximo 
exceda de ocho años. 
2004 Ley 906 Art. 181. No existe un mínimo de pena para acceder al 
recurso. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2009, radicación No. 1124). 
 
En conclusión, al recurso de casación podrán acceder todos los procesados condenados por delitos, 
sin importar la cantidad de pena que en abstracto consagra el tipo penal, siempre que se refiera a 
conductas punibles ocurridas a partir de la vigencia de la Ley 906 de 2004, sin olvidar el sistema 
de implementación gradual de la misma. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, 
radicación No. 31795). Como consecuencia de la eliminación del quantum de la pena del delito, 
perdió sentido la otrora casación por vía discrecional, recogida en la Ley 600 de 2000. 
La eliminación del requisito, de un mínimo de quantum punitivo para acceder al recurso de 
casación, es sin duda uno de los principales logros en materia de protección de derechos humanos 
consagrado en la Ley 906 de 2004.  Esto quiere decir que, más personas podrán obtener respuesta 
del tribunal casacional cuando consideren que el fallo de segunda instancia es contrario a sus 
intereses, conllevando a que se puede afirmar que el recurso extraordinario ha sufrido un proceso 
de democratización, ya que ahora son muchas más las personas que como sujetos procesales 
pueden acceder a este mecanismo de impugnación, que de dados sus antecedentes se encontraba 
restringidos solo a una categoría de delitos, definidos como de mayor gravedad, dado el nivel 
superior de la pena al cual estaba reservada su procedencia. 
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Por lo anterior, cabe resaltar que hoy se cuenta con un sistema más efectivo y garantista, el cual 
propende por la protección del acceso a la justicia. En este sentido (Villanueva Meza, 2008) 
sostiene que  
“La procedencia del recurso extraordinario de casación se encuentra íntimamente ligada a la 
evolución misma que ha tenido la historia colombiana y las instituciones jurídicas penales.  
En dicho orden de ideas, es que se puede entender el cambio de paradigmas que se ven 
reflejadas en el cuerpo o conjunto normativo de la ley 906 de 2004 y su diferencia con la ley 
600 de 2000.  Que en cuyo contexto podemos afirmar que mientras en esta última, existía un 
control legal normativo, el nuevo régimen jurídico de la Casación Penal está dirigido a la 
conservación, preservación de las garantías y en esa dirección se ejercita control 
constitucional para que se preserve desde luego todo el ordenamiento jurídico legal”. (Pág.  
686). 
 
4.1 La procedencia del recurso de casación para la corte constitucional. 
La Corte Constitucional  en Sentencia C-590 de 2005 hace las siguientes precisiones respecto del 
tema de la procedencia: 
 
a) El recurso se concibe como un control 
La Corte aclara que este no es un cambio a la noción del recurso extraordinario de casación pues 
desde su génesis, fue considerado una instancia de control de la judicatura. 
“(…) Es decir, como un instrumento a través del cual se exige el respeto de un ámbito 
normativo en el ejercicio del poder inherente a la jurisdicción.  Esto, desde luego, no es 
nuevo, pues desde su momento originario el recurso extraordinario de casación se asumió 
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como una instancia de control de la judicatura.  De este modo, cuando en la nueva 
normatividad se está aludiendo a ese recurso extraordinario como un control se está siendo 
fiel con su origen y con su posterior evolución ya que aún hoy ese recurso tiene una impronta 
disciplinante en la labor de aplicación de la ley, propia de la judicatura”.   
 
b) La casación constituye un control constitucional 
Para la Corte, la variación normativa que se introduce en la Ley 906 de 2004 sobre la procedencia 
del recurso extraordinario de casación rescata su verdadera esencia, ampliando así sus alcances en 
la protección de los derechos de quienes los consideren vulnerados, no solo en la incorrecta 
aplicación de la  normatividad procesal, sino también en las normas constitucionales y el bloque 
de constitucionalidad. 
“(…) La expresa configuración legal de la casación penal como ‘control constitucional y 
legal’  evidencia el propósito de adecuar el instituto, de una manera mucho más directa, a 
referentes constitucionales.  Es decir, al concebir el recurso extraordinario de casación como 
un control constitucional y legal, se está evidenciando que la legitimidad de la sentencia debe 
determinarse no sólo a partir de disposiciones legales sustanciales y procesales, sino también 
respecto de normas constitucionales en tanto parámetros de validez de aquellas”. 
 
c) El recurso de casación procede contra las sentencias proferidas en segunda   instancia en 
los procesos adelantados por delitos. 
Se precisa por la Corte Constitucional que ahora, en el  nuevo ordenamiento para regular todos los 
problemas que se presentan en la sentencia relacionados con la aplicación de la ley penal se puede 
debatir en sede de casación, independientemente de la pena fijada para el delito por el cual se 
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procede, facilitando a la Corte Suprema de Justicia la realización de “los fines del recurso 
extraordinario de casación, no sólo respecto de ámbitos delimitados por presupuestos 
estrictamente formales, sino en consideración a los problemas de fondo planteados en todo 
supuesto de aplicación de la ley penal contenido en una sentencia de segunda instancia.” 
 
d) El recurso procede cuando las sentencias penales de segunda instancia afectan derechos o 
garantías fundamentales. 
Como el recurso extraordinario de casación conforme a su definición legal constituye un control 
constitucional y legal, una sentencia es legítima siempre y cuando la facultad jurisdiccional que en 
ella se ejerce se supedite  al respeto de los derechos y las garantías fundamentales  tanto sustanciales 
como procesales, las cuales se encuentran en constante afectación y balance en el desarrollo del 
proceso penal, con el que precisamente se terminan afectando esta categoría de derechos, actividad 
que resulta válida cuando se ejerce bajo los parámetros que la ley, la Constitución Política y el 
bloque de constitucionalidad, así lo autorizan. 
 
4.2 Causales por las cuales  procede el recurso de casación. 
Las causales de casación son los motivos con base en los cuales se debe estructurar la denuncia 
sobre la inconstitucionalidad e ilegalidad del fallo que se impugna. (Corte Suprema de Justicia Sala 
de Casación Penal, 2008, radicación No. 30209). 






1. Falta de aplicación, interpretación errónea, 
o aplicación indebida de una norma del 
bloque de constitucionalidad, constitucional 
o legal, llamada a regular el caso. 
Recoge la causal, la comúnmente llamada 
violación directa de la ley sustancial, en la 
que el error del juez es de juicio o in 
iudicando, y se produce al momento de 
aplicar o interpretar la norma llamada a 
regular el caso a resolver. El error puede 
acontecer por: 
 Falta de aplicación  de norma 
 Aplicación indebida  de norma 
 Interpretación errónea de norma 
 
2. Desconocimiento del debido proceso por 
afectación sustancial de su estructura o de la 
garantía debida a cualquiera de las partes. 
 
La causal segunda reúne dos causales que se 
encontraban diferenciadas en la Ley 600 del 
2000: las nulidades y la violación al principio 
de congruencia, que se desarrollarán en el 
acápite correspondiente. 
3. El manifiesto desconocimiento de las 
reglas de producción y apreciación de la 
prueba sobre la cual se ha fundado la 
sentencia. 
 
La causal tercera de casación aborda lo 
referente al análisis de la prueba sobre los 
hechos materia de investigación. Sobre este 
aspecto, el juez puede incurrir en errores, por 
un lado, de hecho que atañen al examen 
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material de la prueba, y, por el otro, errores 
de derecho, que se refieren al examen jurídico 
sobre el examen de formación e 
incorporación de la misma.  
4. Cuando la casación tenga por objeto 
únicamente lo referente a la reparación 
integral decretada en la providencia que 
resuelva el incidente, deberá tener como 
fundamento las causales y la cuantía 
establecidas en las normas que regulan la 
casación civil. 
Conforme con su proposición se dirige 
exclusivamente a discusiones que revisten 
una exigencia económica producto de lo 
decidido en el incidente de reparación 
integral y cuyo propósito  es discutir en sede 
de casación la decisión de tal incidente 
respecto a  la condena en  perjuicios  a través 
de las causales de la casación civil. 
 
 
5 Errores en el recurso extraordinario de casación penal 
Es pertinente ahora determinar en específico, cuales son los errores que comete el operador de 
justicia al momento  de proferir una sentencia, esto, como quiera que son precisamente los yerros 
que se presentan dentro de la providencia judicial los que dan lugar a acudir a la última instancia.  
 
5.1  Definición de sentencia. 
A prima facie, la sentencia es concebida como la forma en la que el juez da por terminada la Litis, 
que significa que el juzgador pone fin a la controversia resolviendo de fondo, asunto que no puede 
confundirse con la terminación del proceso por medio de otros institutos como el archivo, la 
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preclusión, entre otros. Además, debe tenerse en cuenta que la sentencia dictada por la ultima 
instancia es efectivamente la que dará fin al proceso (Rojas Gómez 2004 p 178.).  
No obstante lo anterior, el concepto de sentencia va más allá de la terminación de las etapas 
procesales en un juicio, el valor jurídico de la sentencia surge a partir del reconocimiento de 
derechos a una de las partes en conflicto. Con otras palabras, el juez analiza las circunstancias 
fácticas y jurídicas que circundan la controversia, para con ello proveer un juicio de valor 
beneficioso para alguna de las partes en el proceso.    
Sostiene la Corte Constitucional sobre el significado de la sentencia: 
“Es la decisión judicial más importante dictada por una autoridad del Estado, investida de 
jurisdicción, que no sólo debe cumplir los requisitos establecidos en la ley en cuanto a su 
forma y contenido, sino que constituye un juicio lógico y axiológico destinado a resolver una 
situación controversial, en armonía con la Constitución y la ley. Dicha providencia no es, 
entonces, un simple acto formal sino el producto del análisis conceptual, probatorio, 
sustantivo y procesal, de unos hechos sobre los cuales versa el proceso, y de las normas 
constitucionales y legales aplicables al caso concreto”. (Corte Constitucional, Sent. C -252 
de 2001). 
La elaboración de la sentencia judicial está sometida a límites materiales como: (i) el deber de 
pronunciarse estrictamente sobre los temas que se trataron en el debate procesal, es decir, que debe 
existir congruencia entre lo solicitado y lo conferido, (ii) deberá reconocer o desconocer derechos 
únicamente sobre los sujetos que intervinieron en el proceso, esto en referencia a la característica 
de los efectos de la sentencia que serán inter partes, y más aún cuando se refiere a cuestiones del 
derecho penal, (iii) deberá contener fundamentos que sustenten la decisión los cuales deben 
39 
 
relacionarse con los hechos y argumentos jurídicos del caso sub examine. (Rojas Gómez 2004 p 
178.) 
Es preciso aclarar que la sentencia siempre irá impregnada de la subjetividad del Juez, quien, como 
ser humano, es propenso a errar, es por ello que las decisiones judiciales son susceptibles de 
recursos, es decir, que se podrá objetar la determinación que tome el administrador de justicia, a 
través de los mecanismos creados por el legislador para impugnar las decisiones.  
 
5.2 Definición de error. 
Sobre la base de lo mencionado anteriormente, el recurso de casación, para el cumplimiento de sus 
fines, puede dictar fallos de reemplazo, de aquellos que contienen errores producto de la 
inobservancia de disposiciones constitucionales o legales en los que pudiera incurrir el juzgador 
que afectan al procesado o a la víctima.  
Ahora bien, es menester definir conceptualmente el significado de la palabra error en relación con 
la importancia jurídica que representa: 
Para (Herrera, 1971) el error es la disconformidad de nuestras ideas y representaciones con la 
naturaleza de las cosas, es una apreciación falsa de lo que ocurre; el error es una falsa idea que 
tenemos de algo que no resulta ser tal cual la creemos. (P. 11). 
Por su parte, (Ramírez Poveda, 2002) define el error como el proceder jurídicamente censurable en 
la actividad racional del operador de norma, cuyo resultado conduce indirectamente a la trasgresión 
de la normativa y representa la diferencia entre aquello que al juez le correspondía ejecutar y lo 




5.3 Clasificación de los errores. 
5.3.1 Error in procedendo.  
Los errores in procedendo, se definen como yerros de actividad que atañen al orden. Esto es, la 
inejecución de un precepto procesal, lo cual impide garantizar el desarrollo normal del proceso 
(Carnelutti Françesco, 1959, p. 259-260.) 
Lo antepuesto quiere decir que ésta clase de yerro, se refiere estrictamente a que la actividad 
procesal desempeñada antes o durante el trámite del proceso, no se ajustó a la ley sustancial ni 
procedimental, es decir, que al momento de realizar los actos propios del curso del proceso no se 
acogieron las directrices establecidas para cada ritualidad.  
En éste sentido, es preciso recordar que la sentencia debe tener total correspondencia con la 
protección de los derechos de las partes e intervinientes, en consonancia con las normas vigentes, 
ya que para el buen fin del proceso, debe haberse cumplido con la serie de actos procesales para 
lograr el proferimiento de la misma.    
En definitiva, el error in procedendo implica una defectuosa o incompleta actividad procesal que 
puede conducir a la invalidez de lo actuado, lo cual afecta directamente a cada una de las partes e 
intervinientes en el proceso penal, siendo un suceso de carácter relevante y trascendental;  por ello, 
dicho error, se encuentra reglado en la Ley 906 de 2004 como elemento de las causales para iniciar 
el trámite del recurso de casación.  
Ahora bien, el error in procedendo puede ser bien por a) error de estructura o bien, por b) error de 
garantía. Obsérvese. 
 
a) Error de estructura 
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El error de estructura es aquel que se configura cuando se presentan vicios, fallas o deficiencias en 
el trámite procesal, entendiendo que, en los casos donde se presenten cuestiones de ésta índole se 
afectarán directamente derechos y garantías de los intervinientes en el proceso, lo que configura la 
violación al debido proceso. 
Sobre el error in procedendo y su consecuente violación al debido proceso, la Corte Suprema de 
Justicia, ha dicho que la parte afectada debe plantearse una serie de preguntas, para constatar que 
efectivamente exista una clara violación al debido proceso, tales como: (i) ¿Cómo se fracturaron 
las bases legales del mismo ya sea, en su aspecto formal o conceptual?, (ii) ¿Por qué habría que 
retrotraer lo actuado en instancias?, (iii) ¿De qué forma se vulneraron las garantías demandadas? 
y,  (iv) ¿Cuáles fueron las repercusiones y el daño causado con tales vulneraciones? en desmedro 
de la ley y de los sujetos procesales. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, 
radicación No. 32394). 
 
b) Error de garantía 
Éste surge por desconocimiento del derecho a la defensa como elemento que debe ser garantizado 
en el proceso. En concreto, el error de garantía es aquel que atenta esencialmente contra los 
derechos de defensa del procesado. La Corte Suprema de Justicia ha definido algunos supuestos en 
los cuales se pueden identificar los errores de garantía en el curso de un proceso penal: (I) cuando 
la  nulidad se vincula a la vulneración del derecho de defensa por ausencia de ésta garantía, (ii) 
cuando el profesional a cargo de la defensa deja de solicitar pruebas,(iii) cuando profesional a cargo 
de la defensa deja de  interponer los recursos de ley y, (iv) cuando la causa que genera la invalidez 
se refiere al desconocimiento del principio de imparcialidad o deficiencia en materia probatoria. 




5.3.2 Error in iudicando. 
El error in iudicando llamado también de juicio, puede configurarse en dos escenarios claramente 
diferenciados. El juez puede equivocarse, por un lado, en el proceso de adecuación de la norma a 
aplicar y, por el otro, en el proceso de valoración de la prueba.  
En el primer evento, el error in iudicando se configura cuando el administrador de justicia, yerra 
al momento de aplicar la norma en el caso concreto. Este tipo de error puede producirse en tres 
situaciones:  
i) Falta de aplicación o exclusión evidente, lo cual suele presentarse, por regla general, 
cuando el funcionario yerra acerca de la existencia de la norma y por eso no la considera en el caso 
específico que la reclama. Ignora o desconoce la ley que regula la materia y por eso no la tiene en 
cuenta, debido a que comete un error acerca de su existencia o validez en el tiempo o el espacio. 
ii) Aplicación indebida, vicio que consiste en una desatinada selección del precepto. El error 
se manifiesta por la falsa adecuación de los hechos probados a los supuestos que contempla el 
precepto, ya que los sucesos reconocidos en el proceso no coinciden con las hipótesis 
condicionantes de aquél. 
iii) Interpretación errónea, caso en el cual el juez selecciona bien y adecuadamente la norma 
que corresponde al suceso en cuestión, y efectivamente la aplica, pero al interpretarla le atribuye 
un sentido jurídico que no tiene, asignándole efectos distintos o contrarios a los que le 
corresponden, o que no causa. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009,  
radicación No. 26909) 
En el segundo evento, la jurisprudencia ha clasificado este tipo de error, así: 
a) Error de hecho 
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 Falso juicio de existencia. 
 Falso juicio de identidad. 
 Falso juicio de raciocinio. 
b) Error de derecho 
 Falso juicio de legalidad. 
 Falso juicio de convicción 
 
A) Error de hecho 
Éste error  se configura por diferentes situaciones al momento de apreciar la prueba por parte del 
juzgador. En este sentido, el juez ignora una prueba que obra válidamente en el proceso o supone 
como existente una que no ha sido incorporada (falso juicio de existencia) o cuando distorsiona o 
tergiversa su contenido fáctico atribuyéndole efectos que no se derivan de ella (falso juicio de 
identidad).  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,  2009, radicación No. 30843). 
Aspectos que se estudiarán a continuación: 
 
 Falso juicio de existencia 
Según la reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia el falso juicio de existencia se 
divide en: 
i) Falso juicio de existencia por omisión, incurre en falso juicio de existencia por omisión, el 
fallador que omite apreciar el contenido de una prueba legalmente aportada al proceso. 
ii) Falso juicio de existencia por suposición, incurre en falso juicio de existencia por 
suposición,  quien hace precisiones fácticas a partir de un medio de convicción que no forma parte 
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del proceso, o que no pertenecen a ninguno de los allegados.  (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2007, Radicación No.22597). 
 
 Falso juicio de identidad 
El falso juicio de identidad se presenta cuando el operador jurídico hace que la prueba exprese algo 
que verdaderamente la prueba no logra comunicar; se hace evidente una diferencia entre lo que 
realmente quiere expresar la prueba y el alcance que se le dio.  En palabras de la Corte Suprema de 
Justicia, cuando, al valorar la prueba, se distorsiona su contenido o expresión fáctica porque la 
adiciona, cercena o altera haciéndole decir lo que realmente no expresa (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, 2008. Radicación No.29575) 
La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,  2007, radicación No. 22597 clasifica el 
falso juicio de identidad de la siguiente manera: 
i) Falso juicio de identidad por cercenamiento, el juzgador tiene en cuenta el medio 
probatorio legal y oportunamente practicado, pero, al estudiar su contenido, le recorta o suprime 
aspectos facticos trascendentes. 
ii) Falso juicio de identidad por adición, cuando se agregan circunstancias o aspectos 
igualmente relevantes que no corresponden al medio probatorio. 
iii) Falso juicio de identidad por distorsión o tergiversación, cuando se cambia el significado 
de su expresión literal del medio probatorio. 
 
 Falso raciocinio  
 El falso raciocinio se caracteriza por ser un problema de argumentación en la valoración de 
la prueba en el cual se transgreden reglas de la sana crítica relativas a algunos o a todos sus 
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componentes: lógica, ciencia y máximas de experiencia. En este tipo de error no está comprometida 
la contemplación material de la prueba sino el razonamiento del juzgador con respecto a aquella. 
(Llinas Silva. 2011. Pág. 74.) 
Esto ha dicho la Corte Suprema de Justicia: 
“[En] El falso raciocinio … el medio de prueba existe legalmente y su tenor o expresión fáctica es 
aprehendida por el funcionario con total fidelidad, sin embargo, al valorarla, al sopesarla, le asigna 
un poder suasorio que contraviene los postulados de la sana crítica, es decir, las reglas de la lógica, 
las máximas de la experiencia o sentido común, o las leyes de las ciencias …” (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, 2008, radicación No. 30129). 
 
B) error de derecho 
Se denominan  errores de derecho la inobservancia de las normas legales que regulan los procesos de 
formación o producción de la prueba necesarios para su validez jurídica; o porque tarifan de antemano 
su valor probatorio o porque le niegan aptitud probatoria para la acreditación de determinados hechos.  
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, radicación No. 32839)  
El error de derecho se configura cuando se tiene en cuenta una prueba que ha sido aportada al 
proceso, en cualquiera de los siguientes eventos: i) sin acatamiento de la observancia de respeto de 
las garantías fundamentales de los intervinientes ii) no se dio cumplimiento a las reglas de 
introducción de material probatorio en el proceso o iii) porque las pruebas debidamente aportadas 
son rechazadas aduciendo que estas no satisfacen los requisitos necesarios para su aceptación, 
cumpliéndolas.   
En este sentido, los errores de derecho hacen referencia a que el fallador admite y confiere valor 
probatorio a un medio de convicción allegado irregularmente al proceso o  desconoce y niega 
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alcance probatorio a pruebas válidas (falso juicio de legalidad),  o le asignó un valor probatorio 
distinto al establecido por la ley o le negó el que legalmente se le ha conferido (falso juicio de 
convicción). (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,  2009, radicación No. 30843). 
 
 Falso juicio de legalidad 
El falso juicio de legalidad se presenta cuando el juez “niega validez jurídica a una prueba 
legalmente producida, o le otorga mérito a la que no reúne los requisitos exigidos por la norma que 
establece su rito” (Calderón, 1985 pág., 79) 
La jurisprudencia define el falso juicio de legalidad como la práctica o incorporación de las pruebas 
sin observancia de los requisitos contemplados en la ley, al respecto ha dicho: 
“El error de derecho por falso juicio de legalidad tiene ocurrencia por doble vía. La primera, 
también conocida como aspecto positivo, se verifica cuando a un medio de prueba se le confiere 
validez jurídica tras suponer que satisface las exigencias formales de producción sin que en realidad 
las satisfaga y, la segunda, o aspecto negativo, se configura ante la situación contraria, esto es, 
porque se considera que no las reúne, cumpliéndolas.” (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2009, radicación No. 31811) 
Y, en otra ocasión afirmó: 
El juicio de legalidad se relaciona con el proceso de formación de la prueba, con las normas que 
regulan la manera legítima de producir e incorporar la prueba al proceso, con el principio de 
legalidad en materia probatoria y la observancia de los presupuestos y las formalidades exigidas 
para cada medio, de suerte que el dislate se cristaliza cuando el fallador valora o aprecia un medio 
de prueba que desconoce alguna de esas ritualidades, o porque califica de ilegal una que sí las 
47 
 
satisface y por tanto es válida.  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2007, 
radicación No. 22597) 
 
Es de advertir que, en el falso juicio de legalidad pueden tener cabida desaciertos relativos a la 
evaluación de la licitud como de la legalidad de la prueba. La Sala Penal de la Corte Suprema de 
Justicia considera que tanto la prueba ilícita como la prueba ilegal no deben ser estimadas por el 
juzgador (por irregularidades sustanciales en el proceso de formación de las pruebas) con 
fundamento en la regla de exclusión prevista en el artículo 29 de la Constitución Política en la cual 
se prescribe que “es nula de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”, 
trayendo como consecuencia su inexistencia jurídica (no la nulidad de la actuación, razón por la 
cual tales yerros deben ser denunciados como error de derecho por falso juicio de legalidad. (Llinas 
Silva. 2011. Pág. 80). 
 
 Falso juicio de convicción 
El falso juicio de convicción consiste en una actividad  de pensamiento a través de la cual se 
reconoce el valor que la ley asigna a determinadas pruebas, esta actividad supone la existencia de 
una tarifa legal, en la cual por voluntad de la ley se le da a las pruebas un valor predeterminado que 
no puede ser alterado por quien la interpreta. Por lo anterior se incurre en error por falso juicio de 
convicción cuando no se le da a la prueba el valor que la ley asigna, o se le da otro tipo de valor.  
La Corte Suprema de Justicia ha indicado que en el falso juicio de convicción se puede presentar 
con las siguientes variaciones: 
i) Desconocimiento de la tarifa legal positiva de una prueba, es decir del valor  demostrativo, poder 
de persuasión o eficacia probatoria que la norma le otorga al medio probatorio. 
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ii) El juzgador crea o hace exigible un requisito, no establecido por el legislador, para otorgarle 
valor demostrativo a una prueba o, considera indispensable determinado medio probatorio para 
probar un hecho, sin que la normatividad así lo exija. 
iii) El tercer subtipo de falso juicio de convicción corresponde a la transgresión de la tarifa legal 
negativa de una prueba, error en el que se incurre cuando el legislador prohíbe asignar mérito 
demostrativo a determinados elementos producto de la investigación, pero el juez en la sentencia 
les otorga valor persuasivo. (Llinas Silva. 2011. Pág. 84). 
Respecto del falso juicio de convicción se hará un estudio más detallado al momento de analizar la 














Causal primera de casación. Falta de aplicación, interpretación errónea, o aplicación 
indebida de una norma del bloque de constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a 




Esta causal, recoge los supuestos de violación de derechos o garantías fundamentales por falta de 
aplicación, interpretación errónea o aplicación indebida de una norma del bloque de 
constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso. La causal primera: 
 “tiene como finalidad permitir el examen de constitucionalidad y legalidad de las sentencias 
de segunda instancia, en virtud del yerro en que pudo incurrir el sentenciador al aplicar la 
normatividad llamada a regular el caso concreto, bien por falta de aplicación o exclusión 
evidente, aplicación indebida, o interpretación errónea de la ley sustancial”. (Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Penal, 2008, Radicación No.29183).  
Se encuentra consagrada en el artículo 180 de la Ley 906 de 2004, no obstante ello, tuvo un cambio 
respecto de la legislación procesal penal anterior, razón por la cual es indispensable proceder a 




1.1 Antecedentes legislativos. 
Es indispensable conocer cuál ha sido el avance legislativo de la primera causal del recurso 
extraordinario de  casación penal, en aras de diferenciar los grandes cambios suscitados  sobre éste 
aspecto, con ocasión al cambio de sistema inquisitivo al sistema penal acusatorio. Para establecer 
estas diferencias habrá que remontarse en primera medida a la Ley 600 de 2000, en  donde en su 
artículo 207 se establece: 
“Artículo 207. Causales. En materia penal la casación procede por los siguientes motivos: 
1. Cuando la sentencia sea violatoria de una norma de derecho sustancial. Si la violación de 
la norma sustancial proviene de error de hecho o de derecho en la apreciación de determinada 
prueba, es necesario que así lo alegue el demandante”. 
En virtud de lo anterior, es claro que se consagraba de manera excluyente tanto la violación directa 
como la violación indirecta de la ley sustancial. Así las cosas, dicha estructura normativa, permitía 
al libelista invocar la primera causal cuando, en la sentencia objeto de inconformidad, se hubiese 
vulnerado una norma sustancial ya sea por no ser la adecuada porque se omitió dentro de la 
providencia, o porque la norma aplicada no correspondía al hecho en concreto o el juez de instancia 
le dio a la norma una interpretación inadecuada. 
Por otra parte también acudiendo a la causal primera podían invocar la violación indirecta cuando 
existía inconformidad sobre aspectos de procedimiento relacionados con el campo probatorio. En 
donde el juez en su sentencia desconocía normas reguladoras de la prueba o apreciaba de manera 
incorrecta las pruebas que se presentaban dentro del proceso. 
Ahora bien, contrario sensu, en la ley 906 de 2004, se establece: 
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“Artículo 181. Procedencia. El recurso como control constitucional y legal procede contra 
las sentencias proferidas en segunda instancia en los procesos adelantados por delitos, cuando 
afectan derechos o garantías fundamentales por 
1. Falta de aplicación, interpretación errónea, o aplicación indebida de una norma del bloque 
de constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso”. 
Es así que con la ley 906 de 2004 se eliminó de la primera causal la violación indirecta, limitando 
la primera causal de casación únicamente por errores sustanciales, por falta de aplicación, 
aplicación indebida o interpretación errónea, denominada ahora violación directa. Éste cambio en 
la norma penal vigente, deja la violación indirecta en la tercera causal de casación, razón por la 
cual la Corte ha insistido en que al invocar la causal primera de casación, el debate debe 
circunscribirse al campo eminentemente jurídico sin entrar en el ámbito probatorio, pues de ser así 
se excedería el fin de la violación directa. 
Téngase en cuenta que con el procedimiento anterior, según lo ha establecido esa alta corporación  
 “Bajo la causal primera de casación (artículo 207 de la ley 600 de 2000) era posible plantear 
o bien la violación directa de la ley, bien por falta de aplicación, aplicación indebida o 
interpretación errónea, lo mismo que los dos sentidos de la violación indirecta, esto es, por 
errores de hecho (falsos juicios de existencia por omisión o suposición, falsos juicios de 
identidad por distorsión, tergiversación, añadidura o cercenamiento, y falsos raciocinios por 
desconocimiento de las reglas de la sana crítica); lo mismo que los errores de derecho (falsos 
juicios de legalidad por vicios en la producción o aducción de la prueba, y falsos juicios de 




Cosa distinta es que, la ley 906 de 2004, simplemente diferenció como causales de casación la 
violación directa y la indirecta, quedando la primera modalidad en el numeral 1º del artículo 181; 
y la segunda en la causal tercera; mientras que la causal tercera de casación (motivo de nulidad) 
quedó ahora como causal segunda. 
La causal primera de casación que trata la norma en comento, hace referencia específicamente, a 
la falta de aplicación, interpretación errónea, o aplicación indebida de una norma del bloque de 
constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso, como bien se hizo referencia 
al iniciar éste punto. 
Así las cosas, se procederá entonces a ahondar en la causal referida. 
 
2. Alcance jurisprudencial de la causal primera de casación. 
Antes de ahondar específicamente en la causal que compete en ésta unidad, es menester precisar 
cuál es el concepto emitido por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal respecto de la 
misma: 
En la violación directa al demandante fundamentalmente le corresponde: 
A. “Afirmar y probar que el juzgador de 2ª. Instancia ha incurrido en error por falta de 
aplicación (exclusión evidente o infracción directa), por aplicación indebida (falso juicio de 
selección) o por interpretación errónea (sobre la existencia material, sobre la validez o sobre el 
sentido o alcance) de la ley sustancial. 
B. Abstenerse de reprochar la prueba, es decir, le compete aceptar la apreciación que de ella 
ha hecho el fallador y conformarse de manera absoluta con la declaración de los hechos vertida por 
éste. 
C. Realizar un estudio puramente jurídico de la sentencia. 
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D. Si como consecuencia de la errónea interpretación de la ley, ésta se deja de aplicar, o se 
aplica indebidamente, debe dirigir su acusación hacia una de estas dos hipótesis y no hacia la 
interpretación equivocada de la ley pues lo importante, en últimas, es la decisión tomada por el 
Juez: no aplicar la norma o aplicarla indebidamente. 
E. Si predica aplicación indebida de una norma, tiene que precisar la norma inadecuadamente 
utilizada y aquella que en su lugar debe ser atribuida. 
F. Respecto de una misma disposición legal no puede predicar simultáneamente falta de 
aplicación y aplicación indebida 
G. Indicar en forma clara y precisa los fundamentos de la causal. 
H. Citar las normas que se estiman infringidas  
Por último, Si por esta vía el proponente reprocha al Juzgador el tratamiento impartido al principio 
de duda, tiene que demostrar que en la sentencia el fallador ha reconocido formalmente la presencia 
de la incertidumbre y que, sin embargo, ha condenado, con lo cual ha incurrido en falta de 
aplicación del artículo 445 del Código de Procedimiento Penal”. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Penal, 1999, Rad.14535). 
 
2.1.  Ámbito jurídico de la causal. 
Conforme con el contenido del numeral 1. del artículo 181 de la Ley 906 de 2004, ésta causal gira 
en torno a la falta de aplicación, interpretación errónea o aplicación indebida de una norma del 
bloque de constitucionalidad, constitucional o legal, llamada a regular el caso sometido a estudio, 




2.2.1 Norma del bloque de constitucionalidad. 
El bloque de constitucionalidad se encuentra establecido en el artículo 93 de la Constitución 
Política de Colombia. 
El mandato constitucional señala que los tratados y convenios internacionales ratificados por el 
Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de 
excepción, prevalecen en el orden interno. 
Igualmente, que los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
También hacen parte del bloque de constitucionalidad las leyes orgánicas y leyes estatutarias, 
porque corresponden a normas que si bien no han sido plasmadas formalmente dentro del texto 
constitucional, su relevancia jerárquica las hacen de mayor importancia respecto de otras, las leyes 




De acuerdo con el inciso primero del artículo 93 de la Constitución Política “los tratados y 
convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y 
prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno” (Constitución 
Politica de Colombia, 1991); así, prima facie, las normas vigentes en materia de Derechos 
Humanos no solo son aquellas contempladas en la Carta Política sino las estatuidas en los demás 
tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso Colombiano que reconozcan 





La Corte Constitucional en la Sentencia T–1319 de 2001, sostuvo que existen unas normas de 
carácter internacional susceptibles de ser incorporadas al ordenamiento jurídico superior interno 
del Estado por detentar la misma categoría que las normas constitucionales locales vía integración 
normativa o por vía de interpretación. 
En el primer evento se toma de manera directa el precepto internacional y se aplica con la misma 
eficacia que una norma constitucional, quedando integrado al ordenamiento jurídico superior. En 
el segundo, requiere de un ejercicio hermenéutico en el que la disposición foránea (internacional) 
se funde con la norma nacional para luego otorgarles el alcance que las autoridades nacionales 
competentes le asignan desde una visión eminentemente originado en el derecho internacional, 
convirtiéndolas en una sola disposición jurídica.  
Así lo precisó la Corte Constitucional: 
“Si bien es cierto que las normas que se integran al bloque de constitucionalidad tienen la misma 
jerarquía que los preceptos de la Carta Política, también lo es que existen diversas formas para su 
incorporación al ordenamiento jurídico. Es así como tratándose de tratados, su incorporación al 
bloque de constitucionalidad, tiene dos vías:  
(i) La primera la “integración normativa”: en virtud de lo dispuesto en el primer inciso del artículo 
93 de la Constitución, requiriéndose para ello, que un tratado ratificado por Colombia reconozca 
derechos humanos cuya limitación no se prohíba en los estados de excepción. Desde esta 
perspectiva su incorporación es directa y puede comprender incluso derechos que no estén 
reconocidos en forma expresa en la Carta.  
(ii) La segunda forma de incorporación de tratados al bloque de constitucionalidad es como 
“referente interpretativo” y opera al amparo del inciso segundo del artículo 93 de la Carta. En este 
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sentido la jurisprudencia ha reconocido que algunos tratados de derechos humanos cuya limitación 
no está prohibida en los estados de excepción también hacen parte del bloque de constitucionalidad, 
aunque por una vía de incorporación diferente; es decir, no como referentes normativos directos 
sino como herramientas hermenéuticas para juzgar la legitimidad de la normatividad interna” 
(Sentencia C-1319 de 2001). 
 
C) Doctrina 
Un sector de la doctrina define el bloque de constitucionalidad, a partir de la existencia de normas 
adicionales al texto constitucional que gravitan de manera convergente con las disposiciones 
fundantes que la misma Constitución Política, al ser concurrentes con ella, autoriza para que pasen 
a ser parte del sistema normativo superior. 
Entonces, es considerado como la:  
“… protección que genera normativamente una constitución amplia si se tiene presente que 
admite disposiciones normativas en las que confluye (i) la norma fundamental y (ii) otros 
instrumentos o sistemas normativos que también son normas constitucionales por 
estipulación de la propia norma fundamental a través de su cláusula de apertura del sistema 
constitucional; esto es, por vía de la regla que permite la aceptación de otros contextos 
normativos que siendo compatibles con la constitución se declaran incluidos en ella.” (Ayala, 
2010). 
La anterior percepción del bloque de constitucionalidad, encuentra eco en el contenido de la 
sentencia C 225/95, en la que la Corte Costitucional considera que el bloque está compuesto por 
“normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, sin 
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utilizarlos como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, normativamente  han 
sido integrados a la constitución, por diversas vías y por mandato de la propia constitución”. 
En esta medida, en palabras de la Corte Constitucional, las disposiciones adicionales que integran 
el bloque de constitucionalidad corresponden a “verdaderos  principios y reglas de valor 
constitucional”, motivo por el que las ubica al mismo nivel de las normas constitucionales. 
 
2.2.2 Norma constitucional. 
Se refiere a aquel articulado establecido en la Constitución Política de Colombia de 1991 que 
encierra principios, derechos de primera, segunda y tercera generación y todos aquellos derechos 
y deberes de orden fundamental que garantizan de manera prevalente todas las necesidades de las 
personas y del Estado. 
 
A) Normatividad 
La constitución en su artículo 4° se refiere a la constitución como una norma propiamente dicha. 
El artículo establece: 
“La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución 
y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los 
nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la constitución y las leyes, y respetar y 
obedecer a las autoridades”. (Constitucion Politica de Colombia, 2009).  
En conclusión, la constitución independientemente de su articulado es una norma, y ésta es superior 





La corte constitucional en la sentencia C- 415 de 2012, resalta el carácter supremo de la norma 
constitucional sobre el resto de las norma del ordenamiento jurídico, detallando el significado y la 
relevancia de esta norma en el derecho interno, al respecto la Corte señala:  
“La naturaleza normativa del orden constitucional es la clave de la sujeción del orden jurídico 
restante a sus disposiciones, en virtud del carácter vinculante que tienen sus reglas. Tal 
condición normativa y prevalente de las normas constitucionales, la sitúan en el orden 
jurídico como fuente primera del sistema de derecho interno, comenzando por la validez 
misma de las normas infraconstitucionales cuyas formas y procedimientos de producción se 
hallan regulados en la propia Constitución. 
 De ahí que la Corte haya expresado: La Constitución se erige en el marco supremo y último 
para determinar tanto la pertenencia al orden jurídico como la validez de cualquier norma, 
regla o decisión que formulen o profieran los órganos por ella instaurados. El conjunto de los 
actos de los órganos constituidos -Congreso, Ejecutivo y jueces- se identifica con referencia 
a la Constitución y no se reconoce como derecho si desconoce sus criterios de validez. La 
Constitución como lex superior precisa y regula las formas y métodos de producción de las 
normas que integran el ordenamiento y es por ello “fuente de fuentes”, norma normarum. 
Estas características de supremacía y de máxima regla de reconocimiento del orden jurídico 
propio de la Constitución,” (Sentencia C- 415 de 2012). 
 
C) Doctrina 
Consultada la doctrina española, (Martinez, 2007) realiza un análisis del carácter consuetudinario 
y escrito de las normas constitucionales y las constituciones. Partiendo de las normas 
constitucionales escritas, el autor menciona: 
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”Las normas constituciones escritas son aquellas que forman parte del derecho constitucional 
legislado, las que integran la constitución escrita. En principio en aquellos estados que 
cuentan con una constitución codificada esta reúne la inmensa mayoría de las normas 
constitucionales escritas, pero no necesariamente su totalidad, (…) se puede señalar aquí que 
las normas constitucionales escritas proceden de tres instrumentos distintos: Primero: la 
constitución escrita stricto sensu, tanto si esta es codificada como si no lo es. En el primer 
caso comprende las normas integradas en el código constitucional, en el segundo las 
integradas en la totalidad de las leyes fundamentales que forman la constitución del estado, 
(…)” (pág. 196 y 197). 
 
2.2.3 Norma legal. 
Las normas legales son todas las contenidas en las leyes ordinarias, decretos, códigos, y demás 
reglamentos expedidos formalmente y que entran a regular aspectos de orden social, económico, 
político, penal y comercial, entre otros temas. Cabe resaltar que las normas tienen que ser válidas, 
es decir, expedidas bajo el procedimiento establecido y por la autoridad competente. 
Sin embargo, la categoría de norma a la que atañe la causal primera de casación descrita en el 
artículo 181 de la Ley 906 de 2004, hace referencia exclusiva a disposiciones de orden legal 
nacional, las que por demás deben ser de contenido sustancial. 
Con ello se tiene que la remisión objeto de protección de la norma que fue dejada de aplicar o 
aplicada indebidamente no puede corresponder a cualquier disposición del ordenamiento jurídico, 
sino que ella debe orbitar en las de carácter nacional, correspondiendo exclusivamente a las 
expedidas por el Congreso de la República en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales. 
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Por lo tanto, no es objeto de tutela jurídica por vía del recurso extraordinario de casación la 
transgresión de disposiciones de orden local, tales como, las ordenanzas departamentales,  acuerdos 
municipales, resoluciones u otra clase de actos administrativos proferidos por diversas autoridades, 
pues a este nivel, la finalidad que pretende con la impugnación es un control de legalidad del fallo, 
desde la órbita de la norma de alcance nacional. 
Así mismo, el precepto de orden nacional que se reclama vulnerado debe ser de contenido 
sustancial, pues los propiamente dichos instrumentales, no son objeto de amparo, sin que ello 
implique necesariamente, que se puedan ubicar disposiciones de contenido sustancial en 
ordenamiento meramente procedimentales, como sucede en los eventos en que se declaran 
derechos materiales a los procesados e intervinientes de la actuación penal en los Códigos de 
Procedimiento Penal, tales como beneficios punitivos, subrogados penales o mecanismos de 
impugnación, los que por su ubicación normativa no pierden la condición de norma sustancial.   
Por normas de carácter sustancial, ha dicho la Corte Suprema de Justicia, se entiende a “aquellos 
preceptos que describen conductas delictivas o hacen referencia a la punibilidad o a la 
responsabilidad.” Siendo indiferente el ordenamiento dentro del cual se encuentren ubicadas. A 
diferencia de la norma procesal que sirve como medio para lograr las finalidades de las normas 
sustanciales. (Radicación No.27782, 2008). La misma decisión citada trae a colación lo que la 
misma corporación ha dicho sobre la condición de norma sustancial: 
“Sin que se quiera desconocer la discusión doctrinal que existe sobre el punto, y sin la 
pretensión de elaborar una lista excluyente, tradicionalmente ha sido entendido que en 
materia penal tienen el carácter de sustanciales aquellas disposiciones que definen, 
privilegian o califican las conductas delictivas y las que regulan la punibilidad en todos sus 
aspectos, esto es, estableciendo el mínimo y máximo, las circunstancias de mayor y menor 
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punibilidad, las rebajas, la prohibición de la reforma en peor, la favorabilidad y el indubio 
pro reo, entre otras, independientemente del estatuto donde se encuentren consignadas. 
También las que se refieren al pago de los perjuicios (Cfr. Cas. Feb.4/98. Radicación 
No.10388). 
Por el contrario, se tienen como instrumentales, aquellas disposiciones de derecho procesal 
relativas a las formas y al método de comprobación de los elementos que integran el delito y 
sus consecuencias, así como a las clases de pronunciamientos judiciales, la manera de darlos 
a conocer, y los recursos que proceden, entre otros aspectos (cfr. Cas.. mayo 14/97 
Radicación No.12995). 
 
De este modo, si el artículo 232 del Código de Procedimiento Penal refiere a la necesidad de 
la prueba sobre el hecho punible y la responsabilidad del procesado,... es claro que 




Revisada la legislación no se halla disposición que defina el concepto de norma. 
Sin embargo, el Código Civil define el concepto de ley, bajo el entendido del precepto normativo, 
cuando en su artículo 4 determina que la ley es una declaración de la voluntad soberana en la forma 
prevenida en la Constitución Nacional, la cual, señala, tiene el carácter general de mandar, prohibir, 





De antelada data, la Corte Suprema de Justicia, cuando ejercía competencia en Sala Constitucional, 
precisó que 
 “En sentido general, para la Corte, Ley es todo acto emanado del Estado que contiene una 
regla de derecho objetivo; y ratificando su doctrina anterior, agrega: la verdadera ley es 
aquélla que crea u organiza el derecho positivo; que se dicta con carácter general, abstracto 
o impersonal, o mejor, la que gobierna una categoría determinada de intereses, consagrando 
reglas de conducta, ya en el orden de las relaciones privadas entre los gobernados, ya en el 
orden de las relaciones de éstos con el Estado”. (C.S.J., sent. 4 septiembre 1970 G. J., t. 
CXXXVII (Bis), pág.381). 
Más recientemente la Corte Constitucional se ocupó del tema, a partir de una visión objetiva del 
precepto legal, para diferenciarlo de la fuerza legal de la costumbre, para lo cual, realizó una 
diferenciación entre principios y reglas como componentes de la ley, la cual asimila al concepto de 
norma jurídica: 
“La principal diferencia entre ambos tipos de normas radica en la especificidad de sus 
órdenes o preceptos, pues mientras los principios son típicas normas de organización, 
mediante los cuales se unifica o estructura cada una de las instituciones jurídicas que dan 
fundamento o valor al derecho, a través de la condensación de valores éticos y de justicia; las 
reglas constituyen normas de conducta que consagran imperativos categóricos o hipotéticos 
que deben ser exactamente cumplidos en cuanto a lo que ellas exigen, sin importar el ámbito 
fáctico o jurídico en el que se producen. Así las cosas, mientras las reglas se limitan a exigir 
un comportamiento concreto y determinado, los principios trascienden a la mera descripción 
de una conducta prevista en un precepto jurídico, para darle valor y sentido a muchos de 
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ellos, a través de la unificación de los distintos pilares que soportan una institución jurídica.” 
(Sentencia C- 818 de 2005). 
 
C) Doctrina. 
Por su parte (PEÑA PEÑA, 2011) señala sobre la norma jurídica y sus características: 
“La norma jurídica comprende la ley y aún la costumbre como fuentes reales del derecho. El 
contenido formal y subjetivo de la norma existe por sí solo ocupando un lugar y espacio 
diferentes al concreto y material de la ley que no llega a existir si no procede del legislador 
con sus requisitos de sanción, promulgación y publicación.”  
En cuanto a sus características (PEÑA PEÑA, 2011) alude que: “Muchas y perfectamente 
identificadas son las características que se han deducido de la norma jurídica. La más amplia es 
aquella que la estudia como regla social y sus condiciones de general, emanación de la autoridad 
pública, obligatoria, bilateral y permanente.”  
A partir de este panorama se puede afirmar que la ley es una norma de caracáter general, 
impersonal, de contenido abstracto que debe haber sido emanada por quien en el Estado ejerce la 
facultad legítima para ello, es de obligatorio cumplimiento, de aplicación permanente, subordinada 
a la Constitución Política y plasmada de manera objetiva, es decir, constar por escrito.   
 
3. Modalidades de la causal 
El estudio de la violación directa de la ley sustancial, se ocupa en determinar si el juez al momento 
de proferir sentencia se equivocó  al aplicar o interpretar la norma llamada a regular el caso 
sometido a su competencia. 
El yerro, es de juicio o in iudicando, el cual comprende tres modalidades a saber: 
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FALTA DE APLICACIÓN 
Error de existencia 
APLICACIÓN 
INDEBIDA 
Error de selección 
INTERPRETACIÓN ERRÓNEA 
Error de sentido 
 Se ignora que la norma 
existe. 
 Se considera que no está 
vigente (no está aún vigente, 
fue derogada o perdió 
vigencia). 
 Se estima que está 
vigente, pero no es aplicable. 
 La norma 
escogida y aplicada no 
es la llamada a regular  
el caso sometido a 
estudio. 
 La norma seleccionada es la 
correcta, pero el juez no le da el 
alcance que tiene o lo restringe o le 
da otro que no corresponde. Se trata 
de un error de hermenéutica. 
Ocurre cuando el juzgador deja 
de aplicar al caso la disposición 
que lo rige. 
Tiene lugar cuando el 
Juez aduce una norma 
equivocada. 
Cuando el Juez habiendo 
seleccionado adecuadamente la 
norma que regula el caso sometido a 
su consideración, decide aplicarla, 
sólo que con un entendimiento 
equivocado, sea rebasando, 
menguando o desfigurando su 
contenido o alcance. 
 
Como se puede apreciar, son variadas las formas como se puede llegar a la violación directa de la 
ley sustancial, motivo por el que es preciso enfatizar que el recurrente, en camino de la construcción 
de una debida demanda deberá expresar con claridad  la modalidad por la que tuvo lugar el error, 
65 
 
pues cada uno de los yerros, en caso de recaer sobre el mismo precepto legal pueden resultar siendo 
excluyentes entre sí, haciendo que la demanda se torne contradictoria y por tal motivo inadmitida 
para su estudio. 
Esto se podría presentar en el evento en que seleccionada la falta de aplicación de una norma, 
simultáneamente se alegue la interpretación indebida del mismo precepto. 
Rompe los principios de identidad y no contradicción de la premisa lógica, afirmar al mismo tiempo 
que la norma que se dice transgredida no fue tenida en cuenta por el juzgador; sin embargo, que se 
le dio un alcance que no tenía, es decir, que no se trajo a regular el asunto, pero que el sentido de 
interpretación del precepto inaplicado es otro. 
También es un presupuesto de debida sustentación cuando se demanda una sentencia por violación 
directa de la ley sustancial, que el recurrente demuestre el error, sin desconocer los hechos 
plasmados en el fallo y sin discrepar de la forma como el juzgador los declaró probados. 
Para una debida ilustración debemos abordar cada una de las modalidades en las que se puede 
incurrir en la violación directa de la ley sustancial. 
 
3.1 falta de aplicación. 
La falta de aplicación o el también llamado error de existencia, se presenta cuando el juez ignora 
la existencia de una norma jurídica que se encuentra vigente o se niega a reconocerla, o  bien 
cuando aplica una norma jurídica que ya no está en vigencia o nunca lo ha estado. 
Para comprender mejor el alcance de la causal se hace necesario responder el siguiente 




3.1.1 Técnica casacional de la  falta de aplicación. 
 El cargo con el cual se desea impugnar la sentencia debe resultar para la Corte significativo, 
pues según la importancia con que se denote el yerro en él que se incurrió, la Corte admitirá o no 
la demanda. 
 Al sustentar el cargo se le debe fijar a la Corte el campo de alcance de estudio de la 
controversia que se plantea, es decir, se debe partir de indicar de manera precisa la norma 
sustancial, que como se ha acotado, debe ser de rango legal o constitucional que el juez dejó de 
aplicar, y hacer especial énfasis en que esa omisión constituye una equivocación; el cual justifica 
la interposición del recurso extraordinario de casación penal. 
 Para la Corte, la argumentación debe hacerse de manera clara, precisa y sustentada, donde 
no se incurra en ambigüedades, ni salirse del marco y ámbito de lo que indica la causal. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2012, Radicación No. 38137). 
Estos parámetros doctrinarios de la alta Corporación se sintetizan en que: 
 Al alegar la falta de aplicación de una norma de contenido sustancial ésta debe hacerse de 
manera autónoma, lo que se traduce en que la sustentación no debe desbordar el motivo invocado, 
es decir, que no se debe hacer referencia a otro motivo de la causal primera, aplicación indebida o 
errada interpretación, ni de otra causal. 
 En la sustentación de la censura, el recurrente debe circunscribirse al campo meramente 
jurídico, sin que sea dable que pueda debatir los hechos y pruebas, pues equivaldría a la proposición 
de un escenario fáctico y probatorio diferente al declarado en el fallo impugnado, espacio que sería 
susceptible de estudiar bajo el amparo de la causal tercera de casación (ley 906 de 2004), la cual 
tiene unos presupuestos y razones diferentes a las de la causal primera. 
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 Es de la esencia de la censura que quien impugna, acredite suficientemente que con el 
dislate denunciado, en la sentencia se le causa un agravio a la parte que representa, pues con ello 
logra evidenciar la trascendencia del error alegado. 
 Ese cometido se alcanza, al sustentar cuál sería el precepto o preceptos llamados a regular 
el asunto, su contenido, sus efectos y el beneficio que se obtendría al ser aplicado, en referencia a 
la decisión contenida en el fallo recurrido. 
 En virtud de lo anterior, es importante entonces tener en cuenta que al formular el cargo en el cual 
se invoca la causal primera por falta de aplicación,  tal motivo debe invocarse de manera autónoma, 
quiere decir esto que, no debe crearse conexión entre la falta de aplicación de una norma de derecho 
sustantivo y la aplicación indebida de una norma de derecho, pues aunque las dos corresponden a 
motivos de la causal primera de casación, se estaría formulando el cargo de manera excluyente, 
dado que, si se aborda desde la falta de aplicación del precepto, hacerlo también porque se aplicó 
indebidamente o se interpretó erróneamente, se estaría aceptando al mismo tiempo, que la norma 
si fue tenida en cuenta por el fallador, haciendo de la censura toda una total contradicción. 
Por otra parte, debe tenerse presente que el debate probatorio no puede alegarse en esta causal, 
puesto que, lo fundamental se sitúa en la sustentación del error de derecho, esto es,  demostrar al 
alto Tribunal que los jueces de primera y segunda instancia al decidir el asunto bajo su competencia 
omitieron tener en cuenta las normas llamadas a regular el caso investigado. Por ello, es preciso 
reiterar, pues es una de las razones por las que mayormente se inadmiten las demandas de casación, 
que el impugnante debe aceptar los hechos y la valoración probatoria tal y como fueron plasmados 
por los jueces de instancia en la sentencia. Debiendo proponer una discusión eminentemente 
jurídica en la cual demuestre el error o errores del intelecto al momento de aplicar o interpretar la 
ley y la consecuente trascendencia del yerro en el sentido del fallo. 
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Caso No. 1.  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2008, Radicación No.29183). 
“La génesis de la actuación tiene su ocurrencia para el 29 de marzo de 2006, hacia las 18:00 horas, 
cuando agentes del orden realizaban un patrullaje por el sector de la carrera (…), procedieron a 
practicar una requisa a A.A.A, hallándole en el bolso que portaba en la espalda una bolsa 
transparente contentiva de 12 bolsas pequeñas de sustancia vegetal, la cual al ser sometida a estudio 
arrojó positivo para la marihuana con un peso neto de veintinueve punto nueve gramos (29.9 
gramos).” 
A.A.A. resultó condenado por el delito de tráfico fabricación y porte de estupefacientes, en primera 
y segunda instancia. El problema jurídico se centra en determinar si el adicto sorprendido con una 
dosis mayor a la personal es responsable del delito tipificado en el artículo 376 del Código Penal. 
Como desarrollo de la demanda, el casacionista plantea diferentes cargos, entre ellos, violación 
directa de la ley sustancial por falta de aplicación por: 
a) Exclusión evidente del principio pro homine o cláusula de favorabilidad porque el tribunal 
prefirió aplicar jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia restrictiva de derechos, y excluyó 
otra jurisprudencia que lo favorecía. Frente a este  cargo, mal planteado por el casacionista, porque 
no señaló qué norma de carácter sustancial fue la omitida por el juzgador, la Corte aclaró qué se 
entiende por cláusula de favorabilidad, principio pro homine y dónde se encuentra el error del 
demandante  
“… la cláusula de favorabilidad a la que alude la recurrente, cobra aplicabilidad en el caso de 
conflictos entre distintas normas que consagran o desarrollan los derechos humanos, evento en el 
cual el intérprete debe preferir aquella que sea más favorable al goce de los derechos.  
El principio pro homine es un instrumento fundamental para la correcta interpretación de las 
disposiciones relacionadas con los derechos humanos. La referencia que se hace a esta cláusula, 
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atiende a la existencia de normas que regulan derechos de esa naturaleza de manera que, en caso 
de conflicto entre diversas disposiciones, debe aplicarse la que se advierta más favorable a la 
persona. En la censura, la recurrente no alude a normas del bloque de constitucionalidad, 
constitucional o legal que hubieren resultado afectadas con la sentencia proferida por el Tribunal, 
sino al desconocimiento de la cláusula aludida en relación con decisiones judiciales, pues, sostiene, 
si uno de los postulados fundamentales de interpretación de los derechos humanos es el de la 
favorabilidad, entonces, ‘el intérprete debe escoger no solo la norma más favorable a la vigencia 
de los derechos humanos, sino también la jurisprudencia que resulte más benéfica en los casos que 
involucren derechos humanos’.  
De esa manera, (…) el cargo propuesto por la demandante no demuestra la causal sobre la cual se 
estructura, en la medida que omite preciar la norma de derecho sustancial prevista en el Bloque de 
Constitucionalidad, en la Constitución o en la ley, que hubiere sido omitida, interpretada en forma 
errada o aplicada indebidamente por el sentenciador.”  
b) Falta de aplicación del artículo 32-10 del Código Penal, relacionado con la ausencia de 
responsabilidad por error de tipo, pues aunque objetivamente la conducta es típica, no se logró 
demostrar que el acusado obrara con conocimiento de la tipicidad de la conducta. Frente a este 
cargo, la Corte lo inadmite por: 
“Cuando se invoca la violación directa de la ley como causal de casación, la actividad del censor, 
a quien no le es dado cuestionar la valoración de las pruebas realizada por el sentenciador ni discutir 
la declaración de los hechos consignada en el fallo, debe orientarse exclusivamente a demostrar la 
equivocación en que incurrió el Tribunal al aplicar la normatividad al caso concreto.  
Se trata, según tiene dicho la Corte, de un estudio estrictamente jurídico, pues cualquiera que sea 
la modalidad de violación directa de la ley, el yerro de los juzgadores recae indefectiblemente en 
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forma inmediata sobre la normatividad, todo lo cual implica un cuestionamiento en un punto de 
derecho, sea porque se deja de lado el precepto regulador de la situación concreta demostrada, 
porque el hecho se adecua a un precepto estructurado con supuestos distintos a los establecidos, o 
porque se desborda la intelección propia de la disposición aplicable al caso concreto.” 
 
3.2. Interpretación errónea. 
Esta clase de error tiene presencia cuando en la sentencia el Juez selecciona bien y adecuadamente 
la norma que corresponde al caso sometido a su consideración, pero se equivoca al interpretarla y 
le atribuye un sentido jurídico del que carece, le asigna efectos contrarios a su real contenido o le 
otorga un alcance que no tiene. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2013, 
Radicación No. 32612). 
La falta de interpretación ocurre cuando el juzgador al aplicar una norma de contenido sustancial, 
la cual ha sido debidamente seleccionada y corresponde a la llamada a regular el asunto bajo 
estudio, se le atribuye efectos, alcances y consecuencias extensivas o restrictivas que la disposición 
no contrae en su estructura y que por ende, le son contrarias a sus dictados, errores hermenéuticos 
relativos al significado y comprensión de la disposición. (Corte Suprema De Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2007, Radicación No.30087). 
 
3.2.1 Debida proposición del error por interpretación errónea. 
 Corresponde al recurrente denunciar y evidenciar el error interpretativo o hermenéutico de 
la norma escogida para solucionar el caso. 
 El actor debe aceptar que la norma era la llamada a gobernar el asunto pero que por su 
equivocado contenido interpretativo se le otorgó un alcance que no se deriva de su texto. 
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 El recurrente tiene que demostrar su trascendencia,  es  decir, enseñar cuál es la correcta 
inteligencia que emana de la norma y cómo  de  haber  sido interpretada de esa manera, 
necesariamente el fallo habría sido favorable a los intereses del acusado. 
 Al actor le corresponde, luego de ilustrar a la Corte sobre la correcta interpretación de la 
norma, conectar estas nuevas consideraciones jurídicas con la parte resolutiva del fallo, para que 
en ese evento la Corte pueda intervenir como Tribunal de casación con el fin de corregir las 
afectaciones causadas a la parte que recurre. 
 Básicamente la labor del censor se contrae en demostrarle a la Sala que a la norma o normas 
traídas por los falladores para decidir el asunto bajo su conocimiento se les otorgó un sentido que 
limita o excede el que se deriva de su contenido. 
 En los eventos en lo que a consecuencia de la errónea interpretación de la ley, ésta se deja 
de aplicar, o se aplica indebidamente, es decir, que demostrado previamente que se incurrió en un 
error de hermenéutica, el cargo se debe dirigir hacia una de estas dos hipótesis y no hacia la 
interpretación equivocada de la ley pues lo importante, en últimas, es la decisión tomada por el 
Juez: no aplicar la norma o aplicarla indebidamente. 
De conformidad con  lo expuesto, la doctrina jurisprudencial ha establecido que corresponde “al 
censor evidenciar el dislate interpretativo de la norma escogida para solucionar el caso, siendo 
igualmente imperativo que se acepte que dicha norma era la llamada a gobernar el asunto pero 
que por su equivocado contenido interpretativo se le otorgó un alcance que no se deriva de su 
texto”.  
Se agrega por la Corte, que adicional a ello, “el libelista deberá demostrar cómo  de  haber  sido  
interpretada correctamente la norma, necesariamente el fallo habría sido favorable a los intereses 
del acusado. De ahí que se hace imperioso que el actor ilustre a la Corte sobre la correcta 
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interpretación de la norma y, así mismo, la conecte con la parte resolutiva del fallo, pues sólo en 
ese evento el Alto Tribunal puede intervenir como tribunal de casación con el fin de enmendar los 
agravios inferidos” (Corte Suprema De Justicia, Sala de Casación Penal,  2007, Radicación 
No.27175). 
En concreto la interpretación errónea, quiere decir que el administrador de justicia aplica la norma 
correspondiente al caso en concreto pero dándole un entendimiento equivocado, “rebasando, 
menguando o desfigurando su contenido o alcance” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 2013, Radicación No.39023). 
Así, el error en su modalidad de falta de aplicación y aplicación indebida, se diferencia de la 
interpretación errónea, en que las primeras surgen con ocasión al yerro en la selección de la norma 
aplicable al caso, mientras que en la última, aun cuando la norma ha sido seleccionada correctamente, 
subyace una equivocación de tipo hermenéutico, “llevando con ello a hacerla producir por exceso o 
defecto consecuencias distintas de las que le corresponden” según la decisión que haya adoptado, 
teniendo en cuenta la “motivación que pudo haber llevado al juzgador a la transgresión de la 
disposición sustancial”; aspecto que resulta ser imperante al momento que el libelista deba precisar 
el concepto de la violación. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2013, Radicación 
No.39023). 
Con todo esto, el  casacionista además de identificar la norma sobre la cual recae el error deberá 
señalar: 
a) Qué lectura hicieron los juzgadores de su sentido o alcance. 
b) Cuál es la lectura o interpretación que de ella corresponde hacer en derecho. 
c) Qué implicaciones tuvo el error en la decisión impugnada. (Corte Suprema de Justicia, Sala 
de Casación Penal, 2008, Radicación No.29074). 
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Por lo tanto, es claro entonces, que el yerro por la interpretación errónea de una norma de contenido 
sustancial parte de la base que la disposición vulnerada es correctamente seleccionada, sin que sea 
viable que tal desaguisado, se pueda confundir con los supuestos en los que por dársele un alcance 
que no tiene el precepto llamado a regular el asunto no es aplicado o se aplica en forma indebida. 
En palabras de la Corte,  
“… es pertinente recordar que la aplicación indebida o la exclusión evidente de una norma 
pueden darse a consecuencia de su errónea interpretación; en estos eventos, el yerro de 
hermenéutica conduce, en punto de la aplicación indebida, a desbordar el verdadero sentido de 
la norma y, por ello, se la pone a gobernar un asunto que no contempla. En cuanto hace a la 
exclusión evidente, el error en la exégesis del precepto lleva a restringir sus efectos jurídicos y 
por eso  no se le utiliza. 
Ahora, cuando se alega que como fruto de la interpretación de la norma ésta se aplica 
indebidamente, corresponde al impugnante: 
(i) Precisar el punto de derecho objeto del ataque y establecer la naturaleza del instituto 
jurídico recogido en él especificando su ubicación en el ordenamiento positivo,  
(ii) Especificar cuál fue la exégesis dada en la sentencia al mismo,  
(iii) Indicar las razones por las que ella resulta equivocada y, 
(iv) Explicar porque la comprensión propuesta en la demanda es la correcta, lo que impone 
demostrar la coherencia de la interpretación formulada por el libelista frente a las categorías 
jurídicas relacionadas con la temática y respecto del universo regulatorio inherente al punto de 




Caso No. 2.  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2009, Radicación No.31063). 
“En virtud a la denuncia penal  instaurada por el señor B.B.B. se tuvo conocimiento que en horas 
de la mañana del 11 de junio del 2008, en el sector de la carrera 18 con calle 31 esquina de (…), 
en momentos en que se encontraba dialogando con un amigo fue abordado de manera repentina  
por dos individuos, quienes le hurtaron una cadena de oro con dos dijes, con posterioridad a lo cual 
los delincuentes huyeron del lugar, siendo capturados por agentes de la Policía Nacional en el barrio 
(…) e identificados como C.C.C. y D.D.D., hallándose en poder del primero de ellos el objeto 
hurtado”. 
Los señores C.C.C. y D.D.D. fueron condenados en primer y segunda instancia por hurto 
calificado y agravado. 
La demanda aduce violación directa de la ley sustancial por interpretación errónea del artículo 68 
A del Código Penal (adicionado por el artículo 32 de la Ley 1142 de 2007), por cuanto, no se le 
reconoció a D.D.D. ninguna rebaja de pena en virtud del allanamiento a cargos, porque según el 
juzgador, el artículo 68 A del Código Penal, excluye las rebajas de pena cuando la persona haya 
sido condenada por delito doloso o preterintencional dentro de los cinco (5) años anteriores”.  
Frente al cargo planteado, la Corte señaló que técnicamente era admisible y luego de analizar los 
institutos de los preacuerdos, allanamiento a cargos y de los subrogados penales y su evolución 
legislativa, concluyó que efectivamente el sentenciador incurrió en una  violación directa de la ley 
sustancial por interpretación errónea del artículo 68A del Código Penal. Por tanto, Casó la sentencia 




3.3. Aplicación Indebida. 
Esta modalidad de error sucede, cuando el juez de instancia en la sentencia se equivoca al adecuarle 
a un hecho, un precepto sustancial no corresponde, como cuando a una conducta denunciada se le 
adecua típicamente a una descripción delictual que no concierne. 
Corresponde al llamado error in-iudicando, o error de juicio, el que básicamente se presenta cuando 
se incurre por los falladores en una equivocación en la selección y adecuación de la norma que ha 
de aplicarse a un hecho concreto, específicamente porque la norma que tuvo en cuenta para decidir 
el asunto no reglamenta, o no recoge las conductas o situaciones sustanciales juzgadas. 
Según precisiones de la Corte, esta clase de error equivale a romper la estructura básica de la norma 
sustantiva, pues no se verifica que haya concurrencia entre el supuesto de hecho y la consecuencia 
jurídica. Se parte de que para el supuesto de hecho existe una consecuencia jurídica en el 
ordenamiento penal, la cual es válida, pero esa consecuencia no se ajusta al caso que se estudia. 
 
3.3.1 Técnica casacional de la aplicación indebida. 
Los parámetros de debida sustentación para esta modalidad de error han sido fijados por la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, entre los que se hallan los siguientes:   
 Es indispensable exponer, en cada caso, “el error concreto entre la hipótesis contemplada 
en la disposición aplicada por el juez y la defectuosa adecuación del supuesto de hecho probado”, 
sin que baste con mencionar la norma que se aplicó de manera indebida, es decir, se debe “poner 
de presente el contenido material de la norma, precisar su alcance, determinar con exactitud sobre 
cuál de los elementos que la integran se entiende cometido el defecto confrontado el aspecto fáctico 
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demostrado y tras ello señalar la trascendencia”. (Corte suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 2011, Radicación No.37043). 
 Los fundamentos jurídicos de la alegación deben estar orientados a demostrar que en la 
forma como se apreciaron los hechos que originaron el proceso y las pruebas que respaldan el fallo, 
la norma o normas de derecho sustanciales que se aplicaron no son las que corresponden al asunto 
debatido. 
 El censor tiene por deber seleccionar una de aquellas opciones y desarrollar los cargos de 
acuerdo al sentido de la vía seleccionada, ya que al proceder de otro modo se atenta contra el 
principio lógico de no contradicción cuando se denuncia la ilegalidad de la sentencia, derivada de 
la aplicación indebida de preceptos sustanciales y al mismo tiempo de haberlos interpretado 
erróneamente. 
Lo anterior porque de una parte se admite que la norma no fue correctamente seleccionada, 
mientras que de otra, se acepta la adjudicación que hace el juzgador de la norma, pero se cuestiona 
que al hacerlo se extienda su cobertura hacia hipótesis que ella no regula (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, 2004, Radicación No.20926). 
 Como la que se pretende es demostrar que se incurrió en la aplicación indebida de una 
determinada disposición, la esencia de la sustentación se debe encaminar a corroborar la incorrecta 
adecuación del supuesto fáctico que se ha probado, respecto de la hipótesis contemplada en el 
precepto. 
 Al predicarse la aplicación indebida de una norma, es inexcusable que se debe precisar el 
precepto inadecuadamente utilizado y aquella que debe ser llamada a regular el caso. 
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 Respecto de una misma disposición legal no se puede predicar simultáneamente que se 
incurrió en falta de aplicación y aplicación indebida, pues tales proposiciones se excluyen de 
manera lógica. 
 En sus últimos pronunciamientos la Corte Suprema de Justicia, refiriéndose a la aplicación 
indebida, ha dicho que este vicio consiste en una desatinada selección del precepto. El error se 
manifiesta por la falsa adecuación de los hechos probados a los supuestos que contempla la 
disposición legal, ya que los sucesos reconocidos en el proceso no encuentran identidad lógica o 
correspondencia en las hipótesis condicionantes de aquél. 
Caso No. 3. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2008, Radicación No.29183). “La 
génesis de la actuación tiene su ocurrencia para el 29 de marzo de 2006, hacia las 18:00 horas, 
cuando agentes del orden realizaban un patrullaje por el sector de la carrera (…), procedieron a 
practicar una requisa a A.A.A, hallándole en el bolso que portaba en la espalda una bolsa 
transparente contentiva de 12 bolsas pequeñas de sustancia vegetal, la cual al ser sometida a estudio 
arrojó positivo para la marihuana con un peso neto de veintinueve punto nueve gramos (29.9 
gramos).” 
A.A.A. resultó condenado por el delito de tráfico fabricación y porte de estupefacientes (artículo 
376 del Código Penal), en primera y segunda instancia. El cargo planteado por el casacionista como 
violación directa de la ley por indebida aplicación del artículo 376 del Código Penal, por cuanto el 
acusado fue condenado por el delito tipificado en el artículo mencionado, por portar sustancia 
estupefaciente que superaba el límite en 9 gramos, sin que se tuviera en cuenta su condición de 
adicto, tal cual quedó probado dentro del proceso y sin tener en cuenta el artículo 11 del Código 
Penal que contiene el principio de lesividad. 
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La Corte, analizó y reiteró su jurisprudencia frente a la antijuridicidad material, en este sentido, se 
ocupó del delito de porte de estupefacientes y señaló que a pesar de ser un delito de peligro 
abstracto, el estudio debe hacerse partiendo de la dosis personal, el exceso en la misma y si este 
exceso se vislumbra como tráfico de estupefacientes o si meramente es para el consumo del 
acusado, sin que trascienda del fuero interno, pues de lo contrario afectaría intereses individuales 
o colectivos, lo que supondría que la conducta es antijurídica.   
La Corte, pudo concluir que dentro del proceso se demostró que la sustancia estupefaciente 
encontrada al acusado era para su consumo personal, entonces, aunque la conducta es típica, carece 
de antijuridicidad material, pues el acusado no afectó derechos ajenos. Por ello, la Corte, Casa la 
sentencia y absuelve al acusado. 
 
4. Algunas situaciones en las cuales puede desarrollarse la causal. 
Son múltiples y variados los eventos en los cuales se pueden presentar errores propios de la 
violación directa de la ley sustancial, motivo por el que para mejor ilustración, resulta oportuno 
evocar algunos precedentes jurisprudenciales en los que se ha considerado que los jueces en la 
sentencia han incurrido en tales transgresiones, con ocasión a institutos, tales como, el principio de 
in dubio pro reo; ira e intenso dolor; y dosificación punitiva.  
 
4.1 In Dubio Pro Reo. 
En Colombia el principio del “in dubio pro reo” se materializa constitucionalmente en el artículo 
29, en el estatuto procesal penal en el artículo 7 y en la Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos  en su artículo 8 numeral 2; y significa que toda duda en el transcurso de un asunto penal 
debe ser resuelta a favor del procesado. 
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El profesor Devis Echandia (2012) afirma que el principio de "favor reí" es uno de los pilares de 
toda legislación penal, pero en Colombia se considera que éste principio se encuentra inmerso 
dentro del principio de in dubio pro reo lo que le traslada la obligación del Estado de la carga de 
la prueba, que se traduce en que para que un juez de la República pueda proferir una sentencia 
condenatoria debe tener plena certeza de la ocurrencia del hecho ilícito y la responsabilidad del 
acusado, pues  de lo contrario, debe absolver. 
Por ello, a pesar de que en la legislación colombiana, el principio in dubio pro reo está ligado a la 
presunción de inocencia,  deben tratarse de manera autónoma, porque se debe abordar de manera 
diferente una sentencia donde se absuelva a una persona a la que no se le logró probar ningún tipo 
de responsabilidad sobre los hechos que se le imputan, es decir, bajo el principio de la “presunción 
de inocencia” a una en la que se le absuelve con base en el “in dubio pro reo”, pues esta última a 
pesar de ser probable la responsabilidad del acusado las pruebas no condujeron a la certeza exigida 
por la ley para condenar. 
 
4.1.2 Técnica casacional del in dubio pro reo. 
Ha precisado pacíficamente la Corte que “El principio de in dubio pro reo tiene un efecto 
específicamente sustancial en orden a conjurar los vacíos de constatación imposibles de resolver”, 
y, que en los eventos en los que es reconocido de esta manera expresamente en la sentencia por los 
falladores sin que se precise la consecuencia de absolución en la declaración de justicia, nos 
encontramos ante una flagrante falta de aplicación del precepto que lo describe, en el que encuentra 
plena adecuación a los hechos debidamente probados –artículo 7 de la Ley 906 de 2004-, espacio 
en el que resulta completamente viable acudir a través del recurso extraordinario de casación, 
alegando la violación directa de la ley sustancial para que la insustancialidad sea corregida y se 
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aplique el contenido de la norma sustancial y generando las consecuencias que producen sus 
efectos, esto es, declarando la absolución del procesado. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2008, Radicación No.29854) 
Cuando se pretende reprochar que en la sentencia se incurre en error al tratamiento que se le ha 
dado al principio de duda, fundado en que los jueces lo reconocen de manera expresa pero no lo 
declaran así en la parte dispositiva del fallo, el primer requisito que se debe observar en la 
fundamentación de la demanda, es el de acreditar que en la sentencia el fallador ha reconocido 
formalmente la presencia de la incertidumbre y que, sin embargo, ha impartido decisión de 
condena, con lo cual ha incurrido en falta de aplicación del artículo 7° del Código de Procedimiento 
Penal de 2004. 
Así, el cargo se debe formular por la causal primera, violación directa de la ley sustancial por falta 
de aplicación. Además se debe identificar los aspectos sobre los que se cierne la incertidumbre. 
Igualmente, sustentar la imposibilidad de eliminar la indecisión y exponer fundadamente su 
trascendencia, lo cual implica enseñar que al suprimir el vicio, la decisión a tomar es favorable y 
más beneficiosa al reo.  
Así, la duda, como fundamento de la absolución, es admisible única y exclusivamente cuando al 
juez le es imposible dilucidar probatoriamente lo realmente acaecido, porque no puede equipararse 
la exoneración de responsabilidad con fundamento en que el Estado no pudo probar, a la 
declaración de inocencia. 
Por ello, ha señalado (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2014, Radicación 
No.38343) que recoge la reiterada tesis de la técnica casacional cuando se pretende atacar la 
sentencia de segunda instancia por el In Dubio Pro Reo:  
81 
 
“….es menester reiterar que la Corte ha significado que si al casacionista le ha interesado el 
tema del in dubio pro reo, debe distinguir dos aspectos, a saber: 
«(i) Si afirma que el juez ha errado porque la sentencia reconoce la existencia de duda razonable 
originada en el haz probatorio, pero dejó de aplicar el precepto sustantivo que reconoce ese 
hecho, debe invocar violación directa; y 
(ii) Si encuentra que el juez ignora la existencia razonable y manifiesta de la duda por errores 
en la valoración de las pruebas, debe acudir a la violación indirecta de la ley sustancial, 
especificando la naturaleza del yerro cometido, esto es, si de hecho o derecho» (CSJ AP, 9 
marzo 2011, Radicación No.37364; CSJ AP, 26 oct. 2011, Radicación No.37634; y CSJ AP, 6 
mayo 2013, Radicación No.40791, entre otros).” CSJ AP2818-2014 
 
4.2. Ira e intenso dolor como circunstancia de atenuación punitiva. 
La ira o el dolor son dos estados afectivos en los que se puede encontrar una persona que ha sido 
provocada, por haber vivido momentos de emoción violenta como consecuencia de una acción u 
omisión de una o varias personas. En efecto esta situación emerge de un agravio o de una ofensa 
ya consumados, que desata en la ofendida reacción de ira o de dolor (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal, 2005, Radicación No.16359) 
En el actual Código Penal la ira e intenso dolor se encuentra en el artículo 57, que establece:  
“El que realice la conducta punible en estado de ira o de intenso dolor, causados por 
comportamiento ajeno grave e injustificado, incurrirá en pena no menor de la sexta parte del 
mínimo ni mayor de la mitad del máximo de la señalada en la respectiva disposición.” 
(Velásquez Velásquez, 1994) afirma que la figura de ira e intenso dolor se conoce como el delito 
emocional, que “supone que el agente obre, al momento de cometer el hecho, en un estado de 
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perturbación del psiquismo que altere de manera grave y transitoria su afectividad, aunque sin la 
hondura suficiente para constituir un trastorno mental transitorio excluyente de la imputabilidad 
y por ende de la culpabilidad.” (Pág. 614) 
Por ira e intenso dolor (Corte Suprema de Justicia, 2014, Radicación No.43190):  
“Por “ira”, a voces del Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, se entiende 
una pasión del alma que causa indignación y enojo; la acción de padecer; cualquier 
perturbación o afecto desordenado del ánimo; un enfado vehemente contra una persona o 
contra sus actos; el movimiento del ánimo que causa molestia, pesar, agravio, ofensa, contra 
una persona. 
El “dolor” es un sentimiento de pena y congoja; angustia y aflicción del ánimo, cuidado, 
aflicción o sentimiento interior grande; temor opresivo. Pero ese dolor debe ser “intenso”, 
esto es, vehemente, de una fuerza impetuosa, ardiente y lleno de pasión. 
Sobre las dos especies, la norma refiere que el agente activo se encuentre en ese “estado” 
(estado de ira o intenso dolor), concepto que hace referencia a la situación en que se encuentra 
una persona, a los sucesivos modos de ser de un individuo sujeto a cambios que influyen en 
su condición. De las definiciones se infiere que la ira apunta a una reacción más o menos 
momentánea, en tanto que el dolor, dada su “intensidad”, comporta un carácter de 
permanencia en el tiempo. 
2. El artículo 57 penal determina que el estado generador del descuento punitivo es aquel que 
hubiere sido causado por un comportamiento grave e injustificado de un tercero, esto es, la 
actuación del último debe ser la causa, razón y motivo de la conducta delictiva. Debe existir 
una incitación del tercero para que se desencadene en el agente la agresión, o, lo que es lo 
mismo, una provocación que comporta irritar o estimular al otro con palabras u obras para 
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generar su enojo, pero en el entendido de que tal provocación no puede ser de cualquier 
índole, sino de especiales características, como que debe ser grave (de mucha entidad e 
importancia, enorme, excesiva) e injusta (es decir, no justa, no equitativa; sin justicia ni 
razón).” 
 
4.2.1 Técnica casacional de la ira e intenso dolor como circunstancia de atenuación punitiva. 
Tradicionalmente la Sala ha considerado que los elementos de la atenuante de ira e intenso dolor 
son los siguientes: 
a) Conducta ajena, grave e injusta. 
b) Estado de ira e intenso dolor. 
c) Relación causal entre la provocación y la reacción. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 2014, Radicación No.42184) 
Si el funcionario judicial llegare a encontrar cumplidos los presupuestos antes mencionados debe 
proceder a su reconocimiento en el fallo el cual debería ser atenuado y no sustraerse a su aplicación. 
Se debe acudir a la causal primera por violación directa de la ley sustancial, falta de aplicación de 
una norma de contenido sustancial si el fallador reconoce en su fallo fácticamente la presencia de 
la circunstancia de ira e intenso dolor, pero al hacer la dosificación punitiva no tiene en cuenta la 
reducción de la sanción. Pues hubo falta de aplicación de los artículos 50, 60 y 61 del Código Penal. 
 
4.3 Dosificación punitiva. 
Para (Velásquez Velásquez, 1994) la pena es una sanción natural que sufrirá la persona que ha 
cometido un hecho punible, pues su finalidad es la protección de los bienes jurídicos y surge como 
respuesta a la trasgresión del ordenamiento jurídico.  Ahora bien, la pena debe responder a criterios 
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de legalidad, humanidad, judicialidad, proporcionalidad, igualdad, individualidad y publicidad. 
(Pag. 595). 
Por dosificación punitiva debe entenderse aquel procedimiento en cabeza del juez para determinar 
la sanción a imponer al condenado en un determinado caso; con la ley 599 de 2000, se instauraron 
lineamientos y parámetros para su determinación, imponiéndole al juez términos y etapas con base 
en principios de orden constitucional y fundamental, para de esta manera evitar discrecionalidades 
que eventualmente pudiesen llegar a vulnerar principios, tales como el de proporcionalidad, 
necesidad, y razonabilidad. 
 
Principio de proporcionalidad 
Este principio cumple la función de estructurar el procedimiento interpretativo para la 
determinación del contenido de los derechos fundamentales que resulta vinculante para el 
legislador y para la sustentación de las decisiones de control constitucional de las leyes. (Bernal, 
2003, pp. 75 y ss.) 
El principio de proporcionalidad Implica un equilibrio ideal o valorativo entre el delito y la pena 
(Tribunal Constitucional de España, Sent. 136 de 1999) que se ve plasmado por el legislador en la 
formulación de la ley penal (proporcionalidad abstracta) o por el Juez en la implantación de la pena 
concreta en el caso concreto (proporcionalidad concreta.) El principio de proporcionalidad rechaza 
la imposición de penas que carezcan de toda relación valorativa con el hecho delictivo. Así pues, 
el principio de proporcionalidad supone el rechazo del establecimiento de conminaciones penales 
e imposición de penas que carezcan de toda relación valorativa con el hecho delictivo, más aun, el 
principio de proporcionalidad, por formar parte de la idea de justicia. Implica no sólo la 




Principio de necesidad 
El principio de necesidad en materia penal se refiere a que la aplicación del derecho penal y la 
sanción punitiva o pena, deben emplearse sólo como último recurso, es decir, cuando no haya otras 
instancias del de Derecho u otro tipo de medidas que sean suficientes para proteger el bien jurídico 
tutelado por la ley, como lo señala la Corte Constitucional, es por sí la última ratio, es decir, que 
solamente se acuda a aquellos “cuando los demás instrumentos han demostrado no ser idóneos para 
proteger un bien jurídico fundamental” (Sentencia. C-897 de 2005). 
 
Principio de razonabilidad 
Para la Corte Constitucional en sentencia C-530 de 1993, el principio de razonabilidad “hace 
relación a que un juicio, raciocinio o idea esté conforme con la prudencia, la justicia o la equidad 
que rigen para el caso concreto. Es decir, cuando se justifica una acción o expresión de una idea, 
juicio o raciocinio por su conveniencia o necesidad”. 
Así, la razonabilidad resulta ser un modulador de la actividad procesal en la medida en que 
determina la coherencia de una decisión con las normas constitucionales, de tal forma que en 
desarrollo de un proceso penal “no basta con que se persiga una finalidad cualquiera: ha de ser 
una finalidad constitucionalmente admisible o, dicho con otras palabras, razonable (Corte 
Constitucional, C-530 de 1993). (Daza Gonzáles, 2007). 
Es por esto que en los artículos 54 a 62 del actual Código Penal se definen los criterios y reglas 
para la fijación de la punibilidad, prescribiendo en detalle las diferentes etapas que debe agotar el 
fallador para tasar la pena, de manera que las previsiones del artículo 61, relativas a los 
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fundamentos para su individualización, no pueden concebirse de manera aislada, sino como parte 
de ese proceso. 
Por ello, el legislador, previo a la operación aritmética para establecer los cuartos de movilidad y 
seleccionar el que debe servir de referente para individualizar la pena, establece que se deben fijar 
los límites mínimos y máximos del ámbito punitivo establecido en el tipo penal a que se haya 
adecuado a los hechos que se declararon probados, extremos que se deben haber afectado en los 
supuestos en que hayan concurrido circunstancias que atenúan o aumentan la pena, conforme las 
reglas que prescribe el artículo 60 del Código Penal. 
No se puede pasar por alto que los artículos 55 y 58, ibídem, contienen circunstancias de menor y 
mayor punibilidad, que si bien no disminuyen o aumentan la pena básica, si afectan el proceso de 
individualización pues ello se encargan de determinar el cuarto de movilidad dentro de cual debe 
determinarse la pena, el que de acuerdo con el inciso 2º, artículo 61, debe ubicarse en el mínimo 
“cuando no existan atenuantes ni agravantes o concurran únicamente circunstancias de 
atenuación punitiva”, en los dos cuartos medios “cuando concurran circunstancias de atenuación 
y agravación punitiva” y en el cuarto máximo “cuando únicamente concurran circunstancias de 
agravación punitiva”. 
A su turno, el artículo 59 del mismo conjunto normativo prescribe que en la sentencia se debe 
contener la motivación suficiente que permita conocer los fundamentos de la determinación 
cualitativa y cuantitativa de la pena. 
 
4.3.1 Técnica casacional de la dosificación punitiva. 
La vulneración a la dosificación punitiva se debe entender que se ataca por vía de la violación 
directa de la ley sustancial, por cualquiera de sus causales, falta de aplicación, interpretación 
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errónea o aplicación indebida de norma. Tiene como objetivo demostrar a la Corte que el juzgador 
erró en la interpretación o en la aplicación del articulado contenido en el capítulo Segundo del 
Título IV del Código Penal. Por vía de ejemplo, una vez establecidos los parámetros  para la 
determinación de los mínimos y máximos aplicables, en punto de la pena a imponer, el juzgador 
deberá aplicar el sistema de cuartos previsto en el artículo 61 del Código Penal, en estos eventos 
puede suceder que el juzgador le de al citado artículo un alcance que no tiene, para lo cual, al acudir 
en casación deberá formular el cargo por violación directa de la ley sustancial por interpretación 
errónea de la norma, pero deberá: explicar por qué razón el juzgador debía imponer una pena 
distinta a la fijada y por ende la existencia de un exceso en los límites permitidos al momento de la 


















Causal segunda de casación: Desconocimiento del debido proceso por afectación sustancial 
de su estructura o de las garantías debidas a cualquiera de las partes 
 
La presente unidad estará dedicada a delimitar el concepto, alcance y estructura de la causal 
segunda de casación consagrada en el numeral segundo del artículo 181 de la ley 906 de 2004. 
En primer lugar, es preciso indicar que no se trata de una causal de alcance legal taxativo, ya que 
implícitamente reúne dos pilares básicos de violación procesal, como lo son las  nulidades 
procesales y el principio de congruencia, los cuales en la precedente Ley 600 de 2000 se 
encontraban estructurados en causales separadas, mientras que la ley vigente los reúne en una sola 
causal; como se evidenciará en el siguiente cuadro: 
LEY 600 DE 2000 LEY 906 DE 2004 
ARTÍCULO 207: Causales. En materia 
penal la casación procede por los siguientes 
motivos: 
(…) 
2. Cuando la sentencia no esté en 
consonancia con los cargos formulados en la 
resolución de acusación. 
3. Cuando la sentencia se haya dictado en un 
juicio viciado de nulidad. 
ARTÍCULO 181: PROCEDENCIA. El 
recurso como control constitucional y legal 
procede contra las sentencias proferidas en 
segunda instancia en los procesos 
adelantados por delitos, cuando afectan 
derechos o garantías fundamentales por: 
(…) 
2. Desconocimiento del debido proceso por 
afectación sustancial de su estructura o de la 
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garantía debida a cualquiera de las partes 
(…) 
 
Como se evidencia, es claro que en la normativa imperante, el legislador se limita a establecer 
como causal de casación la afectación al debido proceso y a las garantías fundamentales, sin ofrecer 
circunstancias concretas que violen tales principios. 
Es así entonces, que resulta bastante útil estudiar todos los componentes del citado numeral para 
identificar  garantías y  principios que protege, así como también la forma  de invocarlos. 
 
1. Concepto 
Partiendo del enunciado legal, la causal segunda de casación se define como integradora de dos 
grandes condiciones de hecho con valor normativo, que de tener presencia a lo largo de todo el 
proceso penal constituirían motivo para quebrar el fallo. Tales presupuestos son: el error in 
procedendo que da lugar a las nulidades procesales y la violación al principio de congruencia que 
afecta las garantías al debido proceso y que también conduce a la invalidación de lo actuado. 
En aras de encontrar el alcance formal y material de la causal en mención, se hace necesario traer 
a colación la reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, la cual ha establecido que 
con ocasión a la existencia de errores in procedendo, el libelista tiene la posibilidad de interponer 
el recurso extraordinario de casación en caso de que se le haya desconocido, bien el debido proceso 
por afectación sustancial de estructura  (yerro de estructura) o bien sus garantías fundamentales 
(yerro de garantía), exigiendo para ello una precisa pauta demostrativa, a partir del presupuesto 
legal de que las causales de nulidad son solo aquellas establecidas taxativamente en la ley. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 24 de noviembre de 2005, radicación No. 24323). 
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Así entonces,  el recurrente debe diferenciar el motivo por el cual recurre al amparo de la causal 
segunda, para efectos de su acreditación que logre darle alcances jurídicos a su pretensión, 
debiendo indicar, que de prosperar,  hasta donde se debe retrotraer la actuación, que incluya los 
actos procesales donde se generó el vicio. 
Sobre el particular es preciso resaltar que, contrario a los contenidos de Ley 600 de 2000, desde la 
Ley 906 de 2004 ya no se cuenta con un mandato expreso sobre la determinación que debe tomar 
el juez de casación cuando con ocasión al recurso encuentre acreditada alguna de las nulidades 
alegadas. 
Lo anterior, por cuanto el artículo 185 de la Ley 906 de 2004 consagra que: “Cuando la Corte 
aceptare como demostrada alguna de las causales propuestas, dictará el fallo dentro de los sesenta 
(60) días siguientes a la audiencia de sustentación, contra el cual no procede ningún recurso (ni 
acción), salvo la de revisión”, sin precisar en qué sentido deba hacerlo. 
No obstante lo anterior, no se entra en duda en que la Corte sí está facultada para señalar en qué 
estado queda el proceso en los eventos en que resulte viable declarar la prosperidad de alguna de 
las causales alegadas y determinar que éste pueda recuperar alguna vigencia o cuando deba dictar 
el fallo de reemplazo que corresponda. 
Como se advierte, el precepto no da alguna indicación específica, pues solo señala unos  parámetros 
generales para reemplazar la decisión o retrotraer lo actuado. 
Caso contrario ocurría en la Ley 600 de 2000, en donde su artículo 217 consagraba:  
“Cuando la Corte aceptare como demostrada alguna de las causales propuestas procederá así: 
1. Si la causal aceptada fuere la primera [violación de la ley sustancia], la segunda 
[inconsonancia entre acusación y sentencia] o la de nulidad cuando ésta afecte 
exclusivamente la sentencia demandada, casará el fallo y dictará el que deba reemplazarlo. 
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2. Si la causal aceptada fuere la tercera, salvo la situación a que se refiere el numeral 
anterior, declarará en qué estado queda el proceso y dispondrá que se envíe al funcionario 
competente para que proceda de acuerdo a lo resuelto por la Corte.” 
Se reitera que a pesar de que la ley 906 de 2004 carece de una disposición con ese contenido, al 
juez de casación no se le ha despojado de la facultad, pues en las sentencias casadas al amparo de 
la causal segunda, cuando ha sido necesario se han reemplazado, mientras que otras por los mismos 
motivos alegados, y decretada la nulidad, se ha ordenado rehacer la actuación desde la fase donde 
se produjo la irregularidad, actividad procesal que permite afirmar que la Corte ha mantenido con 
su jurisprudencia la vigencia de tal contenido normativo, el que por esta dinámica se constituye en 
doctrina propia de esa Corporación. 
De todas formas, lo útil es, como lo ha hecho la jurisprudencia, conservar la tendencia del 
ordenamiento anterior y consecuente al encontrar el motivo para casar la sentencia, dictar fallo de  
remplazo, y cuando un vicio afecte alguna etapa procesal que no resulte susceptible subsanar, se 
declare la procedencia de la casación, se invalide lo actuado y se retrotraiga el trámite para 
rehacerlo. 
Habiendo precisado al lector, el concepto y la esencia de la causal en estudio, como ejercicio de 
ilustración se pasa a mostrar la manera cómo se han abordado problemas de irregularidades por 
vulneración a la estructura del proceso y las garantías de las partes, y de otro, la afectación del 
principio de congruencia. 
 
2. Errores in procedendo. 
Los errores in procedendo o conocidos por la Doctrina como “vicio de actividad” o “defecto de 
construcción”  integran  la causal segunda de casación de la Ley 906 de 20094, haciendo referencia 
92 
 
a  cualquier conducta errada  dentro de alguna etapa del proceso penal y que no se desarrolla con 
satisfacción de las reglas del derecho objetivo. 
La Corte Constitucional advierte que los errores in procedendo nacen de la inejecución de la ley 
procesal, en cuanto alguno de los sujetos del proceso no ejecuta lo que esta ley le impone 
(inejecución in omittendo), o ejecuta lo que esta ley prohíbe (injecución in faciendo), o se 
comporta de un modo diverso del que la ley prescribe; esta inejecución de la ley procesal, 
constituye en el proceso una irregularidad, que los autores modernos llaman un vicio de actividad o 
un defecto de construcción y que la doctrina del derecho común llama un error in procedendo 
(Corte Constitucional, sentencia C-998 de 2004). 
La jurisprudencia los ha clasificado en dos, error de garantía y error de estructura, los cuales se 
explican en la siguiente tabla: 
 
ERROR DE GARANTÍA ERROR DE ESTRUCTURA 
-Comprende las prerrogativas que como 
derechos procesales son reconocidos en el 
bloque de constitucional, la Constitución 
Política o la ley y en el desarrollo del proceso 
son desconocidos en perjuicio de los sujetos 
intervinientes.  
- Supresión de algunos de los derechos 
reconocidos a los intervinientes en el proceso 
penal, tales como los que se encuentran 
Contiene las irregularidades que se producen 
en los diferentes estadios del proceso. 
- Comprende la inobservancia de una de las 
etapas procesales que tengan una incidencia 
tal, “que rompe la estructura lógica del 
proceso o cuando impiden u obstaculizan el 
acceso a la verdad material” (Fierro, 2007,  
p. 67), de lo contrario en casación no tendría 
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reconocidos en el artículo 8 de la Ley 906 de 
2004 como lo son, entre otros, guardar 
silencio, no estar obligado a declarar en 
contra de sí mismo, la no autoincriminación, 
ser oído, asistido y representado por un 
abogado de confianza o nombrado por el 
Estado.  
eficacia, por quedar solamente como una 
falencia formal intrascendente. 
 
La anterior diferenciación, muestra cuándo la afectación del debido proceso debe ser entendido 
como un yerro de estructura y cuando debe serlo como un yerro de garantía. 
Adicionalmente se debe recordar que el debido proceso se entiende en su contenido más amplio 
integrado por garantías constitucionales, garantías internacionales reconocidas y aceptadas, 
principios de la ley penal, principios de la ley procesal penal y principios probatorios. 
Desde una perspectiva criminal tal y como lo define, (Sandoval Huertas, 1989, p. 5), el debido 
proceso es “el conjunto de instituciones estatales y a sus actividades, que intervienen en la creación 
y aplicación de normas penales, concebidas éstas en su sentido más extenso, valga decir, tanto 
disposiciones sustantivas como procedimentales y penitenciarias” (Pág. 5). 
Por su gran campo de aplicación y de contenido material, la violación al debido proceso puede ser 
concebida tanto por un yerro de garantía como por un yerro de estructura. Pero para que se dé  el 
primero de los casos debe existir una vulneración de los derechos reconocidos y que no estén 
“específicamente en relación con el procesado, sino, en general, a favor de las personas que 
intervienen en la actuación…” (Fierro, 2007,  p. 67), de lo contrario pertenecerá a una violación 
encausada dentro del yerro de estructura, atentando contra la ritualidad procesal. 
94 
 
Contrario sensu, en el derecho a la defensa, no se podría aplicar la misma teoría puesto que las 
garantías que integran éste derecho se hacen valer de manera exclusiva para el procesado, lo que 
quiere decir que éste se verá afectado sustancialmente cuando el vicio se engendre en un derecho 
no susceptible de disposición. 
Ahora bien, ya en cuanto a la necesidad de diferenciar entre uno y otro (error de garantía y error de 
estructura), la reiterada jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha dejado de presente que 
en ningún caso será admisible invocar el desconocimiento de ambas garantías sobre un mismo 
supuesto de hecho porque cada uno implica la presencia de vicios de diferente contenido y alcance, 
esto, como quiera las consecuencias en el error de garantía o en el error de estructura afectan de 
manera diversa el trámite del proceso. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 21 de 
febrero de 2007, radicación No. 18255). 
 
2.1. Error de estructura. 
Este tipo de errores tienen ocurrencia por  el  desconocimiento de las formas del rito o juicio,  
siempre que el  vicio sea trascendente y afecte los  derechos del enjuiciado o alguna de las partes 
intervinientes.  
También se entiende que el debido proceso es el conjunto de garantías que protegen a las partes e 
intervinientes al interior del proceso penal, teniendo como parámetro  las formas propias que la ley 
establece para el trámite. 
Como ejemplo respecto de ésta clase de errores procesales, se encuentran “celebrar audiencia de 
acusación sin haber realizado  la audiencia de formulación de imputación o celebrar la audiencia 
preparatoria o del juzgamiento sin que se haya realizado la audiencia de acusación”. 
Inobservancias que constituyen irregularidades que pueden ser denunciadas en casación. 
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(Rodríguez, 2008, págs. 264 y 265). Se constituyen en la omisión de cualquiera de los eslabones 
que hacen parte de la escalera instrumental del proceso.   
 
2.2. Error de garantía. 
Se presenta cuando el proceso se adelanta con violación de las garantías debidas a cualquiera de 
las partes o de los sujetos intervinientes.  
A modo de ilustración, se destacan  aquellos acontecimientos que pueden afectar directamente al 
procesado como cuando se le formula imputación sin la comparecencia del indiciado sin agotar  la 
declaratoria de persona ausente o contumacia o rebeldía. Lo anterior porque sólo de manera 
excepcional y ante circunstancias insuperables el Estado está facultado para investigar y juzgar a 
un procesado en ausencia, pero para ello debe agotar el trámite previo de la declaratoria de persona 
ausente, de la misma forma debe verificar si el indiciado está en contumacia o rebeldía y, su deber 
es declararlo contumaz o rebelde según el caso. 
Por tanto, para estos eventos el organismo judicial debe agotar todos los recursos humanos, 
administrativos y técnicos para localizarlo y hacerlo comparecer al proceso. (Rodríguez, 2008, Pág. 
296). 
  
2.3. ¿cómo alegar la existencia de un error in procedendo?. 
Para efectos prácticos de utilidad y con el fin de alcanzar sustentar de manera satisfactoria la 
formulación de la causal de nulidad por éste motivo, se deben atender los lineamientos que para el 
efecto ha trazado la jurisprudencia nacional.  
Por tanto, el recurrente debe  identificar la irregularidad (supresión de alguna etapa del proceso, no 
formular imputación, omitir la audiencia de formulación de acusación o celebrar el juicio sin 
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haberse verificado la audiencia preparatoria, declarar ejecutoriada la sentencia sin que se hubiera 
notificado a las partes) y demostrar que ésta afecta directamente una norma sustancial, afectando 
con ello la legalidad del proceso, lo que de suyo conlleva a que la sentencia se haya dictado en un 
juicio viciado. 
En la doctrina de la Corte se ha hecho claridad, que no cualquier irregularidad “conspira contra la 
vigencia del proceso dado que, la afectación debe ser esencial y estar vinculada en calidad de medio 
para quebrantar algún derecho fundamental de los sujetos procesales, y si bien la demanda 
correspondiente no exige formas específicas para su proposición, sustentación y desarrollo, 
tampoco es un escrito de libre factura porque igual que en las otras causales, debe ajustarse a ciertos 
parámetros lógicos de modo que se comprenda con claridad y precisión los motivos de ataque, las 
irregularidades sustanciales alegadas y la manera como se quebranta la estructura del proceso o se 
afectan las garantías de los intervinientes” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal,  6 
de septiembre de 2007, radicación No. 28069). 
Así las cosas, la manera para alegar estos tipos de errores debe tener  la siguiente estructura básica, 
que se desarrollará con detenimiento en cada una de las garantías protegidas: 
a) Por competencia: Indicar las normas por las que se considera la incompetencia del 
funcionario que conoció del proceso, explicando por qué esa incompetencia genera nulidad en la 
etapa procesal que se presentó y las decisiones que se tomaron en la misma. 
b) Por violación al debido proceso: Se debe comprobar la existencia de la irregularidad 
sustancial, distintas a la vulneración de los derechos reconocidos a favor del procesado; la cual 
debió haber incidido de tal forma que no queda una opción distinta a invalidar las diligencias razón 
por la cual es pertinente precisar el momento procesal exacto al cual han de retrotraerse las 
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actuaciones una vez excluidas las alcanzadas por los vicios (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 24 de noviembre de 2005, radicación No 24323). 
c) Por violación del derecho de defensa: Se indicará la actuación procesal irregular, 
enunciando la norma violada y demostrando que tal violación incidió en detrimento suyo, en las 
decisiones adoptadas en la sentencia. En éste punto debe hacerse un alto y precisar imperiosamente 
que para la correcta formulación de la censura de tal vulneración, que no está de más decir, emerge 
debido a que el profesional a cargo de la misma deja de solicitar pruebas o no interpone los recursos 
de ley o si la causa generadora de invalidez se refiere al desconocimiento del principio de 
imparcialidad o a la deficiencia en materia probatoria, corresponde al demandante ocuparse de los 
siguientes aspectos: 
-Especificar las fases procesales en que se careció de defensa, las pruebas,  actuaciones y decisiones 
que así se cumplieron. 
-Indicar cuáles son aquellos medios probatorios cuya ausencia extraña, por ejemplo, documentos, 
testimonios, experticios e inspecciones. 
-Explicar razonadamente que tales medios de convicción eran procedentes por estar admitidos en 
la legislación procesal penal; conducentes, por relacionarse directamente con el objeto de la 
investigación o del juzgamiento; y, factibles de practicar, puesto que ni los abogados defensores ni 
los fiscales están obligados a intentar la realización de lo que no es posible lógica, física ni 
jurídicamente (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 24 de noviembre de 2005, 




3 Principio de congruencia. 
En materia penal la congruencia  es una garantía reflejada en la existencia de una  adecuada relación 
de conformidad personal, fáctica y jurídica entre los cargos que constituyen la acusación  y la 
sentencia, siendo la acusación el marco de referencia. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 25 de abril de  2007, radicación No. 26309). 
La Corte Constitucional en Sentencia T -062 de 2013 indica que el principio de congruencia 
significa el señalamiento de un eje conceptual fáctico-jurídico para garantizar el derecho de defensa 
y la unidad lógica y jurídica del proceso.  Lo anterior quiere decir que, el fallo judicial debe 
coincidir con los argumentos fácticos y jurídicos propuestos por las partes dentro del marco del 
proceso causa- efecto. 
En muchas ocasiones los tratadistas han entendido la congruencia como la concordancia entre la 
acusación realizada por la Fiscalía y el sentido del fallo  lo cual no puede tenerse como regla 
imperante dentro del proceso penal. A pesar de que la acusación sirve como norte para proveer el 
fallo, éste no solo debe cimentarse en la acusación del Fiscal sino en los argumentos y pruebas 
allegados por las demás partes intervinientes en el proceso, lo cual genera evidentemente el respeto 
de las garantías fundamentales del acusado.  
Siguiendo lo anterior, debe mencionarse que el fallo del Juez bien puede degradar la 
responsabilidad del acusado, pero ésta facultad no puede tenerse como ilimitada porque dentro del 
proceso se hace necesario que se preserve el núcleo de la conducta básica.  
En definitiva,  el principio de congruencia se constituye como una regla que fija los límites a las 
autoridades judiciales, para que desde un inicio en el juicio se establezca el objeto del litigo con el 
fin de que el Juez al momento de proferir sentencia la fundamente en  lo solicitado y lo probado 
por las partes, es decir, que la autoridad debe abstenerse de emitir fallos extra petita o ultra petita, 
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puesto que ello vulneraria directamente el debido proceso y las garantías fundamentales del 
imputado, específicamente el derecho de defensa, reflejado en el derecho de conocer el alcance de 
la acusación, sin que sea sorprendido por hechos e imputaciones nuevas respecto de las cuales no 
ha tenido la oportunidad de preparar sus elementos y fundamentos de exculpación y prueba. 
De este modo, el principio de congruencia conserva la relevancia de manera intacta y se constituye 
como pilar para la protección no sólo de la pretensión punitiva del Estado, sino también como 
garantista del derecho a la defensa del procesado. 
 
3.1 Antecedentes  legislativos del principio de congruencia. 
El artículo 207 numeral 2 de Ley 600 del 2000 disponía como causal autónoma de casación: 
“Artículo 207 (…) 2. Cuando la sentencia no éste en consonancia con los cargos formulados 
en la resolución de la acusación”. 
Es decir que la congruencia ha sido concebida como un principio  que siempre debe estar presente  
en provincias judiciales y que tiene la entidad suficiente para alegarse en sede de casación; es por 
ello que en la Ley 906 de 2004 el legislador estableció: 
“Artículo 448: el acusado no podrá ser declarado culpable por hechos que no consten en la 
acusación, ni por delitos por los cuales no se haya solicitado condena”.   
Si bien en la causal segunda de casación de la Ley 906 de 2004, no se hace referencia expresa al 
principio de congruencia, esta prerrogativa si hace parte de la misma, puesto que tal instituto 
subyace en la definición de las formas propias del juicio y ello se ratifica en las discusiones de la 
Comisión Redactora Constitucional creada por el Acto Legislativo No 003 de 2002 y en los 
trámites surtidos en el Congreso de la Ley Estatutaria 01 de 2003 que pasaría a convertirse en la 
Ley 906 de 2004. 
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La Corte Suprema de Justicia al ocuparse del tema, precisó que:  
“El juez solamente puede declarar la responsabilidad del acusado atendiendo los limitados y 
precisos términos que de factum y de iure le formula la Fiscalía, con lo cual le queda vedado 
ir más allá de los temas sobre los cuales gira la acusación. 
La congruencia se debe predicar, y exigir,  tanto  de  los elementos que describen los hechos 
como de los argumentos y las citas normativas específicas. Esto implica (i) que el aspecto 
fáctico mencionado en la acusación sí y sólo sí es el que puede ser tenido en cuenta por el 
juez al momento de dictar sentencia. Si la prueba demuestra que los hechos no se presentaron 
como los relata la Fiscalía en el escrito de acusación, al juez no le quedará otro camino que 
el de resolver el asunto de manera contraria a las pretensiones de la acusadora…”. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 25 de abril de  2007, radicación No. 26309). 
 
3.2 Concordancia entre acusación y sentencia. 
La normatividad y la jurisprudencia nacionales convergen en la necesidad de guardar la 
congruencia jurídica  entre la acusación y la sentencia. 
De este modo el artículo 448 de la Ley 906 de 2004, establece que el acusado no podrá ser declarado 
culpable por hechos que no consten en la acusación, ni por delitos por los cuales no se haya 
solicitado condena, disposición desde la que se desprende tanto la congruencia fáctica, como la 
jurídica. 
Igualmente, el artículo 337, numeral 2 del mismo conjunto normativo exige que el contenido del 
escrito de acusación debe contar con  la presentación de unos hechos jurídicamente relevantes, a 
partir de los cuales se establece el marco de referencia entre acusación y sentencia, temáticas sobre 
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las cuales versarán las alegaciones finales, en las que a la Fiscalía General de la Nación le 
corresponderá realizar una exposición circunstanciada sobre la tipificación de la conducta 
determinada por la acusación, conforme lo dispone el inciso primero del artículo 443 ídem. 
En ésa orientación en la jurisprudencia se ha reiterado inveteradamente que “debe existir una 
correspondencia entre acusación y sentencia en cuanto al eje fáctico-jurídico sobre el cual versa 
el debate y la unidad lógica del proceso” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 16 
de octubre de 2013, radicación No. 42258), pues de no ser así se estaría infringiendo el principio 
de congruencia. 
La Corte Suprema de Justicia (Sala de Casación Penal. 4 de abril de 2001. Radicación No. 10868), 
ha indicado que “Si bien no exige perfecta armonía entre la acusación y la sentencia, sí implica 
que ésta guarde una adecuada relación de conformidad con aquella en sus tres componentes 
básicos: personal –correspondencia entre los sujetos acusados y los que versa la sentencia-, 
fáctico –identidad de los hechos de la acusación y los que sirven de sustento al fallo- y jurídico –
consonancia en la regulación jurídica de uno y otro acto-.” 
 
3.3 ¿cuándo se infringe el principio de congruencia?. 
De acuerdo con lo determinado por la alta corporación (Corte Suprema de Justicia. Sala de 
Casación Penal. 5 de junio de 2013. Radicación No. 41220), el principio de congruencia se puede 
infringir cuando: 
(i) el juzgador al dictar la sentencia desborda ese marco fáctico o condena por un delito 
distinto del que fue objeto de acusación,  
(ii) incluye circunstancias de agravación no deducidas en el calificatorio o desconoce las 
atenuantes que allí se reconocieron,  
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(iii) deja de considerar una o varias conductas punibles respecto de las cuales ha debido 
pronunciarse, o 
(iv) condena a una persona que no fue acusada, entre otras posibilidades 
 
Sobre lo expuesto, se debe aclarar que la congruencia no se predica entre la formulación de 
imputación y la acusación, por el carácter progresivo del proceso penal, por ello el artículo 446 de 
la Ley 906 de 2004, señala que en la sentencia, “la decisión será individualizada frente a cada uno 
de los enjuiciados y cargos contenidos en la acusación”. Sin embrago, el componente fáctico 
tendrá que ser el mismo. (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 4 de febrero de 2009. 
Radicación No. 30043). 
 
3.4 ¿cómo alegar el principio de congruencia?. 
La congruencia, que como ya se dijo configuraba una causal de casación autónoma en la ley 
procesal penal del 2000, ahora, en la Ley 906 de 2004, se encuentra establecida en la causal segunda 
de casación contenida en el artículo 181 de ese conjunto normativo, la cual se debe incoar como 
nulidad.  
Resulta importante determinar al momento de proponer el cargo si el yerro que se alega, recae 
sobre la estructura del proceso o sobre una de las garantías preestablecidas para las partes (defensa, 
contradicción o estricta tipicidad), pues que ello determina, que en el evento de prosperar el ataque 
se disponga invalidar lo actuado retrayendo el trámite a la etapa en la que se debe superar el vicio 
o si existe lugar a que se profiera un fallo de reemplazo en sede de casación. 
Para la prosperidad de la censura debe probarse además que los hechos y su denominación jurídica, 
no  obedecen a la realidad de lo sucedido, dadas las definiciones extemporáneas que pueden 
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aparecer en el transcurso del proceso en contravía de la acusación hecha y lo que sin lugar a dudas 
vulnera el derecho de defensa. 
 
4 Nulidades 
Teniendo en cuenta que la causal objeto de la presente unidad, la conforman, como bien ya se 
advirtió, un conjunto de irregularidades que se pueden presentar dentro del proceso penal, es 
preciso hacer un recorrido por algunos de los diferentes vicios que configuran las nulidades, como 
también  una breve noción de las mismas. 
 
4.1 Concepto de nulidad. 
La nulidad es una sanción procesal que se establece por el desacato o por contrariar una norma 
orientada por los principios fundantes del derecho, la cual puede estar enfocada a regir la ritualidad 
de un proceso o que puede proteger los derechos o las pretensiones de cualquiera de las partes. 
De lo anterior se desprende una invalidez de todo lo actuado dentro de esa irregularidad y que la 
doctrina ha jerarquizado así: 
1) Nulidad Constitucional: Para su estructuración se recurre a la Constitución y se acredita con 
el desconocimiento de una disposición de esta categoría que reconoce una garantía o rito 
irrenunciable o imprescindible. 
2) Nulidad Legal: Está consagrada taxativamente en la Ley. 
3) Nulidad absoluta: Debe ser pronunciada por el juez de manera oficiosa y normalmente es 
insaneable, salvo que la ley contemple su convalidación a través de algún comportamiento o 
manifestación procesal expresa o tácita de parte de los sujetos procesales. 
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4) Nulidad relativa: Debe ser pronunciada a instancia de las partes y su aquiescencia hace 
suponer que dicha falta no ha lesionado de manera irremediable el proceso. 
 
4.2 Visión formal y finalidad de las nulidades. 
Para que resulten entendibles las causales de nulidad llamadas a ser invocadas en el recurso de 
casación, es menester conocer el concepto formal y la finalidad de las nulidades. 
Para empezar y acogiendo la clasificación adoptada por (Pabón Gómez, 2003), quien en su obra 
plantea las dos acepciones de la palabra “nulidad”, se procederá a explicar sucintamente el 
concepto de la misma. 
A su decir la primera acepción hace referencia a la perspectiva formalista, en donde señala 
conceptos emitidos entre otros por Luis A. Rodríguez para quien “La nulidad es una sanción por 
inobservancia de las formas. La sanción es por inobservancia de las formas procesales” (….) “Las 
formas han sido creadas para beneficio de los justiciables, ellas son una garantía para ellos y 
deben ser respetadas”. (p. 390). 
Resulta bajo este concepto ser la nulidad, tal y como lo dice el autor citado “falencias afectantes 
del acto procesal, o vicios que constituyen el quebrantamiento de las formas, las que pueden recaer 
sobre el sujeto, el objeto y forma del acto procesal, que priven al acto de producir los efectos 
normales”. (p. 389). 
En virtud de lo anterior, pareciera, entonces, que con la simple presencia de alguna irregularidad 
bastara para que la nulidad existiera per sé, dejando incluso de un lado las propias garantías legales 
y constitucionales protectoras del proceso; sin embargo ello no es así, tal y como lo advierte el 
profesor Pabón, dado que entre otros aspectos, también es necesario el acompañamiento de una 
finalidad al vicio formal. 
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Se convierte pues, la finalidad en la segunda acepción de la nulidad. 
Por tanto, resulta incompleta la sola indicación de la carencia formal si falta el resultado final, como 
lo propone (Palacio, 2003): “Los actos procesales se hallan afectados de nulidad, cuando carecen 
de algún requisito que les impide lograr la finalidad a la cual están destinados”. (p. 141 y 143). 
Así mismo, de manera más detallada lo expone (Novoa Velásquez, 1997) al señalar que “todo acto 
procesal es de naturaleza compuesta, generalmente debe seguir en su tiempo de formación, una 
serie de pasos (elementos) que no sólo estructuran y le dan vida, sino que, especialmente le 
permiten cumplir con una determinada finalidad dentro de la sistemática del proceso, 
constituyendo su omisión o cumplimiento irregular, en comienzo, el estado de anormalidad 
castigable con la declaratoria de nulidad  en la instancia jurisdiccional respectiva”. (p. 346). 
De esta manera, con lo que debe cumplir efectivamente una nulidad, es afectar clara y 
contundentemente la regularidad del proceso, el mismo que obedece a una serie de normas basado 
en unos principios, lo que conocemos como procedimiento penal. 
Retomando lo planteado por (Barbosa Castillo, 1996) 
 “El proceso penal no es una ritualidad vacía, necesaria simplemente para cumplir el requisito 
constitucional de un juicio previo a la imposición de una sanción (…). 
Es un método dialéctico, concebido científicamente para resguardar los derechos fundamentales de 
quienes participan en él y para establecer una realidad histórica que permita dar recta aplicación al 
derecho sustancial”. (p. 2 y 3). 
De este modo, resulta imprescindible que las diferentes etapas que conforman el procedimiento 
penal se vean vulneradas por alguna de las causales consagradas como nulidad y de esta manera 





4.3 Principios que orientan las nulidades. 
Aunque en la Ley 906 de 2004 no aparecen los principios que orientan las nulidades como  ocurría 
en la Ley 600 de 2000, no dejan de ser aplicables con la misma fuerza vinculante, toda vez que su 
finalidad es compartida por ambas leyes, en tratándose de la protección y garantía, tanto del proceso 
como de los sujetos procesales, cumpliendo así los cometidos del Estado Social de Derecho. 
Así lo ha afirmado la Corte Suprema de Justicia, arguyendo que,  no obstante que en el vigente 
código –Ley 906 de 2004-, el legislador no incluyera expresamente los principios contenidos 
expresamente en el  artículo 310 de la ley 600 de 2000, los cuales orientaban la declaratoria y 
convalidación de las nulidades, estos deben aplicarse, puesto que son inherentes a su naturaleza 
jurídica, atendiendo a la interpretación de sus preceptos como  logro de la justicia y un orden social 
justo, junto con el fin del Estado de garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución Política. 
Así pues, resulta evidente  que en el sistema penal actual, aún siguen rigiendo los principios de 
trascendencia, instrumentalidad, taxatividad, protección, convalidación, residualidad y de 
acreditación, los cuales se explicaran en el siguiente cuadro. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 




Quien solicita la declaratoria de nulidad tiene el indeclinable deber de 
demostrar no sólo la ocurrencia de la incorrección denunciada, sino 
que ésta afecta de manera real y cierta las garantías de los sujetos 





de las formas 
No procede la invalidación cuando el acto tachado de irregular ha 
cumplido el propósito para el cual estaba destinado, siempre que no se 
viole el derecho de defensa. 
Principio de 
taxatividad 
Para solicitar la declaratoria de invalidez de la actuación es 
imprescindible invocar las causales establecidas en la ley. 
Principio de 
protección 
El sujeto procesal que haya dado lugar al motivo de anulación no 
puede plantearlo en su beneficio, salvo cuando se trate del quebranto 
del derecho de defensa técnica. 
Principio de 
convalidación 
La irregularidad que engendra el vicio puede ser convalidada de 
manera expresa o tácita por el sujeto procesal perjudicado, siempre 
que no se violen sus garantías fundamentales. 
Principio de 
residualidad 
Compete al peticionario acreditar que la única forma de enmendar el 
agravio es la declaratoria de nulidad. 
Principio de 
acreditación 
Quien alega la configuración de un motivo invalidatorio, está llamado 
a especificar la causal que invoca y a plantear los fundamentos de 
hecho y de derecho en los que se apoya. 
 
4.4 Nulidades procesales. 
Al tenor de la ley 906 de 2004 se reconocen tres tipos de nulidades que afectan la regularidad del 
proceso, las cuales se encuentran enumeradas en el Título VI como ineficacia de los actos 




4.4.1 Prueba ilícita. 
El artículo 455 dispone lo siguiente: “Nulidad derivada de la prueba ilícita. Para los efectos del 
artículo 23 se deben considerar, al respecto, los siguientes criterios: el vínculo atenuado, la fuente 
independiente, el descubrimiento inevitable y los demás que establezca la ley.” Entendiéndose 
además por prueba ilícita, aquella que se obtiene vulnerando derechos fundamentales. 
El artículo 455 citado recoge la regla de exclusión probatoria establecida en el artículo 29 de la 
Constitución Política y en el artículo 23 del Código Penal. Al respecto, es necesario destacar que 
aunque la norma indica “nulidad de la prueba ilícita” no significa que la inclusión de una prueba 
obtenida ilegalmente, signifique violación del debido proceso y como consecuencia la nulidad del 
proceso. Para ello, se pueden diferenciar dos tipos de prueba ilícita, la obtenida con violación a los 
derechos fundamentales y violación a los derechos humanos, es decir, fruto por ejemplo de la 
tortura; y, la obtenida con infracción a las reglas de producción de la prueba. En el primer evento, 
existe una clara violación al debido proceso y deberá declararse la nulidad de la actuación procesal. 
En el segundo evento, si la prueba se obtiene con violación a las normas de producción de la prueba, 
como por ejemplo, cuando no se siguieron las reglas para el allanamiento y registro, la prueba será 
excluida del proceso, sin que se deba declarar la nulidad. 
La Corte Suprema de Justicia (Sala de Casación Penal. 10 de septiembre de 2008. Radicación 
número 29152) ha determinado que el origen de la prueba ilícita se puede dar de diversas maneras: 
“(i) Puede ser el resultado de una violación al derecho fundamental de la dignidad humana 
(art. 1º Constitución Política), esto es, efecto de una tortura (arts. 137 y 178 C. Penal), 
constreñimiento ilegal (art. 182 C.P.), constreñimiento para delinquir (art. 184 C.P.) o de un 
trato cruel, inhumano o degradante (art. 12 Constitución Política).  
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“(ii) Así mismo la prueba ilícita puede ser consecuencia de una violación al derecho 
fundamental de la intimidad (art. 15 Constitución Política), al haberse obtenido con ocasión 
de unos allanamientos y registros de domicilio o de trabajo ilícitos (art. 28 C. Política, arts. 
189, 190 y 191 C. Penal), por violación ilícita de comunicaciones (art. 15 C. Política, art. 192 
C. Penal), por retención y apertura de correspondencia ilegales (art. 15 C. Política, art. 192 
C. Penal), por acceso abusivo a un sistema informático (art. 195 C. Penal) o por violación 
ilícita de comunicaciones o correspondencia de carácter oficial (art. 196 C. Penal).  
“(iii) En igual sentido, la prueba ilícita puede ser el efecto de un falso testimonio (art. 442 C. 
Penal), de un soborno (art. 444 C. Penal) o de un soborno en la actuación penal (art. 444 A 
C. Penal) o de una falsedad en documento público o privado (arts. 286, 287 y 289 C. Penal)” 
El mismo artículo 455 determina tres consideraciones que se deben tener en cuenta: el vínculo 
atenuado, la fuente independiente y el descubrimiento inevitable. Las mismas se refieren a lo que 
la doctrina norteamericana ha denominado los frutos del árbol envenenado, que se refiere a que si 
la prueba principal es ilícita, las pruebas derivadas también lo serán, salvo que entre la prueba 
principal y la prueba derivada exista un vínculo atenuado o sea producto de una fuente 
independiente o, bien que su descubrimiento sea inevitable. 
Al respecto la Corte Constitucional ha dicho en sentencia C-591 de 2005, que concomitante al 
derecho comparado,  por vínculo atenuado se entiende que si el nexo existente entre la prueba 
ilícita y la derivada es tenue, entonces ésta última será admisible en virtud del principio de buena 
fe, debido a que es tan sutil el vínculo que las conecta que casi se diluye el nexo de causalidad. 
En lo que concierne a la fuente independiente, esto es si determinada evidencia tiene un origen 
distinto de la prueba ilegalmente obtenida. 
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Y ya en lo que al descubrimiento inevitable se refiere, la prueba derivada será admisible si y sólo 
si el ente acusador logra probar que a aquélla fue obtenida por un medio lícito, sin necesidad de 
acudir a la prueba principal ilícitamente obtenida.  
Concluyendo, si el juez de conocimiento se encuentra en el juicio con una prueba ilícita, deberá 
excluirla así como sus derivadas. En el supuesto que siendo ilícita no la excluya y con base en ella 
se soporte la sentencia, deberá declarar la nulidad del fallo. 
Respecto de la técnica casacional debe hacerse la diferencia si se pretende alegar la exclusión de 
una prueba ilícita por violación a las garantías fundamentales o la exclusión de la prueba por 
violación a las formas de aducción de la prueba. En la primera situación, deberá alegarse por la vía 
de la nulidad, pues como se vio anteriormente, la inclusión de una prueba obtenida con violación 
a los derechos fundamentales generará la nulidad del proceso. No obstante, en la segunda situación, 
se debe alegar por vía de la causal tercera, por error de hecho por falso juicio de legalidad. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal. 10 de marzo de 2010. Radicación No. 33621). 
 
4.4.2 Incompetencia del juez. 
El artículo 456 Ley 906 de 2004 dispone que: “Será motivo de nulidad el que la actuación se 
hubiere adelantado ante juez incompetente por razón del fuero, o porque su conocimiento esté 
asignado a los jueces penales de circuito especializados”. 
En primera medida debe traerse a colación lo que establece el ordenamiento legal sobre la 
competencia para lo cual el artículo 54, ibídem, ha dispuesto lo siguiente: 
 “Cuando el juez ante el cual se haya presentado la acusación manifieste su incompetencia, así lo 
hará saber a las partes en la misma audiencia y remitirá el asunto inmediatamente al funcionario 
que deba definirla, quien en el término improrrogable de tres (3) días decidirá de plano. Igual 
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procedimiento se aplicará cuando se trate de lo previsto en el artículo 286 de la mencionada ley y 
cuando la incompetencia la proponga la defensa”. 
De otro lado el artículo 55 otorga la competencia prorrogada así: “Se entiende prorrogada la 
competencia si no se manifiesta o alega la incompetencia en la oportunidad indicada en el 
artículo anterior, salvo que ésta devenga del factor subjetivo o esté radicada en funcionario 
de superior jerarquía. 
En estos eventos el juez, de oficio o a solicitud del fiscal o de la defensa, de encontrar la 
causal de incompetencia sobreviviente en audiencia preparatoria o de juicio oral, remitirá el 
asunto ante el funcionario que deba definir la competencia, para que éste, en el término de 
tres (3) días, adopte de plano las decisiones a que hubiere lugar. 
Parágrafo: Para los efectos indicados en este artículo se entenderá que el juez penal de 
circuito especializado es de superior jerarquía respecto del juez de circuito”. 
Así las cosas, la incompetencia podrá ser alegada entonces, por el propio juez o alguna de las partes 
dando lugar al envío de  la actuación al juez superior jerárquico del juez de la causa para que en el 
término de tres (3) días adopte la decisión. 
Ahora bien, teniendo en cuenta los fundamentos jurídicos ya expuestos, se desprenden dos 
hipótesis dentro de las cuales se pueden  presentar nulidad por incompetencia del juez, como se 
ilustran a continuación: 
NULIDAD POR INCOMPETENCIA PRORROGA DE 
COMPETENCIA 
Aquella nulidad 
que puede alegarse 
-La nulidad puede presentarse en la 
audiencia de imputación y 
Si ni el juez ni alguna de las partes 
muestra inconformidad alguna, ésta 
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en las audiencias, 
por cualquier 
causa legal. 
acusación, momentos procesales 
en los que se puede alegar la 
misma. 
En las audiencias de solicitud de 
preclusión y de verificación del 
preacuerdo cuando ha sido éste 
ejecutado antes de la presentación 
de escrito de acusación, aspectos 
que deben resolverse previo a la 
continuación del trámite. 
-En caso  de existir allanamiento de 
cargos y darse la terminación 
anticipada (arts. 293 y 351.1 Ley 
906 de 2004), hay lugar a 
controvertir la competencia en la 
audiencia de verificación de la 
aceptación. (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, 9 
de abril de 2008, radicación No. 
29444). 
se prorroga automáticamente, salvo 
el factor subjetivo o si la 
competencia queda radicada en 
funcionario de superior jerarquía. 
Empero, para el análisis de éste tipo 
de prórroga es de vital importancia 
considerar dos preceptos de la ley 
906 de 2004 y que pueden producir 
una incoherencia entre sí, al 
momento de su interpretación, 
como lo son los artículos 55 y 456 






que se considera 
sobreviniente.  
-La nulidad puede aparecer en la 
audiencia preparatoria y en el 
juicio oral, en tal caso considerada 
como sobreviniente. 
Su interpretación se hará teniendo 
en cuenta en toda su integridad 
tanto el artículo 55 como el 456 de 
la Ley 906 de 2004. 
 
El artículo 56 de la Ley 906 de 2004, señala que la prórroga no comprende los casos en los cuales 
la competencia quede radicada en funcionario de superior jerarquía, mientras que el artículo 456 
de la misma codificación, establece como causal de nulidad, en este aspecto, únicamente la 
eventualidad consistente en que el conocimiento esté asignado a los jueces penales de circuito 
especializado, de lo cual surge evidentemente una incoherencia legislativa, la cual debe resolverse 
a través de una interpretación sistemática, tal y como lo ha sugerido el Alto Tribunal, dado que al 
tratarse de dos disposiciones que se complementan entre sí, puesto que encuentran su fundamento 
siempre y cuando sean aplicadas simultáneamente, de tal manera que la imposibilidad de que se 
configure la prórroga en los casos referidos en el inciso primero del artículo 55 tiene explicación 
si y sólo si se acepta que la no alegación de incompetencia genera nulidad. 
De lo previamente planteado se concluye, entonces, que en el caso en el que  un juez municipal 
asumiere el conocimiento de un asunto de competencia del juez penal del circuito y esa 
irregularidad no se subsanare por vía del trámite de incompetencia, tal situación constituye nulidad. 
Esto en tratándose de los casos expuestos dentro de los cuales la nulidad aún se puede alegar dentro 
de las audiencias mismas como la imputación y acusación como bien ya se advirtió.  (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 18 de marzo de 2009, radicación No. 30710).  
Ahora, si la nulidad por incompetencia se da como sobreviniente, esto es en la audiencia 
preparatoria o de juicio oral, y ésta no es manifestada ni por el juez ni por alguna de las partes, 
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salvo, si se trata del factor subjetivo por lo señalado en el primer precepto (art 56), se entenderá 
entonces radicada en el funcionario de superior jerarquía, pues en estos casos se configura motivo 
invalidante, conforme lo establece el artículo 456 en mención. 
La misma figura también se presenta, cuando con posterioridad a la audiencia de formulación de 
acusación el procesado acepta parcialmente los cargos o celebra algún preacuerdo con la fiscalía. 
Esto porque la activación de los mecanismos de terminación anticipada efectuada con posterioridad 
a la audiencia de formulación de acusación constituye causa sobreviniente que puede alterar en 
ciertos casos la competencia, en virtud, por ejemplo, de la ruptura de la unidad procesal.  
A propósito de estas formas anticipadas de terminación de proceso, la Corte ha corregido su 
posición considerándolas, a través de la definición de competencia, no como causa sobreviniente. 
Tales casos son marcados por la jurisprudencia como se muestra a continuación: 
 1) “La actuación se adelanta por un concurso de hechos punibles, en donde uno de los delitos 
es de conocimiento del juez de la causa y el otro de funcionario de inferior jerarquía, y el 
procesado acepta o celebra preacuerdo solamente respecto de uno de ellos”. (Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Penal, 18 de marzo de 2009, radicación No. 30710). 
De lo anterior se pueden desprender dos situaciones, la primera, es que el preacuerdo se celebre 
respecto del delito de mayor entidad, caso en el cual el juez pierde la competencia para seguir 
conociendo del menor entidad, pues como está establecido en el artículo 53 del Código de 
Procedimiento Penal de 2004, la ruptura de la unidad procesal se produce tan pronto se emita “la 
decisión que anticipadamente ponga fin al proceso”. 
Por tanto, en este evento podrá ser alegada la incompetencia en la audiencia preparatoria o de juicio 
oral que ha de continuar con el proceso, como causa sobreviniente, so pena de que opere la figura 
de la prórroga de la competencia. 
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En cambio, como segunda situación, es decir si el preacuerdo es respecto del delito de menor 
entidad no se podrá alegar causa sobreviniente, toda vez que en este caso el juez de conocimiento 
será el encargado de emitir el fallo correspondiente, que ponga fin a la ruptura de unidad procesal 
consagrada en el artículo 53 mencionado anteriormente. 
2) “El proceso se sigue por un delito agravado, cuya circunstancia de mayor punibilidad 
determina la competencia del juez, pero el acusado celebra preacuerdo sin ese fundamento 
modificador de la pena. Por ejemplo, homicidio agravado según los numerales 8º, 9º y 10, 
casos en los cuales la competencia es de los jueces penales de circuito especializado”. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 18 de marzo de 2009, radicación No. 30710). 
En este caso tampoco podrá alegarse la incompetencia si el preacuerdo se realiza sin incluir el 
agravante, ya que la competencia sigue radicada en el juez de conocimiento hasta que apruebe su 
legalidad. Y una vez aprobada dicha legalidad del preacuerdo no habrá lugar procesal a controvertir 
la competencia. 
Así pues, para comprender mucho mejor ésta nulidad procesal que surge con ocasión a la 
incompetencia del juez, supóngase el siguiente caso (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 18 de marzo de 2009, radicación No. 30710): 
En la audiencia de formulación de imputación, el ente acusador atribuyó a N.N  el delito de 
utilización ilícita de equipos transmisores o receptores (artículo 197.1 del Código Penal) en 
concurso con el concierto para delinquir (artículo 34), cargos ante los cuales el imputado se allanó. 
El Juez Penal del Circuito Especializado dio inicio a la audiencia de individualización de pena y 
sentencia, en la cual declaró la nulidad de la actuación en relación con el delito de concierto para 
delinquir (situación que daba para un traslado del asunto a los jueces penales del circuito de 
conformidad con el articulo 36 numeral 2 del Código Procesal Penal) 
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Posteriormente reanudó la audiencia optando por seguir conociendo del proceso aun cuando había 
declarado la nulidad anteriormente descrita, arguyendo que la competencia la otorga el escrito de 
acusación, dado que se presentó la prórroga de la cual trata el artículo 55 de la instrumentaría penal 
vigente, ante lo cual el fiscal delegado manifestó no estar de acuerdo con ello. 
Ni el juez, ni ninguna de las partes propusieron la incompetencia 
¿Cómo debió alegarse la incompetencia? 
Ante éste hipotético caso, debe aducirse que aunque efectivamente el Juez Penal del Circuito 
Especializado al decretar la nulidad de lo actuado respecto del delito de concierto para delinquir 
quedó sin competencia para seguir llevando el conocimiento del proceso penal adelantado al 
acusado por el delito de utilización ilícita de equipos transmisores o receptores, esta incompetencia 
debió ser alegada por la parte en el momento procesal correspondiente, en este caso en la acusación, 
toda vez que la competencia debería haber pasado al juez penal del circuito. 
Y aunque en el referido proceso el fiscal delegado expresó su inconformismo con dicha decisión, 
no lo elevó a la calidad de trámite de alegación de la competencia tal y como lo consagra el artículo 
55 de la ley procesal penal de 2004 en conformidad con el 341 del mismo ordenamiento a efectos 
de que la actuación se remita al superior jerárquico para su definición. 
Por lo que en este caso operó válidamente la figura de la prórroga de la competencia consagrada 
en el mencionado artículo 55, ya que la incompetencia no tenía su origen ni el factor subjetivo ni 





4.4.3 Violación a garantías fundamentales (Debido proceso y derecho a la defensa). 
El artículo 457 establece “Es causal de nulidad la violación del derecho de defensa o del debido 
proceso en aspectos sustanciales. Los recursos de apelación pendientes de definición al momento 
de iniciarse el juicio público oral, salvo lo relacionado con la negativa o admisión de pruebas, no 
invalidan el procedimiento”. 
A continuación se analizará el surgimiento de la nulidad con ocasión a la vulneración de algunas 
garantías fundamentales, tales como, el debido proceso y el derecho a la defensa. 
 
4.4.3.1 Debido proceso. 
El debido proceso es una institución autónoma e independiente consagrada como derecho 
fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política de 1991. Está estrechamente relacionado 
con el principio de legalidad, ya que comprende no sólo la observancia de los pasos que la ley 
impone a los procesos judiciales y a los trámites administrativos si no también, respeto por las 
formalidades propias de cada juicio que se encuentran contenidas en los principios que los aspiran, 
el tipo de intereses en litigio y las calidades de los funcionarios encargados de resolver. 
Comprende así éste derecho, la observancia de los pasos que la ley consagra en lo penal, a su vez 
que impone el respeto a las formalidades propias de cada juicio. Sin lugar a duda ésta institución 
es una de las de mayor trascendencia e importancia ya que consagra el conjunto de garantías que 
mantienen el orden social, la seguridad jurídica y la protección al procesado. 
La vulneración del debido proceso, constituye por regla general un vicio de estructura (falta de 
competencia, pretermisión de las formas propias del juicio, etc.), por tanto, si el motivo invalidante 
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de la actuación lo constituye el debido proceso, debe acreditarse la existencia de una irregularidad 
con capacidad de socavar las bases de la actuación. 
Por otro lado se hace imprescindible recordar que  la Corte Constitucional ha definido éste derecho 
fundamental “como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las 
cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa para 
que durante este trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia”. 
(Corte Constitucional C 248 de 2013).  
 
4.4.3.1.1 Integrantes constitucionales del debido proceso. 
Dentro del debido proceso se encuentran algunos institutos constitucionales como los son: 
1) La preexistencia del juez natural. 
2) El acto objeto de imputación. 
3) Y el deber de acatar a plenitud las formas de cada juicio. 
Esto indica que el debido proceso está dirigido a garantizar el cumplimiento de los procedimientos 
establecidos por la ley y que se manifiestan a través de: 
i) Ser oído oportunamente. 
ii) Dentro de un plazo razonable. 
iii) Por autoridad competente. 
iv) Con acatamiento al derecho de inocencia mientras no se demuestre lo contrario. 
v) Ser asistido por un abogado. 
vi) No ser obligado a declarar contra sí mismo. 
vii) Presentar y controvertir pruebas. 
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viii) A no ser juzgado por el mismo acto antijurídico. 
ix) A que no se le aplique la reforma en perjuicio. 
x) A que se le aplique la ley más favorable. 
xi) Juez imparcial. 
A la luz de la postura de la Corte Interamericana de Derechos Humanos,  para que exista “el debido 
proceso legal” como es referenciado en sus diferentes herramientas jurídicas, es preciso que el 
justiciable pueda valer sus derechos y defender sus intereses en forma efectiva y en condiciones de 
igualdad procesal con otros justiciables, recordando que el proceso es un medio para asegurar en 
mayor medida posible la solución justa de la controversia. Este derecho se ha venido 
reestructurando de manera progresiva al que pueden y deben agregarse, bajo el mismo concepto 
otras garantías aportadas por diversos instrumentos de Derecho Internacional. Opinión consultiva 
OC-16/99 1 de octubre de 1999 (Solicitada por los Estados Unidos Mexicanos). 
 
Ritualidad ley procesal  de 2004 
Es importante dar un repaso a las irregularidades que pueden afectar la normalidad de la ritualidad 
de un proceso y que per-se, pueden menoscabar las garantías judiciales, afectando directamente los 
derechos de los justiciables y el espíritu de derecho fundamental al debido proceso. 
-Términos Procesales: 
Para la contabilización de los términos procesales son dos disposiciones que los determinan, los 
artículos 157 y 175 de la Ley 906 de 2004, cuyo texto es el siguiente: 
“Artículo 157 Oportunidad. La persecución penal y las indagaciones pertinentes podrán 




Las actuaciones que se desarrollen ante los jueces que cumplan la función de control de 
garantías serán concentradas. Todos los días y horas son hábiles para el ejercicio de esta 
función. 
Las actuaciones que se surtan ante el juez de conocimiento se adelantarán en días y horas 
hábiles, de acuerdo con el horario judicial establecido oficialmente. 
Sin embargo, cuando las circunstancias particulares de un caso lo ameriten, previa decisión 
motivada del juez competente, podrán habilitarse otros días con el fin de asegurar el derecho 
a un juicio sin dilaciones injustificadas”  
Y el artículo 175 que consagra:  
“Duración de los procedimientos. El término de que dispone la Fiscalía para formular la 
acusación, solicitar la preclusión o aplicar el principio de oportunidad, no podrá exceder de 
noventa (90) días contados desde el día siguiente a la formulación de la imputación, salvo lo 
previsto en el artículo 294 de este código. 
El término será de ciento veinte (120) días cuando se presente concurso de delitos, o cuando 
sean tres o más los imputados o cuando se trate de delitos de competencia de los Jueces 
Penales de Circuito Especializados.  
La audiencia preparatoria deberá realizarse por el juez de conocimiento a más tardar dentro 
de los cuarenta y cinco (45) días siguientes a la audiencia de formulación de acusación.  
La audiencia del juicio oral deberá iniciarse dentro de los cuarenta y cinco (45) días siguientes 
a la conclusión de la audiencia preparatoria” 
Igualmente este último artículo consagra dos parágrafos en el primero de ellos establece:  
“La Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la 
notitia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la 
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indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, 
o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que 
sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será 
de cinco años”.  
Y en el segundo refiriéndose a los delitos por competencia objetiva estipula:  
“En los procesos por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializados, 
por delitos contra la Administración Pública y por delitos contra el patrimonio económico 
que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los cuales proceda la detención preventiva, 
los anteriores términos se duplicarán cuando sean tres (3) o más los imputados o los delitos 
objeto de investigación”. 
Conociendo estas dos disposiciones que regulan la contabilidad de los términos procesales, al 
momento de encontrar que no se han cumplido o que las actuaciones han desbordado lo 
reglamentado, el recurrente podrá alegar la vulneración a la ritualidad procesal pero teniendo en 
cuenta un aspecto determinante a saber: no es la fase en la cual se encuentre el trámite lo que 
determina la contabilización de los términos procesales, en realidad lo que condiciona su 
contabilidad es tener en cuenta ante  qué autoridad judicial debe surtirse la actuación, y es así como 
se contaran los lapsos que se adelantan. 
Por éste motivo más adelante se estudiará lo referente a las etapas de la ley procedimental de 2004, 
para conocer el juez competente para adelantarlas. 
-Irregularidad en los términos procesales: 
A partir de las precisiones anteriores para acreditar una situación irregular con efectos invalidantes, 
tratándose de los términos procesales es necesario demostrar dos aspectos: 
i) Que la dilación presentada en la causa no fue razonable. 
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ii) Que esa situación afectó los intereses del procesado, sin que constituya argumento 
suficiente la sola mención de su ocurrencia. 
Sin desacatar  presupuestos normativos superiores, tal como el consagrado en el artículo 228 de la 
carta política, que prescribe: “los términos procesales se observarán con diligencia y su 
incumplimiento será sancionado”. 
 
Etapas según la ley 906  de  2004 
Como gran parte de lo que comprende el debido proceso hace referencia a la estructura del mismo, 
es decir el  cumplimiento efectivo de cada una sus etapas comprendidas en la Ley 906 de 2004, es 
ineludible hacer un breve recorrido por las mismas. 
El sistema penal acusatorio de 2004 está comprendido por dos etapas así:  
ETAPA PRE PROCESAL ETAPA PROCESAL 
Comprende actuaciones tales como la 
indagación, investigación, la audiencia de 
formulación de imputación, la práctica de 
pruebas anticipadas, las medidas de 
protección, las medidas cautelares, la 
aplicación del principio de oportunidad, la 
preclusión y la aceptación de cargos, sin 
perjuicio que alguna de las mencionadas se 
presente en la etapa de juzgamiento. 
Integrada por la presentación del escrito de 
acusación, la audiencia de formulación de la 
acusación, la audiencia preparatoria, la 
audiencia del juicio oral, sentido del fallo, la 
audiencia de individualización de la pena y 
lectura del fallo. 
Se ha considerado por la jurisprudencia que 
inicia con la radicación del escrito de 
acusación, pero que sustancialmente se 
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origina en la instalación de la audiencia de 
formulación de acusación. 
 
Cada una de las anteriores actuaciones enunciadas son susceptibles de alegarse cualquier clase de 
nulidad que se pueda presentar, las cuales se verán más adelante en la presente unidad. 
No se puede perder de vista que el nuevo sistema penal acusatorio de la Ley 906 de 2004 se adelanta 
por dos clases de jueces: el juez control de garantías y el juez de conocimiento. 
A los primeros corresponde encargarse de las actuaciones judiciales perentorias y urgentes 
encaminadas a la protección inmediata de los derechos fundamentales de los indiciados, tales como 
la libertad personal, la legalidad de los actos de investigación y el aseguramiento de los elementos 
materiales probatorios, evidencia física, la intimidad personal y familiar, y el debido proceso. 
La Sala De Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia lo ha definido a partir del ejercicio de 
sus actividades de la siguiente manera: “los jueces de control de garantías les compete intervenir 
episódica y puntualmente, esto es, en apartes del curso del proceso, con el propósito de constatar 
la legalidad y respeto por los derechos fundamentales y garantías, amén de decidir con efecto 
vinculante sobre tales aspectos”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 4 de febrero 
de 2009, radiación No. 30363). 
Mientras que corresponde a los segundos decidir definitivamente sobre el asunto mediante un fallo 
condenatorio o absolutorio, o preclusión de la investigación. 
La Corte Constitucional en sentencia C-591/05 declaró inexequible la expresión “a partir de la 
formulación de imputación que limitaba la oportunidad para que la Fiscalía solicitara la preclusión 
de investigación hasta antes de la presentación del escrito acusatorio, precluir la investigación o 
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pronunciarse sobre el desistimiento de la querella, o bien, en la fase del juicio oral, al proferir 
preclusión de la investigación a solicitud del ente acusador o culminar el trámite con un fallo”. 
 
4.4.3.1.2 Impugnación a la violación al debido proceso. 
Para su impugnación no se requiere una acreditación tan exigente como en la formulación de las 
otras causales; sin embargo, le corresponde al recurrente indicar con precisión, claridad, y nitidez 
la clase de irregularidad sustancial que determina la invalidación de lo actuado y su trascendencia, 
sobre los efectos que se produjeron en los resultados finales del fallo. 
Por tanto, el recurrente deberá tener en cuenta los siguientes presupuestos argumentativos: 
1) Plantear sus fundamentos fácticos. 
2) Indicar los preceptos que considera conculcados. 
3) Expresar la razón de su quebranto. 
4) Especificar el límite de la actuación a partir de la cual se produjo el vicio. 
5) Señalar las actuaciones que fueron cubiertas por nulidad, es decir,  indicar con precisión el 
momento procesal al que han de retrotraerse las actuaciones una vez excluidas las alcanzadas por 
los vicios. 
6) Demostrar que procesalmente no existe manera diversa de restablecer el derecho afectado. 
7) Acreditar que la anomalía denunciada tuvo influencia directa perjudicial y decisiva en la 





4.4.3.2 Falta de motivación en la sentencia. 
Dentro de la diversidad de razones invalidantes, la ausencia de motivación de la sentencia se 
constituye en un motivo importante para acceder al recurso extraordinario de casación, el que de 
ordinario encuentra con frecuencia amplia probabilidad de prosperidad. 
La debida motivación de la sentencia  es uno de los presupuestos más importantes, tanto para emitir 
una sentencia como para la validez jurídica de la misma, pues no motivar o motivar de forma 
incompleta equivale a decir que no se expuso en la sentencia el correspondiente argumento respecto 
de alguno de los aspectos fundamentales que orientan la sentencia, incluso, la respuesta que se le 
debe dar a las alegaciones de todos los intervinientes. 
La falta de motivación se puede fundar en cualquiera de los tópicos que en ella se traten, la tipicidad 
de la conducta, la forma de participación o culpabilidad, la dosificación de la pena, el proceso de 
individualización y determinación de la sanción, la negación algún subrogado, el reconocimiento 
y liquidación de daños y perjuicios, el valor suasorio asignado a los diferentes medios de prueba o 
tantas temáticas trate o se deban tratar en el fallo.  
Ha dicho la alta corporación (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Radicación No. 
34647. 22 de mayo de 2003, Radicación No. 20.756. 31 de marzo de 2004, Radicación No. 17738. 
20 de febrero de 2008, Radicación No. 28880 y 12 de febrero de 2009, Radicación No. 26818) que 
la nulidad por falta de motivación se puede alegar en sede de casación en cuatro sentidos: 
(i) Por ausencia absoluta, en virtud de ella, las instancias omiten pormenorizar por completo 
la fundamentación fáctica-jurídica de la sentencia.  
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(ii) Por deficiencias parciales de los necesarios elementos probatorios y normativos, los que al 
desconocerse, tornan la decisión precaria, insuficiente e incompleta.  
(iii) Por ambigua argumentación, la cual se traduce, en contradictoria, equívoca, confusa, 
ambivalente, dilógica e imprecisa, razón principal para que colapsen sus proposiciones al revelarse 
incoherentes, excluyentes e ininteligibles16. 
(iv) La sofística sustentación se presenta cuando de verdad existe fundamentación pero los 
argumentos expuestos por los funcionarios que administran justicia, fueron sopesados contra la 
verdad probada en el proceso 
Igualmente, la corte Suprema de justicia en su jurisprudencia ha afirmado que: “una propuesta de 
nulidad en casación por falta de motivación de la sentencia debe encontrarse vinculada a la 
insuficiente o nula fundamentación del supuesto fáctico que concluyó probado el juez o de su 
encuadramiento jurídico, que son los aspectos que estructuran la sustancialidad de la sentencia”. 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 25 de octubre de 2001, radiación No.14647; 
19 de enero de 2005, radicación No. 21044; y de 11 de mayo de 2005, radicación No. 23186). 
La motivación de las sentencia se constituye en una garantía  que como tal  hace parte del debido 
proceso y se realiza en la oportunidad que deben tener las partes para conocer sus fundamentos, 
los supuestos fácticos y jurídicos que sirvieron de base para la decisión, los juicios que soportan 
las declaraciones contenidas, para de esta manera poder ejercer el legítimo derecho de 
contradicción. 
Es menester del  juzgador que tanto en el fallo como en toda providencia que resuelva aspectos 
sustanciales dentro del proceso pronunciarse respecto de todos los aspectos planteados por el 




A modo de ejemplo, y para evidenciar en la vida práctica todo el andamiaje conceptual que se ha 
otorgado al lector respecto al debido proceso, téngase en cuenta el siguiente caso y como ha 
cambiado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia: 
El 8 de diciembre del año 2008, el ente acusador imputó al señor XX, el delito de rebelión 
consagrado en el artículo 467 del Código Penal de 2000. 
El 7 de enero del año 2009, en el Juzgado Penal del Circuito de Conocimiento de Bogotá, llevó a 
cabo la audiencia de formulación de acusación y el 8 de junio del mismo año se celebró la 
respectiva audiencia preparatoria, en la cual se resolvió todo lo concerniente a la pertinencia y 
conducencia de las pruebas a practicar. 
Del 20 al 23 junio se llevó a cabo el juicio oral, presidido por el Juez Penal del Circuito, dentro de 
la cual se practicaron la totalidad de la pruebas, pero el día 24 de junio de 2009 en lugar de anunciar 
el sentido del fallo, como habría sido lo correcto por haber él presidido el juicio oral y practicado las 
pruebas aportadas por las partes optó por promover un improcedente y extemporáneo incidente de 
definición de competencia, reiterándose la asignación de la competencia a otro Juzgado Penal del 
Circuito.       
Cuando la actuación regresó al Despacho remitente, ya no se encontraba el Juez P, sino que en su 
lugar estaba el Juez  Z, quien sin haber conocido la acusación, sin haber presidido el juicio y sin  haber 
practicado alguna prueba, el 6 de octubre de 2009 anunció el sentido condenatorio del fallo y más de 
un mes después dictó la sentencia con la cual le puso fin a la instancia. 
En éste caso ¿Es procedente invocar la causal de nulidad por violación al debido proceso? 
Consideramos que sí, porque de lo antepuesto se derivan diversas irregularidades de las cuales sin 
lugar a dudas emerge un menoscabo al debido proceso, como que la audiencia de juicio oral no se 
realizara en un mismo día, no fuera continua, ni las sesiones consecutivas  y, finalmente, que la persona 
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del juez que anunció el sentido del fallo y profirió la sentencia no fue la  misma que presenció la 
totalidad del juicio, con lo cual resultaron desconocidos los principios de concentración, inmediación 
y juez natural.            
Así pues, el señor XX podrá interponer el recurso extraordinario de casación exhortando que la 
sentencia  proferida en juicio se encuentra viciada de nulidad por afectación sustancial a la estructura 
del sistema penal acusatorio, por desconocimiento de los principios de concentración e inmediación, 
pues desde el momento en que el Juez P presentó el incidente de definición de competencia,  la 
audiencia de Juicio Oral se siguió tramitando de manera desconcentrada, así como violando el 
principio de inmediación como quiera que fue un juez distinto a quien presenció todo el debate 
probatorio quien dictó sentencia.  
Ha sido reiterado en la jurisprudencia que la concentración y el juez natural son postulados que 
guían el juicio oral y que su desacato constituye desconocimiento de mandatos constitucionales y 
legales y, por consiguiente, violación del debido proceso. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 26 de octubre de 2011, radiación No. 32143). 
Sin embargo, el tema de la vulneración del debido proceso por violación al principio de 
inmediación, concentración y juez natural, ha sido retomado por la Sala de Casación Penal de la 
Corte Suprema de Justicia para ampliar lo sostenido en la decisión citada anteriormente, porque 
luego de realizar una ponderación de derechos, estimó que el principio de inmediación no tiene el 
alcance interpretado en pronunciamientos anteriores y por tanto su afectación no siempre comporta 
la nulidad de lo actuado.  Ha dicho la Corte: 
“De esta manera, nunca la sola afirmación de que el juez encargado de emitir el fallo -o su 
sentido- es distinto de aquel encargado de presenciar la práctica probatoria trascendente, 
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puede conducir a la anulación del juicio oral, consecuencia que, de solicitarse, obliga 
demostrar grave afectación de otros derechos o principios fundamentales. 
Es que, para el operador judicial debe ser materia obligada de examen, cuando se presente la 
circunstancia analizada, tanto lo correspondiente a las razones que motivaron ese cambio de 
fallador, como los derechos que en concreto pueden ser afectados si se dispone la nulidad. 
Entonces, para ir precisando el punto con los tópicos que al día de hoy se observan 
decantados, si la repetición del juicio implica afectar de manera importante o grave los 
derechos de los menores -víctimas o testigos trascendentales- ; o de las mujeres víctimas de 
delitos sexuales (que obligadas a recordar el episodio vejatorio pueden ser objeto de doble 
victimización o sufrir daños sicológicos); o si corren peligro los testigos o víctimas, en 
atención a amenazas o temores fundados de retaliación; el juez debe ponderar los derechos 
en juego para proteger a estas personas y, en consecuencia, mientras no existan razones de 
mayor peso, diferentes a la de tutelar de forma irrestricta el principio de inmediación, está en 
la obligación de morigerarlo y evitar la invalidez del juicio. 
Pero, además, la definición de cuál debe ser la solución también debe pasar por apreciar 
cuáles fueron las razones que obligaron el cambio de funcionario. 
De esta manera, para citar apenas por vía enunciativa algunos temas puntuales, si son motivos 
de fuerza mayor o caso fortuito los que demandan el cambio de juez, dígase la licencia por 
embarazo, la muerte o enfermedad impeditiva que se prolonga en el tiempo, la sanción 
disciplinaria o medida restrictiva personal de carácter penal que se impongan al titular del 
despacho, las calamidades que obliguen la dejación prolongada de la función, siempre será 
necesario proteger lo actuado evitando la nulidad, dado que esas son situaciones que se salen 
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de las manos de la judicatura o su administración, al punto que no pueden preverse o 
eliminarse en sus efectos inmediatos. 
Ahora, si el cambio de funcionario obedece a una situación administrativa normal o 
previsible, ya no es posible acudir a esos factores ingobernables para soportar mantener 
incólume el proceso, pues, aquí sí refulge en toda su dimensión el principio de inmediación, 
que no puede ser desnaturalizado sólo en atención a circunstancias particulares de interés 
apenas para el funcionario. 
En estos casos, sigue invariable el deber del juez de adelantar el juicio desde su inicio hasta 
la cabal terminación; y de los nominadores, de hacer respetar esa obligación, como así lo han 
señalado la Corte Constitucional y esta Corporación. 
Para resumir, la nulidad sólo puede decretarse excepcionalmente, cuando se cumplan (en 
conjunción) dos presupuestos: (i) que no se afecten de forma importante o grave otros 
derechos fundamentales; (ii) que el cambio de funcionario no obedezca a situaciones 
ingobernables para el funcionario o la administración. 
Debe precisar la Corte que la decisión en ciernes no significa sacrificar absolutamente, o 
mejor, eliminar el núcleo central del principio de inmediación, en tanto, no puede 
desconocerse cómo al día de hoy los adelantos tecnológicos, facultan remplazar con una 
fidelidad bastante aceptable la verificación in situ que realiza el juez dentro de la audiencia. 
Y, entonces, si los registros de lo sucedido en la práctica probatoria permiten esa auscultación 
directa del funcionario encargado de emitir el fallo, sin desnaturalizar el contenido esencial 
del medio, nada obsta para que el examen se adelante por quien remplazó al juez anterior. 
Desde luego, en todos los casos, independientemente que se afecten otros derechos de mayor 
calado o se trate de una situación obligada de sustitución del funcionario, si no existe registro 
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de la práctica probatoria realizada en la audiencia de juicio oral, o la fidelidad del mismo es 
tan precaria que impide verificar cabalmente lo ocurrido con las pruebas, es menester anular 
lo actuado y repetir el juicio a partir del momento en que se inicia la presentación de las 
pruebas. 
En contrario, si se cumplió cabalmente con la posibilidad de contradicción y confrontación 
probatoria -con la obvia excepción de la prueba de referencia y su eficacia demostrativa 
limitada-, se tomaron registros fidedignos que permitan del fallador examinar la prueba de 
forma adecuada, y si además se entiende necesario proteger derechos fundamentales o se 
advierte que la sustitución del juez devino obligada, no es factible decretar la nulidad de la 
audiencia de juicio oral apenas buscando que se repitan las pruebas en presencia del 
funcionario que proferirá el fallo.”  (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 12 
de diciembre de 2012. Radicado No. 38512). 
 
4.4.3.3 Derecho a la defensa.  
El artículo 29 de la Constitución Nacional establece la realización de un juicio justo a través de la 
satisfacción de garantías que exceden el contenido normativo del derecho de defensa. 
La finalidad de estas garantías reconocen las condiciones que deben observarse en cada una de las 
etapas del proceso penal  para que: 
“El sindicado se encuentre representado por un defensor idóneo, esto es, de una persona con 
suficientes conocimientos de derecho que esté habilitada para afrontar con una adecuada 
solvencia jurídica las vicisitudes que de ordinario se presentan en el proceso, de manera que 
pueda asegurarle una defensa técnica y la oportuna y eficaz protección de sus derechos 
132 
 
fundamentales. Ello naturalmente supone que la actuación del defensor no sólo debe ser 
diligente, sino eficaz, lo cual sólo puede garantizarse o ser el resultado de su propia formación 
profesional, pues de esta depende su habilidad para utilizar con propiedad los medios e 
instrumentos de defensa que el estatuto procesal respectivo ha instituido en la búsqueda de 
una decisión ajustada al derecho y a la justicia”. Corte Constitucional, SU-044/95. 
Este derecho consagrado en la Carta maximiza su importancia cuando se han integrado al sistema 
normativo nacional a través del bloque de constitucionalidad diferentes instrumentos 
internacionales como lo es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 14, 
numeral 3, literal d), aprobado por la Ley 74 de 1968, donde establece que: “durante el proceso, 
toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: (...) d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por 
un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del derecho que le asiste a 
tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre defensor de oficio, 
gratuitamente, si careciere de medios suficientes para pagarlo”. 
Al igual que en la Convención Americana de Derechos Humanos, Art. 8º, numeral 2, literales d) y 
e), aprobada por la Ley 16 de 1972, estatuye que: “ (...) durante el proceso, toda persona tiene 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: (...) d) derecho del inculpado de 
defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre 
y privadamente con su defensor; e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se 
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley”. 
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Vale resaltar que el derecho a la defensa no se limita a la actividad que debe cumplir el defensor a 
través de la defensa técnica, sino también amplía su connotación, para también abarcar  las 
actividades de autodefensa que corresponden al sindicado por medio de la defensa material. 
Para fines de ubicar la vulneración al derecho de la defensa en la casación penal, vale decir qué 
ocasiona una afectación a las garantías procesales, si se trata de la violación del derecho a la defensa 
material o técnica, es necesario determinar los defectos que lesionaron esta garantía y argumentar 
y demostrar que por su gravedad y trascendencia resulta inevitable su declaratoria. 
 En relación con el conjunto de garantías que involucra el ejercicio del derecho de defensa, en el 
contexto de un sistema acusatorio, la Corte Constitucional ha sentado las siguientes reglas:  
“(i) ni en la Constitución ni en los tratados internacionales de derechos humanos se ha 
establecido un límite temporal para el ejercicio del derecho de defensa; (ii) el derecho de 
defensa es general y universal, y en ese contexto no es restringible al menos desde el punto 
de vista temporal; (iii) el ejercicio del derecho de defensa surge desde que se tiene 
conocimiento que cursa un proceso en contra de una persona y solo culmina cuando finalice 
dicho proceso; (iv) el derecho de defensa, como derecho fundamental constitucional, es un 
derecho que prima facie puede ser ejercido directamente por un procesado al interior de un 
proceso penal; (v) el procesado puede hacer valer por sí mismo sus argumentos y razones 
dentro de un proceso judicial; (vi) el derecho de defensa se empieza a ejercer desde el 
momento mismo que se inicia la investigación; (vii)  constituye una de las principales 
garantías del debido proceso, y representa la oportunidad reconocida a toda persona, en el 
ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, de hacer valer 
las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra 
y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como de ejercitar 
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los recursos que la ley otorga; y (viii) la importancia del derecho de defensa, en el contexto 
de las garantías procesales, radica en que con su ejercicio se busca impedir la arbitrariedad 
de los agentes estatales y evitar la condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad, con 
la activa participación o representación de quien puede ser afectado por las decisiones que se 
adopten sobre la base de lo actuado; (ix) en el contexto de los procesos penales, el derecho a 
impugnar la sentencia condenatoria adquiere carácter fundamental, por lo que el Estado tiene 
la obligación de garantizar su efectividad de tal derecho”. Corte Constitucional, C-371/11. 
   
4.4.3.3.1 Garantías que conforman el derecho a la defensa. 
El derecho de defensa es una prerrogativa de orden constitucional y legal complejo, que como tal 
le hacen parte un sin número de garantías en donde la inobservancia de cualquiera de ellas es 
suficiente para su afectación y por este camino alegar en casación su desconocimiento, con la 
pretensión de alcanzar la invalidez del trámite desde el momento en que se presentó la 
irregularidad. 
Como el ejercicio de este derecho es permanente en el desarrollo de todo el proceso, son múltiples 
las facetas instrumentales que pueden dar lugar a su afectación. Veamos solo algunas de ellas: 
1) El acceso de la defensa a la información probatoria con que cuenta el acusador. 
2) La referencia de todas las pruebas relevantes existentes en el proceso. 
3) La presencia de su defensor en todos los escenarios en los que el indiciado, imputado, 
acusado o procesado hace presencia procesal. 
4) Controvertir todas las decisiones judiciales que le afectan. 
5) El derecho a no autoincriminarse. Guardar silencio. 
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6) Participar en el recaudo probatorio. 
 
Estas garantías responden al desarrollo del principio de contradicción que debe tener todo 
procesado para dar cumplimiento al mandato superior de un juicio justo. 
Iniciación del derecho de defensa 
Una interpretación sistemática del artículo 116 de la ley 906 de 2004 muestra que  la defensa podrá 
designar abogado en cuatro momentos a saber: 
i) Desde el momento en que se adelanta la captura. 
ii) Desde la formulación de la imputación. 
iii) Desde la primera audiencia a la que fuere citado. 
iv) Desde la comunicación que la fiscalía hace cuando se inicia una investigación penal. 
 
Además, el mismo código enuncia taxativamente los demás casos en los cuales se activa el derecho 
a la defensa, como antes de la formulación de imputación y sin que sea relevante la captura, también 
en las audiencias preliminares que se adelantan ante el juez de control de garantías, so pena de 
invalidez de la audiencia por violación al debido proceso. 
Inclusive, se reconoce que el derecho a la defensa se activa también en el recaudo y embalaje de la 
prueba. 
El artículo 268 del C.P.P. dice que "el imputado o su defensor, durante la investigación, podrán 
buscar, identificar empíricamente, recoger y embalar los elementos materiales probatorios y 
evidencia física (...)". 
En éste sentido la última ley procesal toma distancia de la 600 del 2000 cuando le otorga al 
procesado un rol mucho más activo. 
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Así lo ha entendido la jurisprudencia de la Corte:  
“Por lo que, sin considerar una inversión de la presunción de inocencia, las cargas procesales 
se distribuyen entre la Fiscalía y el investigado, imputado o procesado a quien le corresponde 
aportar elementos de juicio que permitan confrontar los alegatos del acusador, e inclusive los 
aportados por la víctima a quien también se le permite la posibilidad de enfrentar al imputado. 
En efecto, durante la etapa pre procesal de indagación, al igual que en el curso de la 
investigación, no se practican realmente "pruebas", salvo las anticipadas de manera 
excepcional, sino que se recaudan, tanto por la Fiscalía como por el indiciado o 
imputado, elementos materiales probatorios, evidencia física e información, tales como 
las huellas, los rastros, las armas, los efectos provenientes del delito, y los mensajes de 
datos, entre otros. En el escrito de acusación, el cual se presenta ante el juez de conocimiento 
en el curso de una audiencia de formulación de acusación, el fiscal deberá descubrir las 
pruebas de cargo, incluyendo los elementos favorables al acusado. A su vez, podrá solicitarle 
al juez que ordene a la defensa entregarle copia de los elementos materiales de convicción, 
de las declaraciones juradas y demás medios probatorios que pretenda hacer valer en el juicio. 
Posteriormente, en el curso de la audiencia preparatoria, la Fiscalía y la defensa deberán 
enunciarle al juez de conocimiento la totalidad de las pruebas que harán valer en el juicio 
oral, pudiendo solicitársele la aplicación de la regla de exclusión. Finalmente, en virtud del 
principio de inmediación de la prueba en el juicio oral, se practicarán las pruebas que servirán 





Importancia del defensor (diferencia ley 600 de 2000 y ley 906 de 2004) 
A diferencia de la ley procesal del 2000 el nuevo sistema penal acusatorio de la Ley 906 de 2004 
deja en igualdad de condiciones al defensor frente al acusador colocándolos en un mismo plano, 
pero desde perspectivas diferentes. 
En el antiguo sistema procesal el defensor se limitaba a aprovecharse de las deficiencias del trabajo 
fiscal  para dedicarse a demostrar la prueba que le podía  favorecer, ahora se exige no una actuación 
pasiva y de espera sino proactiva para conducir el proceso a su mayor conveniencia; esto se 
desprende del artículo 267 de la nueva ley procesal que establece: “… buscar, identificar 
empíricamente, recoger y embalar los elementos materiales probatorios, y hacerlos examinar por 
peritos particulares a su costa, o solicitar a la policía judicial que lo haga…”, propone la defensa 
no como un mero requisito para validar la actuación procesal, sino que impone incluso desde antes 
de la investigación, un compromiso de protagonismo para con el proceso sin que por ello se 
disminuya la presunción de inocencia. 
Así las cosas, para quien pretenda ejercer como defensor en un proceso penal, además de tener las 
calidades que la ley exige (hablamos de unos requisitos objetivos, como lo son ser profesional del 
derecho o estudios de la misma materia en una institución reconocida por el Estado), debe tener la 
claridad que va enfrentar y hacer parte de una actuación dinámica que se debe desarrollar de 
acuerdo al principio de “la igualdad de armas”. 
De igual manera no es dable considerar satisfecho el requisito de la defensa con la sola presencia 
del defensor en donde la ley lo requiere, sino que la real existencia de la defensa se va a ver 




De ésta forma, se estaría dando cumplimiento a lo dispuesto por la Constitución cuando prevé una 
defensa que permita la realización de un orden justo, la que puede lograr, cuando el Estado 
establece la manera para que ese derecho se satisfaga en ejercicio con plena competencia, 
capacidad, idoneidad, recursos, disponibilidad de medios. 
 
4.4.3.3.2 Excepciones al cumplimiento de los principios que rigen las nulidades . 
En tratándose del derecho de defensa existen dos excepciones que tienen que ver con la manera 
cómo se alega y cómo se decreta la nulidad proveniente de alguna irregularidad que la afecte. 
La primera hace relación con la ausencia de defensa técnica, en este caso, el procesado sí podrá 
alegar la nulidad, convirtiéndose en una excepción a la prohibición que reza que no se podrá alegar 
nulidad alguna por parte de quien la haya originado, propio del principio de protección. 
La segunda es la convalidación de actos irregulares. Cuando se vulnera el derecho a la defensa no 
opera la convalidación, de manera que para subsanar la violación a esa garantía superior se obliga 
invalidar todo lo actuado. Así fue precisado  por la Corte Suprema de Justicia cuando afirmó: 
“Desde la óptica procesal, los actos irregulares, por regla general, son susceptibles de ser 
convalidados bajo ciertos condicionamientos, sin embargo, no es lo que ocurre con el derecho 
de defensa que constituye la excepción, en cuanto el legislador no admite que una trasgresión 
de esa índole transcurra impunemente. Lo anterior significa que la única manera de subsanar 
la irregularidad sustancial denunciada y comprobada es retrotraer el proceso y reconstruirlo 
con la guía y cumplimiento de los principios constitucionales, desde el momento en que éstos 
resultaron quebrantados”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 20 de enero 




4.4.3.3.3 Forma para alegar violación al derecho a la defensa. 
Como ya se dijo anteriormente la sustentación del cargo para alegar vulneración a las garantías 
procesales no es tan riguroso en su fundamento como si se puede exigir en otras causales para 
recurrir en casación, no es menos verdadero que deben plantearse una serie de aspectos que 
permitan al juzgador advertir el vicio para anular lo actuado como consecuencia de esa vulneración. 
Al momento de alegar la violación al derecho de defensa debe: 
1) Especificar si se trata de violación al derecho de defensa técnico o material. 
2) Desde qué momento o trámite procesal se produjo. 
3) Cómo se generó tal afectación. 
4) Porqué el vicio no fue convalidado. 
5) Indicar sus fundamentos. 
6) Especificar las norman que se estimen fueron infringidas. 
7) Determinar de qué manera la irregularidad enunciada influyó en el proceso y que de ser 
corregida en que beneficiaría a la parte que la alega. 
8) Señalar desde qué acto se requiere la declaratoria de nulidad. 
9) Ordenar el ataque de acuerdo a la cobertura de la lesión cuando se tienen plurales cargos. 
10)  Establecer la trascendencia de la afectación. 
 
Si la nulidad que se pretende hacer valer tiene vinculación con el derecho de defensa por ausencia 
de esta garantía porque el profesional a cargo de la misma dejó de solicitar pruebas o dejó de 
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interponer los recursos reconocidos por la ley, o si desconoce el principio de imparcialidad en 
materia probatoria, el demandante deberá: 
1) Especificar las fases procesales en que se careció de defensa, las pruebas,  actuaciones y 
decisiones que así se cumplieron. 
2) Indicar cuáles son aquellos medios probatorios cuya ausencia extraña, por ejemplo, 
documentos, testimonios, experticios e inspecciones. 
3) Explicar razonadamente que tales medios de convicción eran procedentes por estar 
admitidos en la legislación procesal penal; conducentes, por relacionarse directamente con el objeto 
de la investigación o del juzgamiento; y, factibles de practicar, puesto que ni los abogados 
defensores ni los fiscales están obligados a intentar la realización de lo que no es posible lógica, 
física ni jurídicamente. 
4) El libelista debe aproximarse al contenido material de las pruebas omitidas para brindarle a 
la Corte Suprema de Justicia la oportunidad de confrontar el aporte de aquellos elementos de juicio 
con las motivaciones del fallo y de esta manera poder concluir si en realidad se han vulnerado las 
garantías fundamentales del procesado. 
5) Que el recurrente se ocupe acerca de la manera como las pruebas dejadas de practicar por 
la postura negligente del anterior defensor o por la falta al deber de objetividad de la fiscalía (arts. 
115 y 142), tenían capacidad de incidir favorablemente en la situación del procesado. 
6) Relacionar con la trascendencia el vacío dejado por la prueba cuya práctica se omitió, y que 
la posibilidad de declarar la nulidad no deriva de la prueba en sí misma considerada sino de su 
confrontación lógica con las que sí fueron tenidas en cuenta por el juzgador como soporte del fallo. 
Ahora bien, para una mayor aprehensión de lo expuesto, supóngase el caso de LL quien fue capturada 
por el delito de homicidio junto con RR y otras personas involucradas en el punible. 
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A LL,  le asiste en las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición 
de medida de aseguramiento hasta la lectura del fallo, un abogado defensor que no fue escogido 
directamente por ella ni designado por el Sistema Nacional de Defensoría Pública, sino por el Fiscal 
instructor para todos los implicados en el proceso. 
LL accede a rendir interrogatorio y aceptar cargos, que posteriormente se le imputaron ante el juez de 
control de garantías. 
QQ, nuevo defensor de LL interpone recurso extraordinario de casación invocando la nulidad por 
violación al derecho a la defensa arguyendo, que el defensor sugerido por el Fiscal Instructor  era 
alumno del mismo. 
¿Fue admitida la demanda de casación? 
No, como quiera que más allá de exponer tal situación fáctica, debería haber acreditado que la gestión 
misma del defensor hubiera sido opuesta y perjudicial a los intereses del procesado, en un dado caso 
por haber consentido actos ilegales en el desarrollo del interrogatorio, que por cierto, rindió de forma 
voluntaria y con el lleno de los requisitos legales.  
Sumado a lo anterior, el libelista debió acreditar si la actuación del defensor hubiere presentado 
alguno de los eventos de incompatibilidad de la defensa, consignados en el artículo 122 del Código 
de Procedimiento Penal, por conflicto de intereses entre los procesados o porque en el abogado 
pesara alguna tacha que le impidiera ejercer libremente la defensa de todos los involucrados. (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 17 de junio de 2009, radicación No. 30698). 
Es decir, que no basta en casación con sólo evidenciar la transgresión de una garantía, sino que 
además es necesario demostrar que tal anomalía afecta materialmente el derecho defensa 
mostrando los efectos que produjo en detrimento de los derechos de en quien favor se alega, pues 




4.5 Estructura argumentativa para invocar las nulidades. 
Prima facie debe tenerse en cuenta  la diferencia que implica la nulidad entre dos conceptos a saber; 
acto procesal y proceso.  
Se puede estar ante la nulidad del primero sin que por eso quede viciado de nulidad todo el proceso, 
cosa similar que ocurre en el segundo, es decir cuando hay nulidad en el proceso, es posible que 
ningún acto procesal se haya visto viciado de nulidad. 
Lo anterior sugiere que cuando se invoca la nulidad del proceso, se estará alegando una 
irregularidad que rebasa un acto procesal como tal, contrario sensu, se alegará una falta cometida 
en contra de los intereses, entiéndanse derechos, de una de las partes. 
Al momento de recurrir con base en una nulidad procesal es importante tener en cuenta: 
1) Invocar la nulidad dentro de la  causal segunda del artículo 180 de la Ley 906 de 2004. 
2) Dentro de esta causal enunciar la irregularidad procesal que se cometió. 
3) Demostrar la real afectación de los derechos del recurrente o la real afectación de la 
estructura base del proceso. 
4) Demostrar que no existe otro dispositivo procesal distinto a la nulidad para subsanar el yerro 
cometido. 
5) Indicar el motivo de invalidez, las razones de hecho y derecho en que lo fundamenta. 
6) Tener en cuenta no invocar una nueva petición por la misma causal sino por una diferente 
o hecho ulteriores. 
7) Cuando se trata de solicitar la declaración de varias nulidades se debe seleccionar la que 
revista mayor importancia no solo por su trascendencia sino por su capacidad de regresar la 
actuación al punto más lejano. 
143 
 
Para lograr el cometido de manera exitosa es menester invocar la nulidad de la mano del principio 
de trascendencia, que como ya se advirtió sin importar su taxatividad en la ley acusatoria, mantiene 


























Causal tercera de casación: el manifiesto desconocimiento de las reglas de producción y 
apreciación de la prueba sobre la cual se ha fundado la sentencia 
 
1 Alcance conceptual 
 
La causal tercera de casación hace referencia al aspecto procesal y probatorio en el proceso penal 
y en especial a la valoración que el operador judicial le otorga a  las pruebas y su incidencia en la 
sentencia proferida. 
El error en la apreciación de la prueba es un ítem que se mantiene en la estructura de la causal en 
la ley 906 de 2004, así, la prueba deberá ser solicitada en la oportunidad indicada que es la 
audiencia preparatoria (salvo el caso del artículo 357 de C.P.P.) con la finalidad de llevar al juez al 
conocimiento del hecho que sucedió efectivamente, más allá de toda duda razonable ya sea, por 
cualquiera de los medios técnicos o científicos que no violenten los derechos humanos. 
Entendiendo que el Sistema Penal Acusatorio es eminentemente adversarial, las partes tienen  el 
poder de controvertir los medios de prueba y elementos materiales probatorios presentados por la 
parte opositora, lo que hace que pueda ocurrir que el hecho quede aparentemente demostrado 
mediante una prueba que se considere existente, pero en verdad no aparece en el cuerpo del 
proceso, o se deja de apreciar la prueba que sí existe o se valora erróneamente; y estos yerros 
conducen al juzgador a dar por probados hechos que realmente no lo están o desconoce los que 
suficientemente han sido probados. En estos casos se afecta el entendimiento y la comprensión de 
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la prueba por error de hecho o de derecho que se originan por falta de aplicación o indebida 
aplicación de la ley sustancial en la sentencia.  
Cuando se interpone un recurso extraordinario de casación, invocando la causal tercera, es 
necesario acudir al análisis de la prueba sobre los hechos que son materia de la investigación penal, 
para extraer de allí las equivocaciones del sentenciador. Debe advertirse que al presentarse errores 
de hecho o de derecho aquellos  atañen al examen “material” de la prueba, mientras que los 
segundos giran en torno al examen “jurídico” de la misma.  
En este sentido la Corte Suprema de Justicia ha considerado en racionamiento válido para la 
legislación vigente, que en tratándose de errores de hecho o de derecho, “es menester desquiciar 
todos y cada uno de los fundamentos probatorios de la sentencia cuando se pretende de la Corte 
una decisión radicalmente opuesta a la del tribunal, porque, de lo contrario, basta que persista un 
fundamento con suficiente contundencia para que el fallo impugnado persista.” (Corte Suprema 
de Justicia.2009, radicación No. 31059). 
Para abordar este capítulo es necesario conocer en primer lugar, los medios de conocimiento, que, 
de acuerdo al artículo 382 de la ley 906 de 2004, son i) los elementos materiales probatorios y 
evidencia física. En este acápite, se tratará la forma en que se garantiza su autenticidad, es decir la 
cadena de custodia, así como el momento y forma para descubrir los elementos materiales 
probatorios. Y. por último, la evidencia demostrativa, para ver la diferencia con los elementos 
materiales probatorios y la evidencia física.  ii) la prueba testimonial. iii) la prueba pericial. Y iv) 
la prueba documental. Así mismo, se hará una breve alusión a la prueba de referencia y a la prueba 
anticipada. En segundo lugar, el momento procesal para la solicitud y admisión de las pruebas, así 
como las reglas para su inadmisión y exclusión. En tercer lugar, la forma en que deben practicarse 
las pruebas en el juicio oral. En cuarto lugar, las reglas de apreciación probatoria por parte del juez. 
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En quinto lugar, las formas de violación indirecta de la ley y las clases de error en los que puede 
incurrir el juez en aspectos relacionados con la prueba y su técnica en casación. 
 
2 Elementos materiales probatorios, evidencia física y evidencia demostrativa 
En el mundo del derecho comúnmente se confunden los términos elemento material probatorio, 
evidencia física y evidencia demostrativa, uno de las determinaciones más aceptadas por la 
comunidad jurídica es: 
- Evidencia física: todo aquel material proveniente de procesos fisiológicos del ser humano, 
como fluidos corporales, sangre, saliva y demás. 
- Evidencia demostrativa: es todo objeto material que posee la capacidad  de probar un hecho. 
- Elemento material probatorio: es aquel objeto con capacidad probatoria que las partes han 
solicitado sea admitido en juicio.  
- Prueba: es el elemento material probatorio que cumple con los requisitos de admisibilidad, 
pertinencia, conducencia y que además ha sido controvertido y de ser necesario a confrontación en 
juicio.  
Por el contrario, el Código de Procedimiento Penal no hace distinción alguna entre  elementos 
materiales probatorios y evidencia física, y por ello en el artículo 275 los define como:  
“ a) Huellas, rastros, manchas, residuos, vestigios y similares, dejados por la ejecución de la 
actividad delictiva; 
b) Armas, instrumentos, objetos y cualquier otro medio utilizado para la ejecución de la 
actividad delictiva; 
c) Dinero, bienes y otros efectos provenientes de la ejecución de la actividad delictiva; 
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d) Los elementos materiales descubiertos, recogidos y asegurados en desarrollo de diligencia 
investigativa de registro y allanamiento, inspección corporal y registro personal; 
e) Los documentos de toda índole hallados en diligencia investigativa de inspección o que 
han sido entregados voluntariamente por quien los tenía en su poder o que han sido 
abandonados allí. 
f) Los elementos materiales obtenidos mediante grabación, filmación, fotografía, video o 
cualquier otro medio avanzado, utilizados como cámaras de vigilancia, en recinto cerrado o 
en espacio público; 
g) El mensaje de datos, como el intercambio electrónico de datos, internet, correo electrónico, 
telegrama, télex, telefax o similar, regulados por la Ley 527 de 1999 o las normas que la 
sustituyan, adicionen o reformen.” 
En relación con la legalidad del elemento material probatorio, es necesario observar 
minuciosamente la forma como fue recolectado, extraído, fijado, embalado y custodiado, ya que 
los Tratados Internacionales, la Constitución Política y las leyes disponen como garantía superior 
el respeto de los derecho del proceso y en especial la presentación de pruebas en juicio, toda vez 
que son éstas las que determinarán si un hecho sucedió o no y así se proferirá el fallo. 
Luego de que el juez ha determinado la legalidad de una prueba, de ésta se debe verificar su 
autenticidad,  lo que significa que la persona de quien procede o la recolectó debe dirigirse a la 
audiencia para que por intermedio de ella se incorpore el elemento material probatorio como prueba 
en juicio. 
Esta etapa procesal corresponde al ejercicio del interrogatorio en la cual debe acudir el testigo o 
testigo técnico. El primero será una persona que hubiere percibido por los sentidos la sucesión de 
algún hecho; y el segundo, deberá tener un conocimiento técnico, artístico o científico que se 
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desprende de observar, percibir o someter a estudios o pruebas técnicas al elemento material 
probatorio. 
 
2.1 Cadena de custodia. 
González Navarro define la cadena de custodia como el “conjunto de medidas diseñadas con el fin 
de preservar la identidad o integridad de los elementos materiales probatorios o evidencia física, 
que puede conducir a la eventual demostración de la comisión de una conducta punible y 
responsabilidad del procesado.” 
También representa el mecanismo que asegura que aquellos elementos no hayan sido alterados o 
cambiados por otros, “al momento de practicar sobre ellos una pericia o un reconocimiento, con 
ello logrando un poder aseverativo”. (González Navarro, 2011, P.188) 
González también toma el concepto de la Fiscalía General de la Nación, donde esta institución en 
su Manual de Procedimiento de Cadena de Custodia señala, que: “cadena de custodia es la 
actividad que se adelanta para garantizar el aseguramiento o protección del lugar de los hechos 
con ocasión de una posible conducta punible, a fin de evitar la pérdida o alteración de los 
elementos materiales de prueba o evidencia física.” (González Navarro, 2011). 
En suma, se atribuye a las características más sobresalientes de cadena de custodia la finalidad de: 
“demostrar la autenticidad de los elementos materiales probatorios y evidencia física”, ibídem, lo 
cual permite trasparencia en las evidencias o elementos incautados para allegarlos a juicio y ser 
sometidos a controversia. 
La legislación colombiana,  reglamenta el procedimiento de cadena de custodia, tipificándolo en el 
capítulo V del libro 11 de la ley 906 de 2004, en este título y los artículos que lo componen se 
pueden concluir  las siguientes características: 
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1. Se inicia en el lugar donde se descubren, recauden o encuentren los elementos materiales 
probatorios”, artículo 254. 
2. La cadena de custodia es responsabilidad de los servidores públicos que entren en contacto con 
los elementos materiales probatorios y evidencia física”. Artículo 255. El servidor público 
encargado de la indagación o investigación, lo identifica, comprueba su estado original, lo 
recolecta, lo embala, lo rotula y da inicio a su custodia. 
3. El funcionario de Policía Judicial que recolectó la evidencia física, la traslada al laboratorio 
correspondiente, y asegura el recibo del material ante el funcionario competente”, articulo 258.  
4. Ya dentro del laboratorio el material probatorio es entregado al perito y que corresponda según 
la especialidad”, artículo 259. 
5. El perito dejará constancia del estado en que se encuentra la evidencia, realizará sus 
investigaciones y análisis y enviará a la menor brevedad posible, el informe pericial al fiscal 
correspondiente”, articulo 260.  
6. El elemento material o sus remanentes será preservados en el almacén destinado para ese 
laboratorio, continuando con la custodia hasta que sean requeridos o dispuestos por orden de 
autoridad judicial”, artículo 262.  
La policía judicial y el fiscal,  hacen las veces de custodios de los elementos materiales probatorios 
y evidencia física que fueron recolectados en el transcurso de la investigación, para que los mismos 
no pierdan su fin demostrativo, es decir, preserven las mismas características y aptitud para probar 
dentro del juicio oral. Razón por la cual ésta figura jurídica- cadena de custodia- reviste de gran 




2.2 Descubrimiento de los elementos materiales probatorios. 
El descubrimiento probatorio es el momento en el cual las partes- fiscalía y defensa- ponen a 
disposición de la contraparte todos y cada uno de los elementos materiales de prueba que 
obtuvieron con ocasión a las diligencias investigativas que cada uno llevó a cabo y que pretenden 
utilizar para probar la teoría del caso que cada uno maneja; al respecto la Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Penal a entendido que: 
 “ (…) Es de la esencia del sistema acusatorio consagrado en nuestra legislación el 
descubrimiento probatorio, el cual consiste en que la fiscalía y la defensa deben 
suministrar, exhibir o poner a disposición de la contraparte todos los elementos materiales 
probatorios y evidencia física que posean como resultado de sus averiguaciones y que 
pretendan sean decretadas y practicadas en el juicio oral como sustento de sus 
argumentaciones, instituto procesal que, así contemplado por la ley, está sustentado en los 
principios de igualdad, lealtad, defensa, contradicción, objetividad y legalidad, entre otros, 
permitiendo de esa manera que cada interviniente conozca oportunamente cuáles son los 
instrumentos de prueba sobre los cuales el adversario fundará su teoría del caso y, de ese 
modo, elaborar las distintas estrategias propias de la labor encomendada a cada parte en 
procura del éxito de sus pretensiones.” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 
12 de mayo de 2008, radicación No. 28847). 
 
2.2.1 Características del descubrimiento. 
En primera medida, debe acotarse que el descubrimiento probatorio  es un instituto que surge de 
conformidad a los principios constitucionales del debido proceso, la igualdad, la imparcialidad, la 
legalidad, la defensa, lealtad, contradicción y  objetividad, ya que a través de los mismos se 
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garantiza que las partes cuenten con todas las herramientas que a bien tengan, para defender y 
comprobar su teoría del caso en el curso del proceso, sin que el juez incurra en imprecisiones 
parciales sino que por el contrario cumpla su papel objetivo e imparcial en el mismo. 
Así, en virtud de la lealtad procesal y con el fin de conseguir la verdad material que se persigue en 
el proceso penal, las partes deberán exponer a su contraparte los elementos recolectados en el curso 
de la investigación. Sin embargo, es de anotar que ésta obligación surge para la Fiscalía, a la luz 
del No. 2 del artículo 142 del Código de Procedimiento Penal, en el que se establece que es uno de 
los deberes específicos de la fiscalía suministrar todos los elementos materiales probatorios y 
evidencia física incluyendo los que favorecen a la defensa. De ahí, que el último inciso del artículo 
250 de la Constitución Política establezca: “En el evento de presentarse escrito de acusación, el 
Fiscal General o sus delegados deberán suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos 
los elementos probatorios e informaciones de que tenga noticia incluidos los que le sean favorables 
al procesado.” 
La defensa por su parte no está obligada a hacerlo, sin embargo, ésta, queda sujeta a  tal obligación 
cuando pretenda hacer valer los elementos materiales probatorios y evidencia física en el juicio, 
así deberá dar a conocer la integralidad de los mismos en la audiencia preparatoria en concordancia 
con lo dispuesto en el artículo 356 del Código de Procedimiento Penal. 
En segundo lugar, es preciso dilucidar que el descubrimiento probatorio deberá ser total y oportuno. 
El primero, porque deben ser entregados en su totalidad todos los medios de conocimiento que la 
parte tenga en su poder, con el fin de que el adversario pueda saber el estado y contenido de los 
mismos, con excepción de los eventos a los cuales hace mención el artículo 345 de la norma 
procesal penal así: 
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Artículo 345. Restricciones al descubrimiento de prueba. Las partes no podrán ser obligadas 
a descubrir: 
1. Información sobre la cual alguna norma disponga su secreto, como las conversaciones del 
imputado con su abogado, entre otras. 
2. Información sobre hechos ajenos a la acusación, y, en particular, información relativa a 
hechos que por disposición legal o constitucional no pueden ser objeto de prueba. 
3. Apuntes personales, archivos o documentos que obren en poder de la Fiscalía o de la 
defensa y que formen parte de su trabajo preparatorio del caso, y cuando no se refieran a la 
manera como se condujo una entrevista o se realizó una deposición. 
4. Información cuyo descubrimiento genere un perjuicio notable para investigaciones en 
curso o posteriores. 
5. Información cuyo descubrimiento afecte la seguridad del Estado 
Deberá ser oportuno en el entendido de que la contraparte debe contar con un tiempo suficiente 
para preparar sus contradicciones en contra de la evidencia descubierta, por ello el legislador ha 
precisado un término específico para el descubrimiento probatorio según corresponda: 
Artículo  344. Inicio del descubrimiento. Dentro de la audiencia de formulación de acusación 
se cumplirá lo relacionado con el descubrimiento de la prueba. A este respecto la defensa 
podrá solicitar al juez de conocimiento que ordene a la Fiscalía, o a quien corresponda, el 
descubrimiento de un elemento material probatorio específico y evidencia física de que tenga 
conocimiento, y el juez ordenará, si es pertinente, descubrir, exhibir o entregar copia según 
se solicite, con un plazo máximo de tres (3) días para su cumplimiento.  




1. Que las partes manifiesten sus observaciones pertinentes al procedimiento de 
descubrimiento de elementos probatorios, en especial, si el efectuado fuera de la sede de la 
audiencia de formulación de acusación ha quedado completo. Si no lo estuviere, el juez lo 
rechazará. 
2. Que la defensa descubra sus elementos materiales probatorios y evidencia física. 
3. Que la Fiscalía y la defensa enuncien la totalidad de las pruebas que harán valer en la 
audiencia del juicio oral y público. (…) 
Como se observa en los textos subrayados de las normas anteriormente transcritas,  es claro que el 
momento oportuno para que la Fiscalía descubra sus pruebas será desde la formulación de 
acusación hasta la audiencia preparatoria, mientras que la Defensa deberá hacerlo únicamente en 
la audiencia preparatoria. Dicho esto, en caso de que el medio de prueba sea descubierto a 
destiempo, la sanción por parte del juez indefectiblemente será el rechazo del mismo. 
 
2.2.2 Excepción a la oportunidad de descubrimiento. 
El inciso final del artículo 344 de la ley 906 de 2004, dispone que si durante el “juicio alguna de 
las partes encuentra un elemento material probatorio y evidencia física muy significativos” y que 
en consecuencia deberían ser descubiertos, deberá ponerlo a disposición y conocimiento del juez, 
quien una vez escuche a las partes y estudie el perjuicio que podría causarse al derecho de defensa 
y la integridad del juicio, decidirá si excepcionalmente la prueba es admisible o si por el contrario 
la excluye. 
Podrá descubrirse en la audiencia de juicio oral aquel elemento material probatorio y evidencia 
física, encontrados con posterioridad a la audiencia preparatoria, siempre que, sean suficientemente 
relevantes para el caso y cumpla los siguientes requisitos: 
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1. Ser solicitado por alguna de las partes y no de oficio. 
2. Comprobarse previamente que el elemento material probatorio  y evidencia física fue 
hallado después de la oportunidad que tenían para descubrirla. 
3. “Que la omisión en presentarse oportunamente no es imputable a la parte afectada” 
(Checchi And Company Consulting Colombia. 2005). 
4. La ponderación que debe realizar el juez entre la afectación del derecho a la defensa y la 
integridad del juicio con la admisión excepcional de la prueba. 
 
2.3 Evidencia demostrativa. 
Será aquella evidencia pertinente y relevante bien para el esclarecimiento de los hechos o bien para 
ilustrar el testimonio del experto (art 423 C.P.P). Estas evidencias deberán ser físicas, pues a través 
de las mismas, se pretende ilustrar al Juez sobre asuntos de los que no tenía claridad antes de 
presentarlas. Verbigracia el mapa del lugar de los hechos que se allega a través del testimonio del 
agente de Policía Judicial que realizó la inspección en el lugar de los hechos. 
Los elementos materiales probatorios y evidencia física poseen una capacidad demostrativa, pues 
a través de los mismos se logra disipar las situaciones dubitables de la investigación, en razón de 
ello, “las evidencias demostrativas o ilustrativas tales como mapas, dibujos, diagramas, y modelos 
que no juegan un papel directo en la historia del caso son admisibles si explican o ilustran en 




2.4 La prueba testimonial 
Se entiende por prueba testimonial, aquel relato que rinde un tercero ante el juez, refiriéndose a lo 
que conoce acerca de los hechos jurídicamente relevantes de la conducta punible que está siendo 
investigada. En éste sentido, “el testimonio es una de las más importantes fuentes de información 
para el funcionario judicial, pues a través de éste es posible dar cuenta directa de los hechos (…), 
demostrar la autenticidad de un documento o de una evidencia física o las circunstancias que 
corroboren otro medio de acreditación” por ejemplo, a través de este  el juez puede conocer las 
actividades que desplegaron los peritos para darle claridad a situaciones fácticas. (Bedoya Sierra, 
L. F. 2008). 
El legislador dispuso en el artículo 404 del Código de Procedimiento Penal los criterios que debe 
tener en cuenta el Juez para la valoración de esta prueba: 
i) Los principios técnico científicos sobre la percepción y la memoria y, especialmente, lo 
relativo a la naturaleza del objeto percibido, al estado de sanidad del sentido o sentidos por los 
cuales se tuvo la percepción. 
ii) Las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que se percibió. 
iii) Los procesos de rememoración. 
iv) El comportamiento del testigo durante el interrogatorio y el contrainterrogatorio. 
v) La forma de sus respuestas y su personalidad. 
 
Así mismo debe advertirse que rendir testimonio es una obligación impuesta a los asociados, 
derivada del artículo 383 de la ley 906 de 2004, el cual dispone: 
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i) Toda persona está obligada a rendir, bajo juramento, el testimonio que se le solicite en el 
juicio oral y público o como prueba anticipada, salvo las excepciones constitucionales y legales, a 
las cuales se harán alusión, subsiguientemente.  
ii) Si el testigo es un menor de doce (12) años, deberá estar asistido, en lo posible, por su 
representante legal o por un pariente mayor de edad. El juez, con fundamento en motivos 
razonables, podrá practicar el testimonio del menor fuera de la sala de audiencia, de acuerdo con 
lo previsto en el numeral 5o. del artículo 146 de este código, pero siempre en presencia de las 
partes, quienes harán el interrogatorio como si fuera en juicio público.  
Ahora bien, el artículo 385 instrumental penal, establece algunas excepciones constitucionales a la 
obligación de rendir testimonio, según la relación existente entre dos sujetos, así: 
a) Abogado con su cliente; 
b) Médico con paciente; 
c) Psiquiatra, psicólogo o terapista con el paciente; 
d) Trabajador social con el entrevistado; 
e) Clérigo con el feligrés; 
f) Contador público con el cliente; 
g) Periodista con su fuente; 
h) Investigador con el informante. 
De igual forma, nadie podrá ser obligado a declarar contra sí mismo o contra su cónyuge, 
compañera o compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, 




2.5 Prueba pericial 
El artículo 405 del C.P.P la ha definido la prueba pericial como aquel elemento necesario a fin de 
efectuar valoraciones que requieran conocimientos científicos, técnicos, artísticos o especializados, 
con el propósito de aportar al proceso máximas de experiencia que son necesarias para que el Juez  
comprenda con mayor claridad los hechos objeto de investigación.  
Los artículos 406 al 414 de la ley procesal penal reglamentan la prestación del servicio de los 
peritos, de manera que cinco días antes de la respectiva declaración del perito, debe presentarse a 
las partes un informe resumido en el que se exprese la base de opinión pericial, de lo contrario no 
podrá ser admisible como evidencia. 
 
2.5.1 Características de la prueba pericial. 
Las reglas que rige la prueba testimonial también son aplicables a la prueba pericial, no obstante, 
el legislador reguló de forma precisa como debe desarrollarse ésta institución probatoria, que está 
de paso decir, se articula al exterior e interior de la audiencia de juicio oral. Así pues en el Código 
de Procedimiento Penal se estableció el siguiente procedimiento a seguir: 
i) “Las investigaciones o análisis realizados por los peritos deben ser consignados en informes 
que se entienden presentados bajo la gravedad de juramento (artículo 406). 
ii) Las partes pueden presentar informes de peritos de su confianza y pedir que estos sean 
citados a la audiencia del juicio oral (artículos 413 y 415). 
iii) El juez “admite” el informe y a partir de ello dispone la citación del perito (en todo caso 
debe entenderse que no se trata de la admisión del informe como prueba, pues el artículo 415 
establece con claridad que la admisión del informe está supeditada a que el perito comparezca a la 
audiencia de juicio oral) (artículo 414). 
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iv) El interrogatorio y contrainterrogatorio de los peritos en la audiencia de juicio oral tendrán 
como punto de referencia los informes presentados con antelación (artículo 412). 
v) El informe por sí sólo no puede admitirse como  prueba (artículo 415).” (Bedoya Sierra, L. 
F. 2008). 
 
2.5.2 El dictamen pericial. 
El dictamen pericial es el informe  donde se consigna la actividad realizada por personas 
"especialmente calificadas, distintas e independientes de las partes y del juez del proceso, por sus 
conocimientos técnicos, artísticos o científicos, mediante el cual se suministra al juez argumentos 
o razones para la formación de su convencimiento respecto de ciertos hechos cuya percepción o 
entendimiento escapa a las del común de las gentes. Es una prueba ilustrativa sobre alguna 
materia técnica, que escapa al conocimiento del magistrado"(Aguirrezabal Grünstein, 2011). 
De antemano se advierte que, con el fin abordar el tema del dictamen pericial de forma adecuada, 
se hace imprescindible explicitar todo lo que circunda la prueba de peritación y su procedencia 
según la normatividad vigente. 
En el entendido que la peritación procede cuando se requiere verificar hechos que interesen al 
proceso y requieran especiales conocimientos: 
- Científicos,  
- Técnicos o, 
- Artísticos. 
La razón fundamental para llevar a juicio el dictamen de un perito, es  la falta de experticia del juez 
y los abogados en disciplinas científicas, técnicas, o artísticas lo cual viciaría cualquier clase de 
postura jurídica. Es por ello que, se genera la necesidad de consultar a personas expertas en un 
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campo del conocimiento, con el fin de lograr la claridad y suficiencia  conceptual en determinado 
punto del caso sub judice.  
Entendiendo cual es la razón de ser del peritaje, se procederá a hacer mención de su funcionalidad 
en el proceso judicial.  La función que cumple el dictamen pericial allegado mediante perito, 
proporciona elementos técnicos de convicción al juez los cuales lo llevan al conocimiento de la 
sucesión de un hecho que por obvias razones no conoce. En definitiva, el dictamen pericial logra 
la convicción del tribunal respecto de hechos técnicamente complejos, o sobre aspectos 
especializados de hechos determinados" (Aguirrezabal Grünstein, 2011)  
Afirma Maite Aguirrezabal que 
 "la verdadera singularidad de la pericia reside en el tipo de información que se le suministra 
al juez, que solo puede ser aportada por quienes disponen de los conocimientos y que la 
información aportada por los peritos no puede desligarse de los hechos objeto de prueba, en 
cuanto es necesaria para apreciarlos y valorarlos, para verificar la veracidad de las 
aseveraciones de las partes.”  
Luego de ser presentado el dictamen en audiencia, podrá solicitarse que su repetición,  aclaración 
o ampliación, pero en todos los casos tendrá que sustentarse la razón de la solicitud.   
 
2.5.3 Clases de dictámenes periciales. 
a) Balística Forense: estudia las armas de fuego y de los proyectiles características físicas, 
técnicas y funcionales.  
b) Dactiloscopia: estudia las características dactiloscópicas que tiene cada persona. 
c) Contabilidad forense: estudia los estados de cuenta de una entidad, activos, pasivos, 
ingresos, egresos y gastos. 
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d) Biología Forense: estudia la fisiología humana como fluidos y grado de descomposición 
del cuerpo. 
e) Toxicología forense: estudia las sustancias y el grado de intoxicación del cuerpo. 
f) La odontología Forense: estudia la estructura dental y maxilofacial de las personas. 
g) Psiquiatría forense: estudia el comportamiento humano en sociedad y sus implicaciones 
jurídicas. 
h) Física y química forense: estudia los objetos materiales y fenómenos físicos desde la 
perspectiva cuantificable y cualificable.   
i) Fotografía Forense: estudia la toma de fotografías a personas, objetos o sucesos.   
 
2.6 Prueba documental. 
 La prueba documental, es otro de los medios probatorios existentes para demostrar la veracidad 
de un hecho alegado,  se ha  entendido por documentos el objeto material, en específicos los 
señalados por el artículo 424  del Código de Procedimiento Penal: 
“PRUEBA DOCUMENTAL. Para los efectos de este código se entiende por documentos, 
los siguientes: 
1. Los textos manuscritos, mecanografiados o impresos. 
2. Las grabaciones magnetofónicas. 
3. Discos de todas las especies que contengan grabaciones. 
4. Grabaciones fonópticas o vídeos. 
5. Películas cinematográficas. 
6. Grabaciones computacionales. 
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7. Mensajes de datos. 







15. Cualquier otro objeto similar o análogo a los anteriores”. 
 
Este medio de prueba está constituido por la relación  sobre los hechos o circunstancias 
relacionadas con la conducta punible, por medio de la evidencia documental. La real academia de 
la lengua española define el documento como “el escrito  en  el que constan dados fidedignos o 
susceptibles de ser empleados como tales para probar algo” Aunque puede considerarse la anterior 
como una definición acertada  ha de entenderse el documento en sentido amplio como toda 
representación material que se realice del pensamiento o actuar humano, con independencia del 
soporte en que se contenga dicha representación (Moreno Rivera, L. G.2013, P. 377). 
La prueba documental pública y válidamente incorporada en el proceso le permite al juez tener un 
juicio  más certero sobre la responsabilidad del acusado y la tipicidad del delito que se juzga. 
Cuando la prueba documental o evidencia documental es admitida en razón de lo que ella dice y 
valorada por el juzgador, en muchos eventos le permite acreditar escenarios pasados de una manera 
más precisa que difiere de la capacidad de demostración de otros medios de prueba. Se puede 
apreciar que en muchos aspectos la  prueba documental ilustra con mayor claridad  al sensor que 
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un testimonio, tal es el caso de la prueba documental del sello en el pasaporte de salida o llegada, 
o incluso el del pasabordo al avión, que según la orientación de la sana critica tiene un mayor valor 
probatorio que el testimonio. 
Sucede lo mismo con el registro civil de nacimiento que de preferencia, como documentos, tiene 
mayor eficacia probatoria que el testimonio para acreditar la filiación y paternidad de una persona. 
Mucho más si se trata de un video legible que registra los hechos tal como ocurrieron, cuando se 
trata de ilustrar la escena donde ocurrió un homicidio. 
Los documentos revisten  gran importancia para la defensa y para el ente acusador, lo por tanto en 
la investigación y en  instancias jurisdiccionales se buscara persistentemente el descubrimiento de 
toda la información relevante, de todas las fuentes inmersas en el proceso.  
 
2.7 Prueba de referencia. 
La ley 906 de 2004 define en el artículo 437 lo que se debe comprender por una prueba de 
referencia. La disposición consagra:  
“Se considera como prueba de referencia toda declaración realizada fuera del juicio oral y 
que es utilizada para probar o excluir uno o varios elementos del delito, el grado de 
intervención en el mismo, las circunstancias de atenuación o de agravación punitivas, la 
naturaleza y extensión del daño irrogado, y cualquier otro aspecto sustancial objeto del 
debate, cuando no sea posible practicarla en el juicio”. 
Según la Corte Suprema de Justicia la prueba de referencia es un  medio probatorio  
“A través de la cual se pretende probar la verdad a de una declaración realizada al margen 
del proceso por una persona determinada, no disponible para declarar en juicio, que revela 
hechos de los cuales tuvo conocimiento personal trascendentes para afirmar o negar la 
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tipicidad de la conducta el grado de intervención del sujeto agente las circunstancias de 
atenuación o agravación concurrentes, la naturaleza o extensión del daño ocasionado, o 
cualquier otro aspecto sustancial del debate”  (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Penal, 6 de marzo de 2008, radicación  No. 27477). 
En síntesis, se entenderá toda declaración realizada fuera de juicio oral que es utilizada para excluir  
uno o varios elementos del delito, el grado de intervención en el mismo las circunstancias de 
atenuación o agravación punitivas, la naturaleza o extensión del daño irrogado y cualquier otro 
aspecto sustancial objeto del debate cuando no sea posible practicarla en juicio, que revela hechos 
de los cuales tuvo conocimiento personal, trascendentes para afirmar o negar la tipicidad de la 
conducta, el grado de intervención del sujeto agente, las circunstancias de atenuación o agravación 




La finalidad de la prueba de referencia, se constituye en logar que toda declaración realizada por 
fuera de juicio oral y que además se esgrima para probar o excluir los actos delictivos, el grado de 
intervención o participación en los mismos, así como los grados de atenuación o agravación 
punitiva o cualquier aspecto sustancial objeto de  la litigio procesal, pueda ser objeto de certeza 
para probar que tal declaraciones son  verdaderas. (Bedoya Sierra, L. F.2012). 
 
2.7.2 Elementos. 
En concreto, la Corte Suprema de Justicia ha establecido en múltiples sentencias que una prueba 
se considera de referencia cuando cumpla con una serie de requisitos: (i) que se constituya en una 
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declaración realizada por una persona fuera de  juicio oral, tratándose de toda declaración, ya sean 
entrevistas, declaraciones juramentadas, interrogatorios o cualquier medio ya sea escrito o 
audiovisual, puede incluso estar contenida en medios tecnológicos que verse sobre la descripción 
fáctica  de forma libre que realicen personas que de manera directa o indirecta puedan declarar la 
existencia del hecho, (ii) que verse sobre aspectos que en forma directa o personal haya tenido la 
ocasión de observar o percibir, (iii) que exista un medio de prueba  que se ofrece como evidencia 
para probar la verdad  de los hechos  que informa la declaración (iii)  que a través del medio de 
prueba la verdad que se pretende probar tenga por objeto afirmar o negar aspectos sustanciales del 
debate como lo atenientes  a la tipicidad de la conducta, el grado de intervención, circunstancias de 
agravación o atenuación punitiva naturaleza o extinción del daño causado. (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, 6 de marzo de 2008, radicación No. 27477). 
En específico el artículo 438 del Código de Procedimiento Penal establece que para una evidencia  
se constituya en prueba de referencia se requiere: 
1. Que el declarante, manifiesta bajo gravedad de juramento que ha perdido la memoria sobre 
los hechos  y es corroborada pericialmente dicha afirmación. 
2. Es víctima de un delito de secuestro, desaparición forzada o evento similar (que la 
disponibilidad obedezca a casos de fuerza mayor) ha establecido la Corte: “surge del carácter 
insuperable de los motivos que justifican las distintas hipótesis relacionadas en la norma, y de su 
naturaleza eminentemente exceptiva, que impone que la admisión de la prueba de referencia por 
la vía discrecional se reduzca a verdaderos casos de necesidad, y que la excepción no termine 
convirtiéndose en regla, ni en un mecanismo que pueda ser utilizado para evitar la confrontación 
en juicio del testigo directo”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 9 de octubre de 
2013, radicación  No. 36518). 
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3. Padece de una grave enfermedad que le impide declarar. 
4. Ha fallecido. 
5. Y también se aceptará la prueba de referencia cuando las declaraciones se hallen registradas 
en escritos de pasada memoria o archivos históricos.  
Para la Corte, los sistemas de corte acusatorio en la actualidad acogen generalmente como regla el 
principio de exclusión de la prueba de referencia, permitiendo su admisibilidad a práctica sólo en 
casos excepcionales normativamente tasados, cuando el juzgador, dentro del marco de una 
discrecionalidad reglada, lo considere pertinente, atendiendo a factores de diversa especie, como 
se  estableció ya en la jurisprudencia, cuando “la indisponibilidad del declarante, la fiabilidad de la 
evidencia que se aduce para probar el conocimiento personal ajeno, la necesidad relativa de la 
prueba, o el interés de la justicia. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 23 de abril 
de 2008, radicación  No. 29416).  
 
2.7.3 Pertinencia y admisibilidad de la prueba de referencia. 
A partir de la manera como ha sido consagrada en la legislación,  la prueba de referencia ha sido 
considerada como poco confiable, debido a que el juzgador debe realizar una valoración que parte 
de reconocer la ausencia de inmediación objetiva uy subjetiva en su recaudo, además de la  
imposibilidad de garantizar el principio de confrontación entre el acusado su defensor y el testigo, 
adicionalmente de carecer de las etapas procesales directas pertinentes de su formación que la 
afectan de manera negativa en su consistencia probatoria. 
Por lo tanto, la prueba de referencia recibe un trato diferenciado en lo que refiere a su admisibilidad 
o incluso a su valoración probatoria. 
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El sistema penal colombiano de corte  acusatorio  acoge como regla el principio de exclusión  de 
la prueba de referencia, permitiendo excepcionalmente su admisibilidad y eventual práctica 
solamente en casos en los eventos en los que la ley autoriza, o cuando el juzgador en el marco de 
una discrecionalidad reglada, lo considere y motive pertinente atendiendo factores de diversa 
especie como lo  la indisponibilidad del declarante, la fiabilidad o no de la evidencia la necesidad 
de la prueba o el interés que le concierne a la justicia sobre el hecho no probado.    
De esta manera la admisibilidad de la prueba de referencia se rige por el principio de legalidad, a 
manera de taxatividad irrestricta, según la cual solo se acogerán aquellas que se encuentren 
enlistados los eventos consagrados en el artículo 438  del al ley 906 de 2004. 
 Por lo demás,  se indica que el contenido de la prueba de referencia se apreciará en conjunto con 
los demás medios de3 prueba que se alleguen al juicio y sean admitidos por el fallador sin más 
limitaciones que las impuestas por la sana crítica. 
También se precisa en la jurisprudencia que la prueba de referencia se encuentra  normativamente 
regulada en el artículo 379 del Código de Procedimiento Penal, en el que se establece que por razón 
del principio de inmediación “el juez deberá tener en cuenta como pruebas únicamente las que 
hayan sido practicadas y controvertidas en su presencia”, afirmación que haría pesar que solo es 
admisible la prueba directa, sin embargo, al final de la disposición de manera expresa se acepta que 
la “admisibilidad de la prueba de referencia es excepcional”, y con ello se autoriza que la prueba 
de referencia es admisible, aunque lo sea de manera excepcional. 
No obstante, en una visión sistemática del ordenamiento instrumental, a partir del contenido del 
artículo 381, ibídem, la prueba de referencia siempre dependerá, para que tenga fuerza persuasiva, 
de otros medios de prueba que avalen lo que con ella se aspira o pretende probar, pues de ningún 
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modo  un fallo condenatorio se podrá soportar solamente a partir de prueba de referencia  (Corte 
Constitucional. Sentencia C-144 de 2010). 
De lo anterior, es evidente que con la regla legal que prohíbe expedir una sentencia condenatoria 
basada exclusivamente en prueba de referencia, se establece una regla de tarifa legal negativa. 
 
2.8. La prueba anticipada. 
La Corte Constitucional en la sentencia T-274 de 2012 se refirió a la prueba anticipada afirmando 
que el fin último de la práctica de dicha prueba no es otro que asegurar la pretensión ya que, 
diversidad de factores como el tiempo y situaciones externas pueden llegar a afectar los resultados 
o en el peor de los casos su probanza. 
En el mismo sentido se refirió en sentencia C-830 de 2002 arguyendo que desde el punto de vista 
del derecho constitucional, la prueba anticipada también se concibe como el medio idóneo para  
“controvertir a la contraparte y alcanzar la prosperidad de las pretensiones o defensas”.  
 
2.8.1 Oportunidad. 
La ley 906 de 2004  regula el tema la oportunidad para  solicitar la prueba anticipada. En primer 
lugar refiere en el artículo 154.2 que la solicitud de prueba anticipada se llevará  ante juez de control 
de garantías en audiencia preliminar, desde la etapa de investigación hasta antes de la instalación 
de la audiencia de juicio oral. En caso de que la prueba anticipada sea solicitada después de la 





Respecto de la solicitud, ésta deberá ser elevada por el fiscal, imputado, su defensor o el Ministerio 
Público (en aquellos asuntos en los cuales esté ejerciendo o haya ejercido funciones de policía 
judicial) en casos de extrema necesidad y urgencia o con el fin de evitar la pérdida o alteración del 
medio de prueba, y deberá citarse al fiscal para garantizar el derecho de contradicción.    
En caso de que el  juez negaré la solicitud de prueba anticipada, el interesado podrá acceder a los 
recursos ordinarios a que hubiere lugar, y en caso de que éstos le fueren negados podrá solicitar 
solo por una vez ante juez de control de garantías que reconsideré su solicitud sin derecho a recurrir.   
 
2.8.3. Requisitos de la prueba anticipada. 
A fin de determinar la procedencia de la práctica de la prueba anticipada el juez verificará los 
siguientes requisitos contenidos en el artículo 284 de la ley procesal.   
“1. Que sea practicada ante el juez que cumpla funciones de control de garantías. 
2. Que sea solicitada por el Fiscal General o el fiscal delegado, por la defensa o por el 
Ministerio Público. 
3. Que sea por motivos fundados y de extrema necesidad y para evitar la pérdida o alteración 
del medio probatorio. 
4. Que se practique en audiencia pública y con observancia de las reglas previstas para la 
práctica de pruebas en el juicio.”. 
 
3 Solicitud, admisión, inadmisión y exclusión de las pruebas 
El momento procesal oportuno para la solicitud de las pruebas que se harán valer en el juicio oral, 
tanto para la Fiscalía como para la defensa, es la audiencia preparatoria, de conformidad con el 
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artículo 357 de la Ley 906 de 2004. Sobre este punto es preciso aclarar que la misma norma faculta 
al Ministerio Público para solicitar la práctica de una prueba no pedida por las partes y que 
considere esencial para el proceso. Igualmente, en el sistema adversarial está prohibido el decreto 
de pruebas de oficio por parte del juez (artículo 361 del Código de Procedimiento Penal). 
Una vez oída la solicitud de las pruebas por las partes, el juez deberá pronunciarse sobre su 
admisibilidad sobre la base de la conducencia, pertinencia, racionalidad y utilidad. 
 
3.1 Conducencia, pertinencia, racionalidad y utilidad de las pruebas solicitadas. 
Para que una evidencia pueda ser considerada en el juicio oral debe ser previamente fundamentada 
ante el Juez, a fin de respetar el tiempo del Juzgador, la evidencia no será oída a menos que primero 
se demuestre su conducencia, pertenencia, racionalidad y utilidad; en caso de que ésta sea admitida, 
el derecho de contradicción que le asiste a la parte opositora se activa, para que la evidencia pueda 
ser finalmente considerada como prueba. 
El alto tribunal en decisión dentro de la radicación número 33212 de 2010, dispuso que son cuatro 
aspectos que ha de tener en cuenta el operador jurídico para  declarar la admisibilidad de una 








3.1.1 Conducencia.  
La conducencia atañe a que la prueba que se reclama por alguna de las partes en el juicio oral está 
autorizada y permitida en la ley, sin desconocer el principio de libertad probatoria que el proceso 
penal faculta, los que eso sí, no pueden en su práctica y contenido afectar derechos o garantías 
fundamentales de quienes intervienen. 
En la Jurisprudencia nacional se ha precisa también que “La conducencia supone que la práctica 
de la prueba solicitada es permitida por la ley como elemento demostrativo de la materialidad de 
la conducta investigada o la responsabilidad del procesado.”(Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 24 de agosto de 2011, radicación No. 37198). 
Y se reiteró que la conducencia hace especial referencia a la relación de la prueba con el hecho 
investigado, característica que supone que la práctica de la prueba solicitada es permitida por la ley 
como elemento demostrativo de la materialidad de la conducta investigada o la responsabilidad del 
procesado, (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 12 de abril de 2010, radicación No. 
33212), lo cual quiere decir, que el elemento material probatorio que se pretenda introducir en el 
juicio debe estar provisto de contenido fáctico que permita establecer su relación directa con la 
comisión del hecho. (Corte Suprema de Justicia, 21 de mayo de 2014, radicación No. 42864). 
En definitiva la conducencia se traduce en la demostración de la aptitud del elemento material 
probatorio para acreditar lo que se quiere demostrar en el juicio, lo cual debe ir entrelazado con la 





A la luz de lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 24 de agosto de 
2011, radicación No. 37198, se puede establecer que la pertinencia hace alusión a dos criterios 
principales: 
a) La relación que existe entre la práctica de la prueba y el objeto de investigación y debate. 
b) El resultado de la práctica de la prueba sea “apta y apropiada para demostrar un tópico de 
interés al trámite”. 
Las pruebas que son solicitadas en la audiencia preparatoria por quienes tienen iniciativa 
probatoria, esto es la Fiscalía, la Defensa, las Víctimas o bien el Ministerio  Público, persiguen un 
mismo fin y es dar sustento a sus pretensiones. En éste sentido, la práctica judicial ha enseñado, 
que no resultaría lógico solicitar la práctica de una prueba que apunta a demostrar un peculado por 
apropiación cuando la conducta que está siendo investigada es un acceso carnal violento. Del 
mismo modo, practicando una prueba cuyo resultado indique la existencia de una relación 
sentimental entre P y Q, éste no es apto para demostrar la inasistencia alimentaria de P con su 
descendiente. 
La prueba será pertinente siempre que tenga una directa relación con los hechos que dieron lugar 
a la conducta punible que está siendo investigada, sumado a que a través de ella se logré demostrar 
un elemento fundamental para dar cimiento probatorio a la teoría del caso o pretensiones que se 
han venido desarrollando a lo largo del proceso.  
 
3.1.3 Racionalidad.  
La racionalidad del medio probatorio, tiene que ver con la viabilidad real de su práctica dentro de 
las circunstancias materiales que demanda su realización. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
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Casación Penal, 2 de diciembre de 2012, radicación No. 38020) Para Ferney Rodríguez Serpa y 
Juan Pablo Turan Gutiérrez la racionalidad está definida como la capacidad de establecer relaciones 
lógico universales, que permiten establecer el porqué de las cosas. (Rodríguez Serpa y Tuirán 
Gutiérrez,  2011. Pág. 201). 
Por lo tanto, el juez, al momento de valorar la prueba debe realizar una serie de operaciones 
mentales que son propias de su conocimiento privado, es decir, que debe hacer una valoración de 
la información y elementos de juicio que le permitan concluir lógicamente la relevancia de la 
evidencia aportada en juicio.  
 
3.1.4 Utilidad. 
La utilidad de la prueba se refiere a su aporte concreto en punto del objeto de la investigación, en 
oposición a lo superfluo e intrascendente, (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 12 
de abril de 2010, radicación No. 33212). Es por ello, que la parte procesal que pretende hacer valer 
una evidencia en juicio debe proveerle al Juez la importancia del elemento para el proceso. 
La utilidad de la prueba está íntimamente relacionada con la contribución que se hace al debate 
jurídico, ya que, debe permitir al Juez llegar a la convicción de que la mencionada prueba posee 
elementos fundamentales para la emisión de la providencia judicial. 
Debe recordarse, que frente a ciertos hechos no deben presentarse pruebas y de solicitarse su 
incorporación estas serían rechazadas, los hechos a los que se hace mención son: hechos notorios, 
presunciones de derecho, cuando hubo estipulación probatoria y cuando se está frente al fenómeno 
de cosa juzgada.  
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La prueba será útil siempre que por medio de ésta se pretenda probar un hecho que no haya sido 
probado dentro del proceso, pues sería  improductivo demostrar algo que se encuentra plenamente 
acreditado, ello en virtud del principio de economía procesal. 
 
3.2. Admisibilidad de las pruebas 
Hemos advertido que el momento procesal oportuno para solicitar la práctica de pruebas es en la 
audiencia preparatoria, tiempo en el que una vez sean solicitadas las prácticas probatorias que 
consideren conducentes, pertinentes, racionales y útiles, le corresponde al Juez de conocimiento 
evaluar si las admite, es decir, sí aprueba que determinado medio de conocimiento puede o no 
ingresar al debate probatorio. 
“Se suele decir que todo medio de prueba admisible es pertinente, pero no todo medio de prueba 
pertinente es admisible” (Checchi And Company Consulting Colombia. 2005). 
Se explica lo anterior, a partir de que la pertinencia hace referencia a la relación bien sea directa o 
indirecta de los medios de conocimiento con los hechos o circunstancias relativas a la comisión de 
la conducta, identidad y responsabilidad penal del acusado, para hacer más o menos probable un 
hecho, o la credibilidad de un testigo o perito (Código de Procedimiento Penal, Artículo 375). 
Mientras que de la admisibilidad subyace un proceso de verificación que el Juez debe seguir para 
determinar si admite o no la práctica de determinada prueba observando que la misma cumple con: 
i) legalidad, ii) licitud, iii), pertinencia, iv) confiabilidad, y v) con conocimiento personal.  
i) La legalidad: El medio de conocimiento cumplirá con el criterio de legalidad siempre que 
se ciña al debido proceso y a los requisitos formales establecidos en el Código de Procedimiento 
Penal para la obtención y/o recolección del elemento probatorio. 
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En gracia ilustración, cuando se lleva a cabo un allanamiento en inmueble por parte de la Policía 
Judicial dando cumplimento a la orden impartida por el fiscal encargado de la investigación, y 
pasadas las 36 horas exigidas por la norma procesal penal, la actuación no es sometida al control 
posterior ante el Juez de Control de Garantías, los elementos materiales probatorios y evidencia 
física allí recolectados, serán considerados prueba ilegal, como quiera que no cumplen con los 
requisitos exigidos para su obtención, que en éste caso era el control posterior que la ley dictamina 
para esta clase de diligencias, al no haberse sometido al control jurisdiccional dentro del plazo que 
la ley establece para ello, el cual corresponde a 36  horas (ver artículos 218 y siguientes de la Ley 
906 de 2004).  
 
ii) La licitud: Hablamos de ilicitud cuando las pruebas fueron obtenidas con vulneración a los 
derechos y garantías fundamentales. En éste sentido, la prueba será lícita, siempre que su 
recolección se haya realizado con respeto a las garantías y derechos fudamentales. Verbigracia un 
allanamiento que cuenta con orden previa, en el cual la Policía Judicial tortura a la persona que 
residía en el inmueble con el fin de ingresar de manera abrupta al mismo. En éste caso existe 
violación al derecho fundamental a dignidad humana, la vida e integridad personal y por tanto, los 
elementos materiales probatorios y evidencia física recolectados en dicha diligencia serán ilícitos. 
Sobre este punto, se hará referencia más adelante al tratar el tema de la regla de exclusión 
probatoria, pues el tema de la tortura en la prueba, por mandato jurisprudencial de la Corte 
Constitucional conlleva no solo la afectación del elemento de prueba, sino que llega hasta la nulidad 
de toda la actuación. 
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iii) La Pertinencia: El artículo 375 dispone que la pertinencia es la relación bien sea directa o 
indirecta de la prueba con los hechos o circunstancias relacionadas con la conducta punible objeto 
de la investigación y la responsabilidad del acusado. 
La relación indirecta entre prueba y hechos será aquella que de algún modo, demuestre la 
“probabilidad de existencia de los hechos y circunstancias que interesen al proceso, como sería el 
caso de una prueba pericial que ayude a probar el dicho de un testigo sobre las circunstancias 
materiales (visibilidad) en que percibió un homicidio” (Checchi And Company Consulting 
Colombia. 2005); mientras que la relación directa será a modo de ejemplo, el elemento material de 
prueba que se encuentra en la escena del crimen de un presunto homicidio, como sería el caso del 
arma de fuego hallada junto cadáver de la víctima que tiene en su cuerpo lesiones causadas por 
proyectil de arma de fuego, siendo indispensable que se haga fijación, identificación, recolección 
de tal evidencia, que luego, en el proceso de autenticación en la audiencia del juicio permita 
corroborar lo que exponga la parte que lo utiliza como medio de prueba. 
iv) La Confiabilidad: “Habiendo determinado la pertinencia del medio de conocimiento, el 
juez debe verificar que el medio no deba ser excluido cuando su valor probatorio no compensa el 
potencial de error, confusión o dilación que entraña admitirlo, de acuerdo con los factores legales 
de exclusión” (ibídem) 
v) El Conocimiento Personal: “El otro examen clave de admisibilidad es el relacionado con 
el conocimiento personal y directo que debe tener el órgano de prueba sobre los hechos que declara. 
Los testimonios de oídas están proscritos del debate probatorio. Por vía de excepción, los únicos 
testigos que pueden deponer sobre hechos que no han percibido directamente son los testigos de 
referencia.” (Ibídem). Sobre los testigos de referencia o prueba de referencia, consultar el acápite 




3.3 Inadmisibilidad y exclusión de las pruebas 
En éste punto debe hacerse una claridad  en cuanto a las decisiones que debe tomar el Juez una vez 
valore la admisibilidad de la prueba y denote que no cumple con los mínimos para que ingrese al 
debate probatorio las cuales son:  (i) inadmisión y (ii) exclusión. 
 
3.3.1 Inadmisión de la prueba. 
El Juez inadmitirá la prueba que no cumpla con la pertinencia, conducencia, racionalidad y utilidad 
exigidas para ingresar al debate probatorio. Basta que uno de los criterios mencionados falte para 
que la prueba sea inadmitida. Ahora bien, en algunas ocasiones aunque la prueba sea pertinente, 
no significa que sea admisible, como se verá a continuación. 
 
3.3.1.1 Reglas de inadmisión de la prueba pertinente. 
En lo que se refiere a las normas de inadmisión probatoria debe decirse, que aunque la evidencia 
sea pertinente no significa ello que esta sea admisible. Lo anterior está resuelto por el artículo 376 
del C.P.P. él cual contempla las normas de exclusión de la prueba pertinente así: 
a) Que la evidencia pueda causar grave perjuicio indebido: Se causa un grave perjuicio 
indebido a la contraparte cuando por medio de la evidencia que se presenta al Juez, se pone en duda 
la imparcialidad del mismo, debido a que el valor objetivo resta credibilidad en el momento en que 
se presenta la prueba no para demostrar la responsabilidad del acusado sino para “crear un efecto 




b) Que la evidencia genere confusión en lugar de mayor claridad al asunto o exhiba escaso 
valor probatorio: Esto es que frente a los hechos ocurridos con la prueba que se presente contrario 
a esclarecerlos y llegar a una verdad material, genera confusión y en consecuencia desgaste a la 
administración de justicia y dilación al proceso, claro ejemplo de ello los dictámenes periciales 
cargados de terminología científica altamente especializada que causan confusión al juez. (Checchi 
And Company Consulting Colombia. 2005). 
c) Que sea injustamente dilatoria del procedimiento: Aquellas que no aportan nada nuevo al 
proceso y por el contrario tienen  como fin extender en el tiempo el trámite por medio de barreras 
que impiden su curso normal. Respecto de éste asunto, “el juez debe analizar si el proceso de 
formación y práctica de la prueba se compensa con el valor probatorio de la misma, o si su valor 
es inferior al tiempo que demora la práctica de ésta” (Checchi And Company Consulting 
Colombia. 2005). 
 
3.3.2 Cláusula de exclusión de la prueba ilícita. 
El Código de Procedimiento Penal respecto de la regla de exclusión dispone:  
“Artículo 23. Cláusula de exclusión.  Toda prueba obtenida con violación de las garantías 
fundamentales será nula de pleno derecho, por la que deberá excluirse de la actuación procesal. 
Igual tratamiento recibirán las pruebas que sean consecuencia de las pruebas excluidas, o las 
que solo puedan explicarse en razón de su existencia.” 
“Artículo 455. Nulidad derivada de la prueba ilícita. Para los efectos del artículo 23 se 
deben considerar, al respecto, los siguientes criterios: el vínculo atenuado, la fuente 
independiente, el descubrimiento inevitable y los demás que establezca la ley.” 
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En tratándose de derecho probatorio, depende de la iniciativa de las partes proponer la exclusión de 
alguna evidencia, para lo cual se aplica  la regla de exclusión entendida como la inadmisibilidad, en 
caso de encontrarse frente a una evidencia recolectada con violación de los derechos fundamentales 
y/o  garantías constitucionales. 
Sobre el punto, se realizó una breve referencia en el capítulo 3. Ahora bien, que para decretar la 
exclusión de una evidencia  el juez deberá adelantar una valoración acerca de los hechos, examinar 
la incidencia, relación y dependencia existentes entre unos y otros; y además, determinar si el 
supuesto fáctico se tipifica o no en alguna de las reglas legales dispuestas con el propósito de 
determinar si el vínculo causal se rompió en el caso concreto. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Penal, 27 de mayo de 2009, radicación No. 30711). 
Respecto de la exclusión es importante mencionar que la Corte Suprema de Justicia mediante 
Sentencia 30711 del 27 de mayo de 2009 dispuso la definición y  reglas para aplicar el “standing” 
o expectativa razonable de intimidad. Por una parte se define el “standing” como la legitimidad 
exigida para alegar como vulnerada la intimidad personal; de suerte que sólo puede solicitar la 
exclusión de los hallazgos obtenidos en la diligencia, el titular del derecho constitucionalmente 
protegido, es decir, que equivale en términos generales a tener legitimidad para discutir la exclusión 
de una evidencia; esta figura la retomó el legislador colombiano del derecho criminal de Estados 
Unidos y Costa Rica, dirigida en un mayor porcentaje al registro y allanamiento de inmuebles.  
Conforme a lo anterior, se han establecido una serie de reglas para aplicar el “standing”: 
1. “Si la persona que reclama la protección tenía derecho de excluir a la demás gente del 
lugar registrado. 
2. Si el lugar registrado es uno donde una persona prudente puede esperar que esté exenta 
de intrusión gubernamental. 
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3. Si la persona, aunque no esté en posesión o control del lugar registrado tiene acceso 
legítimo a dicho lugar. 
4. Si la persona ha tomado algunas medidas o precauciones para mantener su privacidad en 
el lugar registrado”. (Santamaría Torres, A.F. y Urrego Cortés, G.C.). 
 
4  Práctica de pruebas en el juicio oral 
La práctica de pruebas se realiza al interior del juicio oral. A continuación, veremos las reglas del 
interrogatorio que deberán seguirse tanto para la prueba testimonial como para la prueba pericial, 
con algunas especificidades de ésta última. Igualmente, se hará una breve referencia a la 
admisibilidad y autenticidad de la prueba documental. 
 
4.1 Reglas para la prueba testimonial. 
El artículo 383 y siguientes de la Ley 906 de 2004 establece las reglas para la práctica de la prueba 
testimonial. Para ello el legislador ha previsto cuatro tipos de interrogatorio: 
i) Interrogatorio directo: lo hará la parte que ha solicitado la prueba. 
ii) Contrainterrogatorio: entendido como el mecanismo que tiene la otra parte para refutar al testigo, 
el cual se realizará conforme a lo establecido en los artículos 393 y siguientes de la Ley 906 de 2004. 
iii) Interrogatorio redirecto: mecanismo que utilizará la parte que ha solicitado la prueba y que versará 
sobre lo dicho en el contrainterrogatorio. 
iv) Recontrainterrogatorio: última oportunidad para refutar lo dicho por el testigo y que versará sobre 
los puntos tratados en el redirecto. 
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El artículo 392 del Código de Procedimiento Penal, establece las reglas que deben tenerse en cuenta 
al momento de practicar el interrogatorio al testigo, las cuales se describen a continuación: 
 Conocimiento personal: las preguntas que formule el interrogador, deben versar 
únicamente sobre aspectos concernientes al caso en concreto, pues a la luz del artículo 402 del 
Código de Procedimiento Penal “el testigo únicamente puede declarar sobre los hechos que 
percibió, observó o experimentó en forma directa y personal”.  
 Preguntas prohibidas: las preguntas que sugieran la respuesta al testigo o sean confusas u 
ofensiva, son prohibidas, ya que esto podría coaccionar al testigo generando, en este una 
predisposición a las respuestas o una tergiversación de los hechos que recuerda. 
 Capacidad del Testigo: La regla general es que toda persona está en capacidad de rendir 
testimonio, siempre que pueda percibir, recordar y relatar la información de la que tenga 
conocimiento personal, sepa distinguir entre la verdad y la mentira y comprenda el compromiso 
adquirido al declarar bajo juramento. 
 Obligación de prestar juramento: Todo testigo está obligado a prestar juramento, salvo 
dos excepciones: i) el testigo menor de doce años; y ii) el acusado como testigo, pero si el acusado 
realiza imputaciones a terceros, deberá prestar juramento. (Corte Constitucional. C-782 de 2005).  y 
la ley lo exime de prestar juramento, y obliga que sea asistido en su declaración por su representante 
legal, o por un pariente mayor de edad. Su testimonio, a discreción del juez, puede practicarse fuera 




4.2. Interrogatorio del perito. 
La Ley 906 de 2004 establece en el artículo 417 las instrucciones para el interrogatorio de los 
peritos, a saber: 
1. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento teórico sobre la ciencia, técnica o 
arte en que es experto. 
2. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento en el uso de instrumentos o medios 
en los cuales es experto. 
3. Sobre los antecedentes que acrediten su conocimiento práctico en la ciencia, técnica, arte, 
oficio o afición aplicables. 
4. Sobre los principios científicos, técnicos o artísticos en los que fundamenta sus 
verificaciones o análisis y grado de aceptación. 
5. Sobre los métodos empleados en las investigaciones y análisis relativos al caso. 
6. Sobre si en sus exámenes o verificaciones utilizó técnicas de orientación, de probabilidad 
o de certeza. 
7. La corroboración o ratificación de la opinión pericial por otros expertos que declaran 
también en el mismo juicio, y 
8. Sobre temas similares a los anteriores. 
El perito responderá de forma clara y precisa las preguntas que le formulen las partes. 
El perito tiene, en todo caso, derecho de consultar documentos, notas escritas y publicaciones 
con la finalidad de fundamentar y aclarar su respuesta. 
Sobre el particular se ha reconocido, que el perito estará impedido de opinar acerca de la 




4.3 Admisibilidad y autenticidad de la prueba documental. 
Se ha entendido doctrinariamente la admisibilidad, como el acto procesal  por medio del cual el 
juez  accede y establece que determinado medio de prueba sea considerado como elemento de 
convicción  o certeza  para determinar la resolución de la sentencia. El código de procedimiento 
penal  establece que  será admisible el documento autentico, ha de entenderse por documento 
auténtico  lo normado en el artículo 425 que establece: 
“Salvo prueba en contrario, se tendrá como auténtico el documento cuando se tiene 
conocimiento cierto sobre la persona que lo ha elaborado, manuscrito, mecanografiado, 
impreso, firmado o producido por algún otro procedimiento”.  
Se presumen auténticos salvo prueba en contrario de la misma manera: 
“La moneda de curso legal, los sellos y efectos oficiales, los títulos valores, los documentos 
notarial o judicialmente reconocidos, los documentos o instrumentos públicos, aquellos 
provenientes del extranjero debidamente apostillados, los de origen privado sometidos al 
trámite de presentación personal o de simple autenticación, las copias de los certificados de 
registros públicos, las publicaciones oficiales, las publicaciones periódicas de prensa o 
revistas especializadas, las etiquetas comerciales, y, finalmente, todo documento de 
aceptación general en la comunidad”. 
Correlativamente el artículo 426 establece los métodos de autenticación de los documentos, la 
enunciación de  los mismos  en el precitado artículo no debe entenderse restrictivamente, lo que 
por desarrollo jurisprudencial da posibilidad para utilizar otros métodos.  
“Artículo 426. MÉTODOS DE AUTENTICACIÓN E IDENTIFICACIÓN. La autenticidad 
e identificación del documento se probará por métodos como los siguientes: 
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1. Reconocimiento de la persona que lo ha elaborado, manuscrito, mecanografiado, impreso, 
firmado o producido.  
2. Reconocimiento de la parte contra la cual se aduce. 
3. Mediante certificación expedida por la entidad certificadora de firmas digitales de personas 
naturales o jurídicas. 
 
5 Valoración de las pruebas por parte del juez 
5.1. Valoración del testimonio. 
Las directrices para la apreciación del testimonio están dadas por el artículo 404 y al respecto se 
ha manifestado la Corte Suprema de Justicia así: 
“Sobre el particular cabe decirse que en la tarea de apreciación de la prueba testimonial el 
juzgados no se afronta ante la disyuntiva de repelerla o acogerla en su totalidad, sino que 
debe depurar su contenido de acuerdo con los principios de la sana crítica, orientado en 
especial por los aspecto a que se refiere el artículo 277 del Código de Procedimiento Penal, 
esto es, por la naturaleza del objeto percibido, el estado de santidad, del sentido o los sentidos 
por los cuales se hizo la percepción, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se 
realizó la experiencia, la personalidad del declarante, la forma como declaró y las 
singularidades que puedan observarse del testimonio, con el fin de tomar lo que de allí se 
resulte verídico, responda a la dinámica de los sucesos que se averiguan, confrontarlo y 
compararlo con los otros medios de convicción adosados al proceso, para de esta manera 
declarar si se encuentra o no fehacientemente esclarecida una hipótesis”. (Corte Suprema de 
Justicia, Sala de Casación Penal, 24 de julio de 2003, radicación No. 16737). 
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Son estos algunos aspectos que deben ser tomados en cuenta, para la apreciación del testimonio, 
ya que de no ser así, el mismo podría estar sesgado por sentimientos o deficiencias no favorables 
para lo que se pretende demostrar con sus dichos. 
 
5.2 Valoración de la prueba pericial. 
Actualmente para la valoración del dictamen pericial se utiliza el sistema de valoración probatorio 
de la sana critica atendiendo a la apreciación probatoria “en conjunto, sin perjuicio de la obligación 
que tiene el  juez de exponer siempre razonadamente el mérito que le asigne a cada prueba”. 
(Sentencia C-202 de 2005).  Es por esta razón que el juez tiene la facultad de analizar el dictamen, 
no sólo por sus conclusiones, sino por los elementos que tuvo en cuenta el experto para emitirlo. 
El Juez de conocimiento, no sólo tendrá en cuenta la conclusión a la cual se llegó por medio de la 
experticia, sino que además tendrá que valorar otros criterios que, tanto el Código de Procedimiento 
Civil como el Código de Procedimiento Penal han establecido para la apreciación del dictamen 
pericial:  
(i) firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, 
(ii) Idoneidad técnico científica. 
(iii) Idoneidad moral, 
(iv) La claridad y exactitud de sus respuestas 
(v) Su comportamiento al responder, 
(vi) El grado de aceptación de los principios científicos, técnicos o artísticos en que se apoya el 
perito, los instrumentos utilizados y,  
(vii) La consistencia del conjunto de respuestas. 
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La Corte Constitucional se refirió en la Sentencia C-124 de 2011 al valor probatorio que debe darle 
el juez a la prueba pericial, es así, que dispuso que el valor probatorio de la prueba depende de que 
ésta se fuese practicada con seguimiento de  las reglas procesales y se hubiese sometido a 
contradicción de las partes (solicitud- decreto por parte del juez- práctica- contradicción) 
Ahora bien, si la prueba se practicó de manera anticipada no perderá su capacidad demostrativa  
pero deberá cumplir con los siguientes requisitos: (i) sometida al principio de contradicción y, (ii) 
regular y legalmente incorporada al proceso en el cual se pretende hacer valer, conforme con las 
reglas previstas en la ley para el efecto. Esto último, es ítem más importante de la prueba anticipada, 
ya que, de la manera como se incorpore la prueba dependerá su reconocimiento como “prueba en 
el juicio”. 
 
5.3 Valoración de la prueba documental. 
El juez debe analizar el documento siempre que este no haya sido alterado en su forma o contenido, 
además atendiendo a la pertinencia de la prueba debe versar sobre los hechos y de este debe emanar 
un conocimiento claro de verdad en su contenido,  el juez deberá apreciar la prueba teniendo en 
cuenta los criterios citados en el artículo 432, así pues se constituyen en un criterio relevante, que 
el documento  no haya sido alterado en su forma ni en su contenido. La prueba documental, que 
permita obtener un conocimiento claro y preciso del hecho, declaración o atestación de verdad, que 





6 Formas de violación indirecta contenidas en la causal tercera de casación 
 
Podemos decir, que en los momentos característicos del proceso intelectual que conducen a la 
sentencia se pueden distinguir tres etapas a saber: 
1. La determinación del hecho, en su aspecto físico y psíquico con el fin de aplicarles el derecho. 
Esta determinación se logra mediante la recepción de pruebas sometidas a requisitos de orden legal 
y que aportan diferentes grados de conocimiento y convicción al juzgador. 
2. La calificación del hecho, momento en el que el juzgador determina la norma de derecho en 
que subsume, operación de carácter jurídico (de puro derecho), en la que se ubican esos hechos 
dentro de una hipótesis legal. 
3. La aplicación de la norma pertinente al hecho ya calificado. 
Bajo este esquema el juzgador puede incurrir en errores en su actividad de juzgamiento y por ello 
se les denomina errores in iudicando, es decir los errores judiciales, y por estos se entiende, “el 
proceder jurídicamente censurable en la actividad racional del operador de la norma, cuyo resultado 
conduce indirectamente a la transgresión de la normatividad”. (Rodríguez.2008. P.58). 
Y se dice que son errores in iudicando porque se presentan en la actividad de juzgamiento. Por 
ello, el tratadista (Calderón Botero, 1985),  sostiene que 
“La prueba tiene dos aspectos: la realidad de facto que recoge y la entidad jurídica que asume. 
El primero corresponde a una aprehensión del mundo; el segundo, una ubicación en la 
normatividad. La aprehensión fija la estática del hecho, la ubicación su dinámica en el 
derecho. En este sentido el juez recoge en la prueba el hecho y lo clasifica en el derecho”. 
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Con otras palabras, cuando el juez examina la prueba siguiendo un análisis lógico, debe como 
primera medida verificar la existencia material de la prueba, por ejemplo, el testimonio de XX 
existe y hace parte del acervo probatorio porque fue rendido en el juicio oral, o porque en los casos 
excepcionales que la ley admite, se recolectó como prueba anticipada; en segundo lugar, debe el 
juez determinar la existencia jurídica, es decir, el testimonio de XX fue incorporado al proceso con 
las formalidades requeridas para que pueda hacer parte del material probatorio; y en tercer lugar el 
juez debe determinar la fuerza de convicción que tiene la prueba, en el ejemplo, cuál es el valor 
probatorio del testimonio de XX, de acuerdo al sistema de apreciación probatoria que lo regule. 
En esta actividad gradual, el juez puede cometer errores, que la doctrina ha calificado como errores 
de hecho si el error se produce en la primera etapa, porque es un yerro eminentemente objetivo y, 
como errores de derecho si el error se produce en cualquiera de las siguientes dos fases, pues el 
yerro es eminentemente subjetivo. 
Bajo ese esquema, el Juez puede incurrir en error bien sea de hecho o bien de derecho, en cualquiera 
de las etapas anteriormente descritas, soslayando los derechos y garantías constitucionales de 
alguna de los intervinientes en el proceso. 
Los errores de hecho y de derecho son formas de materializarse los errores in iudicando, es decir 
los errores judiciales, y por estos se entiende, “el proceder jurídicamente censurable en la actividad 
racional del operador de la norma, cuyo resultado conduce indirectamente a la transgresión de la 




6.1 Clases de errores relacionados con la prueba. 
 
6.2 Error de hecho. 
Como se mencionó en párrafos precedentes, este tipo de error hace parte de los errores in iudicando, 
latinismo dado por la doctrina del derecho donde el citado doctrinante aclara éste concepto al 
precisar que: “en este error el juez se equivoca al contemplar materialmente el medio de 
conocimiento, por tanto este error no se configura en la selección o interpretación de la norma, 
ello sería otro tipo de error in indicando. El error de hecho es una violación indirecta de la norma 
sustancial”. (Rodríguez, 2008, P.361). 
Se produce el error de hecho cuando el juzgador cree que la prueba existe cuando en realidad no 
es así, o cree que la prueba es inexistente, cuando en verdad el medio probatorio existe, o cuando 
en su proceso de apreciación objetiva altera, adiciona o cercena el contenido fáctico de la prueba. 
Por ello también se distinguen entre errores de hecho por falsos juicios de existencia, errores de 
hecho por falsos juicios de identidad y errores de hecho por falso raciocinio. 
Por tanto, cuando se alega en casación cualquiera de tipo de errores, el demandante debe aceptar 
que la prueba es legal y allegada al proceso de manera oportuna, pues lo que se discute es un vicio 
fáctico que se puede dar por cualquiera de las tres maneras antes descritas. 
Valga citar a (Calderon,1971), quien afirma sobre este tipo de error: “se dice que hay error de hecho 
sobre la existencia de la prueba, cuando se ignoró a pesar de hallarse, o cuando se  creyó que existía 
en el proceso; y lo que hay sobre su sentido, cuando el hecho que la prueba recoge fue  tergiversado 
por el fallador” ( P.14). 
189 
 
El autor expresa que en este caso de errores no hay armonía entre la voluntad de la ley, (la cual es 
la verdad formal) y el fallo del juez, ya que hay una disconformidad intolerante para el derecho, 
debido a una falsa estima de una determinada situación probatoria. 
Bajo este horizonte, los siguientes son los errores de hecho en los que puede incurrir el juzgador al 
emitir la sentencia. 
 
6.2.1 Error de hecho por falso juicio de existencia. 
El error de hecho por falso juicio de existencia se produce de dos formas diferentes: en primer 
lugar, cuando el juez desconoce una prueba que materialmente existe en el acervo probatorio, por 
ejemplo, el juez ignoró completamente el testimonio de XX; y, en segundo lugar, cuando el 
juzgador supone una prueba que no existe en el proceso, por ejemplo, tiene en cuenta el testimonio 
de XX sin que este exista materialmente como prueba. 
En el primer evento, la doctrina y la jurisprudencia han denominado a este tipo de error como falso 
juicio de existencia por omisión: “el fallador que omite apreciar el contenido de una prueba 
legalmente aportada al proceso”. (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 5 de agosto 
de 2015. Radicación No. 46423). 
En el segundo evento, se ha calificado el error como falso juicio de existencia por suposición: el 
fallador “hace precisiones fácticas a partir de un medio de convicción que no forma parte del 
proceso, o que no pertenecen a ninguno de los allegados”. (Corte Suprema de Justicia. Sala de 
Casación Penal. 5 de agosto de 2015. Radicación No. 46423). 
Ahora bien, debe tenerse mucho cuidado en la técnica casacional porque si el juzgador  analizó el 
testimonio de XX y luego lo desconoció, no podrá alegarse un falso juicio de existencia por 
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omisión, pues no es lo mismo el desconocimiento de la prueba porque se ignoró al desconocimiento 
por algún otro motivo. 
Sobre este tipo de error la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia ha dicho que: “este error se presenta cuando el sentenciador, obrando positivamente, 
supone o presume  un medio de conocimiento que en verdad no tiene presencia material en el 
protocolo procesal; o negativamente, no aprecia  y valora un medio de prueba que si existe en ese 
protocolo”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 23 de agosto de 2005, radicación 
No. 21954). 
Por otro lado este mismo cuerpo colegiado señala que el error de hecho por falso juicio de 
existencia denota unas características a saber: 
“a) por suposición: en este error el sentenciador supone o presume un medio de prueba que 
no obra en el proceso, que lo conduce a emitir una sentencia ilegal y desacertada, b) por 
omisión: el sentenciador no aprecia ni valora un medio de prueba que material y legalmente  
existe en el proceso, es decir el juez omite apreciar y valorar un medio de prueba legalmente 
producido en el juicio oral y público, también se da cuando de ese medio de prueba se infiere 
consecuencias valorativas que no forman parte de este porque no fue incorporado a la 
actuación” (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 26 de junio de 2002, 
radicación No. 11679). 
 
Ramírez Bastidas afirma sobre el falso juicio de existencia, en sus modalidades de omisión y 
suposición, se presentan como una violación del principio de necesidad de la prueba que trata el 
artículo 372 de la ley 906 de 2004, el cual estipula: “las pruebas tienen por fin llevar al 
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conocimiento del juez, más allá de duda razonable, los hechos y circunstancias materia de juicio 
y los de responsabilidad penal del acusado, como autor o participe”. (Ramírez.2011. P.570). En 
ese mismo sentido, se puede afirmar que el falso juicio de existencia en su modalidad de omisión 
consiste en el hecho de omitir la apreciación de una prueba que obra en el proceso o contrario 
sensu la apreciación de una prueba que no reúne las condiciones para ser denominada como tal.  
Una vez analizados como se configura el error de hecho por falso juicio de existencia, es preciso 
abordar la técnica en casación. Sobre este punto, ha dicho la Corte Suprema de Justicia que cuando 
se acude en casación por violación indirecta por error de hecho por falso juicio de existencia, el 
demandante debe:  
 “(1) probar el error de hecho por omisión, suposición o tergiversación de las pruebas o de 
los hechos por ellas revelados; (2) identificar el medio de conocimiento y su localización 
dentro de la actuación; (3) señalar lo que decían las pruebas y su incidencia en la declaración 
de justicia plasmada en la sentencia; (4) argumentar cual es el mérito que le corresponde; (5) 
por tanto, modificar la parte resolutiva de la sentencia objeto de impugnación extraordinaria” 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 26 de junio de 2002, radicación No. 
11679).  
Y, en específico,  cuando se trata de error de hecho por falso juicio de existencia por omisión, el 
casacionista deberá “indicar la prueba no valorada, cuál es la información objetivamente 
suministrada, el mérito demostrativo al que se hace acreedora y cómo su estimación conjunta con 
el resto de elementos del acervo probatorio conduce a trastrocar las conclusiones del fallo 




Por otra parte, cuando se trata de un error de hecho por falso juicio de existencia por suposición, el 
casacionista deberá “identificar el aparte declarado en el fallo carente de soporte demostrativo en 
la actuación, amén de precisar su injerencia en el sentido del fallo, esto es, cómo al marginar una 
tal suposición, la sentencia sería diversa y en todo caso beneficiosa a los intereses de su 
procurado.” (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 25 de mayo de 2015. Radicación 
No. 45684). 
Es oportuno señalar que la jurisprudencia ha indicado que para la construcción del recurso, cuando 
se pretende demostrar errores de hecho por falso juicio de existencia, es insuficiente afirmar que el 
juzgador ignoró o apreció equivocadamente las pruebas, dado que debe ir más allá a la sola mención 
del presunto error, tiene la obligación de evidenciar el contenido del medio probatorio omitido y 
en los eventos de suposición, lo que dicen los juzgadores y no se encuentra en el acervo probatorio, 
para a partir de allí acreditar la trascendencia de tal equivocación, la cual se logra evidenciando 
fundadamente que al suprimir el yerro, la conclusión fáctica sería otra y más beneficiosa a la parte 
que la alega. 
En estos eventos el demandante debe realizar un nuevo análisis probatorio que incluya lo que se 
dejó de valorar, se suprima lo supuesto, a partir del estudio de los demás restantes elementos de 
conocimiento tenidos en cuenta por el juzgador para tomar la decisión que se controvierte. 
Recapitulando, el casacionista deberá demostrar la presencia del error y su incidencia en la parte 
dispositiva del fallo. (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 24 de agosto de 1994). 
Por ello, la sustentación del recurso deberá contener el señalamiento de la prueba que fue omitida 
o supuesta y los argumentos sobre los cuales afirma que la prueba fue omitida o supuesta; y, además 
deberá demostrar la trascendencia del error, lo que implica un nuevo análisis probatorio para derruir 
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la presunción de acierto de la decisión objeto de la demanda. (Corte Suprema de Justicia. Sala de 
Casación Penal. 3 de junio de 1994). 
De no ser así, y solo anunciar la clase de error, la demanda terminará siendo inadmitida por falta 
de fundamentación por el desconocimiento del principio de razón suficiente, pues las alegaciones 
no le permitirían al escrito bastarse a sí mismo. 
 
6.2.2 Error de hecho: falso juicio de identidad. 
El error de hecho por falso juicio de identidad se presenta cuando el juez al valorar la prueba, que 
existe material y jurídicamente, le hace decir lo que ella objetivamente no dice, por ello, la prueba 
es distorsionada o tergiversada. 
Sobre esta clase de error, los tratadistas afirman: 
(Calderón Botero. 1985), el falso juicio de identidad se configura cuando “se da al hecho que 
recoge la prueba un alcance objetivo que no tiene, o no se advierte el que en ella aparece. La 
impugnación de funda en que el fallador le otorga a la prueba un sentido que no responde a su 
contenido fáctico, bien por defecto, bien por exceso. No se discute la validez jurídica, la que se da 
por sentada, por el contrario se pone en evidencia que el hecho aprehendido fue desfigurado por 
el sentenciador en sus dimensiones objetivas.” (Pág. 80-81). 
El error de hecho por falso juicio de identidad, se presenta cuando se cuenta con la prueba en el 
proceso, fue legal y oportunamente producida, pero le juez le fija un contenido en la que: “puede 
tergiversar, distorsionar, cercenar o adicionar su expresión fáctica” (Rodríguez, 2008, p.364) y ello 
da un efecto probatorio adverso a la verdad o interés de las partes o de una de ellas. 
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El error por falso juicio de identidad se produce cuando el juez en el proceso de valoración de 
pruebas “incurre e tergiversación respecto de lo que está expresa, por efectuar sobre la misma 
agregados, reducciones o distorsiones que la desvirtúan.” (Ramírez, 2002, p.265). 
Este tipo de error se puede observar al: 
“a) Tergiversar: el sentenciador le da una interpretación errónea o forzada a la prueba 
trastocando su contenido. 
b) Distorsionar: el sentenciador pone a decir a la prueba lo que realmente no dice, 
deformándole el contenido, alterando o desfigurando lo que dice. 
c) Cercenar: se da cuando se parcela su contenido para ofrecer una descripción ficticia 
disminuida. 
d) Adicionar: se da cuando el sentenciador al valorar el medio de que se trata, lo hace decir 
lo que objetivamente reza, cuando a lo objetivamente capturado por alguna prueba, el juez le 
efectúa de su cosecha, agregados, haciéndole decir al elemento, lo que el mismo fácticamente 
no contiene ni expresa”. (Ramírez, 2002, p.365). 
A su vez, la jurisprudencia se ha pronunciado sobre esta clase de error: 
 “Cuando se alega al amparo de la causal primer de casación violación indirecta a la ley 
sustancial proveniente de un error de hecho por falso juicio de identidad en la apreciación de 
la prueba, lo que en teoría se pretende expresar es que el Tribunal, al emitir el fallo 
impugnado es sede de este extraordinario recurso, distorsionó o tergiversó el contenido 
fáctico de determinado medio de prueba, haciéndole decir lo que en realidad no dice, bien 
sea porque realizó una lectura equivocada de su texto, o bien porque le agregó aspectos que 
no contiene, o bien porque omitió tener en cuenta apartes importantes del mismo.” (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 1 de noviembre de 2007, radicación No. 26266) 
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Por ejemplo, se incurre en un falso juicio de identidad si el juez afirma en la sentencia que Q 
sostuvo en su testimonio que C fue quien asesinó a L, cuando de la simple lectura de tal declaración 
se advierte que lo único que dijo Q era que una persona, que por determinadas características 
morfológicas o de cualquier otra índole le pareció que se trataba de C, fue la que atacó a L. En este 
caso, al confrontar el contenido literal de la declaración con la manera como fue tratada por el 
funcionario judicial en la sentencia, se desprende que este último distorsionó la genuina expresión 
fáctica del elemento probatorio. 
Pero no debemos olvidar que en casación no basta con que el demandante aluda la existencia de 
una distorsión o tergiversación de semejante índole, sino además resulta indispensable para efectos 
de la prosperidad del recuso demostrar la trascendencia del yerro, por lo que éste debe ser 
confrontado con los restantes juicio de valor que elaboró el fallador, para con ello llegar a poder 
acreditar que existió la violación de la ley sustancial, ya sea por ausencia de aplicación, aplicación 
indebida o interpretación errónea. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 1 de 
noviembre de 2007, radicación No. 26266). 
La Corte destaca como requisitos de técnica casacional para la construcción del recurso, que el 
demandante debe presentar por separado el contenido material del medio de conocimiento sobre el 
que hace recaer el error del a quem, debiendo  señalar en la demanda: 
“(1) La prueba que en concreto fue tergiversada, distorsionada, cercenada o adicionada, en 
su contenido material, (2) Cómo el sentenciador la tergiversó, distorsionó, cercenó, o 
adicionó, (3) Acreditar su trascendencia en la sentencia, de manera que si no se hubiera 
cometido, necesariamente habría sido otro su sentido, (4) La propuesta que se hace para la 
solución del caso, materializando la constitucionalidad y legalidad de su sentencia.” (Corte 
Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 2 de octubre de 2003, radicación No. 19114). 
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Respecto del  falso juicio de identidad puede decirse, en un primer momento que el hecho de reparar 
este error por medio del recurso de casación, es algo sometido al cumplimiento de los requisitos de 
forma y contenido de la demanda de casación, ya que, considera que como estos errores se 
relacionan con los medios de prueba el compromiso de sustentación no se agota con la presentación 
de la demanda, sino es necesario acreditar aquel error, en este caso el de falso juicio de identidad 
ocurre: “cuando considera que la prueba fue oportuna y legalmente recaudada, pero al fijar su 
contenido lo distorsiona, cercena o adiciona en su expresión fáctica, haciéndola producir efectos 
que objetivamente no se establecen en éste”. (Ramírez 2011, p.585). 
En gracia de ilustración, obsérvese el caso estudiado por la Corte Suprema de Justicia Sala de 
Casación Penal, 6 de abril de 2005, radicación No. 23154, en el que el recurrente reprocha que el 
fallador incurrió en un error por falso juicio de identidad, al basar su decisión en la prueba obtenida 
por medio del testimonio de la señora XX sobre los hechos que a continuación se relacionan: 
“El 12 de febrero de 2000 arribó al Aeropuerto Internacional El Dorado, procedente de Madrid 
(España), la menor Y.R, quien traía adheridos a su cuerpo la suma de setenta mil dólares en tres 
fajos de billetes. La menor adujo que el dinero le fue entregado por su tío F.R.S, residenciado en 
Madrid, y que en colaboración con su tía R.S.M, quien venía con ella en el vuelo, se lo habían 
adherido a su cuerpo utilizando una faja y cinta pegante” (Corte Suprema de Justicia Sala de 
Casación Penal, 6 de abril de 2005, radicación No. 23154). 
La demandante, en su primer cargo, “acusa al fallador de haber incurrido en un error de hecho “por 
falso juicio objetivo de identidad” al apreciar el testimonio rendido por la señora X.X., pues según 
el demandante olvidó “cuáles son los requisitos que hacen válido al testimonio y de esta manera 
llegó a una conclusión errada y contraría a derecho”, como quiera que rindió dos declaraciones 
totalmente contradictorias. Con la primera declaración que rindió la señora XX, quedó probado 
197 
 
que el origen del dinero que portaba la procesada R.S. y la menor Y. era lícito como quiera que 
provenía de la venta de un inmueble de propiedad de la misma X.X., el cual había entregado a los 
esposos involucrados para que lo invirtieran en Colombia, afirmación que quedó en entredicho con 
lo manifestado en su segunda declaración cuando dijo que “desconocía el origen del dinero 
entregado a R.S. y la menor Y.”, contrariando en forma expresa y categórica lo dicho 
inicialmente.(Ibídem)  
“Para el demandante, es claro que el testimonio vertido por Fátima Carretero en esa última 
oportunidad no desmintió a nadie, sino que en su análisis el juzgador incurrió en un falso juicio de 
identidad, “debido a que su argumentación está cimentada sobre la base de un testimonio que no 
puede tener el valor probatorio suficiente que lleve al juzgador a concluir que lo dicho por un 
testigo sea una verdad transparente”, a sabiendas del giro dado a su inicial versión probablemente 
como consecuencia de una alteración en su estado emocional o afectivo, propiciado por los celos 
de aquélla hacia su ex esposo Jairo Rozo”. 
La Corte Suprema de Justicia consideró que el libelista se quedó corto en su argumentación, puesto 
que a pesar que denunció que el juzgador incurrió en la sentencia en un falso juicio de identidad al 
valorar el testimonio de X.X., en las argumentaciones de sustentación del yerro evocado no enseñó 
cómo se distorsionó, adicionó o tergiversó el sentido objetivo de la prueba, señalando la alta 
Corporación que la forma adecuada de sustentarlo debía partir de: 
“…confrontar el texto literal del testimonio con los alcances exactos que le dio el juzgador de 
segundo grado, para mostrar si aparecía a simple vista una falta de identidad entre éstos y aquél, 
de modo que el dato objetivo revelado por la prueba fue distorsionado”. 
También se señaló para la inadmisión de la demanda, que el actor se equivocó al enfrentar su propio 
criterio con el del juzgador, “aspirando a que sean sus propias deducciones sobre el valor 
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probatorio del medio de convicción las que se prefieran, en abierto desconocimiento de la 
naturaleza del recurso de casación, en cuya sede, se reitera, se enjuicia la legalidad del fallo y no 
los criterios de apreciación”. 
 
Entonces, para alegar el error de hecho por falso juicio de identidad, el casacionista debe: 
 “identificar a través del cotejo objetivo de lo dicho en el medio probatorio y lo asumido en 
el fallo, el aparte omitido o añadido a la prueba, los efectos producidos a partir de ello y, lo 
más importante, cuál es la trascendencia del yerro en la parte resolutiva de la sentencia 
atacada, tópico de improcedente demostración con el simple planteamiento del criterio 
subjetivo del recurrente sobre el medio de prueba cuya tergiversación denuncia, en cuanto es 
su obligación acreditar materialmente la incidencia del yerro en la falta de aplicación o la 
aplicación indebida de la ley sustancial en el fallo, esto es, señalar la modificación 
trascendente de la sentencia atacada con la corrección del error y la debida valoración de la 
prueba, en conjunto con las demás.” (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 25 
de mayo de 2015. Radicación No. 45684). 
Por ello, para que la demanda prospere: 
“el censor tiene la carga lógica de identificar la prueba sobre la que hace recaer el yerro, 
presentar su contenido literal y confrontarla por separado con lo que el Ad-quem pensó que 
ellas decían; y una vez demostrado el desfase, debe continuar hacia la trascendencia de 
aquella impropiedad. 
En otras palabras, quien así alega debe comparar puntualmente lo dicho por los testigos o lo 
indicado por las pruebas de otra índole, con lo que los falladores leyeron en esas específicas 
versiones testimoniales, todo con el fin de demostrar que el fallo se ha distanciado de la 
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realidad objetivamente declarada por el acopio probatorio, por distorsión, recorte o adición 
en su contenido material.” (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 25 de febrero 
de 2015. Radicación No. 42841). 
En conclusión, cuando el fallador distorsiona una prueba, el casacionista debe acreditar lo que la 
prueba objetivamente muestra y con ello lograr derrumbar el contenido que el juzgador le asignó a 
la prueba en cuestión. Además debe demostrar la trascendencia del yerro, sobre la base de una 
nueva valoración probatoria. 
 
6.2.3 Error de hecho: falso raciocinio. 
A partir de 1995 la Corte Suprema de Justicia decantó como motivo de casación dentro de la 
violación indirecta, por error de hecho, las violaciones groseras a la sana crítica, como 
consecuencia de la desaparición de la tarifa legal probatoria. Con la sentencia de casación del 13 
de febrero de 1995, la Corte determinó los derroteros: 
“Para alegar el error de hecho resulta válido si se mira que todo apartamiento o traición 
fundamental y ostensible a las reglas de la sana crítica (experiencia, lógica y ciencia) entraña 
tergiversación o suposición del fundamento lógico de la inferencia, la cual surge de los 
hechos y no de las normas. 
Puede ser que ello suponga ampliar el ámbito del error de hecho, pero con todo y eso, es 
preferible ejercer dicha opción a dejar en el vacío y por fuera de contradicción y control 
aquellos eventos en que se privilegia de manera absurda el contenido formal del medio de 




En consecuencia, que las inferencias surgidas de lo que no puede ser, por oponerse a la 
experiencia, a la lógica o a la ciencia de manera ostensible y grosera, son formas veladas de 
tergiversación o de suposición de los hechos.” (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación 
Penal. 13 de febrero de 1995). 
La doctrina ha dicho que en este tipo de error el juez de instancia no comete desaciertos, valora la 
prueba en toda su plenitud y expresión probatoria pero: “al asignarle merito persuasivo viola los 
postulados de la sana critica; como son las leyes de la ciencia, la técnica, la lógica o las reglas de 
la experiencia”. (Rodríguez, 2008, p. 366). 
El citado autor explica una situación procesal que puede representar una dificultad para el 
accionante a la hora de formular el recurso, el jurista explica que recurrir en casación implica 
desmembrar la sentencia en toda su expresión para examinar cual fue la valoración que el 
sentenciador realizó sobre la sentencia: 
“En este sentido la parte procesal no tiene claro qué se aplicó, por lo que recurrir en casación 
implica hacer un proceso de desmembramiento de la sentencia para tratar de identificar qué 
utilizó el sentenciador, qué metodología empleó y cómo vulneró las reglas de esa ciencia, 
técnica, lógica, experiencia o sentido común”. 
La jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, al desarrollar el falso raciocinio ha sostenido: 
“el falso raciocinio es un error de hecho, que se presenta cuando el juzgador, al valorar el 
mérito de la prueba, o al realizar inferencias lógicas de carácter probatorio, desconoce las 
reglas de la sana critica, entendidas como tales, las leyes de la ciencia, los principio de la 
lógica o las reglas de experiencia, las que en cada caso, deben gobernar el discurso 
argumentativo para que la formulación desarrollo y sustentación del cargo sea formal y 
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materialmente correcto. (Corte Suprema de Justicia, 15 de noviembre de 2007, radicación 
No. 28747). 
En el falso raciocinio “el medio de prueba existe legalmente y su tenor o expresión fáctica es 
aprehendida por el funcionario con total fidelidad, sin embargo, al valorarla, al sopesarla, le 
asigna un poder suasorio que contraviene los postulados de la sana crítica, es decir, las reglas de 
la lógica, las máximas de la experiencia o sentido común, o las leyes de las ciencias…” (Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 5 de agosto de 2015. Radicación No. 46423). 
En este punto se hace necesario plasmar lo que la jurisprudencia ha entendido como sana crítica 
“Ese concepto configura una categoría intermedia entre la prueba legal y la libre convicción. 
Sin la excesiva rigidez de la primera y sin la excesiva incertidumbre de la última, configura 
una feliz formula, elogiada alguna vez por la doctrina, de regular la actividad intelectual del 
juez frente a la prueba. Las reglas de la sana crítica son, ante todo, las reglas del correcto 
entendimiento humano. En ellas interfieren las reglas de la lógica, con las reglas de la 
experiencia del juez. Unas y otras contribuyen de igual manera a que el magistrado pueda 
analizar la prueba (ya sea de testigos peritos, de inspección judicial, de confesión en los casos 
en los casos en que no es lisa y llana) con arreglo a la sana razón y a un conocimiento 
experimental de las cosas. El juez que debe decidir con arreglo a la sana crítica, no es libre 
de 41 razonar a voluntad, discrecionalmente, arbitrariamente. Esta manera de actuar no sería 
sana crítica, sino libre convicción. La sana crítica es la unión de la lógica y de la experiencia, 
sin excesivas abstracciones de orden intelectual, pero también sin olvidar esos preceptos que 
los filósofos llaman de higiene mental, tendientes a asegurar el más certero y eficaz 
razonamiento” (Corte Constitucional. Sentencia C-622 de 1998). 
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Para un correcto desarrollo del cargo, el casacionista debe: “demostrar cuál postulado científico, o 
cuál principio de la lógica, o cuál máxima de la experiencia fue desconocido por el juez, e 
igualmente tiene el deber de indicar cuál era el aporte científico correcto, o cuál el raciocinio 
lógico, o cuál la deducción por experiencia que debió aplicarse para esclarecer el asunto. (Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 5 de agosto de 2015. Radicación No. 46423). 
Y, en otra decisión agregó:  
“establecer qué dice concretamente el medio probatorio, qué se infirió de él en la sentencia 
atacada, cuál fue el mérito persuasivo otorgado, determinar el postulado lógico, la ley 
científica o la máxima de experiencia cuyo contenido fue desconocido en el fallo, debiendo 
a la par indicar su consideración correcta, identificar la norma de derecho sustancial 
indirectamente excluida o indebidamente aplicada y luego, demostrar la trascendencia del 
error expresando con claridad cuál debe ser la adecuada apreciación de aquella prueba, con 
la indeclinable obligación de acreditar que la enmienda del yerro daría lugar a un fallo 
esencialmente diverso y favorable a los intereses de su representado” (Corte Suprema de 
Justicia. Sala de Casación Penal. 25 de mayo de 2015. Radicación No. 45684) 
 Para efectos de una comprensión práctica sobre éste acápite, tómese nuevamente el caso planteado 
en el numeral de falso juicio de identidad, en el cual como segundo cargo, la actora “acusa la 
sentencia de haber incurrido en errores de hecho “por falso juicio objetivo de raciocinio”, derivado 
del desconocimiento de las leyes de la sana crítica en la valoración de los indicios, problemática 
ante la cual la Corte advirtió: 
“Al sustentar el cargo, frente al indicio de mentira, lo que cuestiona es que el juzgador haya 
utilizado las afirmaciones de la procesada, que se califican de mentirosas, para construir el 
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aducido indicio, cuando aquéllas fueron efectuadas en ejercicio del derecho de no 
autoincriminación.  
Según el censor la deducción del indicio de mentira es ilegal, porque el imputado está 
legitimado para mentir, por lo que al permitirse su deducción, se le estaría desconociendo su 
derecho a la no autoincriminación, garantizado en el artículo 33 de la Constitución Nacional.  
Lo primero que debe decirse es que la vía escogida por el casacionista para denunciar este 
supuesto yerro, es equivocada, pues el error de hecho por falso raciocinio, que es apreciativo, 
supone el manifiesto desconocimiento de la sana crítica, por lo que en tales casos debe 
demostrarse que la inferencia no corresponde a la dictada por la lógica, la ciencia y la 
experiencia.  
En este caso, si el libelista consideraba que la deducción del indicio de mentira devenía ilegal, 
porque la normatividad vigente lo prohibía, o resultaba contrario a sus previsiones, como lo 
sostiene, debió orientar el ataque por la vía del error de derecho por falso juicio de convicción, 
que se presenta cuando el juzgador desconoce las normas que tasan el valor de la prueba, o 
determinan su eficacia probatoria, o introducen límites al principio de libertad probatoria, 
situación esta última que vendría a ser la que en últimas plantea.” (Corte Suprema de Justicia 
Sala de Casación Penal, 6 de abril de 2005, radicación No. 23154). 
 
6.3 El error de derecho. 
Se incurre en error de derecho cuando el juzgador en su labor de apreciación de la prueba, 
desconoce las reglas que regulan la producción y eficacia de la misma. Es decir, el juez desconoce 
las normas formales de incorporación de la prueba al proceso, como también de las que exigen un 
determinado medio probatorio para la demostración de un hecho. 
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Rodríguez afirma que los errores de derecho entrañan la apreciación material que el juez hace de 
las pruebas y sostiene: 
“Que en él se incurre cuando a una prueba se le da el valor que la ley no le ha dado, o se le 
permite la producción sin que llene las condiciones legales, y  a pesar de ello se le reconoce 
luego  fuerza que sólo es atribuida a pruebas provistas de todas las cualidades de legalidad”. 
(Rodríguez, 2008, p.371). 
Por otro lado Ramírez señala que la doctrina y la jurisprudencia han coincidido en señalar que los 
errores de derecho son aquellos errores que implican la inobservancia de las normas legales que 
regulan su valor persuasivo, producción e incorporación al proceso, los que se presentan al 
momento de la apreciación de la prueba, porque los juzgadores desconocen las normas que regulan 
la producción o aducción de la prueba al proceso; desconocen las normas que tasan su valor 
probatorio; o porque desconocen las normas que tenían su eficacia probatoria. 
Doctrina y jurisprudencia diferencian dos tipos de errores de derecho: será error de derecho por 
falso juicio de legalidad, si el error se origina en el desconocimiento de las normas que rigen la 
producción de la prueba; y será error de derecho por falso juicio de convicción si el error se origina 
en el desconocimiento de las normas que regulan la valoración o eficacia de la prueba. 
Ramírez sostiene que esta clase de yerros se manifiestan en los denominados errores de legalidad 
y los errores de convicción y dice que: “…los errores de legalidad se identifican con el proceso de 
formación o incorporación de la prueba, y los de convicción con su valoración cuando su fuerza 
demostrativa o eficacia se hallan preestablecidas en la ley”. (Ramírez, 2011, P. 643 y 643). 




6.3.1  Falso juicio de legalidad. 
Según el artículo 29 de la Constitución Nacional toda prueba debe aportarse e incorporarse al 
proceso en la forma establecida por la ley, so pena de la violación al debido proceso. Sin embargo, 
se debe aclarar, como se dejó dicho en el capítulo tercero y al inicio de esta unidad, que la prueba 
ilegalmente incorporada no afecta la validez del proceso, salvo que la prueba sea declarada ilícita 
y fuese el fundamento de la condena. 
Entonces, se incurre en falso juicio de legalidad en dos eventos: i) cuando el juez al apreciar la 
prueba (siendo ilegal), le otorga validez porque cree que la misma cumple con las normas legales 
de producción e incorporación al proceso y ii) cuando el juez al apreciar la prueba (siendo legal) 
no le otorga validez porque cree que no cumple con las normas de producción e incorporación. No 
obstante, es preciso aclarar que la ilegalidad de la prueba se predica de condiciones esenciales de 
validez de la misma. 
Para Rodríguez, el juez incurre en el falso juicio de legalidad cuando: “el sentenciador acepta la 
prueba no obstante haber sido aportada al proceso con violación de las formalidades 
constitucionales y legales para su aducción, o también la rechaza porque a pesar de estar reunidos 
los requisitos considera que no las cumple” (Rodríguez, 2008, p.372). 
Y agrega que los errores de legalidad: “se originan en el desconocimiento de normas que regulan 
la formación, producción o incorporación de la prueba al proceso”. (Ramírez, 2011, p. 643 y 643, 
2011). 
Manteniendo esta misma acepción, la jurisprudencia nacional define el falso juicio de legalidad, 
como aquel que se relaciona con el proceso de formación de la prueba y las normas que regulan el 
proceso de producción y convicción de las mismas y que el juicio de legalidad gira entorno a la 
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validez y existencia jurídica de la prueba la cual se manifiesta de dos maneras: (i) cuando el 
juzgador al apreciar de determinada prueba le otorga validez porque considera que cumple con las 
exigencias legales de producción, o (ii) cuando se le niega merito probatoria porque considera que 
no reúne requisitos formales y legales. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 26 de 
julio de 2011, radicación No. 34996). 
En otra decisión, afirmó: 
El juicio de legalidad se relaciona con el proceso de formación de la prueba, con las normas 
que regulan la manera legítima de producir e incorporar la prueba al proceso, con el principio 
de legalidad en materia probatoria y la observancia de los presupuestos y las formalidades 
exigidas para cada medio, de suerte que el dislate se cristaliza cuando el fallador valora o 
aprecia un medio de prueba que desconoce alguna de esas ritualidades, o porque califica de 
ilegal una que sí las satisface y por tanto es válida. (Corte Suprema de Justicia. Sala de 
Casación Penal. 5 de agosto de 2015. Radicación No. 46423) 
Ahora bien, en lo que tiene que ver con la técnica casacional, ha dicho la Corporación que: 
“Tratándose de la postulación del error de derecho por falso juicio de legalidad, era su deber 
identificar el medio probatorio que tacha de ilegal, indicar las disposiciones legales o 
constitucionales cuyo quebranto determina su ilegalidad y demostrar la efectiva ocurrencia 
de lo denunciado; ora, debía la demandante comprobar la legalidad de la prueba desechada 
por el juzgador.  
En los dos eventos anteriores, también era de su resorte acreditar la trascendencia del yerro 
en las conclusiones del fallo, esto es, demostrar que con la marginación de la prueba que se 
dice ilegal, las restantes pruebas conducen a una decisión sustancialmente diversa de la 
atacada, o bien, que con la incorporación del medio de prueba que el actor estima legal, las 
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conclusiones son distintas de las contenidas en la sentencia impugnada.” (Corte Suprema de 
Justicia. Sala de Casación Penal. 25 de mayo de 2015. Radicación No. 45684) 
Recapitulando, para una debida sustentación del cargo por error de derecho por falso juicio de 
legalidad, el casacionista debe: i) señalar la prueba legalmente producidad, que el juez desconoció, 
porque consideró que no cumplía con los requisitos esenciales de validez, o, de la prueba 
ilegalmente incorporada al proceso que el juez estimó, porque consideró que sí cumplía con las 
condiciones de validez; ii) aclarar la formalidad legal que la prueba no cumple o que el juez creyó 
que no cumplía, con precisión de la regla normativa que la determina; iii) demostrar que la prueba 
sí reúne, o no reúne, las condiciones esenciales de validez; iv) ocurrencia del error en la parte 
dispositiva del fallo, lo que implica un nuevo análisis del acervo probatorio; y v) trascendencia del 
error. 
 
6.3.2 Falso juicio de convicción. 
En el falso juicio de convicción se parte de la premisa que las pruebas existen, han sido 
incorporadas legalmente al proceso, pero el error se produce cuando el juez valora de forma distinta 
a la señalada por la Ley. 
La articulación del falso juicio de convicción es un error que se relaciona bastante con la legislación 
en cuanto a los medios probatorios, en este caso la tarifa legal, por tanto se incurre en este error 
cuando se le confiere a la prueba un valor legal diferente al que se le debería dar, se desconoce ese 
valor o se reconoce el hecho sin existir prueba. 
Es oportuno precisar que el falso juicio de convicción es característico de los sistemas judiciales 
del mundo donde opera la valoración probatoria tarifada, pues este ejercicio judicial de asignación 
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de mérito persuasivo a los medios de conocimiento se circunscribe en otorgar a las pruebas el valor 
que previamente se les ha asignado en la ley, al cual se debe ceñir el operador judicial. 
Para comprender mejor la causal hay que hacer una pequeña reseña al sistema de apreciación 
probatoria el cual se basaba en la prueba tasada o de tarifa legal (de origen canónico), que consistía 
en que a cada medio de prueba se le predeterminaba a priori el valor singular correspondiente, que 
el juez en la sentencia estaba impelido a aplicar sin desviación. 
En dicho sistema el legislador hacia gran parte del trabajo, que correspondía al juez, ya que la labor 
de este último se limitaba a la aplicación meramente mecánica de la ley. 
Rodríguez cuenta que se pensó equivocadamente que al desaparecer cierto grado de tarifa legal del 
ordenamiento jurídico, el juez no cometería este error de falso juicio de convicción, ya que la 
incorporación  del principio de la libertad de medios de prueba y el sistema de valoración probatoria 
según la sana critica,  significaría un sistema procesal penal  dejado al mandato del juez sin 
intervención del legislador no tanto para criticas sino para descartar pruebas, esta interpretación 
fue un error ya que el juzgador estaría desconociendo la finalidad del proceso, la verdad procesal 
y la reparación de los derechos sustanciales, por tanto el falso juicio de convicción: “se da cuando 
el juez incurre en atribución probatoria a un medio de prueba o de conocimiento judicial que la 
ley no otorga o cuando le niega a una prueba un valor relevante para el proceso”. (Rodríguez, 
2008, p. 374-375) 
Sobre el falso juicio de convicción la Corte ha dicho lo siguiente: 
 “Nuestro actual sistema procesal penal carece de norma alguna que tarife el valor de una 
prueba, razón por la cual la Corte, con insistencia, ha señalado que el sistema de tarifa legal 
desapareció de la normatividad, consagrándose en su lugar el de persuasión racional, también 
llamado de la saca critica o apreciación razonada. Ha expresado la corporación, lo que sigue: 
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“…desarrolla el actor un ataque de error de derecho proveniente de un falso juicio de 
convicción, no permitido en la actualidad ante la ausencia de prueba tasada o de tarifa legal 
para la valoración de la prueba, salvo el caso raro por cierto de que el juzgador le dé a una 
prueba determinada valoración, aduciendo erróneamente que ese es el valor que la ley le 
otorgó, cuando en verdad el legislador no le determinó valoración a dicho medio probatorio”. 
(Corte Suprema de Justicia, 30 de noviembre de 2006, radicación No. 25136) 
En lo referente al sistema de la Ley 600 de 2000, indicó: 
“El juicio de convicción consiste en una actividad de pensamiento a través de la cual se 
reconoce el valor que la ley asigna a determinadas pruebas, presupone la existencia de una 
"tarifa legal" en la cual por voluntad de la ley corresponde a las pruebas un valor demostrativo 
predeterminado o de persuasión único que no puede ser alterado por el intérprete; en 
consecuencia, se incurrirá en error por falso juicio de convicción cuando se niega a la prueba 
ese valor que la ley le atribuye, o se le hace corresponder uno distinto. Sin embargo, al 
desaparecer la tarifa probatoria en materia procesal penal, sustituida por el sistema de la sana 
crítica previsto en los artículos 238,257, 277, 282 y 287 del Código de Procedimiento Penal 
(Ley 600 de 2000), en principio, no es posible para los jueces incurrir en errores de derecho 
por falso juicio de convicción, porque la legislación penal en materia de pruebas no somete, 
por regla general, su raciocinio a evaluaciones dependientes de una tarifa legal probatoria.” 
(Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 19 de marzo de 2014. Radicación No, 
43266). 
En otra decisión, respecto de la Ley 906 de 2004, sostuvo: 
“El falso juicio de convicción propuesto en el cargo es un error de derecho, el cual se 
estructura cuando el juzgador en la valoración de una prueba determinada, le asigna un valor 
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distinto al fijado en la norma sobre su alcance o eficacia probatoria, o sin que exista, le da un 
valor determinado. 
En el procedimiento de la ley 906 de 2004 tal clase de error es inexistente, en cuanto el 
sistema de apreciación de la prueba se rige por el de persuasión racional, en el cual es el juez 
y no la ley, quien atendiendo las reglas de la sana crítica fija el mérito suasorio a los medios 
de conocimiento señalados en su artículo 382. 
Sin embargo, se reconoce como ejemplo de tarifa legal negativa la disposición que prohíbe 
sustentar la sentencia condenatoria «exclusivamente en prueba de referencia.” Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. 26 de noviembre de 2014. Radiación No. 
42866). 
En cuanto a la forma de alegar un error de derecho por falso juicio de convicción, la Corte Suprema 
de Justicia Sala de Casación Penal, 23 de julio de 2014, radiación No. 43689, estudió un caso en el 
cual: 
“El actor acusa al tribunal de incurrir en error de derecho por falsos juicios de convicción y 
legalidad, por cuanto tuvo como prueba la totalidad de la entrevista rendida por M.P., pese a 
que solamente una parte mínima de la misma se introdujo al juicio oral al ser leída por la 
aludida durante el testimonio que rindió en esa fase procesal. 
Como lo tiene precisado la jurisprudencia de esta corporación, el falso juicio de convicción 
se presenta cuando el sentenciador niega a la prueba el valor que la ley le atribuye, o le asigna 
uno distinto al que el mismo legislador le otorga. 
Para su demostración al impugnante le compete acreditar que el juez sustentó la sentencia 
con desconocimiento de las normas que tasan el valor y eficacia de los elementos de prueba, 
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identificar los preceptos desatendidos y demostrar las implicaciones del yerro en el sentido 
de la decisión” 
Por último, suele confundirse el error de derecho por falso juicio de convicción, con el error de 
hecho por falso raciocinio, por ello, es relevante citar la jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia sobre el punto en concreto: 
“En realidad, el falso juicio de convicción es un error de derecho que ninguna relación tiene 
con la falta de valoración de una prueba o, con la deformación de la misma por el juzgador 
o, con la ruptura de las reglas de la sana crítica y, que consiste en dejar de otorgar a la prueba 
el mérito preestablecido en la ley o en asignar uno diverso al que aquella le atribuye. 
Incluso es bueno resaltar que este tipo de yerro actualmente goza de un alcance limitado por 
cuando nuestro sistema procesal penal no es tarifado sino que se funda en la persuasión 
racional como método de apreciación y en esa medida, son escasas las normas que le 
confieren algún grado específico de convicción a las pruebas, como ocurre verbi gratia con 
la prueba de referencia. 
En ese orden, si el letrado arguye la violación de postulados de la lógica, de reglas de la 
experiencia y de leyes de la ciencia, no es a un falso juicio de convicción que se acompasa el 
reparo sino a un error de hecho -que no de derecho- por falso raciocinio”. (Corte Suprema de 










Causal cuarta: cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la 
reparación integral decretada en la providencia que resuelva el incidente, deberá tener 
como fundamento las causales y la cuantía establecidas en las normas que regulan la 
casación civil 
1 La naturaleza y características del incidente de reparación integral en la ley 906 de 2004 
 
1.1 El derecho a la reparación integral. 
La realización de la conducta punible, origina la obligación de reparar los daños materiales y 
morales causados por su comisión (Código Penal, artículo 97), estos daños deben ser reparados por 
los penalmente responsables de manera solidaria y por quienes conforme a la ley penal estén 
obligados a responder (Código Penal, artículo 96 y Código Civil, artículos 2346, 2347, 2350, 2353 
y 2356), dicha reparación ocurre en favor de las personas naturales o sus causahabientes, personas 
jurídicas o de personas colectivas directamente perjudicadas con la conducta punible, quienes están 
facultados para ejercer la respectiva acción indemnizatoria en contra de los penalmente 
responsables según lo dispone el ordenamiento jurídico. (Código Penal, artículo 95). 
 El delito entonces, se ubica dentro del ordenamiento jurídico como una de las fuentes de las 
obligaciones que además de originar la acción penal da lugar a la acción civil, tal y como lo señala 
el artículo 94 del Código Penal en correlación con el artículo 1494 del Código Civil, este último al 
disponer: “Las obligaciones pueden nacer a consecuencia de un hecho que ha inferido injuria o 
daño a otra persona como en los delitos”. 
La reparación que se deriva del delito es un mecanismo de justicia restaurativa (Corte 
Constitucional. Sentencia C-979 de 2005), que le permite a víctimas y perjudicados actuar en el 
proceso penal en calidad de intervinientes, siendo el incidente de reparación integral el momento 
procesal idóneo para hacer realidad este derecho. La reparación consiste además en un 
resarcimiento que se materializa a través de diferentes mecanismos como: (i) la restitución, (ii) la 
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indemnización integral, (iii) la rehabilitación y (iv) las garantías de no repetición, las cuales deben 
sobrepasar la órbita de lo puramente patrimonial haciendo posible un presupuesto integral en la 
reparación según lo estableció la precitada sentencia.  
“Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, 
transformadora y efectiva por el daño sufrido. Se trata de cinco medidas en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica”. (Corte Constitucional. Sentencia  C-979 
de 2005). 
Conforme al derecho internacional contemporáneo el derecho a la reparación presenta una doble 
dimensión, de un lado presenta una dimensión individual en la que se incluyen los daños y 
perjuicios sufridos, además de las medidas individuales relativas al derecho de restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición, y de otro lado, presenta una 
dimensión colectiva que involucra medidas de satisfacción de carácter general como la 
restauración, indemnización o readaptación de los derechos de las colectividades o comunidades 
directamente afectadas por el ilícito (Corte Constitucional, Sentencia C-454 de 2006). 
De igual manera estas últimas se identifican como el conjunto de medidas de restitución, 
indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantía de no repetición a que tienen derecho las 
comunidades y las organizaciones o grupos sociales y políticos, en términos restaurativos, 
materiales y simbólicos. 
Este derecho tiene como finalidad dejar tanto a la víctima como a los perjudicados por la conducta 
punible en una situación que sea la más próxima a la que existía antes de la ocurrencia del hecho 
punible, pero si esto no llega a ser posible, la finalidad será la de compensar los daños sufridos 
(Corte Constitucional, Sentencia C-916 de 2002), lo anterior doctrinariamente es conocido como 
restablecimiento del derecho; que actúa como una herramienta jurídica que le permite al juez hacer 
realidad el querer del legislador para restablecer los derechos del afectado con la conducta ilícita. 
Ahora bien, en principio la reparación guarda una naturaleza patrimonial, pero no obsta aclarar que 
la Corte Constitucional en fallos como sentencia  C-228 de 2002, C-578 de 2002 y C-370 de 2006, 
ha dejado claro que la titularidad de las víctimas y perjudicados a los derechos de la verdad, la 
justicia y la reparación integral, emanan de un daño real no necesariamente de contenido 
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patrimonial, concreto y específico producto de un delito cualquiera que sea su naturaleza; de 
manera tal, que en procura de tales garantías se legítima su intervención en el proceso penal para 
que sean plenamente reparadas y no simplemente indemnizadas.  
Finalmente el marco jurídico del derecho a la reparación se encuentra consagrado en la 
Constitución Política (artículo 90, 150 numeral 17 y 250 modificado por el Acto Legislativo 03 de 
2002, numerales 1, 4, 6, 7), el Código de Procedimiento Penal (artículos 11, y 102 al 108), la Ley 
975 de 2005, de Justicia y Paz (artículos 1, 4, 8, 37, 42-55), la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre (artículo XVIII), la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos (artículo 8), la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las 
víctimas de delitos y del abuso de poder adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas 
(Resolución 40/34 de 29 de noviembre de 1985), el Informe Final sobre la Impunidad de los 
Autores de Violaciones de los Derechos Humanos de la Subcomisión de Prevención de 
Discriminaciones y Protección de las Minorías de la Comisión de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas (Resolución 1996/119, principios 33, 34 y 36), la Convención Americana de 
Derechos Humanos (artículo 63.1) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(artículo. 14).  
A continuación se explicará un caso base que se tomó como referencia para dilucidar el derecho a 
la reparación integral de las víctimas en una situación fáctica en concreto:  
CASO “La pijamada”, (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 13 de abril de 2011, 
radicación No. 30718). 
La investigación penal se inicia por denuncia que hace la señora A.C.C. madre del menor E.E.M.C, 
quien señalo, que le permitió a su hijo asistir a una pijamada del colegio en la casa de uno de sus 
compañeros, estando a cargo de los niños la madre del menor de la casa y el profesor J.A.M. La 
reunión se celebró el 29 de septiembre del año 2006, reunión en la que se accedió carnalmente al 
menor por el profesor J.A.M, quien le causó un desgarro a nivel anal según lo dictaminado por 
medicina legal. 
Celebrada la audiencia de juicio oral, el 13 de abril de 2007 la juez de conocimiento emitió el 
sentido del fallo, condenando al profesor J.A.M. Lo anterior, dio lugar al incidente de reparación 
integral que se celebró el día 23 de mayo de 2007, en esta oportunidad el apoderado de las víctimas 
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solicitó la vinculación como tercero civilmente responsable al Colegio al que se hallaba 
laborablemente vinculado el educador condenado.  
El 14 de Noviembre de 2007 tuvo lugar la audiencia de lectura de fallo, en la que el Juzgado Penal 
del Circuito además de condenar a J.A.M a 110 meses de prisión como autor penalmente 
responsable del delito de acceso carnal abusivo agravado, lo sentenció a éste y a la institución 
educativa a pagar de manera solidaria la suma de nueve millones de pesos ($9.000.000), por 
concepto de perjuicios materiales a favor de A.C.C. como representante legal del menor E.E.M.C; 
y además 50 s.m.l.m.v a favor de éste y 30 s.m.l.m.v a favor de aquélla por concepto de perjuicios 
morales. 
En esta oportunidad la defensa y el apoderado del tercero civilmente responsable interpusieron 
recurso de apelación, lo que dio lugar a la sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Bogotá de 10 de junio de 2008, en la que confirmó la sentencia de 
primera instancia; decisión contra la cual el tercero civilmente responsable propuso el recurso 
extraordinario de casación invocando la causal cuarta toda vez que a consideración de los 
accionantes, los montos anteriores no cumplían con la obligación de reparar integralmente los 
daños sufridos. 
En el caso base “la pijamada” el derecho a la reparación integral como lo señala el artículo 11 
literal c) del Código de Procedimiento Penal “las victimas tendrán Derecho a  una pronta en integral 
reparación de los daños sufridos, a cargo del autor o participe del injusto o de los terceros llamados 
a responder en los términos de este código”  es de esta manera como la reparación recae en las 
víctimas directas así como las personas que también son víctimas indirecta que se vieron afectadas 
con la comisión del injusto. 
 
Para el caso particular es víctima el menor E.E.M.C, pero dadas las particulares características del 
delito, el daño se hizo extensivo a la representante legal, esto es a su progenitora A.C.C, razón por 
la cual también le fueron reconocidos perjuicios de orden material y moral. 
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1.2 El incidente de reparación integral 
Con la reforma hecha por la Ley 1395 de 2010, a la Ley 906 de 2004, la ley procesal penal, prevé 
que una vez “En firme la sentencia condenatoria y, previa solicitud expresa de la víctima, o del 
fiscal o del Ministerio Público a instancia de ella, el juez fallador convocará dentro de los ocho 
(8) días siguientes a la audiencia pública con la que dará inicio al incidente de reparación integral 
de los daños causados con la conducta criminal…”. Esto quiere decir que para poder iniciar el 
incidente es necesario, que el juez mediante una sentencia declare responsabilidad penal del 
acusado y que esta se encuentre debidamente ejecutoriada.  
Dentro del proceso penal el incidente de reparación integral tiene dos propósitos 
fundamentalmente: en primer lugar, busca determinar la responsabilidad civil tanto del condenado 
como de los terceros (Código Penal, artículo 96 y Código de Procedimiento Penal artículo 107) por 
los daños que estos hayan ocasionado con la comisión del delito (materiales, morales o daños a la 
vida de relación) y en segundo lugar, busca señalar la forma y plazos en que serán reparados dichos 
daños. Igualmente, se establece que los terceros civilmente responsables, deben responder 
conforme lo dispone el Código Civil, por los perjuicios causados a la víctima con ocasión a la 
conducta del condenado por medio de la figura de “la responsabilidad del hecho ajeno” consagrada 
en el artículo 2347 de ese ordenamiento, debiendo tener presente que el tercero civilmente 
responsable puede acudir voluntariamente o  por solicitud de la víctima, el condenado o el defensor.  
1.2.1 Legitimación 
En virtud de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sentencia C-516 de 2007 son titulares del 
derecho a la reparación, las víctimas y los perjudicados que acrediten un daño real, concreto y 
especifico. 
Así pues, es la demostración del daño cierto que se ha padecido como consecuencia de la conducta 
típica, antijurídica y culpable lo que determina la calidad de víctima o perjudicado y no 
simplemente la demostración del parentesco o la condición de damnificado (Corte Constitucional, 
sentencia C-228 de 2002 y sentencia C-370 de 2006). 
De conformidad con lo argumentado por Pedro Avella, el incidente de reparación de igual forma 
puede ser iniciado por la Fiscalía General de la Nación o el Ministerio Público, ante el juez con el 
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que se adelantó el proceso penal que declaro al acusado como responsable de la conducta delictiva 
(juez de conocimiento) y solamente cuando se encuentre en firme la sentencia condenatoria. 
(AVELLA FRANCO, P.O. 2007 pág. 148) Una vez legitimados las víctimas o los perjudicados, 
podrán formular una pretensión exclusivamente económica o una que además del aspecto 
económico busque medidas de restitutium in integrum, esto es, medidas de satisfacción o 
simbólicas destinadas generalmente a una colectividad; en el primero de los casos, la legitimación 
se encuentra en cabeza de la(s) víctima(s) o perjudicado(s), sus herederos o causahabientes, en el 
segundo de los casos la legitimación además de estar en cabeza de la(s) víctima(s) o perjudicado(s) 
también involucra al fiscal y al ministerio público a instancia de aquella. 
1.2.2 Participación del tercero civilmente responsable 
Es tercero civilmente responsable la persona que según la ley civil debe responder por el daño 
causado como consecuencia de la conducta del condenado, el artículo 2347 del Código Civil, 
dispone que “Toda persona es responsable no sólo de sus propias acciones para el efecto de 
indemnizar el daño, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado”. 
A partir de esta disposición se conoce la responsabilidad por el hecho ajeno, la cual corresponde 
a un tipo de responsabilidad en la que se presume la culpa mediata o la culpa indirecta por parte 
del responsable y que implica una extensión de la imputación del daño a quienes debían haber 
ejercido cierto control o vigilancia con el directo responsable. 
Para señalarlo de forma más precisa, ocurre cuando se responde no por la culpa ajena sino por la 
propia culpa que se concreta en no haber tomado las medidas del caso para evitar la producción del 
daño (Vgr. Violación al deber de cuidado en la vigilancia, si se trata de hijos menores por ejemplo 
o, en la elección o vigilancia si se trata del vínculo contractual), (Corte Suprema de Justicia, 3 
octubre de 2000, radicación No. 16538). 
La Corte Constitucional en sentencia C-425 de 2006  dispuso que para vincular al proceso al tercero 
civilmente responsable le corresponde al que activa el incidente, probar: (i) el daño causado y el 
monto del mismo, (ii) la imputación del perjuicio al directo responsable y (iii) que este último se 




De la misma manera en la jurisprudencia más reciente de la Corte constitucional, se establece la 
responsabilidad por el hecho ajeno como de carácter “excepcional” basada en la presunción de la 
culpa indirecta o mediata del responsable (Corte Constitucional sentencia C-250 de 2011). 
Por su lado el artículo 107 de la Ley 906 de 2004, dispone igualmente que el tercero civilmente 
responsable podrá ser citado al incidente de reparación integral a solicitud de la víctima o 
perjudicado, del condenado o su defensor, con el objeto de obtener de este una reparación 
económica, y participará en el proceso en igualdad de condiciones con la víctima sin que por este 
hecho adopte la calidad de parte o de interviniente, pues sus actuaciones se reservan 
exclusivamente a lo que atañe con el incidente y no con los demás asuntos del proceso (Corte 
Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal, 7 de septiembre de  2000, radicación No. 23925), 
pero dada la responsabilidad que puede declarársele, guarda las facultades de llamar en garantía a 
las respectivas aseguradoras, de ser citado de acuerdo a las formalidades previstas, so pena de las 
respectivas nulidades, de oponerse al decreto y práctica de medidas cautelares en su contra previas 
al fallo condenatorio y de ejercer todas las garantías procesales que revisten los asuntos penales 
para desvirtuar la presunta responsabilidad civil que se le endilga. 
La Corte Constitucional ha sido vanguardista cuando asegura que en la ley 906 de 2004 se avanzó 
a un sistema de investigación y juzgamiento penal de marcada tendencia acusatoria en donde se: 
 “Introduce un nuevo enfoque respecto de los actores que integran la relación jurídico-
procesal, previendo expresamente la intervención en el proceso de: (i) las víctimas; (ii) el 
imputado; (iii) el fiscal; (iv) el juez de conocimiento; (v) el Ministerio Público; (vi) el juez 
de control de garantías. Tales modificaciones incidieron en la regulación legal del tema bajo 
examen: al desaparecer la parte civil; al dejar el tercero civilmente responsable de ser sujeto 
procesal; al permitirse durante la etapa de investigación la imposición de una medida 
cautelar consistente en la entrega provisional del vehículo, nave o aeronave, para el caso de 
los delitos culposos; y (iv) al establecer un incidente de reparación integral, el cual se lleva 
a cabo con posteridad al fallo condenatorio y previa solicitud expresa de la víctima, del 
fiscal o del Ministerio Público, durante el cual es citado quien debe responder por el hecho 
ajeno”. (Corte Constitucional sentencia C-250 de 2011) 
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1.2.3 Citación del asegurador 
 Señala el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal que cuando se trate de la audiencia de 
conciliación del artículo 103, la víctima, el condenado, su defensor o el tercero civilmente 
responsable podrán solicitar la intervención del asegurador, de acuerdo al respectivo contrato de 
seguro que se haya celebrado, quien podrán participar en dicha conciliación. 
Valga traer a colación que mediante el contrato de seguro se le permite al declarado penalmente 
responsable cumplir con las condenas pecuniarias a través de la póliza de seguro total o 
parcialmente la pretensión indemnizatoria de la víctima, extinguiendo entonces la obligación civil 
que se produjo como consecuencia del hecho punible. Esta clase de contrato se encuentra definido 
en el artículo 1127 del Código de Comercio en concordancia con el artículo 84 de la Ley 45 de 
1990, como aquel que: 
“(…) impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios 
patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que 
incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, 
en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las 
prestaciones que se le reconozcan al asegurado”.  
Con anterioridad y haciendo referencia al trámite del incidente de reparación integral, se señaló 
que en el mismo hay lugar a dos conciliaciones de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 103 del 
Código de Procedimiento Penal, la Corte Constitucional en sentencia C- 409 de 2009 estudiando 
la expresión “Exclusivamente para los efectos de la conciliación de que trata el art. 103” contenida 
en el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal, señaló que el adverbio “exclusivamente” 
podría implicar la exclusión de cualquier otro acto procesal por parte de algunos sujetos 
legitimados, por lo que la Corte concluye que en virtud del contrato de seguro la oportunidad de 
conciliación a la que se refiere el artículo 108 del Código de Procedimiento Penal puede ser una 
cualquiera de las descritas en el artículo 103, ibídem, de acuerdo a las siguientes razones: 
 Es en la primera audiencia de conciliación en la que el declarado penalmente responsable 
conoce de la pretensión indemnizatoria de la víctima y en aras de cumplir tal pedimento 
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derivado de su responsabilidad civil hace, si a bien lo tiene uso del contrato de seguro 
válidamente celebrado. 
 Dado que es en la primera audiencia en la que posiblemente se ponga de presente el contrato 
de seguro, la aseguradora en la mayoría de los casos no estará presente, razón por la cual 
se solicitará su intervención y una vez convocada participará en la segunda audiencia de 
conciliación, salvo que con anterioridad a la primera audiencia de conciliación el declarado 
penalmente responsable haya requerido a la aseguradora o que por economía procesal la 
víctima, el defensor o el condenado hayan solicitado al juez que citará a la misma.  
 Siempre que en el incidente se haya convocado al Tercero Civilmente Responsable, la 
audiencia de conciliación en la que participará la aseguradora será la segunda pues el 
Tercero Civilmente Responsable de acuerdo al artículo 107 del CPP es citado en la 
audiencia que abre el trámite del incidente y si va a hacer uso de un contrato de seguro 
válidamente celebrado lo hará en la segunda oportunidad de conciliación. 
Así mismo, la Corte finalmente decide declarar inexequible la expresión “exclusivamente” 
contenida en el artículo, además de la expresión “quien tendrá la facultad de participar en dicha 
conciliación”, al considerar que el legislador había excedido sus facultades de libre configuración 
y que con tal exceso había vulnerado los derechos de las víctimas, al dejar al libre albedrío de la 
aseguradora su participación en el incidente, concluyó la Corte en aquella oportunidad:  
“Para la Sala, bajo el entendido de que el precepto acusado establece que la aseguradora puede ser 
citada al incidente de reparación integral, “exclusivamente” para los efectos de la conciliación, y 
que además, a dicha conciliación puede acudir o no, porque así se ha configurado por el Legislador 
al señalar expresamente la “facultad” que tiene de participar en aquella, no resulta conforme con 
el conjunto de preceptos constitucionales que protegen a la víctima y su derecho a la reparación 
integral que propicia el modelo de justicia”. 
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2 la causal cuarta de casación en la ley 906 de 2004 
La decisión que culmina el incidente de reparación integral se puede constituir en un motivo de 
casación cuando lo allí determinado vaya en contravía de cualquiera de los partes que en él 
intervienen. 
Por tanto podrá recurrir mediante este mecanismo extraordinario, si la decisión que dio por 
terminado el incidente de reparación pudo:  
1. Rechazar la pretensión del incidentante. 
 2. Conceder la pretensión del incidentante bien como este la propuso o de acuerdo a lo arrojado 
por el acervo probatorio.  
 3. Aprobar la conciliación de las partes que se constituye en una determinación lesiva a cualquiera 
de los intervinientes. 
Si la decisión que resuelve el incidente corresponde a la segunda opción mencionada, es decir a la 
de conceder la pretensión del incidentante bien como este la propuso o de acuerdo a lo arrojado 
por el acervo probatorio, tal decisión puede implicar un detrimento a los intereses de la víctima o 
del perjudicado o del declarado penalmente responsable según sea la condena en perjuicios, bien 
porque esta sea inferior a lo pretendido por la víctima o porque resulta excesiva para el declarado 
penalmente responsable o para el tercero civilmente responsable en su caso, momento en el que 
puede operar acudir en casación con fundamento en la causal cuarta, partiendo de que lo pretendido 
se soporta en discusiones que revisten exclusivamente una exigencia económica, producto de lo 
decidido en el incidente de reparación integral y cuyo propósito es discutir en sede de casación la 
decisión de tal incidente respecto a la condena en perjuicios.  
De acuerdo a lo anterior, en el caso de “la pijamada”, sucedió que el juez admitió la pretensión del 
representante de la víctima sujetando el monto a lo que revelaban las pruebas aportadas en el 
incidente de reparación integral, lo que dio como resultado que lo reconocido no correspondiera 
con el total de lo solicitado: 
“…en la audiencia llevada a cabo el 9 de julio de 2007, a la que se hizo presente con apoderado el 
llamado como tercero civilmente responsable, el representante de las víctimas formuló las 
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pretensiones, así: $21.500.000 por concepto de perjuicios materiales, el equivalente a 100 SMLMV 
por daños vida de relación y otro tanto por daños morales” 
Pero el juez reconoció tan solo $9.000.000 por concepto de perjuicios materiales a favor de A.C.C. 
como representante legal del menor E.E.M.C. y 50 SMLMV a favor de éste y 30 SMLMV a favor 
de aquélla por perjuicios morales, motivo por el que el tercero civilmente responsable luego de que 
el ad quem confirmará el fallo decidió recurrir en casación.  
En este caso, la demanda de casación la interpuso el tercero civilmente responsable por su 
vinculación al proceso y pretendió demostrar que no tenía tal calidad. Por su parte, el representante 
de la víctima nada dijo en referencia a la tasación del juez de primera instancia.  
Dicho lo anterior el artículo 181 numeral 4 de la ley 906 de 2004 (procedencia de la casación) hace 
referencia a las causales y cuantía de la casación civil cuando por vía de la causal cuarta se decida 
recurrir: 
 “Cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la reparación integral decretada 
en la providencia que resuelva el incidente, deberá tener como fundamento las causales y la cuantía 
establecidas en las normas que regulan la casación civil”. 
Pero, ¿Por qué una de las causales de la casación penal se refiere a normas que regulan la casación 
civil?:  
Pues bien, esta situación obedece a la técnica de reenvío legislativo, en la que normas destinadas a 
regular asuntos de una competencia específica son aplicadas a otra competencia, por ejemplo 
normas del Código Procedimiento Civil tienen aplicación en el Código de Procedimiento Penal lo 
anterior con directa relación al principio de residualidad dentro del ordenamiento colombiano; esto 
explica como dada la especial naturaleza civil de la indemnización de perjuicios, el legislador en 
ejercicio de la potestad que le otorga la Constitución en el artículo 150, dispuso que la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia decidiera por vía de la causal cuarta de casación 
sobre una cuestión civil aplicando para tales efectos las causales y la cuantía señaladas en el Código 
de Procedimiento Civil; sentido similar al considerado por la Corte Constitucional en la sentencia 
C-261 de 2001, en la que realizando un examen de constitucionalidad al artículo 4 de la Ley 553 
de 2000 manifestó:  
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“Finalmente, se observa por la Corte, como ya se dijo que el artículo 4 de la ley acusada, 
en realidad utiliza una técnica de reenvío legislativo para que se apliquen tratándose de la 
indemnización de perjuicios decretados en la sentencia condenatoria, las normas que en 
materia de causales y cuantía para la legitimación respectiva se establecen en el Código de 
Procedimiento Civil, lo cual en manera alguna puede considerarse que vulnera la 
Constitución Política.” 
Para terminar lo relativo a este punto se señalará la relación con la Ley 600 de 2000, la cual y en 
forma similar a la Ley 906 de 2004 señalaba el requisito formal de la cuantía así: 
 “Artículo 208. Cuando la casación tenga por objeto únicamente lo referente a la indemnización de 
perjuicios decretados en la sentencia condenatoria deberá tener como fundamento las causales y la 
cuantía establecidas en las normas que regulan la casación civil, sin consideración a la pena 
señalada para el delito o delitos”. 
2.1 Legitimación: interés jurídico. 
El artículo 184 inciso 2 de la Ley 906 de 2004 establece para la admisión del recurso de casación 
que el demandante tenga interés jurídico para recurrir, así pues y de acuerdo con la causal cuarta 
pueden hacerlo: 
1. La(s) Víctima(s) o perjudicado(s), su(s) Heredero(s) o Causahabiente(s) (Código Penal, artículo 
95). 
2. El declarado penalmente responsable directamente (artículo 182 del Código de Procedimiento 
Penal) o a través de su defensor (artículo 125 numeral 7, ibídem). 
3. El Tercero Civilmente Responsable: La Corte Constitucional ha sido clara al indicar que el 
tercero civilmente responsable, no tiene la calidad de parte ni de interviniente en el proceso penal 
sino que actúa como un participante, y es con tal calidad que goza de interés para recurrir en 
casación en consideración a las garantías procesales que le revisten, por medio de las cuales podrá 
controvertir las pruebas, desvirtuar la presunción de responsabilidad que se le endilga, discutir la 
existencia del daño causado, su monto o la calidad de víctima (Corte Constitucional, sentencia C-
425 de 2006). 
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En el caso base “la pijamada” el recurso de casación fue interpuesto por el Colegio, quien fue 
vinculado al incidente de reparación integral como Tercero Civilmente Responsable, siendo 
condenado solidariamente al pago de los perjuicios reconocidos en la sentencia, pues no pudo 
desvirtuar la presunción legal de responsabilidad que le fue atribuida dada su relación contractual 
con el declarado penalmente responsable. 
2.2. La cuantía: interés para recurrir. 
Cuando se habla de cuantía, conviene distinguir las nociones de cuantía de la pretensión y cuantía 
del proceso. Siendo así la cuantía de la pretensión, se refiere a la auto estimación que el demandante 
hace del valor de su derecho, mientras que la cuantía del proceso, hace alusión a las reglas señaladas 
en el artículo 19 del C.P.C Artículo derogado por el literal b) del artículo 626 de la Ley 1564 de 
2012, que permiten la asignación de competencias y de trámites por el denominado factor objetivo 
esto es naturaleza o cuantía del proceso (LÓPEZ, 2007,p.192); en lo que a casación concierne, una 
y otra acepción anteriormente descrita no corresponden a la noción que de la cuantía se tiene para 
el recurso, pues ésta, corresponde más bien a un interés, más específicamente a un interés para 
recurrir, y resulta indispensable esta aclaración dado que en casación no se tiene en cuenta el monto 
reclamado por el demandante (incidentante) en su pretensión, sino aquel que no le fue reconocido, 
o que le fue impuesto al recurrente. 
El interés para recurrir corresponde entonces, a la expectativa económica que la sentencia le puede 
reconocer o negar a cada una de las partes, entendida como valor total o parcial, determinado por 
la diferencia aritmética que surge de la pretensión hecha por la víctima o el perjudicado y lo que se 
les reconoce, bien por el monto de la condena que le fue impuesta al declarado penalmente 
responsable (cuando actúa como casacionista),o bien por la diferencia de las sumas fijadas en la 
sentencia de primera y segunda instancia. 
Antes de la vigencia del Código General del Proceso, la cuantía del interés para recurrir había sido 
tratada por la Corte Suprema: 
“Las causales de casación en materia civil se hallan  previstas en el artículo 368 (modificado 
por el artículo 1° del Decreto 2282 de 1989, regla 183). Y la cuantía del interés para recurrir 
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la tasa actualmente el artículo 366 ejusdem (modificado por el artículo 1° de la Ley 592 de 
2000) en cuatrocientos veinticinco (425) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Este monto, como es bien sabido, se determina por el valor actual de la resolución 
desfavorable a la parte recurrente,1 o lo que es igual, por el monto del perjuicio que la 
providencia le irroga al impugnante, o diferencia existente entre el valor reconocido en la 
decisión recurrida y lo que el demandante considera que debió reconocerse.” (Corte Suprema 
de Justicia. Sala de Casación Penal. 5 de agosto de 2015. Radicación No. 40638). 
En todo caso, con la vigencia del Código General del Proceso, cualquiera de las sumas deberán 
tener como resultado un monto igual o superior a 1000 smlmv. tal y como lo ordena el artículo 338 
del Código General del Proceso “cuantía del interés para recurrir” (procedencia de la casación) 
corregido por el decreto 1736 de 2012 al disponer:  
“cuando las pretensiones sean esencialmente económicas, el recurso procede cuando el 
valor actual de la resolución desfavorable al recurrente sea superior a 1000 salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (1000 smlmv) (…).” (Subrayado fuera de texto). 
Ahora bien, si en el ejemplo anterior al declarado penalmente responsable se le hubiese condenado 
por la suma de $150´000.000, teniendo en cuenta que la pretensión la había fijado en $644´000.000, 
la diferencia sería de $494´000.000, por lo que al momento de recurrir en casación la víctima 
contaría con un interés para recurrir en cuantía de $494´000.000, valor respecto el cual se debe 
verificar si resulta superior a los 1000 salarios mínimos legales mensuales vigentes que exige el 
nuevo ordenamiento. 
Igual sucedería en el evento de una sentencia absolutoria, pues en este caso el interés para recurrir 
correspondería a la suma que no fue reconocida, en el ejemplo anterior los $644´000.000, en el 
evento en que la pretensión fuera exclusivamente de contenido económico, pues para ese supuesto, 
también se tendría interés para recurrir si solo se tratara de las pretensiones de vedad o justicia. 
Respecto al requisito formal de la cuantía, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha 
manifestado que la misma se determina por el valor del salario mínimo legal mensual vigente para 
                                                          
1 Artículo 366 ejusdem. 
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la fecha del fallo de segunda instancia, teniendo en cuenta que es el pronunciamiento emitido por 
el ad quem la decisión que da lugar a la impugnación extraordinaria (Corte Suprema de Justica, 8 
de agosto de 2004, radicación No. 21726). 
Pero si por ejemplo en un proceso penal que cursó en el año 2006 época en la cual se aplicaban las 
reglas establecidas para tal efecto del código de procedimiento civil a la víctima le fueron 
reconocidos $40´000.000 de una pretensión inicial de $70´000.000 y como consecuencia de la 
decisión la víctima apela el fallo, pero con posterioridad aquel es confirmado por el ad quem en el 
año 2007, y producto de dicho fallo la víctima decide recurrir en casación, se tendría que su 
demanda sería inadmitida, pues de acuerdo con el decreto 4580 de diciembre 27 de 2006 el salario 
mínimo para el año 2007 (fecha del fallo de segunda instancia) era de $433.700 y según el artículo 
366 del C.P.C el valor de la resolución desfavorable debe ser igual o superior a 425 smlmv, es decir 
que para el presente caso el interés para recurrir en el año 2007 correspondería a una suma igual o 
superior a $184´322.000, suma que resulta muy superior a $30´000.000 con los que cuenta la 
víctima y que representan su falta de interés para recurrir en casación. 
Igualmente se ha determinado jurisprudencialmente que cuando se trate de procesos que involucren 
un número plural de víctimas, la cuantía se determina por el monto de las condenas de perjuicios 
morales y materiales que individualmente se le ha reconocido o negado a cada una de las víctimas 
(Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 6 de julio de 2009, radicación No. 31410). 
Es pertinente reiterar que de tiempo atrás ha señalado esa Corporación (radicados 35672  de 2011,y 
18934 de 2003),  que la cuantía se establece por el valor del salario mínimo legal para la fecha en 
la cual se dictó el fallo de segundo grado, habida cuenta que es en tal momento en el que se dispone 
la afectación patrimonial. 
Igualmente se ha señalado que tratándose de varias víctimas, la cuantía de la pretensión para 
recurrir en casación no se establece sumando todas las aspiraciones de aquellas, en cuanto 
corresponde establecer individualmente el monto de los perjuicios (v.g. daño emergente, lucro 
cesante, daño moral objetivado, daño moral subjetivado, etc.) reclamado por cada una, el cual debe 




Dado que la cuantía para recurrir se establece a través del salario mínimo legal mensual vigente a 
continuación se fija el valor del mismo desde el 1 de enero de 2005 fecha en la que inicia la 
implementación del Sistema Penal Acusatorio: 
 
De forma tal que la cuantía corresponderá a la siguiente fórmula: 
Salario Mínimo Legal Mensual Vigente (SMLMV) * 1000= X cuantía actual para recurrir según 
el art 374 de la ley 1564 de 2012. 
AÑO NORMA REGULADORA PERÌODO VALOR
2005 Decreto 4360 de diciembre 22 de 2004 DIARIO 12.716,67
2005 Decreto 4360 de diciembre 22 de 2004 MENSUAL 381.500,oo
2006 Decreto 4686 de diciembre 21 de 2005 DIARIO 13.600,oo
2006 Decreto 4687 de diciembre 21 de 2005 MENSUAL 408.000,oo
2007 Decreto 4580 de diciembre 27 de 2006 DIARIO 14.456,67
2007 Decreto 4580 de diciembre 27 de 2006 MENSUAL 433.700,oo
2008 Decreto 4965 de diciembre 27 de 2007 DIARIO 15.383,33
2008 Decreto 4965 de diciembre 27 de 2007 MENSUAL 461.500,oo
2009 Decreto 4868 de diciembre 30 de 2008 DIARIO 16.563,33
2009 Decreto 4869 de diciembre 30 de 2008 MENSUAL 496.900,oo
2010 Decreto 5053 de diciembre 30 de 2009 DIARIO 17.166,67
2010 Decreto5053 de diciembre 30 de 2009 MENSUAL 515.000,00
2011 Decreto 033 de enero 11 de 2011 DIARIO 17.853,33
2011 Decreto 033 de enero 11 de 2011 MENSUAL 535.600,00
2012 Decreto 4919 de diciembre 26 de 2011 DIARIO 18.890,00
2012 Decreto 4919 de diciembre 26 de 2011 MENSUAL 566.700,00
2013 Decreto 2738 de diciembre 28 de 2012 DIARIO 19.650,00
2013 Decreto 2738 de diciembre 28 de 2012 MENSUAL 589.500,00
2014 Decreto 3068 de diciembre 30 de 2013 DIARIO 20.533,33
2014 Decreto 3068 de diciembre 30 de 2013 MENSUAL 616.000,00
2015 Decreto 2731 de diciembre 30 de 2014 DIARIO 21.478,33
2015 Decreto 2731 de diciembre 30 de 2014 MENSUAL 644.350,00
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Entonces, por ejemplo, sí para el año 2005 el smlmv era de $381.500, el monto para recurrir en 
casación era de $162´137.500, y si en un proceso penal a la víctima le fueron reconocidos 
$165´000.000 de una pretensión que ascendía a $210´000.000, ésta no podrá recurrir en casación, 
pero si podría hacerlo el declarado penalmente responsable quien efectivamente tendrá interés para 
recurrir pues su condena supera los $162´137.500. 
Sobre el interés para recurrir determinado por la cuantía, la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia (entre otras sentencias C-345 de 1993 y C-596 de 2000) ha señalado que esta 
posibilidad de limitar los recursos no resulta contraria a la Constitución pues la casación es “un 
recurso extraordinario que pretende lograr la mayor coherencia posible del sistema legal, al lograr 
el respeto del derecho objetivo y una mayor uniformidad en la interpretación de las leyes por los 
funcionarios judiciales”(Corte Constitucional, sentencia C-1065 de 2000) motivo por el cual la ley 
puede señalar requisitos más severos para acceder al citado recurso sin que con ello se restrinja el 
derecho de defensa.  
Para recapitular lo dicho hasta aquí, se señalará un caso particular que permite distinguir algunos 
aspectos de la cuantía como requisito de procedencia en la casación penal dentro de la causal cuarta: 
CASO (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, 15 de octubre de 2008, radicación No. 
29527). 
El 17 de octubre de 2007 el Juzgado Penal Municipal con Funciones de Conocimiento condenó 
A.V.F. por el delito de lesiones personales dolosas a la pena principal de 33 meses de prisión, multa 
de 16.5 salarios mínimos legales mensuales, y las accesorias de privación del derecho a la tenencia 
y porte de armas, e inhabilitación del ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo 
término de la pena privativa de la libertad. Igualmente fue condenado al pago de la suma de 
$18’065.166 por concepto de perjuicios materiales, y el equivalente a 30 salarios mínimos legales 
mensuales por concepto de perjuicios morales, esto es, $13’011.000, para un total de $31’076.166, 
en favor de la víctima. 
Tanto la defensa como el apoderado de la víctima apelaron la sentencia, la defensa buscando la 
reducción del monto y el apoderado de la víctima procurando el incremento del mismo, el Tribunal 
Superior mediante sentencia de 28 de noviembre, fijó el monto de los perjuicios materiales en la 
suma de $17’837.220 y el de los perjuicios morales en $8’000.000, para un total de 25’837.220. 
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Inconforme con la decisión, la defensa recurre en casación considerando que el monto fijado por 
el Tribunal no se ajusta a la realidad probatoria, manifestó el recurrente en aquella oportunidad: 
“El motivo del recurso por parte de la defensa es el total desacuerdo en lo que tiene que ver con la 
condena de perjuicios materiales y morales proferida por el Tribunal Superior … dentro del 
incidente de reparación integral promovido por la víctima a través de apoderado judicial”.  
Se tiene entonces una condena por la suma de $31’076.166 que al ser recurrida, quedó reducida a 
la suma de 25’837.220, monto con el que la defensa recurre en casación, pero  
¿Podía la defensa efectivamente recurrir? 
La Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, al estudiar el caso, inadmite la demanda al 
encontrar que indiscutiblemente el libelista carecía de interés para recurrir, sostuvo en aquella 
oportunidad: 
“El salario mínimo mensual en el 2007 ascendía a $433.700 pesos y en la actualidad asciende a 
$461.500 Esto significa que la cuantía del interés para recurrir en casación en el 2007 era de 
$184’322.500 y que en la actualidad es de $196’137.500.  
El monto de la condena por daños y perjuicios que motiva el recurso de casación es de apenas 
$25’837.220, suma que aún considerada en su integridad, resulta manifiestamente inferior al 
umbral requerido para acceder a la impugnación extraordinaria.  
Esto indica que el demandante carece de interés para atacar en casación el monto de los perjuicios 
decretados, y que la decisión a tomar no puede ser distinta de la inadmisión de la demanda, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 184 de la ley 906 de 2004.”  
Para terminar se hará referencia a la ley 600 de 2000 en la que resultaba igualmente indispensable 
que el monto de la decisión que se impugnaba fuera igual o superior a 425 smlmv, en auto del 19 
de Agosto de 2008, radicación 29458, sobre el tema se dijo: 
“En tales condiciones, conociendo que el artículo 366 del Código de Procedimiento Civil, 
modificado por el artículo 1° de la Ley 592 de 2000, estatuye que para acceder al recurso de 
casación en materia civil es necesario que el valor de la decisión desfavorable sea o exceda de 425 
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salarios mínimos legales mensuales, también resulta claro que el actor carece de legitimación, en 
la medida en que este presupuesto no se cumple, puesto que el sentenciador de segunda instancia 
fijó la indemnización de perjuicios en 70 salarios mínimos legales mensuales vigentes, incluyendo 
los materiales y los morales. Por manera que por carecer el libelista de legitimación, la demanda 
se inadmitirá.” 
2.3 Casación oficiosa en la causal cuarta. 
A pesar de la limitación que por cuantía impone la ley cuando de la causal cuarta se trata, existe la 
posibilidad de interponer el recurso de casación aunque se carezca de interés, es decir, cuando no 
se cumple con el requisito formal de la cuantía, lo cual es posible si ha existido una violación a los 
derechos y garantías de quien recurre, lo que permite no solo superar el defecto formal sino que 
hace posible que la Corte decida de fondo sobre el asunto, según lo dispuesto el artículo 184 inciso 
3 del Código de Procedimiento Penal, donde, como se ha reseñado ampliamente en este trabajo se 
dispone: 
“(...) Sin embargo, atendiendo a los fines de la casación, fundamentación de los mismos, 
posición del impugnante dentro del proceso de índole de la controversia planteada, deberá 
superar los defectos de la demanda para decidir de fondo” 
El fin de la casación que permite superar el defecto en la demanda por la cuantía es el respeto por 
las garantías de las partes y los intervinientes. 
Por lo tanto se debe acreditar que en la promoción del incidente de reparación integral y si decisión, 
no se observaron las garantías debidas a las partes e intervinientes, supuesto en el que  la casación 
cumple la función legal y constitucional de enmendar el yerro. 
De la realización de esta finalidad son titulares todas las partes e intervinientes del proceso, a 
quienes se les debe ofrecer en pleno equilibrio que permita la defensa de sus intereses.  
La Corte Suprema de Justicia en reiterada jurisprudencia ha manifestado que: “una de las 
finalidades de la casación consiste en garantizar los derechos constitucionales de los 
intervinientes, entre ellos las víctimas, nada obsta para que la Sala pueda admitir una demanda 
cuando en un caso concreto sea necesario restablecer un derecho fundamental aunque no alcance 
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la cuantía exigida en las normas civiles” (Corte Suprema de Justicia, 24 de noviembre de 2005, 
radicación No. 24323), esta nueva posición, pues de antaño se encontraban excluidas sus facultades 
oficiosas, implica que el carácter rogado de la casación toma un nuevo rumbo si de salvaguardar 
derechos y garantías fundamentales se trata, se flexibiliza, permitiendo que se realice el principio 
constitucional de primacía de lo sustancial sobre lo formal, incluso en lo que atañe a la revisión 
formal que se haga de la demanda de casación,. 
De este modo, puede resultar que el recurrente carezca de interés para recurrir por la cuantía, pero 
ha sido víctima de una violación a sus derechos o garantías, las que al darlas a conocer a la Corte 
de manera clara, el alto tribunal las evidencie y por esta senda decida estudiar la demanda, 
superando el defecto.  
En el caso base de “La Pijamada” el recurrente invocando la causal cuarta de casación sostuvo: 
“Aunque la cuantía de la condena no es superior a 450 SMLMV, la demanda busca el 
restablecimiento de un derecho fundamental que le asiste al tercero civilmente responsable, 
al dársele a la norma sustantiva sustento de la decisión una mala interpretación y por el 
desconocimiento o mala apreciación de las pruebas obrantes en el proceso, lo que habilitaría 
la admisión del recurso como tiene sentado la jurisprudencia de la Corte.” 
A lo que la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal señaló: 
“De otra parte, para hacer el esguince al requisito de la cuantía, como lo exige el artículo 
181-4 del Código de Procedimiento Penal -que en este caso está muy por debajo del 
equivalente a 425 smlmv exigidos por el artículo 366 del Código de Procedimiento Civil- 
como quiera que el ataque tiene que ver con la reparación integral decretada con ocasión 
del incidente adelantado por iniciativa de la representante legal de la víctima, afirma que 
busca restablecer derechos fundamentales del tercero civilmente responsable.” 
Sin embargo, la Corte no superó los defectos de la demanda porque no halló que el recurrente 
argumentara fundadamente el desconocimiento o vulneración de los derechos o de las garantías del 
tercero civilmente responsable, pues de haberlo hecho la demanda había podido ser admitida 
atendiendo a una de las finalidades de la casación (la garantía de los derechos constitucionales de 
los intervinientes) pese a que la misma no cumpliera con el requisito de la cuantía. 
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Vale la pena resaltar este evento, pues evidencia que efectivamente la Corte, en los supuestos de 
acudir al recurso extraordinario de casación por la causal cuarta teniendo la cuantía como 
presupuesto de procedibilidad, que al no estar satisfecha esta exigencia, ingrese a estudiar la 
posibilidad de superar el defecto para admitirla. 
3. Causales: causales de la casación civil 
Con la reforma de los artículos 102 y 103 de la Ley 906 de 2004, como se mencionó en precedencia, 
cuando el demandante en casación impugna lo referente a la indemnización de perjuicios, debe 
tener en cuenta las causales de la casación civil, conforme al artículo 181 de la misma ley, pues, la 
responsabilidad penal del procesado ya hizo tránsito a cosa juzgada, en instancia anterior, siendo 
requisito necesario para poder abrir el incidente de reparación integral.  
Entonces, conforme al artículo 366 del Código General del proceso son causales de casación:  
1. La violación directa de una norma jurídica sustancial.  
2. La violación indirecta de la ley sustancial, como consecuencia del error de derecho 
derivado del desconocimiento de una norma probatoria o por error de hecho manifiesto y 
trascendente en la apreciación de la demanda, de su contestación o de una determinada 
prueba.  
3. No estar la sentencia en consonancia con los hechos, con las pretensiones de la demanda, 
o con las excepciones propuestas por el demandado.  
4. Contener la sentencia decisiones que hagan más gravosa la situación del apelante único.  
5 haberse dictado sentencia en juicio viciado de alguna de las causales de nulidad 
consagradas en la ley, a menos que tales vicios hubieren sido saneados. 
La Corte no podrá tener en cuenta causales de casación distintas de las que han sido expresamente 
alegadas por el demandante. Sin embargo, podrá casar la sentencia, aun de oficio cuando sea 
ostensible que la misma compromete gravemente el orden o el patrimonio público, o atenta contra 
los derechos y las garantías constitucionales. 
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3.1 Violación directa de una norma sustancial. 
Se entiende por normas sustanciales: “las que, frente a una situación fáctica en ellas contemplada, 
declaran, crean, modifican o extinguen relaciones jurídicas entre las partes implicadas en la 
hipótesis legal. Una de estas cuatro cualidades es pues lo que hace que la norma tenga el abolengo 
expresado: que declare, cree, modifique o extinga relaciones jurídicas”, así mismo el Consejo de 
Estado ha manifestado que estas normas son las encargadas de imponer derechos y obligaciones 
regulando el proceso para exigir el cumplimiento de los mismos. Respecto a la noción de norma 
sustancial se debe agregar que está se extiende a los preceptos constitucionales, el bloque de 
constitucionalidad, la jurisprudencia, como los convenios y tratados internacionales. 
La violación a una norma sustancial ocurre por un error de juicio o in iudicando del funcionario, 
quien (i) no aplica la norma, o (ii) la aplica indebidamente o (iii) hace una interpretación errónea 
de la misma. De otra parte la (i) La falta de Aplicación o error de Existencia, ocurre cuando el juez 
pese a existir una disposición que regule el problema que se debate se abstiene de aplicarla, o 
cuando el juez desconoce la existencia de la norma o aun conociéndola, desconoce su validez o 
eficacia, (ii) la aplicación indebida o error de Selección, ocurre cuando el juez a pesar de conocer 
la existencia y el contenido de la norma la aplica a una situación no contemplada por ella, y (iii) la 
interpretación errónea o error de Sentido, se presenta sí el juez pese a conocer la existencia de la 
norma y su contenido, la aplica a la situación objeto del proceso pero le da a la norma un alcance 
o sentido diferente. 
La violación a una norma de derecho sustancial puede ocurrir de dos maneras, bien por violación 
directa o bien por violación indirecta, a continuación se explicará el contenido y alcance de la 
misma. 
3.1.1 Violación directa.  
Existe violación directa de una norma de derecho sustancial cuando la sentencia viola la norma 
sustancial aplicable, por un error de juicio (Corte  Constitucional sentencia C- 1065 del 2000) sobre 
la validez, existencia, significado o alcance de la norma, sin que se haga consideración alguna al 
tema probatorio. La violación directa existe sí: 
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(i) El juez no aplica una norma de derecho sustancial, esto es, el sentenciador desconoce que existe 
la norma, o conociendo su existencia la inaplica considerando que aquella no se encuentra vigente 
o que está no regula el caso objeto de estudio. 
(ii) El juez aplica una norma de derecho sustancial que no era aplicable al caso objeto de estudio. 
(iii) El juez aplica una norma de derecho sustancial aplicable al caso objeto de estudio pero hace 
una errónea interpretación de aquella, esto ocurre cuando le da un sentido o alcance a la norma que 
no tiene. Lo anterior es predicable igualmente al Precedente judicial. 
 
3.1.1.1 Técnica casacional de la violación directa de la ley sustancial. 
Sí por vía de la casual primera se decide recurrir y la impugnación se sustenta por la violación 
directa a la ley sustancial, debe tenerse en cuenta que: 
1. En virtud del artículo 344 numeral 2 del Código General del Proceso el recurrente debe señalar 
las normas de derecho sustancial que considera violadas. Este artículo igualmente establece que 
tratándose de violación directa “el cargo se suscribirá a la cuestión jurídica sin comprender ni 
extenderse en materia probatoria” Contrario sensu en casi que la acusación se haga por violación 
indirecta “no podrá plantearse aspectos fácticos que no fueron debatidos en las instancias”. 
3. En la violación directa de la ley sustancial al recurrente no le está permitido debatir los hechos 
demostrados o la persuasión que se tuvo de los elementos materiales probatorios, debe eso sí, 
debatir la interpretación hecha por el juez a la norma sustancial. 
4. El recurrente debe atacar todos y cada uno de los fundamentos que sirvieron para adoptar la 
decisión, esto es, las bases fundamentales que dieron lugar a la construcción jurídica del fallo 
recurrido, pues de no hacerlo, quedará en pie dada la presunción de acierto que lo reviste. 
5. El recurrente debe atacar todos y cada uno los fundamentos del fallo, evitando tomar solo uno, 
algunos o parte de aquellos que le resulten convenientes, pues de hacerlo, incurriría en un defecto 
técnico que implicaría el fracaso del cargo correspondiente. 
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Se debe tener presente, los conceptos de violación directa de la ley sustancial y demás causales de 
casación civil a aplicar, deben estar enfocados única y exclusivamente con relación al trámite y 
definición del incidente de reparación integral, dado que, en lo que respecta al trámite del proceso 
penal propiamente dicho, se aplica la legislación penal y la doctrina jurisprudencial de esa 
especialidad.  
En el caso base “la pijamada” el recurrente –tercero civilmente responsable- con fundamento en la 
causal cuarta de casación demandó que la sentencia violaba de forma directa la ley sustancial, bajo 
la consideración que no le asistía,  
“… ninguna responsabilidad al plantel educativo, pues en el incidente de reparación no se 
demostró que haya incurrido en falta de cuidado, vigilancia y control frente al procesado. 
Tampoco hubo falta de control en la elección del docente, pues se probó que J.A.M. acreditó 
los requisitos necesarios para acceder al cargo que tenía dentro de la institución condenada 
como tercero civilmente responsable. 
Era deber del juzgador probar que el citado colegio, en efecto, obró con negligencia en la 
elección vigilancia y cuidado para con el victimario. Al contrario, dio por cierto los 
argumentos frágiles del representante de las víctimas, sin aplicar correctamente la carga de 
la prueba. 
 (…)  
De no haber incurrido en esos errores, el tribunal no habría concluido de manera errónea la 
responsabilidad civil de la institución educativa y, por tanto, no habría violado la ley 
sustancial por exclusión evidente del artículo 96 del Código Penal y aplicación indebida del 
artículo 2349 del Código Civil, configurándose de tal manera la causal de casación 
invocada.” 
Retomando todo lo expuesto en materia de casación, planteado bajo la causal cuarta, y a partir de 
esta, la causal primera de casación civil, se ofrecen como errores evidentes en la formulación del 
cargo los siguientes: 
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1. El casacioncita no comenzó por atacar los soportes que resultaron decisivos para la adopción y 
construcción del fallo que se impugna bien para desvirtuarlo o para quebrantarlo, sino que se 
encargó de argumentar aspectos irrelevantes que no guardaban relación alguna con la decisión. 
 En el citado caso y en consideración a este error señaló la Corte: 
“Al cotejar el contenido de la demanda con los argumentos acabados de reseñar en su 
literalidad, al romper emerge la ineptitud formal y conceptual de aquella, que apenas alcanza 
a pincelar unos muy elementales bosquejos de la inconformidad genérica con la decisión, sin 
que logre demostrar cuál es el ostensible yerro de que adolece la sentencia ni en dónde 
descansa el protuberante agravio a los derechos fundamentales del tercero civilmente 
responsable”. 
En el fallo demandado aparece, muy al contrario de lo que se sostiene en la demanda, según 
las perspectiva analítica del tribunal, la explicación de por qué resulta responsable como 
tercero civilmente responsable la institución educativa en cuyo nombre se demandó en 
casación y cuál es la fuente de esa responsabilidad, de acuerdo a los parámetros señalados en 
la ley.” 
2. El casacionista no debatió la hermenéutica utilizada por el juez sino que más bien se dedicó a 
considerar hechos que fueron demostrados en el proceso además de debatir la apreciación que hizo 
el tribunal de los elementos materiales probatorios. En el citado caso y en consideración a este error 
señalo la Corte: 
“Sin acatar los referidos parámetros de argumentación, el actor sostiene que el tribunal 
incurrió en violación directa de la ley sustancial, pero no a causa de un entendimiento 
desacertado de la ley, sino por no apreciar de manera desprevenida y objetiva la condición 
personal y el acto desplegado por el procesado, de la forma como lo acreditan las pruebas, o 
porque se profirió la condena en contra del tercero civilmente responsable a pesar de que los 
elementos probatorios señalaban que el plantel educativo no incurrió en falta de cuidado, 
vigilancia, control o descuidada selección del docente, y porque no se desvirtuaron las 




Nada expuso el censor de manera clara y precisa para demostrar que el sentenciador 
Corporativo erró al aplicar la norma sustancial que señala como quebrantada al plasmar las 
siguientes consideraciones, en las cuales, dicho sea de paso, no se advierte protuberante 
falencia de ninguna especie en torno al aspecto materia de discusión.” 
 
3.1.2 Violación indirecta.  
Existe violación indirecta de una norma de derecho sustancial cuando la sentencia viola la norma 
aplicable, producto de los yerros cometidos por el funcionario respecto de los elementos 
probatorios, la demanda o su contestación. La violación indirecta ocurre por (i) error de derecho y 
(ii) error de hecho. 
2. cuando se trate de un error de derecho se indicaran las normas probatorias que se consideren 
violadas, si se invoca un error de hecho manifiesto, se singularizará con precisión y claridad 
indicándose en qué consiste y cuales son en concreto las normas en las que recae. 
 Error de derecho: Es la equivocación en la que incurre el juez al estimar el contenido de 
las normas que regulan todo lo atinente a la prueba. Se presenta: 
- Cuando el juez requiriéndose por la ley una prueba específica para demostrar el 
hecho no le atribuye a tal medio probatorio el mérito que la ley le ha señalado o lo 
da por demostrado valiéndose de prueba diferente. 
- Cuando el juez exige para la justificación de un hecho una prueba especial que la 
ley no ha requerido. Se refiere al yerro en que incurre el funcionario respecto de la 
conducencia o idoneidad de la prueba para con determinado hecho. 
- Cuando el juez al apreciar las pruebas lo hace sin observancia de los requisitos 
exigidos para su producción. 
- Cuando el juez al apreciar la prueba la observa pero no hace consideración al hecho 
que ésta establece las faltas a la ritualidad. 
238 
 
- Cuando el juez da un valor persuasivo a un medio que la ley expresamente prohíbe 
para el caso. Se refiere específicamente a la conducencia o idoneidad de la prueba 
para con determinado hecho. 
 
3.1.3 Técnica casacional de la violación indirecta de la ley sustancial por error de derecho. 
Sí por vía de la casual primera se decide recurrir y la impugnación se sustenta por la violación 
indirecta a la ley sustancial por error de derecho, debe tenerse en cuenta que: 
1. El recurrente deberá señalar las normas de carácter probatorio que fueron infringidas y además 
explicar en qué consiste la infracción (Código de Procedimiento Civil, artículo 374 Numeral 3).  
2. El recurrente deberá señalar los medios de convicción que llevaron al desacierto por parte del 
juzgador. 
3. También le corresponde indicar la incidencia que tuvo en la adopción del fallo la errónea 
interpretación del juez, pues al hacerlo demostrará que de haber sido otra la interpretación, el fallo 
sería diferente; esto se debe a que el error de derecho requiere ser trascendente a diferencia del 
error hecho que además de trascendente (influye de manera determinante en la decisión) debe ser 
manifiesto (notorio, grave, ostensible). 
 Error de Hecho: Es la equivocación en la que incurre el juez al suponer un medio de prueba, 
ignorar su presencia o darle un alcance diferente. Ocurre de dos maneras: 
- Suposición: Cuando el juez da por probado un hecho del que no existe prueba 
(suposición absoluta) o bien cuando el hecho se encuentra probado pero se le da un 
alcance diferente al que este demuestra (suposición relativa). 




3.1.4 Técnica casacional de la violación indirecta de la ley sustancial por error de hecho. 
Sí por vía de la casual primera se decide recurrir y la impugnación se sustenta por la violación 
indirecta a la ley sustancial por error de hecho, debe tenerse en cuenta que: 
1. En virtud del artículo 374 numeral 3 del Código de Procedimiento Civil el recurrente debe 
señalar las normas de derecho sustancial que considera violadas. 
2. El error que señale debe ser ostensible, manifiesto o notorio, quiere decir lo anterior que el juez 
en su labor ha supuesto una prueba que no obra en el proceso (en este caso solo se configura el 
yerro si se demuestra que el único sentido interpretativo que puede dársele es el señalado por el 
recurrente) o que ha ignorado la presencia de la misma.  
3. El reconocimiento del error debe saltar a la vista, su descubrimiento resulta de confrontar lo 
señalado por el recurrente y lo fallado por el sentenciador. 
4. El error que señale debe ser trascendente, lo que implica que el recurrente deberá señalar la 
incidencia del error en la violación de la ley sustancial y lo hará indicando la influencia del mismo 
en la decisión que se impugna, demostrando que ante la ausencia de tal error la decisión hubiese 
sido otra, el recurrente debe ser muy preciso, pues si no logra demostrar que la conclusión a la que 
llegó la sentencia resulta abiertamente contradictoria a la realidad procesal, o atentatoria o arbitraria 
ante el sentido común, está quedara en pie dada su presunción de acierto.  
 
3.2 No estar la sentencia en consonancia con los hechos, con las pretensiones de la demanda, 
o con las excepciones propuestas por el demandado o que el juez ha debido reconocer de 
oficio. 
Esta causal se destina fundamentalmente al desarrollo y apego del funcionario al principio de 
congruencia, la sentencia debe estar en consonancia con las pretensiones del demandante, las 
excepciones del demandado que resulten probadas y que hayan sido alegadas, y además con los 
hechos descritos por las partes bien como sustento de sus pretensiones o de sus excepciones, de 
acuerdo a lo dispuesto por el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil. 
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La causal tiene por objeto enmendar el yerro de procedimiento en que incurre el juez bien sea por 
exceso o por defecto.  
La violación al principio de la congruencia, en materia civil,  ocurre en tres hipótesis: 
1. Cuando el juez se abstiene de considerar algunas de las pretensiones o excepciones 
que fueron alegadas por las partes fallando de manera minus petita. 
2. Cuando el juez decide más allá de lo pedido, fallando de manera ultra petita. 
3. Cuando el juez decide por fuera de lo pedido, fallando de manera extra petita. 
La inconsonancia que se acusa por esta casual es el denominado yerro in procedendo, aquel que 
proviene de la actividad procesal del juzgador cuando este no se sujeta a las prescripciones legales 
que determinan la producción de sentencia es decir: los hechos, pretensiones y excepciones. El 
yerro in procedendo se diferencia del yerro in judicando, en tanto èste se refiere a la discusión que 
surge de la interpretación hecha por el juez, en relación con la demanda, la contestación o las 
pruebas, evento en el cual deberá acudirse a la causal primera de casación pues el yerro deja de ser 
de procedimiento para ser de juicio.  
La causal se bifurca en tres modalidades. 
-Para las pretensiones: Cuando no hay consonancia entre lo pedido en el escrito de la demanda y 
lo decidido por el funcionario, si bien se encaminan a la poca relación existente entre lo pedido y 
lo decidido, hay cuatro circunstancias en las que a pesar de haber incongruencia no es posible 
invocar la causal: 
a) Lo decidido por el funcionario de manera oficiosa.  
b) Cuando se profiere sentencia inhibitoria. 
c) Cuando se profiere sentencia de absolución del demandado.  
d) Cuando la sentencia sea negatoria de la pretensiones, en este punto no puede confundirse la falta 
de decisión con un pronunciamiento desfavorable, pues en el primer evento el fallo efectivamente 
sería incongruente, mientras que en el segundo no, puesto que su decisión implico un 
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pronunciamiento por parte del juzgador, que sólo podría impugnarse por la causal primera, si es 
que con éste se llegó a violar directa o indirectamente la ley sustancial.  
-Para las excepciones: En el evento de que el juez reconozca en la sentencia las excepciones de 
compensación, prescripción o nulidad relativa sin que hayan sido alegadas por el demandante, 
debido a que estas excepciones no pueden ser reconocidas de manera oficiosa. 
-Para los hechos: En virtud del Decreto 2282 de 1989, cuando el juez funda su decisión en hechos 
diferentes a los descritos por la partes en sus pretensiones o excepciones. 
 
3.2.1 Técnica casacional de la falta de congruencia. 
Son aspectos puntuales que ha de tener en cuenta el casacionista cuando por vía de la causal 
segunda impugne el fallo: 
1. El recurrente debe demostrar con exactitud la inconsonancia que tiene la sentencia con los 
hechos, pretensiones o excepciones propuestas o que el juez debió reconocer de oficio. 
2. Al recurrente en el marco de esta causal no le está permitido suponer o interpretar lo dicho por 
el juzgador, si quisiera hacerlo, debe acudir a la causal primera por violación de las normas 
sustanciales, esto por cuanto si en el fallo el juez se ha ocupado de estudiar y decidir las peticiones 
de las partes, con razones acertadas o no, pero que en todo caso hace explícitas en la providencia, 
el casacionista no podrá atacar la decisión con fundamento en la causal segunda. 
3. La incongruencia no puede consistir en que el sentenciador haya considerado el hecho, 
pretensión o excepción de manera diversa a alguna de las partes o en que haya dejado de decidir 
con fundamento en los puntos de vista expresados por estas. 
CASO. A continuación se muestra a manera de ilustración un cargo fundamentado en esta causal 
y decidido por la Corte. 
Si bien la demanda de casación que contenía este cargo estaba regulada por la Ley 600 de 2000, lo 
dicho en esta providencia (Corte Suprema de Justicia, 24 de enero de 2006, radicación No. 
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radicación 23687) resulta oportuna, pues se ocupa en esencia de analizar la causal segunda de 
casación civil: 
 Hechos: El apoderado del tercero civilmente responsable interpuso recurso de casación 
contra la sentencia proferida el 17 de noviembre de 2004 por el Tribunal Superior, 
mediante la cual confirmó la dictada por el Juzgado Penal del Circuito, en la que el juzgado 
además de condenar a B.A.A. a la respectivas penas principales y accesorias, lo condenó 
junto con R. E. C. C. y O.E.C.T., terceros civilmente responsables, al pago de la suma de 
$262.700.000 por concepto de perjuicios materiales y el equivalente a 650 salarios 
mínimos para cada uno de los integrantes de la familia del occiso, esto es, su esposa X. Á. 
y sus hijos O. W.  y J. S.  
W. V. A, por perjuicios morales. 
 Cargo: Acusa al Tribunal de haber dictado sentencia incongruente con los hechos, las 
pretensiones de la demanda, o con las excepciones propuestas por el demandado o que el 
juez ha debido reconocer de oficio. El recurrente trajo a colación que en las pretensiones 
de la demanda de constitución de parte civil, se solicitó reconocer como perjuicios morales, 
“a cada uno de los demandantes en pesos el equivalente a mil gramos oro”, esto es 
$31.846.810, pese a lo anterior sentencia recurrida reconoció 650 salarios mínimos 
mensuales legales vigentes para el año de 1998 a favor de cada uno de los demandantes, 
para un total de $132.486.900, lo que a juicio del casacionista implicó un fallo 
“ultrapurista”. 
 Consideración: “Como puede deducirse a simple vista, tal conclusión del sentenciador está 
en total desarmonía con lo estatuido por el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, 
que contempla que “”No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por 
objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta”. 
(….) 
“Todas las consideraciones anteriores llevan a colegir que razón le asiste al censor al 
demandar que la sentencia no está en consonancia con las pretensiones de la demanda de 
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constitución de parte civil, motivo por el cual se casará la sentencia impugnada y, por lo 
mismo, se condenará al procesado, junto con el tercero civilmente responsable, al pago 
equivalente a la suma un mil gramos oro para cada una de las víctimas reconocidas en el 
proceso, como perjuicios morales, según así se invocó en la demanda de constitución de 
parte civil.” 
 
3.3 Contener la sentencia en su parte resolutiva declaraciones o disposiciones contradictorias. 
Hace parte del denominado error in procedendo y procede sí la sentencia contiene disposiciones 
encontradas que hagan imposible su cumplimiento o la efectividad de las obligaciones en ella 
impuestas, lo que acontecería si por ejemplo una sentencia manda y no manda, condena y no 
condena, declara y no declara (Corte Constitucional, sentencia  C- 998 de 2004),  la contradicción 
mencionada se predica de la parte resolutiva pero puede predicarse igualmente de la motiva, 
siempre que los fundamentos de esta última se vean reflejados en la decisión. 
Esta causal no procede si las contradicciones provienen de las decisiones surgidas en diferentes 
instancias. 
En materia civil esta causal tiene como punto de referencia lo dispuesto por el artículo 304 inciso 
2 del Código de Procedimiento Civil, según el cual la parte resolutiva de la sentencia “deberá 
contener decisión expresa y clara sobre cada una de las pretensiones de la demanda, las 
excepciones, cuando proceda resolver sobre ellas, las costas y perjuicios a cargo de las partes y 
sus apoderados, y demás asuntos que corresponda decidir (…)”. 
 
3.3.1 Técnica casacional para la sentencia contradictoria. 
Son aspectos puntuales que ha de tener en cuenta el casacionista cuando por vía de la causal tercera 
impugne el fallo: 
1. La contradicción debe ser real y no aparente, es decir que no se trate de aquella contradicción 
que no pueda ser superada mediante una interpretación lógica y razonada. 
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2. La argumentación de la causal debe guiarse por los soportes del error in procedendo y no del 
error in judicando, es decir, no se puede caer en una mixtura entre la causal tercera y la causal 
primera de casación civil, lo que ocurriría si no se estructura el ataque exclusivamente con vicios 
de procedimiento sino que más bien se cuestiona por los fundamentos materiales del fallo. 
CASO: Frente a la causal tercera se cuenta con el fallo de casación (Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Civil, 23 de mayo de 1996 radicación No. 4607), en el que si bien se cobijó por 
otro estatuto procesal penal en lo relativo a los requisitos y fundamentos, guarda relación con lo ya 
dicho:  
 Hechos: El apoderado de la parte civil interpone recurso de casación contra la sentencia del 
24 de abril de 1.995 en la que el Tribunal Superior, declaró la nulidad parcial de lo actuado 
por violación al derecho de defensa, respecto del procesado F. J., modificó además la pena 
impuesta al procesado M.R. y la condena en perjuicios incrementándola al equivalente a 
1.000 gramos oro, confirmando en lo demás la decisión de primera instancia. 
 Cargo: “El demandante lo sustenta en la tercera causal del art. 368 del CPC, por considerar 
que la sentencia impugnada contiene "declaraciones o disposiciones contrarias" debido a 
que al disponer en la parte resolutiva que se condena a los procesados al pago de la suma 
equivalente a 1.000 gramos oro "por concepto de los daños materiales", se está en 
contradicción con la parte motiva, en la que se especifica que los daños materiales se limitan 
al daño emergente, cuando es sabido que aquéllos comprenden también el lucro cesante. 
Solicita, en consecuencia, se case la sentencia, para que en su lugar, de acuerdo con lo expresado, 
se reforme en lo que respecta a la condena por concepto de daños y perjuicios.” 
 Consideraciones: “Siendo este todo el fundamento del ataque, que pretende demostrar con 
la transcripción de la sentencia del Tribunal respecto al análisis de esta temática, el libelista 
tampoco precisa, como es el punto común de la demanda, el contenido ni alcance de la 
censura, que desde luego bajo este enfoque no hubiese sido útil, por cuanto la comprensión 
que hace de la causal es absolutamente equivocada, ya que como lo ha afirmado 
reiteradamente la Sala de Casación Civil al fijar el alcance de esta causal, ‘la contradicción 
debe hacerse manifiesta en la parte dispositiva de la sentencia, de manera que resulte ella 
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inejecutable o tan incierta que no sea posible entender cuál ha sido la declaración allí 
efectuada o la condena impuesta’”. (Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 23 
de mayo de 1996 radicación No. 4607). 
3.4 Contener la sentencia decisiones que hagan más gravosa la situación de la parte que apeló 
o la de aquélla para cuya protección se surtió la consulta siempre que la otra no haya apelado 
ni adherido a la apelación, salvo lo dispuesto en el inciso final del artículo 357. 
En virtud del principio de la no reformatio in peius (artículo 31 de la Constitución Política), esta 
causal es procedente cuando el superior jerárquico de quien profiere la decisión agrava la pena 
impuesta al apelante siempre que este sea apelante único, salvo que se trate de modificar asuntos 
que no se encuentran relacionados con el recurso. 
La causal tiene como elemento esencial al perjuicio y ya había señalado la Corte Suprema de Justica 
Sala de Casación Civil que: “el perjuicio es elemento que corresponde a la definición de esta figura 
denominada no reformatio in pejus.”  
Ha señalado también la Corte tanto en la Sala de Casación Civil como en la Sala de Casación Penal 
que el principio de la no reformatio in pejus no es aplicable respecto de la obligación civil 
indemnizatoria, consideración apropiada pues en el caso de la causal cuarta de casación penal no 
se estudian los reproches que se tengan respecto del juicio de culpabilidad sino lo referente al 
incidente de reparación integral, motivo por el cual la causal cuarta de casación civil no resulta 
aplicable dentro del libelo casación al penal si lo que pretende el recurrente es impugnar el monto 
de los perjuicios por los que fue condenado (si es apelante único), dado que ninguno de los cargos 
que argumente con tal reproche prosperarán. 
Eso sí, podrá interponer el recurso casación, si por ejemplo el monto de la condena en perjuicios 
fue producto de errores por parte del juzgador, evento en el cual se guiara por la causal primera de 
casación civil, no por la causal cuarta; ahora bien, por lo ya señalado en la presente causal no se 
hará alusión en la misma a la técnica casacional para invocarla, se señalarán las razones que 
fundamentan la inaplicabilidad del principio de la no reformatio in pejus en materia de perjuicios, 
entre las cuales se destacan las siguientes:  
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1. Hay que diferenciar el perjuicio de la pena, el perjuicio es de naturaleza civil, la pena por 
su parte es orden penal, los perjuicios son solicitados o pretendidos y aunque son decididos 
por un juez penal siguen las reglas del derecho privado. 
2. El principio de la no reformatio in pejus tiene que ver con el perjuicio que se cause respecto 
al quantum de las penas, entendiendo por penas las definidas por el estatuto penal Ley 599 
de 2000 Título IV “De las consecuencias jurídicas de la conducta punible”, Capitulo 
Primero “De las Penas, sus Clases y sus Efectos” en los artículos 34, 35, 36 y 43 , es decir 
las penas principales y las penas sustitutivas, siendo principales la privativa de la libertad 
de prisión, la pecuniaria de multa y las demás privativas de otros derechos que se consagren 
de igual manera en la parte especial, valga decir, la inhabilitación para el ejercicio de 
derechos y funciones públicas, la pérdida del empleo o cargo público, la inhabilitación para 
el ejercicio de profesión, arte, oficio, industria o comercio, la inhabilitación para el ejercicio 
de la patria potestad, tutela y curaduría, la privación del derecho a conducir vehículos 
automotores y motocicletas, la privación del derecho a la tenencia y porte de arma, la 
privación del derecho a residir en determinados lugares o acudir a ellos, la prohibición de 
consumir bebidas alcohólicas o sustancias estupefacientes o psicotrópicas, o la expulsión 
del territorio nacional para los extranjeros, y como sustitutivas se encuentran la prisión 
domiciliaria y el arresto. La indemnización de perjuicios no es una pena principal y mucho 
menos es una pena sustitutiva, es un derecho del que gozan las víctimas de acuerdo a lo 
dispuesto por los artículos 1494 del Código Civil y el artículo 94 del Código Penal, que 
definen al delito como fuente de obligaciones civiles. 
3. El artículo 4 del Código Penal establece: “La pena cumplirá las funciones de prevención 
general , retribución justa, prevención especial, reinserción social y protección al 
condenado”, ninguna de dichas funciones se logran con la indemnización de perjuicios, 
pues su propósito es la reparación del daño causado con ocasión del hecho punible y si 
como consecuencia de dicha reparación el superior modifica la decisión aumentado la 
condena en perjuicios, no podrá alegar el recurrente el principio de la no reformatio in pejus 
para tal decisión. 
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4. Los perjuicios son transigibles, transmisibles, desistibles y renunciables, las penas son de 
orden público y personalísimas. 
Frente a la causal cuarta de casación civil y el principio de la no reformatio in pejus, la Corte 
Suprema de Justicia en el radicado 21726, señaló: 
“En torno a la temática planteada por el recurrente, la Corte tanto en vigencia del Decreto 
2700 de 1991 como en la de la Ley 600 de 2000 tiene definido, por mayoría, que la 
prohibición constitucional y legal de la no reformatio in pejus, es ajena a la obligación civil 
indemnizatoria.  
La Corte  Constitucional en sentencia C-487 del 2000 declaró la conformidad con la Carta 
del artículo 16 de la Ley 446 de 1998, al señalar que: “…el fin que se persigue con la norma 
acusada, cuando se conmina al juzgador a considerar los principios de reparación integral y 
equidad, en el proceso de valoración del daño irrogado a una persona para tasar la 
indemnización, no es otro que el de buscar una justicia recta y eficiente y facilitar la solución 
del respectivo conflicto, así como la de evitar que para efectos de la indemnización de los 
daños en forma integral sea necesaria la tramitación de nuevos procesos, lo cual, 
indudablemente, contribuye a la descongestión de los despachos judiciales”.  
Según lo anterior, no es una hermenéutica contraria a la Constitución da de entender que dentro del 
proceso penal, en punto de la indemnización de perjuicios, así el condenado tenga la condición de 
apelante único, es posible incrementar el monto señalado en la primera instancia y que, por tanto, 
no se incurre en ninguna vía de hecho si tal adición busca, basada en criterios de equidad y con la 
teleología de obtener una reparación integral, amparar los intereses del ofendido. 
Con ello es indiscutible que se privilegian los derechos de las víctimas, respecto de los demás 
actores del proceso.  
3.5 haberse incurrido en alguna de las causales de nulidad consagradas en el artículo 140, 
siempre que no se hubiere saneado. 




Además en cumplimiento del principio de taxatividad es indispensable que el vicio alegado sea 
uno de aquellos que se encuentran enlistados en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil 
y que no haya sido saneado por alguno de los medios de los que trata el artículo 144, ibídem, y 
adicionalmente que tal vicio se mantenga pese al fallo de segunda instancia. 
La finalidad de invocar como causal de casación la nulidad de lo actuado, es restablecer el derecho 
al debido proceso, amparando los intereses de las partes para que los mismos no se vean truncados 
como consecuencia de arbitrariedades por parte de los sujetos que actúan en el proceso. 
La Corte Constitucional en sentencia C-451 de 1995, precisó que además de las nulidades del 
artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, también podrá alegarse como tal la descrita en el 
artículo 29 de la Constitución Política, esto es: la prueba que ha sido obtenida con violación al 
debido proceso. 
La Corte Suprema de Justicia en decisión de diciembre de 2000, radicación 6341, al decidir la 
reclamación de una invalidez de lo actuado refirió que “…el recurrente invoca una nulidad de 
carácter constitucional con base en circunstancias que no tienen cabida dentro de las causales 
taxativas que contempla el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, ninguna de las cuales 
menciona el censor, y cuya especificidad fue avalada por la Corte Constitucional, según sentencia 
de 2 de noviembre de 1995, cuando concluyó que cualquier otro defecto planteado con abrigo en 
el principio del debido proceso debe corresponder a alguna de las hipótesis contenidas en las 
mismas, excepto la consagrada en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “es nula 
de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso”. 
Por lo tanto, no queda duda que cualquier nulidad que se alegue bajo la causal de nulidad, el vicio 
sobre el que se soporta el reproche debe estar contemplado de manera específica en el lista que 
para ese fin establece el artículo 140 de estatuto instrumental en materia civil, pues recuérdese que 
los yerros que aquí se plantean, resultan con ocasión al trámite y decisión del incidente de 
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 Corte Constitucional de Colombia (2006). Sentencia C- 425. M. P. Humberto Antonio 
Sierra Antonio. 
 Corte Constitucional de Colombia (2006). Sentencia C- 454. M. P. Jaime Córdoba Triviño. 
 Corte Constitucional de Colombia (2007). Sentencia C- 516. M. P. Jaime Cordoba Triviño. 
 Corte Constitucional de Colombia (2008). Sentencia C-536. M. P. Jaime Araújo Rentería. 
 Corte Constitucional de Colombia (2009). Sentencia C- 029. M. P. Rodrigo Escobar Gil. 
 Corte Constitucional de Colombia (2009). Sentencia C- 409. M. P. Juan Carlos Henao 
Pérez. 
 Corte Constitucional de Colombia (2010) Sentencia C-144. M. P. Juan Carlos Henao Pérez. 
 Corte Constitucional de Colombia (2011) Sentencia C-124. M. P. Luis Ernesto Vargas 
Silva. 
 Corte Constitucional de Colombia (2011). Sentencia C- 250. M. P. Mauricio Gonzales 
Cuervo. 
 Corte Constitucional de Colombia (2011) Sentencia C- 371. M. P. Luis Ernesto Vargas 
Silva. 
 Corte Constitucional de Colombia (2012). Sentencia C- 415 M.P. Mauricio Gonzales 
Cuervo. 
 Corte Constitucional de Colombia (2013) Sentencia C- 248. M.P. Mauricio Gonzales 
Cuervo. 
 Corte Constitucional de Colombia (2013) Sentencia T- 293. M.P. María Victoria Calle 
Correa. 
2.2 Corte Suprema de Justicia. 
 Corte Suprema de Justicia (1997). Auto de Casación Civil del  23 de mayo, Rad. 4607. M. 
P. Carlos Esteban Jaramillo Schloss. 
 Corte Suprema de Justicia (1999). Auto de Casación Penal del  20 de enero, Rad. 11242 M. 
P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 
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 Corte Suprema de Justicia (1999). Auto de Casación Penal del 30 de noviembre, Rad. 14535 
M. P. Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 
 Corte Suprema de Justicia (2000). Auto de Casación Penal del 27 de marzo, Rad. 15822. 
M. P. Carlos Eduardo Mejía Escobar. 
 Corte Suprema de Justicia (2000). Auto de Casación Penal del 07 de septiembre, Rad. 
23925, M. P. Mauro Solarte Portilla. 
 Corte Suprema de Justicia (2000). Auto de Casación Penal del 03 de octubre, Rad: 16538 
M. P. Jorge Enrique Córdoba Poveda. 
 Corte Suprema de Justicia (2001). Auto de Casación Penal del 04 de abril, Rad: 10868 M. 
P. Fernando Arboleda Ripoll. 
 Corte Suprema de Justicia (2001). Auto de Casación Penal del 25 de octubre, Rad: 14647 
M. P. Carlos Mejía Escobar. 
 Corte Suprema de Justicia (2002). Auto de Casación Penal del 26 de junio Rad. 11451 M. 
P. Fernando Arboleda Ripoll. 
 Corte Suprema de Justicia (2002). Sentencia de Casación Penal del 26 de junio. Rad: 11679 
M. P. Fernando Arboleda Ripoll. 
 Corte Suprema de Justicia (2003). Auto de Casación Penal del 05 de junio, Rad: 13180 M. 
P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2003), Sala de Casación Penal. Auto de15 de Julio Rad. 18934 
M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2003). Auto de Casación Penal del 24 de julio, Rad: 16737 M.P. 
Jorge Aníbal Gómez Gallego. 
 Corte Suprema de Justicia (2003), Sala de Casación Civil.  Sentencia del 14 de agosto,  Rad.  
6839. M. P. Cesar Julio Valencia Copete. 
 Corte Suprema de Justicia (2003). Auto de Casación Penal del 02 de octubre, Rad: 19114. 
M. P. Jorge Aníbal Gómez Gallego. 
 Corte Suprema de Justicia (2004). Auto Sala de Casación Penal del 8 de agosto, Rad. 21726. 
M. P. Luis Guillermo Salazar Otero. 
 Corte Suprema De Justicia. (2004). Sentencia Sala de Casación Penal del 27 de octubre, 
Rad. 20926. M. P. Mauro Solarte Portilla. 
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 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del 19 de enero, Rad. 
21044. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del 19 de febrero, Rad. 
30794. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del 32 de febrero, Rad. 
16359. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del 6 de abril, Rad. 23154. 
M. P. Sigifredo Espinoza Pérez. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del  11 de mayo, Rad. 
23186. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del  23 de agosto, Rad. 
21954. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Sentencia Sala de Casación Penal del 20 de octubre, Rad. 
24026 M. P. Mauro Solarte Portilla. 
 Corte Suprema de Justicia (2005). Auto Sala de Casación Penal del 24 de noviembre, Rad. 
24323. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2006), Auto Sala de Casación Civil del24 de Enero,  Rad.  
23687. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2006). Auto Sala de Casación Penal del 23 de marzo, Rad. 
25197. M. P. Edgar Lombana Trujillo. 
 Corte Suprema de Justicia (2006). Auto Sala de Casación Penal del 24 de octubre,  Rad. 
25779. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2006). Auto Sala de Casación Penal del 30 de noviembre, Rad. 
25136. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 21 de febrero,  Rad. 
26587. M. P. Marina Pulido de Barón.    
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 21 de febrero, Rad. 
18255. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
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 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 25 de abril, Rad. 26309. 
M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 23 de abril, Rad. 29416. 
M. P. Yesid Ramírez Batidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 23 de mayo, Rad. 
27175. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia. (2007). Auto Sala de Casación Penal del 15 de agosto. Rad. 
27751. M. P. Mauro Solarte Portilla. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 23 de agosto Rad. 
22356. M. P. María Del Rosario González De Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 6 de septiembre, Rad. 
28069. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 17 de septiembre, Rad. 
30087. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia. (2007). Auto Sala de Casación Penal del 10 de octubre, Rad. 
22597. M. P. Julio  Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Sentencia Sala de Casación Penal del 1 de noviembre. 
Rad. 26266. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2007). Auto Sala de Casación Penal del 15 de noviembre, Rad. 
28747. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia. (2007). Auto Sala de Casación Penal del 5 de diciembre, Rad. 
28638. M. P. María del Rosario González Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia, (2007), Auto Sala de Casación Penal del 5 de diciembre, Rad. 
28704. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán.  
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 13 de febrero, Rad. 
28899. M. P. Javier Zapata Ortiz.  
 Corte Suprema Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 13 de febrero, Rad. 29074. 
M. P. Augusto Ibáñez Guzmán. 
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 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 6 de marzo, Rad. 27477. 
M. P. Augusto Ibáñez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia. (2008). Auto Sala de Casación Laboral del 8 de abril, Rad. 
28547. M. P. Francisco Javier Ricaurte Gómez.  
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 09 abril, Rad. 29444 
M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 12 de mayo, Rad. 28847 
M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia. (2008). Auto Sala de Casación Penal del 2 de julio, Rad. 27690. 
M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 10 de julio, Rad. 29152. 
M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 14 de julio, Rad. 29854. 
M. P. María del Rosario Gonzáles De Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia. (2008). Auto Sala de Casación Penal del 15 de julio, Rad. 29575. 
M. P. José Leonidas Bustos Martínez.  
 Corte Suprema de Justicia (2008). Sentencia Sala de Casación Penal del 15 de julio, Rad. 
28872. M. P. Augusto Ibáñez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia (2008).  Auto Sala de Casación Penal del 15 de Julio, Rad.  
27046. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 29 de julio, Rad. 28716. 
M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 16 de septiembre. Rad. 
30129. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 17 de septiembre, Rad. 
29609, M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 15 de Octubre, Rad. 
29527. M. P. José Leónidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 29 de octubre,  Rad. 
24582. M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
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 Corte Suprema de Justicia (2008). Auto Sala de Casación Penal del 18 de noviembre, Rad. 
29183 M. P. José Leónidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia. (2008). Auto Sala de Casación Penal del 2 de diciembre, Rad. 
30209. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia. (2008). Auto Sala de Casación Penal del 16 de diciembre, Rad. 
30242. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez.  
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 04 de febrero, Rad. 
30363 M. P. María Del Rosario Gonzáles De Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 27 de febrero, Rad. 
31198 M. P. José Leónidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 10 de marzo, Rad. 
30843. M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 17 de  marzo, Rad. 
31086. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 18 de marzo, Rad. 
30710. M. P. María Del Rosario Gonzales De Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 26 de marzo, Rad. 
30882. M. P. Augusto J. Ibáñez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 6 de mayo, Rad. 31059. 
M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia. (2009). Auto Sala de Casación Penal del 13 de mayo, Rad. 
31124. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia, (2009), Auto Sala de Casación Penal del 13 de mayo, Rad. 
31148. M. P. María del Rosario Gonzales de Lemos y Augusto José Ibáñez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia. (2009). Auto Sala de Casación Penal del 20 de mayo, Rad. 
31127.  M. P. Julio Enrique Socha Salamanca.   
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 27 de Mayo, Rad. 
30711. M. P José Leónidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 10 de junio, Rad. 27618. 
M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
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 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 17 de junio, Rad. 30698. 
M. P. José Leónidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia. (2009). Auto Sala de Casación Penal del 17 de junio. Rad. 
31675. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia. (2009). Sentencia Sala de Casación Penal del 24 de junio, Rad. 
26909.  M. P. Julio Enrique Socha Salamanca.  
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 1 de julio, Rad. 31607. 
M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 06 de Julio, Rad. 31410. 
M. P. Augusto J. Ibáñez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 8 de julio, Rad. 31531. 
M. P. Yesid Bastidas Ramírez. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 8 de julio, Rad. 31063. 
M. P. Jorge Luis Quintero Milanés. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Sentencia Sala de Casación Penal del 31 de agosto, Rad. 
31795 M. P. Yesid Ramírez Bastidas.  
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 14 de septiembre, Rad. 
31811 M. P. María Del Rosario Gonzales De Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 14 de septiembre,  Rad. 
31756. M. P. María del Rosario Gonzáles de Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 14 de octubre, Rad. 
26266 M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 21 de octubre, Rad. 
32206 M. P. Javier Zapata Ortiz. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 28 de octubre, Rad. 
31568, M. P. Alfredo Gómez Quintero. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 04 de noviembre, Rad. 
32839. M. P. José Leónidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia. (2009). Auto Sala de Casación Penal del 11 de noviembre, Rad. 
32388. M. P. María del Rosario Gonzales de Lemos. 
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 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 11 de noviembre, Rad. 
32394. M. P. Javier Zapata Ortiz. 
 Corte Suprema De Justicia. (2009). Sentencia Sala de Casación Penal del 11 de noviembre, 
Rad. 32267. M. P. María Del Rosario González De Lemos. 
 Corte Suprema de Justicia (2009). Auto Sala de Casación Penal del 17 de noviembre, Rad. 
32183 M. P. Yesid Bastidas Ramírez. 
 Corte Suprema de Justicia. (2009). Auto Sala de Casación Penal del 3 de diciembre, Rad. 
32824. M. P. Sigifredo Espinosa Pérez.  
 Corte Suprema de Justicia (2010). Auto Sala de Casación Penal del 3 de febrero, Rad. 
32612. M. P. Yesid Ramírez Bastidas. 
 Corte Suprema de Justicia (2010). Auto Sala de Casación Penal del 10 de marzo, Rad. 
33621 M. P. Sigifredo Espinoza Pérez. 
 Corte Suprema de Justicia (2010). Auto Sala de Casación Penal del 12 de abril, Rad. 33212 
M. P. Sigifredo Espinoza Pérez. 
 Corte Suprema de Justicia (2010). Auto Sala de Casación Penal del 05 de agosto, Rad. 
30105 M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2010). Auto Sala de Casación Penal del 09 de diciembre, Rad. 
34434 M. P. Sigifredo Espinoza Pérez. 
 Corte Suprema de Justicia (2011). Auto Sala de Casación Penal del 26 de julio, Rad. 34996. 
M. P. Javier Zapata Ortiz. 
 Corte Suprema de Justicia (2011). Auto Sala de Casación Penal del 24 de agosto, Rad. 
37198 M. P. Julio Enrique Socha Salamanca. 
 Corte Suprema de Justicia (2011). Auto Sala de Casación Penal del 28 de septiembre, Rad. 
37043. M. P. Fernando Alberto Castro Caballero. 
 Corte Suprema de Justicia (2011). Auto Sala de Casación Penal del  26 de octubre, Rad. 
32143 M. P. Héctor Helí Martínez Leal. 
 Corte Suprema de Justicia (2011). Auto Sala de Casación Penal  del 12 de Diciembre,  Rad. 
35672  M. P. María del Rosario González Muñoz. 
 Corte Suprema de Justicia (2012). Auto Sala de Casación Penal del 18 de abril, Rad. 38020. 
M. P. José Luis Barceló Camacho. 
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 Corte Suprema de Justicia (2012). Auto Sala de Casación Penal del 23 de mayo, Rad. 
37231. M. P. Augusto Ibañez Guzmán. 
 Corte Suprema de Justicia (2012). Auto Sala de Casación Penal del 19 de septiembre, Rad. 
38137. M. P. Fernando Alberto Castro Caballero. 
 Corte Suprema de Justicia (2012). Auto Sala de Casación Penal del  3 de junio, Rad. 35422. 
M. P. Sigfredo Espinosa Pérez. 
 Corte Suprema de Justicia (2012). Auto Sala de Casación Penal  del 12 de Diciembre,  Rad. 
38512  M. P. Gustavo Malo Fernández. 
 Corte Suprema de Justicia (2013) Auto Sala de Casación Penal del 9 de octubre, Rad. 
36518. M. P. Leonidas Bustos Martínez. 
 Corte Suprema de Justicia (2013). Auto Sala de Casación Penal del 16 de octubre, Rad. 
39.023. M. P. José Luis Barceló Camacho. 
 Corte Suprema de Justicia (2013). Auto Sala de Casación Penal del 16 de octubre. Rad. 
42258. M. P.  José Luis Barceló Camacho. 
 Corte Suprema de Justicia (2014). Auto Sala de Casación Penal del 21 de mayo, Rad. 42864 
M. P. José Luis Barceló Camacho. 
 Corte Suprema de Justicia (2014). Auto Sala de Casación Penal del 23 de julio, Rad. 43689. 
M. P. María del Rosario Gonzáles Muñoz.  
 Corte Suprema de Justicia (2014). Auto Sala de Casación Penal del 13 de agosto, Rad. 
43190. M. P. José Luis Barceló Camacho. 
 Corte Suprema de Justicia (2014). Auto Sala de Casación Penal del 15 de octubre, Rad. 
42184. M. P. Gustavo Enrique Malo Fernández. 
 Corte Suprema de Justicia (2014). Auto Sala de Casación Penal del 26 de noviembre, Rad. 
42866. M. P. Luis Guillermo Salazar Otero. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Auto Sala de Casación Penal del 25 de febrero, Rad. 
42841. M. P. Patricia Salazar Cuéllar. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Auto Sala de Casación Penal del 25 de mayo, Rad. 
45684. M. P. María del Rosario Gonzáles Muñoz. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Auto Sala de Casación Penal del 10 de junio, Rad. 44993. 
M. P. Eyder Patiño Cabrera. 
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 Corte Suprema de Justicia (2015). Auto Sala de Casación Penal del 5 de agosto, Rad. 42172. 
M. P. Eugenio Fernández Carlier. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Sentencia Sala de Casación Penal del 5 de agosto, Rad. 
46423. M. P. Gustavo Enrique Malo Fernández. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Auto Sala de Casación Penal del 9 de septiembre, Rad. 
43578. M. P. Patricia Salazar Cuéllar. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Auto Sala de Casación Penal del 9 de septiembre, Rad. 
43140. M. P. Gustavo Enrique Malo Fernández. 
 Corte Suprema de Justicia (2015). Sentencia Sala de Casación Penal del 14 de octubre, Rad. 
42388. M. P. Gustavo Enrique Malo Fernández. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
